PAGE  
3

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 357ª
Sesión 24ª, en martes 9 de junio de 2009
Ordinaria

(De 16:18 a 20:8)

PRESIDENCIA DE LOS SEÑORES JOVINO NOVOA VÁSQUEZ, PRESIDENTE,
 CARLOS BIANCHI CHELECH, VICEPRESIDENTE, Y VÍCTOR PÉREZ VARELA, PRESIDENTE ACCIDENTAL
SECRETARIOS, LOS SEÑORES CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE

____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.....................................................................

II.
APERTURA DE LA SESIÓN.............................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS.............................................

IV.
CUENTA............................................................................
Acuerdos de Comités…………………………..

V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sobre protección de los animales (6521-12) (se aprueba en particular)………..

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley 19.451, con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (4999-11) (pasa a Comisiones unidas de Salud y Constitución)……….

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece sistema de responsabilidad de adolescentes por infracciones a ley penal (5458-07) (queda pendiente su discusión general)………….

VI TIEMPO DE VOTACIONES:

Pago de bonos extraordinarios por el Estado. Proyecto de acuerdo (S 1171-12) (se rechaza)…………

VII. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………….

Protesta por tratamiento a candidato presidencial en acto público. Oficio (observaciones del Senador señor Orpis)………..

Incumplimiento de programas de obras públicas para combatir el desempleo. Oficio (observaciones del Senador señor Pérez Varela)………..

Protesta por tratamiento a candidato presidencial en acto público (observaciones del Senador señor Prokurica)………..

Protesta por actitud de Ministro de Defensa a raíz de presencia de candidato presidencial en acto público. Oficio (observaciones del Senador señor Cantero)………..

Necesidad de proyecto para mantención de actual carga impositiva a combustibles. Oficio (observaciones de los Senadores señores Prokurica y Kuschel)………………………………………………
Limpieza de cauce de río Blanco, becas para estudiantes de Chaitén e intensificación de obras de Plan Chiloé. Oficio (observaciones del Senador señor Kuschel)………..

Figuración personal en actos de homenaje a la Patria (observaciones del Senador señor Naranjo)………..

Vigésimo aniversario de masacre de Tiananmen. Oficios (observaciones del Senador señor Naranjo)………..

Cambio de sede para cumbre de UNASUR (observaciones del Senador señor Gómez)………..

Paralización de remates de bienes raíces con deudas de contribuciones impagas.  Reiteración de oficios (observaciones del Senador señor Gómez)………..

Cobro abusivo de intereses y entrega de tarjetas de crédito a personas sin ingresos. Oficio (observaciones del Senador señor Navarro)………..

Recolocación de profesores de Chaitén. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)………..

Solución para agrupación de comités de allegados de Chiguayante. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)………..

A n e x o s

DOCUMENTOS:

1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional” (6560-10)………

2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que modifica el artículo 94 de la Carta Fundamental referido a la inconstitucionalidad de un precepto legal (6221-07)…………..

3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley que modifica el Código Penal en la regulación de delitos contra la Administración Pública (6476-07)……………

4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el número 4º del artículo 698 del Código de Procedimiento Civil a fin de concordar plazos en juicios especiales  (5354-7 y 5355-07)………

5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo que modifica el Convenio de Seguridad Social entre Chile y Australia (6444-10)……………

6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el DFL. Nº 340, sobre concesiones marítimas, con el objeto de establecer obligación de que concesionarios preserven el medio ambiente marítimo y acuático libre de contaminación (6347-12)………..

7.- Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en los  proyectos, el primero, que modifica el Código Aeronáutico en materia de transporte de pasajeros y sus derechos, y el segundo, que modifica el Código Aeronáutico a fin de establecer un seguro flotante colectivo en caso de suspensión de operaciones de líneas aéreas (4595-15 y 4764-15)………..

8.- Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a remuneraciones (5434-13)………..

9.- Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales  recaído en el proyecto que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe (6010-12)……….

10.- Nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (4716-07)……………

11.- Moción del Senador señor Letelier, mediante la cual inicia un proyecto de ley que establece un procedimiento extrajudicial en casos de divorcio por mutuo acuerdo entre los cónyuges (6557-07)…………..

12.- Moción del Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que prohíbe prácticas discriminatorias en pago de servicios o productos en atención al medio de pago utilizado (6558-03)……….

13.- Moción del Senador señor Letelier, mediante la cual inicia un proyecto de ley que suspende indefinidamente la inscripción de taxis colectivos en Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (6559-15)……….

14.- Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional” (6560-10)………

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, la Ministra de Planificación, señora Paula Quintana Meléndez; el Ministro de Salud, señor Álvaro Erazo Latorre; el Subsecretario de Justicia, señor Jorge Frei Toledo, y el Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, señor Sebastián Pavlovic Jeldres. 
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Las actas de las sesiones 22ª y 23ª, ambas ordinaria, en 2 y3 de junio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Once de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (boletín N° 6.560-10). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa la Comisión de Relaciones Exteriores y, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (boletín N° 5.971-17).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).


2) Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).


3) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (boletín N° 5.069-03).


4) Proyecto que complementa a la ley que introduce modificaciones al Código Penal en la regulación de delitos contra la Administración Pública  (boletín Nº 6.476-07).


Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos: 



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (boletín N° 3.875-11).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (boletín N° 5.301-05).


3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el cargo de Ministro del Deporte y de la Juventud (boletín N° 5.697-29).


4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe (boletín N° 6.010-12).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el último hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de acuerdo aprobatorio del “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (boletín N° 6.560-10).


--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 
Oficios


Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha tomado conocimiento del oficio del Senado mediante el cual comunica que Su Excelencia la Presidenta de la República resolvió retirar del Congreso Nacional el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (boletín N° 2.293-10).


--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que instaura el “Día Nacional del Minero” (boletín N° 4.418-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con los cinco siguientes informa que prestó su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 94 de la Carta Fundamental, referido a la inconstitucionalidad de un precepto legal (boletín Nº 6.221-07). (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- Proyecto que complementa a la ley que introduce modificaciones al Código Penal, en la regulación de delitos contra la Administración Pública (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 6.476-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


3.- Proyecto de ley que modifica el número 4° del artículo 698 del Código de Procedimiento Civil a fin de concordar los plazos en los juicios especiales (boletines números 5.354-07 y 5.355-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


4.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo que modifica el Convenio de Seguridad Social entre los Gobiernos de Chile y Australia, adoptado por Intercambio de Notas de 2 de octubre y 18 de diciembre de 2008, respectivamente (boletín Nº 6.444-10). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


5.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 340, sobre concesiones marítimas, con el objeto de establecer la obligación de que los concesionarios preserven el medio ambiente marítimo y acuático libre de contaminación (boletín N° 6.347-12). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, emite su parecer respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (boletín Nº 5.947-12).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto con sus antecedentes.


Del señor Contralor General de la República, a través del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, sobre  la situación que afecta al funcionario del Instituto de Desarrollo Agropecuario que indica.


Trece del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 96 del Código de Minería y 229, 230 y 237 del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento.


Del señor Ministro del Interior, a través del cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, respecto de las bases de datos de la Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana (ENUSC) realizada en los años 2003, 2005, 2006 y 2007.


Del señor Ministro del Interior subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la declaración de estado de catástrofe en Regiones de zonas sur y austral del país.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, relacionado con la carta del señor Manuel Cruzat Valdés, publicada en el diario “El Mercurio”, acerca del límite entre Chile y Argentina en Campos de Hielo.


Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros responde igual número de oficios cursados en nombre del Senador señor Espina: uno concerniente a la construcción del puente Lolén (comuna de Lonquimay), y el otro, a la mantención y limpieza de las alcantarillas ubicadas en la intersección del camino Mininco con el acceso a Huelehueico (Novena Región).



Con el tercero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, con relación al mejoramiento y mantención de diversas rutas y caminos en la Región de Los Ríos. 



Con el cuarto y quinto responde dos oficios expedidos en nombre del Senador señor Horvath: uno, relativo a problemas que afectan al litoral de la zona austral, en particular en el sector de islas Huichas, y el otro, a la adquisición de maquinarias para la protección de predios afectados por la erosión de ríos.



Con el sexto contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referente al Programa de Electrificación Rural.



Del señor Ministro de Salud, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Naranjo, con respecto a regulación e indicación profesional de medicamentos genéricos.


Dos del señor Director de Presupuestos:



Con el primero contesta las solicitudes de incremento del presupuesto vigente de la Biblioteca del Congreso Nacional, planteadas por los señores Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados.



Con el segundo remite los Balances de Gestión Integral 2008 de los Servicios Públicos, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley orgánico de administración financiera del Estado.



Del señor Secretario Ministerial de Salud de la Quinta Región, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, relativo a la emisión de gas ocurrida el día 7 de abril del año en curso en la provincia de Quillota.


Del señor Director General de Aeronáutica Civil, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, concerniente a la autorización para realizar vuelos nocturnos en el aeródromo de Balmaceda, Undécima Región.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que responde un oficio cursado en nombre del  Senador señor Romero, acerca de la posibilidad de otorgar el carácter de comisaría a la subcomisaría de Llaillay, Quinta Región.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico en materia de transporte de pasajeros y sus derechos, y en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Vásquez, Ávila, Gómez y Zaldívar, que modifica el Código Aeronáutico a fin de establecer un seguro flotante colectivo en caso de suspensión de operaciones de líneas aéreas (boletines números 4.595-15 y 4.764-15). (Véase en los Anexos, documento 7).


Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (con urgencia calificada de  “suma”) (boletín Nº 5.434-13). (Véase en los Anexos, documento 8).


Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 6.010-12). (Véase en los Anexos, documento 9).


Nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma a la Carta Fundamental, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para tabla.
Mociones



Tres del Senador señor Letelier, mediante las cuales da inicio a los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que establece un procedimiento extrajudicial en casos de divorcio por mutuo acuerdo entre los cónyuges (boletín N° 6.557-07). (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2) Proyecto de ley que prohíbe las prácticas discriminatorias en el pago de servicios o productos en atención al medio de pago utilizado (boletín N° 6.558-03). (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Economía.



3) Proyecto de ley que suspende indefinidamente la inscripción de taxis colectivos en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (boletín N° 6.559-15). (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que establece una dirección regional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en la Undécima Región.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.
Comunicación



Informe relativo a la Cuarta Reunión del Comité de Diálogo Político entre la Asamblea Popular Nacional de China y el Congreso Nacional de Chile, efectuada entre los días 21 y 29 de mayo de 2009 en las ciudades de Xian, Beijing y Shanghái.



--Queda a disposición de los señores Senadores.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor NARANJO.- Pido la palabra sobre ella.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, deseo formular dos consultas.



En primer término, sucede que el informe de la Comisión Mixta del proyecto sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas fue despachado hace casi un mes. Y me gustaría saber si ahora está radicado en la de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, como esa iniciativa se rechazó en general en el Senado, no pasó a dicha instancia legislativa. En todo caso, los Comités acordaron poner dicho proyecto, en trámite de Comisión Mixta, en el primer lugar de la tabla de la sesión de mañana, con informe verbal de la Comisión de Hacienda.

El señor NARANJO.- Muy Bien.



En segundo lugar, en la Cuenta se mencionó un informe relativo a la Cuarta Reunión del Comité de Diálogo Político entre la Asamblea Popular Nacional de China y el Congreso Nacional de Chile. Y me gustaría tener a la vista ese documento para saber si se abordó lo relativo al cumplimiento de veinte años desde la matanza de Tiananmen.



Me imagino que la legación chilena le habrá expresado su preocupación a esa Asamblea respecto de lo que señalé.

El señor NOVOA (Presidente).- Le haremos llegar una copia del informe, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Gracias.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones a las siguientes iniciativas:



-Proyecto sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, hasta el martes 16 del mes en curso, a las 12.



-Proyecto de ley relativo a modernización del Servicio Electoral, hasta el viernes 19 de junio, a las 12.



-Proyecto que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil, hasta el martes 30 del presente mes, a las 12.



-Proyecto de ley sobre modernización del Ministerio de Defensa Nacional, hasta el martes 30 de junio, a las 12. 



2) Incorporar el informe de la Comisión Mixta recaído en la iniciativa sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas -respecto de la cual consultó el Senador señor Naranjo hace unos minutos- en el Orden del Día de la sesión de mañana, autorizando a la Comisión de Hacienda para rendir, si fuera necesario, un informe oral.



3) Autorizar a la Comisión de Relaciones Exteriores para sesionar paralelamente con la Sala, a contar de las 17 de hoy, con el propósito de tratar el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”.

)------------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Quiero hacer presente a la Sala que se encuentran en las tribunas los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado Nacional de Bolivia.



Ellos son los Senadores señores Guido Guardia (Presidente de ese órgano legislativo), Fernando Cavero y Vladimir Colque, a quienes los acompaña el señor Freddy Bersatti Tudela, Cónsul General de Bolivia en Chile.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Deseo agradecer su visita y destacar el trabajo que se está realizando entre las Comisiones de Relaciones Exteriores de los Senados de Chile y Bolivia, lo que ha permitido estrechar aún más las relaciones con ese hermano país.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE RÉGIMEN JURÍDICO GENERAL PARA CONOCIMIENTO, PROTECCIÓN Y RESPETO DE ANIMALES

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, en primer trámite constitucional, sobre protección a los animales, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6521-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro).


En primer trámite, sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.


Informes de Comisión:


M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 20ª, en 20 de mayo de 2009.

M. Ambiente y B. Nacionales (segundo), sesión 23ª, en 3 de junio de 2009.

Discusión:



Sesiones 21ª, en 20 de mayo de 2009 (se aprueba en general); 23ª, en 3 de junio de 2009 (queda aplazada su votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como Sus Señorías recordarán, la discusión particular del proyecto se inició en la sesión del miércoles pasado, donde se dieron por aprobadas las normas que no fueron objeto de indicaciones en el debate en general o de modificaciones en el segundo informe.



Se trata de los artículos 3°, 5°, 8°, 9°, 10 a 14, 17 y 19 permanentes, y 1°, 2°, 3° y 4° transitorios. El único que no se dio por aprobado conforme al artículo 124 del Reglamento fue el artículo 12, que tiene carácter orgánico constitucional, por lo que cabe pronunciarse respecto de él.



Asimismo, corresponde votar sin debate las enmiendas efectuadas en la Comisión, todas las cuales se acordaron en forma unánime. Ellas recaen en los artículos 2°; 6°; 7°, en sus dos incisos, y en el 15.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado, que transcribe el proyecto aprobado en general, las modificaciones introducidas en el segundo informe y el texto que resultaría de acogerse estas.



Cabe recordar que en la sesión del miércoles pasado se solicitó aplazamiento de la votación.

El señor NOVOA (Presidente).- Como los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones quedaron aprobados en la sesión anterior, ahora procede votar la norma de quórum especial y todos los preceptos a los que se les introdujeron enmiendas. Y, de acuerdo con el Reglamento, deben ser votados sin debate porque se acogieron unánimemente en la Comisión.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, ¿me permite plantear una cuestión de forma?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NARANJO.- En el artículo 2° -sé que se aprobó por unanimidad- hay algo que perfectamente podría corregirse ahora. Dice: “El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar en el educando…”. Me parece que estas últimas palabras están de más, porque se entiende que en dicho proceso se halla incluido el alumno.



Por consiguiente, la norma quedaría mucho mejor si se eliminara la frase “en el educando” y se dejara solo: “El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar el sentido de respeto y protección a los animales…”.



Reitero: esas palabras están de más.

El señor LETELIER.- Tiene razón, Su Señoría.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay problema alguno en autorizar a Secretaría para que corrija los aspectos de forma. 



En todo caso, me gustaría que quedara bien claro que sólo vamos a votar los artículos que fueron objeto de modificaciones y el que requiere quórum especial.



Propongo que hagamos una sola votación y que los señores Senadores que lo deseen puedan fundamentar su voto.



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación los artículos mencionados.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solo quiero señalar que todas las indicaciones analizadas por la Comisión, tal como lo ha indicado la Mesa, fueron rechazadas o aprobadas en forma unánime, según el caso. 



Este proyecto de ley -ya lo explicamos en el debate de la sesión anterior- recoge la historia de dos mociones parlamentarias. Una, que lleva 14 años en el Parlamento, y otra, que surgió a raíz de los problemas generados durante la tramitación de la primera, que completará aproximadamente 6 años de discusión. 



La iniciativa en examen -que permite que legislemos bien porque vamos a aprobar un solo texto- ha sido fruto de un acuerdo político, administrativo (no quiero ponerle apellido), que cuenta con el respaldo de los miembros de la Comisión de Recursos Naturales de la Cámara de Diputados. 



En definitiva, estamos haciendo un esfuerzo para legislar bien y acelerar una iniciativa cuya tramitación ha durado largos años en el Congreso. Porque la aprobación de ambas mociones sería un “espectáculo” legislativo, como lo expliqué latamente en la sesión anterior.



En cuanto a las indicaciones se respetó, de alguna forma, el espíritu del acuerdo mencionado, en el sentido de que se rechazaron las otras materias que los señores parlamentarios quisieron introducir -en verdad, no fueron muchas- y se acogieron aquellas que la Comisión estimó que perfeccionaban el texto.



Una de las primeras indicaciones corresponde al inciso segundo del artículo 2º, que fue presentada por el Senador señor Naranjo, mediante la cual se incorporó, a continuación de la frase “a fin de controlar”, la palabra “especialmente” -está destacada con negritas-, que precisa y ordena el texto originalmente aprobado.



El artículo 7°, que regula los experimentos en animales vivos, solo dispone que pueden ser practicados por personal calificado con estudios en las áreas veterinaria, médica. Pero algunos especialistas del ámbito de la biología o de otras profesiones pueden, de alguna forma, también realizar experimentos en animales vivos. Por lo tanto, se incorporó en su inciso primero la expresión “o ciencias afines” para que no lo acotemos exclusivamente a las áreas mencionadas en el texto.



Asimismo, al final del inciso segundo del artículo 7° se agregó la frase “u otro profesional competente”. La norma se refiere a aquellos experimentos que consistieren en cirugías mayores que necesariamente importen el uso de anestesia. En el texto original se establece que solo pueden ser practicados por médicos veterinarios, pero es factible que un médico general u otro profesional hagan experimentos con ratas, en fin. Por eso se propone extender a otras profesiones competentes la realización de tales procedimientos.



Sin perjuicio de lo anterior, habrá un reglamento que regulará esos experimentos.



La última indicación recae en el artículo 15 y corresponde también a un perfeccionamiento. La norma establece: “Todas las actividades y prácticas que se realicen en las clínicas y centros de atención veterinaria…” y se precisó que ellas se referían a animales, porque hay muchas otras materias que no tienen por qué ejecutarse bajo la dirección responsable de un médico veterinario.



Esas son todas las modificaciones aprobadas. Ellas perfeccionan el texto y permitirían que el Senado y también la Cámara de Diputados despacharan definitivamente este proyecto de ley, que es esperado por diversas organizaciones. Además, resulta fundamental que nuestro país tenga una buena legislación sobre protección de los animales.



Por lo tanto, en nombre de la Comisión de Medio Ambiente solicito que aprobemos ojalá en forma unánime las enmiendas introducidas mediante las indicaciones, porque perfeccionan el texto del proyecto.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hemos logrado mejorar la iniciativa que debatimos en una sesión anterior. Las inquietudes habidas en ese momento para no despacharla creo que están despejadas.



Y hoy, particularmente, hemos conseguido precisar conceptos en dos materias. 



En primer lugar, lo que dice relación a los profesionales que pueden practicar experimentos en animales vivos. Quiero subrayar su importancia para la historia de la ley, por cuanto con la redacción original corríamos el riesgo de dejar fuera de esta práctica a científicos, a biólogos marinos u otros, lo cual habría sido absolutamente un despropósito.



De la misma forma, en los experimentos que importen el uso de anestesia, como ejemplo para evitar sufrimiento innecesario, se ha introducido el concepto de “u otro profesional competente”, como ha indicado el Senador señor Longueira.



Ello es básico para que la futura ley tenga un buen funcionamiento.



Sin embargo, lamento que un asunto que nos interesaba a muchos no pudiese quedar establecido en el texto de la iniciativa. Entendemos que es un punto que está fuera de lo que era posible consensuar. Me refiero a la posibilidad de presentar acciones legales frente a ciertas situaciones. Es un debate que quedará pendiente. Algunos éramos partidarios que esa materia pudiese establecerse en el proyecto. Pero entendemos que no hubo la voluntad suficiente para la acción pública en este tipo de faltas o delitos.



Por último, señor Presidente, creo importante indicar que la redacción del artículo 16 constituye también el límite hasta donde pudimos llegar con los acuerdos. El texto dice: “Las normas de esta ley no se aplicarán a los deportes en que participen animales, tales como” y se acompaña un listado. Se habla del “rodeo, de las corridas de vaca”. Con todo respeto, entiendo que ahí debería haberse usado otro concepto. Más bien se relaciona con otras prácticas de nuestra cultura popular en el uso de los animales como son las domaduras…

El señor SABAG.- ¡Algunos corren las vacas…! 

El señor LETELIER.- “Algunos corren las vacas”, dice el Senador señor Sabag, aunque más bien se utilizan novillos para este fin. 



Continúa el listado con “el movimiento de riendas y los deportes ecuestres”. Y uno podría entender la lista como indicativa. 



Lo importante es comprender que estos deportes, donde habrá presencia de animales, se regirán -como expresa la norma- por sus respectivos reglamentos. Ello significa que no se pueden practicar de cualquier forma. Aquí el equilibrio está entregado a otra ley, que dice relación al Servicio Agrícola y Ganadero. Por ejemplo, las peleas de gallos en nuestro país están prohibidas, y no es dable interpretar la norma en cuestión como habilitadora de ese tipo de prácticas.



Tal vez a futuro tendremos que precisar estos temas, pues ahora entiendo que hasta aquí se pudo legislar. 



Lo importante es que cualquier actividad deportiva que involucre a animales deberá contar con su respectivo reglamento. Si no hay reglamento, queda prohibida por ley. Esa es la dimensión que impera al respecto. 



Señor Presidente, vamos a votar a favor de la iniciativa porque es, a nuestro juicio, un paso en la dirección correcta y porque creemos que su texto ha sido perfeccionado en este segundo trámite.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, vuelvo a destacar y a reafirmar que este proyecto corresponde a una fusión de dos mociones en las cuales han trabajado arduamente, entre otros, el Colegio Médico Veterinario de Chile y algunas organizaciones de protección animal, como ProAnimal Chile.



En segundo término, para la historia de la ley y su aplicación, debo destacar que el inciso segundo del artículo 2°, al establecer que “La autoridad dará prioridad a la educación para la tenencia responsable…”, no se refiere solo a la autoridad de educación, sino también a la competente, en particular -el Ministro del ramo se encuentra presente en la Sala- la de salud. 



Lo anterior es muy importante por las consecuencias que la materia reviste. 



Asimismo, debo señalar que quedan otros temas que van en la línea de la protección animal, de la tenencia responsable, que se verán con posterioridad en diversas iniciativas existentes tanto en la Cámara como en el Senado. 



En definitiva, estamos plenamente de acuerdo en la forma como llega el proyecto en este minuto a la Sala, y, por ende, lo votaremos a favor. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo. 

El señor NARANJO.- Señor Presidente, ante todo, vuelvo a reiterar que la expresión “en el educando”, que figura en el inciso primero del artículo 2º, está absolutamente de más. Se trata de una cuestión de forma que se puede corregir. 



En segundo término, la incorporación de la palabra “especialmente” en el inciso segundo del mencionado artículo, antes de la frase “la población canina y felina”, permite ampliar su aplicación, ya que daba la impresión de que la iniciativa en debate se encontraba hecha de manera exclusiva para los gatitos y perritos de chalé. 



En tercer lugar, me asiste una duda acerca de la normativa en análisis. Si bien es cierto que en ella se establecen sanciones para las personas que realicen experimentos en animales, me pregunto qué ocurrirá con la gente que vive en el campo que en su vida cotidiana muchas veces tiene que matar o castrar a un animal. En tal caso -quiero dejarlo establecido para la historia fidedigna de la ley-, ojalá no se entienda que hay maltrato a los animales, pues se trata de actividades y conductas muy propias de nuestra cultura campesina. 



Entonces, ¿cómo separar esas tradiciones de la cultura campesina -muy arraigadas en nuestro pueblo- de las normas de esta ley en proyecto? De lo contrario, el hecho de matar o castrar a un animal por personas pertenecientes al sector rural puede considerarse el día de mañana como un acto atentatorio contra las normas sobre protección de los animales. 



Por lo tanto, deseo por lo menos dejar en claro lo anterior para que después no exista una frontera difusa y que a futuro prácticas culturales muy propias del sentir campesino terminen siendo sancionadas, porque se apreciarán como conductas contrarias a la legislación en comento.

En último término, señor Presidente, me habría gustado que el artículo 16 hubiese sido más específico, a pesar de que resulta claro que los reglamentos relativos a deportes donde participen animales no deberán estar por sobre el espíritu de esta normativa. Entiendo que ninguno de esos reglamentos que se dicten podría ser contrario a las disposiciones de la iniciativa en debate. Pero si los que ya existen no son coincidentes con tales normas, se producirá un vacío legal delicado sobre el particular. 



El artículo 16 debería haber señalado que “tales reglamentos estarán en coincidencia con el articulado de esta ley”. Porque, de lo contrario, no estaríamos dando una protección adecuada a los animales. 



En consecuencia, yo no sé si es posible agregar o complementar lo que acabo de señalar. 

El señor HORVATH.- Eso es obvio, señor Senador.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo quiero reiterar que nosotros vamos a votar a favor del proyecto. Sin embargo, a mi juicio, este representa un tibio inicio -ojalá un tanto terapéutico- para una mejor comprensión de la relación entre nosotros y los restantes animales de este planeta, de cuya categoría también formamos parte. 



Si bien esta iniciativa se halla centrada fundamentalmente en algunos animales que el ser humano domesticó hace miles de años, los cuales gozaban de libertad al igual que nosotros, tal proceder no siempre fue beneficioso para ellos, pues también iba unido el maltrato. 



Lo anterior tiene que ver con cierta dimensión de la especie humana, la cual, a pesar de toda su inteligencia, de sus facultades para pensar, reflexionar, crear, y de su sentido de belleza, de espiritualidad, se ve en permanente contraposición con sus actitudes hacia el resto de los seres vivos. 



En el planeta existen entre 30 y 50 millones de especies que desconocemos por completo, de las que ni siquiera sabemos el valor que le aportan a la vida en general. 



La gran mayoría de ellas son muy anteriores a los seres humanos, últimos animales en llegar al planeta. Estamos emparentados con la mayoría de ellas, empezando por las primeras células, tenemos las mismas bases del DNA, los mismos aminoácidos. Son nuestros ancestros lejanos, los pueblos originarios… 

El señor COLOMA.- ¡No pueden ser los pueblos originarios…!

El señor GIRARDI.- …que habitaron nuestro planeta y que permitieron la existencia de la vida tal como la conocemos. Así, el oxígeno está relacionado con las bacterias, los minerales, la temperatura, la química del planeta. 



Pero seguimos negando eso. Continuamos rehuyendo nuestra historia, objetando una evolución común con la gran mayoría de los seres vivos. Y nuestra especie, a pesar de ser inteligente, de tener espiritualidad, se está transformando en algo paradójico: en una leucemia para el resto de los seres vivos, no solo por anunciar su destrucción, sino también la propia. 



Yo valoro este tibio avance de la iniciativa en debate, porque representa una toma de conciencia sobre el particular. Espero que esta mirada tan antropocéntrica del ser humano empiece a cambiar, y se dé cuenta que es parte de un ecosistema vivo, donde existen relaciones de interdependencia que permiten la vida. 



A mi entender, debería ponerse como prioridad en nuestra existencia el respeto a la vida, no solo de los seres humanos, sino de la vida misma, tal vez como uno de los procesos más valiosos e interesantes que podemos observar desde su origen hace 4 mil millones de años hasta hoy día. 



En ese sentido me parece interesante este proyecto, pero todavía queda mucho por caminar. 



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).-Tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, de manera muy breve deseo reiterar nuestro acuerdo con el proyecto, independientemente de que mantengo mi opinión respecto del abandono de los perros tanto en el mundo urbano como el rural -al cual me referí en sesiones anteriores- por ser un tema insuficientemente tratado, que posibilita un daño muy grande a los pequeños productores campesinos no solo de Chiloé, sino también de otras Regiones como la Décima, pues los animales de crianza doméstica con los cuales se sostiene en muchos casos la economía familiar campesina se ven fuertemente afectados, con un alto costo para las familias, situación que debiese haber sido tocada en la iniciativa, pero que no se alcanzó a tratar ahora en este trámite. 



Espero que, de todas maneras, en la Cámara de Diputados se pueda tener en cuenta lo que hemos señalado, porque no es nuestro ánimo detener este proyecto. Pero continúo pensando que lo referente al abandono de perros y su transformación en jaurías salvajes merece un tratamiento más detenido y de forma más adecuada. 



He dicho. 



--(Aplausos en las tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego mantener silencio en las tribunas. 



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que muchos parlamentarios tuvimos participación en la Cámara de Diputados y también en el Senado como coautores de la iniciativa en debate, pues resulta necesario y urgente regular y sancionar el maltrato de animales para que el ser humano incorpore la protección de estos como una norma de vida, acerca de la cual hemos dicho que representa también una cultura del autorrespeto entre las personas. 



A pesar de que nos interesa que el proyecto salga rápidamente, he presentado algunas indicaciones, como la que permite que las organizaciones defensoras de los derechos de los animales puedan querellarse contra quienes cometen delitos de maltrato, aspecto que estaba incluido en la normativa y que fue borrado -en mi opinión- sin justificación razonable. ¿Por qué otras personas distintas de las directamente afectadas no pueden iniciar acciones contra los que cometen este delito? 


Lamentablemente, la norma en comento impide que mediante asesorías, en particular de organizaciones, personas cuyos animales han sufrido maltrato accedan a una defensa jurídica aceptable.



Hemos conocido casos en que los tribunales de garantía han determinado que la única manera de admitir a tramitación una querella por maltrato es que la interponga el dueño del animal. Pero si un sádico tortura a un animal del que es dueño, queda sin sanción alguna. Y lo mismo ocurre con quien hace lo propio con un perro callejero, por ejemplo.



Eso se habría corregido si hubiese existido voluntad para aceptar la propuesta formulada sobre el particular.



Como expresé, también su propietario puede maltratar a un animal. Y si hoy día -como señalé- solo se permite que se querelle el dueño, ¿cómo va a hacerlo contra sí mismo?



Esa es una incoherencia que, por desgracia, no pudimos salvar en este proyecto. Por ende, quedará pendiente y vamos a volver sobre ella.



Asimismo, se intentó agregar al delito de maltrato el sometimiento a trabajo manifiestamente excesivo e instalar como agravante la muerte del animal. Es decir, conductas extremas.



También procuramos reponer la obligación de los organismos competentes de incorporar a los animales en los procedimientos de evacuación y rescate en casos de desastres naturales y emergencias.



Lo sucedido en Chaitén nos entregó una gran lección, que pone de manifiesto la necesidad de regular el punto. Porque dejar abandonados a animales repugna a la conciencia ética. Por ende, cada vez que se pueda y cuando se cuente con los elementos materiales indispensables, hay que incorporarlos en la evacuación y el rescate.



Es del caso, señor Presidente, agradecer a todas las organizaciones de defensa de los animales que entregaron sus opiniones y propuestas en la Comisión de Medio Ambiente.



El artículo 34 del Reglamento del Senado dispone que la citación a las Comisiones debe incluir una tabla de contenidos.



Pues bien, inicialmente, no estaba presupuestado discutir las indicaciones que presentamos el mismo día. Y se procedió a rechazarlas, pues existía el acuerdo de despachar rápidamente el proyecto.



Y he aquí la grave contradicción: queremos ser eficientes y pragmáticos, sacar los proyectos, pero después nos critican porque las leyes adolecen de defectos y no contienen todo lo deseable.



Entonces, quiero hacer presente que aquí hemos hecho un esfuerzo para ser pragmáticos a la hora de aprobar un proyecto porque requerimos la legislación consiguiente y que, empero, el articulado es imperfecto.



En tal sentido, la ley será incompleta. Y la ciudadanía nos está mirando. Por ende, vamos a proceder a su reforma, ojalá pronto.



Todos queremos que haya ley sobre la materia. Y ahora le corresponde al Parlamento aunar esfuerzos para que otros señores Senadores también puedan ser sensibilizados en la cuestión de fondo: la existencia de protección a los animales y de sanciones para el maltrato, más la posibilidad de que cualquier persona u organización pueda querellarse, y no solo el propietario, por las razones que di.



Entiendo que la ley en proyecto será aprobada, aunque tardíamente -nos hemos demorado mucho tiempo-, pero en buena hora, con las virtudes y los defectos que explicité.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Les agradeceré a quienes se hallan en las tribunas no hacer manifestaciones. Ya sabemos que todos concuerdan con lo que estamos aprobando.



Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, quiero contribuir a la unanimidad con que, me parece, el Senado va a aprobar la iniciativa en debate, que hoy día culmina esta parte de su tramitación en esta instancia.



Esto es como una manera de reivindicar el largo, lento y sinuoso camino que ha debido recorrer el proyecto por espacio de 14 años.



Es sorprendente la tardanza con que el Estado chileno acoge una sensibilidad que desde hace mucho tiempo se anida en lo más profundo del sentimiento de la gente.



Cuando una persona es degradada en su condición humana, suele decirse que es “tratada como un animal”. Esto da cuenta de la deformación cultural que hemos experimentado.



Pienso que uno de los aspectos que más conviene resaltar del hecho de aprobar la iniciativa que comento es precisamente el golpe de timón que implica esta forma de mirar lo que envuelve la convivencia con los animales, ya sean domésticos o simplemente del medio salvaje. Comparten con nosotros una naturaleza cada vez en más peligro, y, por consiguiente, todos tenemos que, de algún modo, sumar esfuerzos para restaurar los equilibrios básicos que nos permitan en el futuro entregarles a nuestros descendientes un mundo que valga la pena vivir.



Por eso, con sumo agrado, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a la iniciativa.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (32 votos afirmativos).


Votaron la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, le agradeceré que, como mi votación no quedó registrada, se haga constar mi respaldo al proyecto sobre maltrato a los animales.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia de ello en la Versión Oficial, señor Senador.



Por otra parte, pido la anuencia de la Sala para que la Secretaría realice el cambio de redacción que propuso el Honorable señor Naranjo. ¿Por qué? Porque, al respecto, Su Señoría presentó en la Comisión una indicación, la que fue rechazada.



Estimo que no hay ningún problema en que la norma pertinente se redacte de la forma planteada por el Senador señor Naranjo; o sea, que se diga que el sistema educacional propenderá al cuidado de los animales, sin hacer referencia necesariamente al “educando”.



¿Le parece a la Sala?

El señor LARRAÍN.- ¿Qué artículo es?

El señor NOVOA (Presidente).- El 2°.



Se sugirió en la Sala una enmienda de forma, e inicialmente se dijo que la Secretaría podía efectuarla. Pero la verdad es que se trata de una indicación que la Comisión rechazó. Entonces, para que la Secretaría proceda a la corrección respectiva se requiere el consentimiento de la Sala.



¿Estamos de acuerdo?

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor NAVARRO.- ¿Cuál es el problema, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de darle la palabra al Honorable señor Longueira, voy a explicar la situación.



El artículo 2° expresa: “El proceso educativo, en sus niveles básico y medio, deberá inculcar en el educando el sentido de respeto y protección a los animales”. La sugerencia del Senador señor Naranjo era para decir: “deberá inculcar el sentido de respeto y protección a los animales”. Y se determinó el carácter absolutamente formal de esta proposición.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no seré yo quien dilate la tramitación luego de que en la Comisión hicimos un esfuerzo para despachar un proyecto que lleva 14 años en el Parlamento.



Solo para efectos de la Versión Oficial, debo señalar que comparto el perfeccionamiento propuesto y puntualizar que no se requiere autorización alguna, pues la indicación que el colega Naranjo presentó en la Comisión para eliminar la expresión “en el educando” no era exactamente igual a la sugerencia que hizo esta tarde en la Sala.



Si bien la Comisión estimó que la redacción de la indicación de Su Señoría no era conveniente, me parece que la Mesa no debe pedir ningún acuerdo, pues aquella no rechazó un planteamiento similar al formulado en la Sala, sino una proposición que involucraba cambios en otras materias.



Por lo tanto, señor Presidente, no abra más debate y sigamos con el despacho de los otros asuntos de la tabla.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, ¿se autoriza a la Secretaría para efectuar la modificación respectiva?



--Así se acuerda, y el proyecto queda despachado en este trámite.
Modificación de Ley sobre Trasplante y
Donación de Órganos

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Matthei, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451 con el fin de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma de manifestar su voluntad, con segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “suma”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (4999-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide). 


En primer trámite, sesión 12ª, en 18 de abril de 2007.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009.

Salud (segundo), sesión 23ª, en 3 de junio de 2009.

Discusión:


Sesión 1ª, en 11 de marzo de 2009 (se aprueba en general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto fue aprobado en general en la sesión de 11 de marzo último.



En su segundo informe, la Comisión de Salud deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 4 y 6 del artículo único, disposiciones que conservan el mismo texto aprobado en general. Estos números deben darse por aprobados, salvo que, a petición de un señor Senador y por la unanimidad de los presentes, se acuerde someter a discusión y votación uno de ellos o los dos.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión informante deja constancia de que efectuó diversas modificaciones al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas en forma unánime.



Cabe recordar que las enmiendas aprobadas por unanimidad deben votarse sin debate, salvo que algún señor Senador, antes del inicio de la discusión particular, solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



El número 11 del artículo único, que otorga una atribución al juez de garantía, tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de cuatro columnas: la primera consigna las normas de la ley N° 19.451; la segunda, el proyecto aprobado en general; la tercera, las modificaciones aprobadas por la Comisión, y la cuarta, el texto que resultaría si la Sala aprobara el informe.



Asimismo, existe un anexo que consigna documentos de la Comisión Nacional de Trasplante de Órganos. Sus Señorías pueden solicitarlo a los oficiales de Sala.



Por último, la Comisión de Salud propone que, aprobado el proyecto por el Senado, se archiven dos iniciativas sobre la misma materia que se encuentran pendientes en ella.

El señor NOVOA (Presidente).- En primer lugar, solicito autorización para que ingrese a la Sala el Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, señor Sebastián Pavlovic.



--Se accede.

El señor NOVOA (Presidente).- En seguida, de acuerdo al Reglamento, procede votar sin debate las modificaciones acordadas unánimemente por la Comisión, dejando constancia del quórum en el caso de la norma que individualizó el señor Secretario durante su relación.



Ha llegado a la Mesa una indicación renovada para sustituir por otro el artículo 8° aprobado en general.



Entonces, si le parece a la Sala, pondremos en votación el resto del proyecto; luego, la indicación renovada, y si esta es rechazada, el artículo propuesto por la Comisión.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PÉREZ VARELA.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Para fundamentar el voto?

El señor PÉREZ VARELA.- No, señor Presidente. Antes de que emitamos pronunciamiento sobre el resto de la iniciativa, quiero pedir votación separada en el artículo 8°. No sé en qué condiciones queda este precepto después de la indicación renovada. En todo caso, me parece que su inciso segundo debe votarse separadamente. Y es lo que le solicito a la Mesa.

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, primero votaremos todo, menos el artículo 8°. Después, la indicación renovada, que plantea sustituirlo por otro. Si esta es rechazada, deberemos pronunciarnos sobre el artículo que despachó la Comisión. Y en esta instancia correspondería acoger la solicitud de votación separada que planteó el Honorable señor Pérez Varela.

El señor GARCÍA.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Para fundamentar el voto o para plantear una cuestión de procedimiento?

El señor GARCÍA.- Para lo segundo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la misma línea del Honorable señor Pérez Varela, tengo convicción sobre la inconveniencia del inciso segundo del artículo 8° que se nos propone. Y eso guarda directa relación, después, con el artículo 9°. Porque lo que establece aquel inciso está ratificado en sentido inverso en el artículo 9° al decirse que “Toda persona mayor de catorce años podrá en forma expresa renunciar a su condición de donante”.



Entonces, creo que, razonablemente, debiéramos dejar pendiente no solo el artículo 8°, sino también el 9°.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene razón, señor Senador. Pero existe un problema: ya se inició la votación.



Ahora, en caso de que se aprobara una norma que resultara incompatible con otras disposiciones, procedería reabrir debate respecto de estas.



En consecuencia, por economía procedimental, proseguiremos con la votación de los demás artículos. Después nos abocaremos a la indicación renovada al artículo 8°. Y, dependiendo de lo que resuelva la Sala sobre ella, veremos si es necesario reabrir debate sobre las normas que resulten incompatibles.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que, si se acoge la indicación renovada, que cambia el sentido de, a lo mejor, varias otras normas, no se reabre debate sobre ellas, sino que las otras normas se entienden modificadas conforme a dicha aprobación.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene razón, señor Senador.



Pero, en todo caso, nos hallamos en votación. Y hay una norma que requiere quórum especial.



Así que ofrezco la palabra para fundar el voto.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el proyecto que estamos votando tiene por objeto modificar la ley N° 19.541, sobre trasplante y donación de órganos, de tal forma de consagrar el principio del donante universal, en el sentido de que toda persona mayor de catorce años será considerada, por el solo ministerio de la ley, donante de sus órganos una vez fallecida, a menos que en vida haya manifestado su intención o voluntad de no serlo, a través de simple declaración escrita y firmada, en cualquier instrumento susceptible de producir fe y por los medios establecidos en la ley.



Además, se consagra el principio del receptor universal, conforme al cual todo habitante en el país tendrá derecho a ser receptor de órganos, si llega a necesitarlos, sin discriminaciones arbitrarias.



Señor Presidente, esta iniciativa responde, en mi concepto, a nuestra baja tasa de donantes efectivos en comparación con otras naciones del mundo; por ejemplo, con países europeos y latinoamericanos. Chile alcanzaba en 2006 un promedio de 9 donantes por millón, lejos de los 38 de España; de los 20 de promedio del Viejo Continente; de los 17 de Uruguay (el mejor índice de Latinoamérica), y de los 15 de Argentina (segundo de la región).



Esas cifras son las que a mi juicio motivaron la búsqueda de alternativas legislativas que constituyan un real incentivo y fomento a la donación de órganos y, consecuentemente, a la modificación de la normativa vigente sobre la materia.



Sin lugar a dudas, el proyecto significa un avance en el ámbito de la donación de órganos: aumenta el número de potenciales donantes al establecer la figura del donante universal, salvo que se exprese voluntad en contrario; unifica la información y crea un registro de no donantes, administrado por el Servicio de Registro Civil; imposibilita a la familia negarse cuando la persona ha adquirido expresamente en vida su condición de donante.



Empero, aunque la iniciativa representa un adelanto importante, lamentablemente no mejorará nuestra realidad. Y digo esto porque, por muchos que sean nuestros esfuerzos para mejorar la actual situación, si no existe una institucionalidad que respalde, promueva y ordene lo relativo a los trasplantes, habrá cambios, pero no sustanciales.



Hoy, ante la posibilidad de un donante, los recintos hospitalarios deben contar con el equipamiento necesario. Por ejemplo, camas UTI; equipos de neurocirugía y otros dispositivos de alta tecnología; factibilidad de traslado de órganos vía aérea, y otros elementos indispensables, los que hoy no existen en todos los establecimientos hospitalarios.



Tampoco hay una institución que se dedique permanentemente a pesquisar los potenciales casos de donantes y posibles receptores. En el artículo 14 se esboza una propuesta sobre la materia. Pero, a mi entender, es indispensable consagrar un sistema que permita abocarse a esa tarea, pero no solo con médicos que participen voluntariamente en cada uno de los hospitales, sino sobre la base de un programa serio y responsable.



Lo que necesitamos son dos cosas: por un lado, que aumenten los donantes, y, por otro, que se incrementen las donaciones de órganos. El proyecto, a mi juicio, logra lo primero. Por ello, para conseguir que se cumpla el objetivo final, cual es que crezca el número de donaciones, es importante formular un llamado al Ejecutivo a fin de que destine los recursos económicos y humanos necesarios para crear una institución, al interior del Ministerio de Salud, que se dedique exclusivamente a pesquisar, a determinar, posibles donantes y receptores.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la discusión de fondo que mantenemos esta tarde se refiere al artículo 8º, así como también al artículo 9º; pero, básicamente, cuando se ha tratado el tema en la Sala y en otras oportunidades, lo que hemos querido hacer con el proyecto, como ya se ha insinuado aquí, es modificar la situación actual en la materia.



Cabe recordar que cuando se planteó la primera iniciativa igualmente hubo señores Senadores que querían la aplicación del sistema de donantes universales -luego cambiaron de opinión-, pero, en definitiva, se aprobó una norma en virtud de la cual quien quiere convertirse en donante debe dirigirse a alguna de las instancias previstas para el efecto, con todas las facilidades que buscamos proporcionar, y manifestar su voluntad de serlo en algún momento, para que cuando tenga lugar el hecho exista constancia de su decisión.



En el articulado se contempla ahora un procedimiento inverso: quien no quiera ser donante debe manifestarlo. ¿Por qué? Por la misma razón que ya se ha señalado en orden a que creemos que es una de las formas en que se puede aumentar la cantidad de donantes y evitar trámites innecesarios.



Estamos todos de acuerdo -y así lo han hecho ver también el Ejecutivo, como se aprecia al leer la discusión del proyecto, y, en su tiempo, la Senadora señora Matthei, con mucha fuerza, habiendo estado nosotros dispuestos a apoyar esa posición-, primero, en que la donación de órganos exige una ley; segundo, en que debe existir una cultura al respecto, a lo cual ayudan el acuerdo del Senado y el de la Cámara, en el caso de que esta apruebe la proposición; y tercero, en que es necesaria una actitud educativa, desde la infancia, para que se dé a conocer que la donación de órganos es un acto no económico ni transaccional, sino de solidaridad, dentro del marco de lo que significa la posibilidad de crear vida después de la muerte.



En seguida, también se destacó -y el Ejecutivo lo ha aceptado, como lo confirmará el señor Ministro- que no solo se trata de dictar una ley que creemos que es mejor, sino también de que el Gobierno se comprometa a generar las condiciones para que, en el ánimo de contar con más donantes, ella sea acompañada de la estructura necesaria para que estos puedan ser tratados, para el transporte de los órganos y para su oportuna recepción. Incluso, una agencia central dentro del aparato del Estado, en concordancia con las organizaciones privadas, puede organizar, dirigir, orientar y hacer las cosas con eficiencia.



Otra cuestión que se presenta es la siguiente: ¿qué pasa cuando se suscitan dudas -porque puede haberlas-, en un momento determinado, acerca de la voluntad de una persona para ser donante, expresada por boca de alguno de sus cercanos o a través de una documentación que pudiere no aparecer?



Hemos señalado que en ese instante se le entra a preguntar a la familia, en la secuencia que contempla el proyecto. ¿Cuál es la razón para ello? Y solicito treinta segundos más, señor Presidente, para explicarla. La idea es garantizar que la palabra del donante sea respaldada, si existe una duda, por elementos absolutamente claros. Y si no la hay, se le consulta a la familia, desde el cónyuge hacia otros niveles de parentesco. 



Ante el argumento de que ello podría dar lugar a una discusión y de que los médicos podrían optar por no actuar, hemos previsto todos esos escenarios posibles, para que se garantice que la voluntad de ser donante se halle definida. La que es dudosa se determina a través de la familia, sobre la base de las condiciones expuestas. Y, finalmente, en la eventualidad de pronunciamientos controvertibles de esta última, hemos acordado que si bien puede dar su respaldo o expresarse en forma negativa, no podría intervenir, con el debido respeto que merece, cuando existiese documentación claramente asentada, puesto que la voluntad de la persona se habría declarado. Distinto es el caso de los menores de 14 años, que sí están sujetos al régimen de aceptación familiar.



El último de todos los argumentos que se exponen es que los médicos, frente a una discusión de la familia, pudieran no querer hacer nada por miedo a enfrentar un escándalo. Al respecto, creo que, si se mantienen los puntos contemplados y funcionan bien, no existe ninguna razón para que sea desechada la opción de alguien en orden a ser donante y cuando media documentación sobre ello.



Hemos consultado con los médicos que trabajan en ese ámbito y reconocen que en tal situación va a ser difícil la tarea de…

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ALLAMAND.- Déjelo terminar, señor Presidente.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Solo necesito medio minuto más.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Sería preciso generar una situación distinta para los médicos. ¿Y cuál es ella? Poder hacer todo esto simultáneamente. 



Aquí se alega, de repente, que la ley no sirve. Y después se agrega que tampoco es útil algún otro de los elementos que se consideran. ¡Si ninguna de las cosas sirve por sí misma! ¡Y la tarea de que se trata tampoco es fácil! Pero no cabe ninguna duda de que si hacemos todo al mismo tiempo, con una voluntad colegiada, y trabajamos bien, sobre la base, como ya hemos dicho, de que es necesario mejorar el financiamiento, el funcionamiento del sistema, podremos despachar un buen articulado, el cual, en definitiva -esa fue la convicción unánime de la Comisión-, contendrá un sistema mejor que el vigente. Y, además, en las condiciones actuales, la verdad es que la donación de órganos sigue siendo un instrumento médico que necesitamos con urgencia.



Muchas gracias.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, quiero apoyar con mucha convicción el proyecto, porque establece un principio de solidaridad universal al permitir o facilitar la donación de órganos, y, al mismo tiempo, preserva la libertad de las personas que no quieran ser donantes. En ese sentido, me parece que está bien concebido y que debería significar un incremento muy importante en la capacidad del país para resolver tantos problemas dramáticos de salud que no se pueden solucionar porque no se dispone de órganos para hacer los trasplantes requeridos.



Se dice que la dificultad no se supera del todo mientras no exista un sistema que permita efectivamente hacer operativa la donación y poner en comunicación a los donantes con los pacientes que necesitan transferencias de órganos. Sin duda, esa es una política que tendrá que ser implementada, pero, desde el punto de vista legislativo, hoy damos un paso muy importante hacia adelante.



Deseo formular una sola observación: las normas que se establecen en materia de donación entre vivos contienen una restricción que, en verdad, no resulta lógica. Me parece bien que se establezca como donantes solo a los mayores de edad. También me parece bien que se excluya el fin de lucro, de tal manera de combatir, como se hace en todo el mundo, el tráfico comercial de órganos. Pero no considero razonable que los trasplantes estén limitados a la familia cercana, al cónyuge y al conviviente del donante. Pienso que se debería dejar la libertad de donar a personas que, sin afectar su salud, estén disponibles para favorecer a quienes no pertenezcan necesariamente a su círculo familiar más estrecho.



Ignoro si ello es posible corregirlo en el presente trámite -de lo contrario, es algo que se puede hacer en el sucesivo-, pero formulo el alcance correspondiente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha pedido la palabra el señor Ministro, pero, por encontrarnos en la fundamentación del voto, no puedo concedérsela sino al final de los pronunciamientos. Y aún quedan cuatro señores Senadores inscritos.



Puede intervenir el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el tema medular de la discusión del proyecto, por cierto, lo constituye el artículo 8º.



Por nuestra parte, hemos renovado una indicación sobre el particular para que la Sala pueda resolver sobre ella -dado que fue rechazada en la Comisión-, la cual apunta a la esencia de la iniciativa.



La norma citada propone -tal como nos ilustró el Honorable señor Ruiz-Esquide- que a partir de ahora toda persona sea donante, por el solo hecho de nacer,…

El señor OMINAMI.- Y receptor también.

El señor LONGUEIRA.- … salvo que manifieste lo contrario. Se supone que la preceptiva será conocida por todos.



Es tal la cantidad de dificultades que un criterio así puede generar que gran parte del mismo artículo 8º -Sus Señorías pueden leerlo en el boletín comparado- dice relación a cómo resolver la interrogante que se origina, ya que el inciso respectivo comienza por la frase “En caso de duda fundada sobre la renuncia de su condición de donante”. Porque lo que ocurrirá, según el texto, es que un joven mayor de catorce años será considerado donante si no expresó lo contrario. Por lo tanto, la familia podrá decir: “No, él dijo que no le gustaba serlo”, o bien, “Quería donar esto y no lo otro”.



Entonces, son tales las dudas que derivan de un derecho de carácter universal que muchos especialistas en donación de órganos no son partidarios de semejante criterio, por cuanto el mayor desprestigio del proceso radica en el conflicto que se suscita con la familia y en la pregunta de si la persona era o no donante.



No olvidemos que, en el caso del niño Cruzat, algunos medios de comunicación informaron que existía un donante de corazón -creo que en el Hospital de Talca, para variar un poco- y se ejerció una gran presión pública sobre el grupo familiar de este último, sin materializarse la posibilidad que se abría.



Algunos países “vienen de vuelta”, ya que se ha perjudicado el espíritu generoso y solidario de donar. Porque me asiste la certeza de que todos apuntamos a ese objetivo. Los partidarios de la donación universal tienden al mismo propósito que perseguimos todos los presentes: lograr la mayor cantidad de donantes en el país y la máxima solidaridad posible.



Ello lo expresé durante la discusión general de la iniciativa, señor Presidente. Inicialmente, pensando en que hubiese un incremento en la disposición a donar órganos, estimé que esa era la mejor solución. Pero he terminado convenciéndome exactamente de lo contrario, porque creo que el gran problema radica en el conflicto que se puede plantear cuando es preciso despejar la pregunta de si la persona era o no donante.



Por eso, presentamos una indicación, muy clara, que termina con la incertidumbre: la información será obligatoria en la licencia de conducir y el carné de identidad. Y ahora la hemos renovado.



En consecuencia, a partir de los nuevos documentos que se entreguen, serían nulos la licencia de conducir o el carné de identidad que no determinaran si el titular es o no donante. De esa manera, quedaría clara la voluntad del fallecido o de quien se hallara en situación de donar. ¡Y no se suscitaría ninguna duda! En esos instrumentos públicos se consignaría la voluntad de los chilenos.



Porque, aunque se entienda que la ley es conocida de todos a partir de su publicación, miles de compatriotas a lo largo del país no se imponen de su contenido, a pesar de la difusión que puedan alcanzar el presente debate o el estudio de la normativa.



De otro modo, al presentarse la situación de una persona en condiciones de donar, ¿dónde habría quedado expresada su voluntad? Esta no se encontraría manifestada por haber nacido todos donantes. ¡Y eso da lugar a la conflictividad! Tanto es así que los impulsores de la donación universal se hacen cargo del problema y establecen que primero se consulta al cónyuge no divorciado; después, a los hijos mayores de 18 años; a cualquiera de los padres, al representante legal, etcétera. Es decir, existe un orden de prelación para aclarar la condición de donante.



Pero ¿por qué no despejamos el punto? ¡No provoquemos la incertidumbre! Hagamos obligatoria la información en los instrumentos públicos mencionados. Así como en el carné de identidad deben aparecer el nombre de la persona, el RUN, la nacionalidad, también sería preciso expresar la voluntad en orden a ser o no donante. ¡Se acabarían las dudas! Pienso que ello contribuiría a solucionar la dificultad, que es el espíritu que ha llevado a renovar la indicación.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Terminaré redondeando la idea, señor Presidente, porque me parece que la indicación es bastante clara.



Se trata, precisamente, de evitar el problema, porque parto de la base -reitero- de que todos buscamos que exista la mayor cantidad de donantes en el país. Y estimo que los instrumentos públicos para explicitar la voluntad en tal sentido son los señalados, sin que resulte conveniente la conflictividad y la duda que va a suscitar la ley en proyecto.



En consecuencia, señor Presidente, la renovación referida apunta a que el perfeccionamiento del texto lo haga, desde nuestro punto de vista, más claro, más preciso, y sin que dé lugar a interrogantes y conflictos. Motivemos la donación y no la perjudiquemos con controversias relativas a si alguien era o no donante que se ventilen a través de los medios de comunicación, como ya ha ocurrido en numerosos casos.



No quiero extenderme acerca de lo ocurrido en Antofagasta, donde algunos muchachos prácticamente se tomaron una sala del hospital cuando vieron que estaba manifestándose la voluntad de una donación.



Tenemos que evitar -repito- la duda y el conflicto. Ese es el sentido más claro del proyecto. Por lo tanto, hemos vuelto a insistir en la indicación.



Gracias.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, justamente por las mismas dudas que se generan siempre que surge la necesidad de un donante, se suscita un conflicto de vida, porque la persona todavía no ha fallecido formalmente: su corazón late y presenta muerte encefálica, la cual debe comprobarse a través de protocolos. No se trata de una situación fácil.



Por ello, todos los países que han avanzado en la materia lo han hecho por la vía del donante universal. Así sucede en muchos de los europeos, entre ellos España, que es, tal vez, el ejemplo más exitoso, con casi 600 por ciento más de donaciones que Chile, gracias a tal criterio.



¿Y por qué es importante ese concepto? Porque busca cambiar una visión cultural de no solidaridad respecto de la donación de órganos, al establecer que todos somos donantes desde el momento de nacer.



Ese fue el principal argumento que sostuvieron aquellos que han transitado por estas experiencias y las han desarrollado, en particular, en los países europeos. Se cambia el peso de la fuerza, es decir, lo que la sociedad valora y considera como conducta deseable y solidaria es ser donante, y no como ocurre hoy día entre nosotros, que debemos explicitar esa voluntad. Y se modifica, desde el punto de vista conceptual, la relación que las personas empiezan a tener con la donación de órganos. Ello se encuentra totalmente comprobado, y se verifica, materialmente, en aquellas naciones donde rigen leyes que contemplan el principio del donante universal.



Por nuestra parte, no inventamos ningún instrumento nuevo. Lo que hicimos en el proyecto fue tomar las experiencias más exitosas y adaptarlas a nuestra realidad.



Y el Senador señor Longueira tiene razón. Justamente por ello se determina que la persona puede renunciar a la condición de donante cuando va a sacar licencia de conducir o cédula de identidad o al momento de votar. Es una opción que queda sistemática y permanentemente abierta.



Es más, si existe la duda respecto de si se renunció o no a la condición de donante, se contempla un agregado que también existe en otras legislaciones y que tampoco hemos inventado. En efecto, se establece un orden correlativo de familiares a quienes se debe consultar -y se trata de normas de la Unión Europea casi internacionales, diría, sobre la materia-: cualquiera de los hijos mayores de 18 años, cualquiera de los padres, el representante legal, cualquiera de los hermanos mayores de 18 años, cualquiera de los nietos mayores de 18 años, cualquiera de los abuelos. Ello obedece precisamente a la idea de determinar claras garantías de que no se cometerá un abuso.



Discusión sobre estos aspectos, estimados colegas, va a haber siempre. Pero lo que no podemos hacer es condenar a Chile a seguir con una legislación que no ha dado resultados en ninguna parte del planeta. Las que sí han funcionado son las que mencioné.



Ahora bien, estoy de acuerdo con lo que sostiene el Senador señor Prokurica en orden a que también se requieren otros elementos: un sistema de procuramiento; que en todos los hospitales haya anestesistas y cirujanos prestos para trabajar en la extracción de órganos en caso de una muerte cerebral; un avión dedicado especialmente al efecto; todo un sistema logístico. La ley en proyecto no va a resolver esos problemas; sin embargo, igual constituye un gran avance para Chile.



Está de más decirlo, pero cabe tener presente que en la iniciativa en debate participó de manera activa el papá de Felipe Cruzat, quien la revisó y nos entregó propuestas. 


En la elaboración del proyecto, donde hubo mucho trabajo y se consultó a todos los actores con una actitud muy abierta, como lo puede testimoniar el Senador señor Arancibia -y valoro mucho su participación-, se recogieron muy bien todos los planteamientos formulados. 



La iniciativa original fue modificada. El Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva, mediante la cual enmendó los aspectos que generaban dudas. De hecho, en la idea primitiva yo propuse la nulidad de la licencia de conductor y de la cédula de identidad que no consignaran la condición de donante, pero se me planteó, con buenos argumentos, que ello no era lo más viable. Por eso acepté la mencionada indicación, en cuya elaboración participó el Ministerio de Salud y un elenco muy importante de técnicos y especialistas. Acogimos gran parte de ella y le hicimos pequeños cambios.



Por lo expuesto, y en la perspectiva de que Chile avance en la materia y no se quede donde está, pido al Senado que apruebe el proyecto, que constituye un gran paso para mejorar la salud de los chilenos.



Además, en la iniciativa se incluyó una modificación que establece una visión más amplia: se habla del donante y del receptor universal. Queremos que cada persona sepa que tiene derecho a ser receptor. O sea, le pedimos que sea donante de órganos y, en virtud de una ética de reciprocidad, también le decimos que puede recibirlos, porque todos estamos expuestos a necesitar un trasplante en algún momento.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, no me referiré al tema de fondo; solo quiero pedir votación separada respecto del artículo 13. A mi entender…

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- No es posible, señor Senador.

El señor VÁSQUEZ.- Entonces, dejaré constancia, para efectos de la historia de la ley, de mis objeciones sobre el particular, a raíz de una indicación de mi autoría que fue rechazada por la Comisión.



En primer lugar, cabe señalar que el Código Penal sanciona a quien cooperare con el intento de suicidio o con el suicidio de una persona, pero no a quien realiza un acto contra su propia vida. Pero en el artículo 13 de la ley se castiga a quien facilitare parte de su cuerpo para trasplante. Entonces, habrá absoluta incongruencia desde el punto de vista legal en el mencionado Código, donde la conducta más grave no se sanciona, pero sí la de carácter menor.



Pero lo que me parece más inconveniente -hice el reparo por la vía de una indicación que se rechazó- es el contenido del artículo 13:



“El que facilitare o proporcionare a otro, con ánimo de lucro, algún órgano propio para ser usado con fines de trasplante, será penado con presidio menor en su grado mínimo. El que lo hiciere por cuenta de terceros, será sancionado con la misma pena aumentada en dos grados.



“En las mismas penas incurrirá el que ofreciere o proporcionare dinero o cualesquiera otras prestaciones materiales o económicas, con el objeto de obtener algún órgano o el consentimiento necesario para la extracción, ya sea para sí mismo o para un tercero, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 3°.”.


La pregunta es: ¿Cuáles son esas “mismas penas”: la que se aplica a quien facilitare o proporcionare órganos propios a otro con ánimo de lucro o la referida a quien lo hiciere por cuenta de terceros?



Creo que en este caso hemos incurrido en un problema de tipología penal altamente grave. Lo hago presente, porque, de no solucionarse, votaré en contra. Estoy del todo consciente de que la ley en proyecto es necesaria; pero requerimos indispensablemente legislar bien. Y aquí estamos obrando mal, pues hay un tipo penal ininteligible, pese a que formulé varias indicaciones para mejorarlo.


Por lo tanto, señor Presidente, solicito que la Sala por unanimidad acuerde realizar votación separada del artículo 13 o que se implemente algún mecanismo que el señor Secretario entienda correcto, a objeto de reparar el error de tipología señalado. De lo contrario, me parece que estamos infringiendo de modo grave nuestra facultad legislativa.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo que no vamos a debatir todavía el artículo 8º, que es la madre de todas las discusiones, porque allí se encuentra presente un tema muy profundo, que tiene que ver con la naturaleza del ser humano, con la manifestación de la voluntad y con todo lo que constituye el núcleo de un proyecto tan interesante como el que nos ocupa.



Sin embargo, quiero llamar la atención de la Sala, en particular de los miembros de la Comisión de Salud, para reflexionar acerca del artículo 9º. Entiendo que dicho precepto es uno de los que estamos votando ahora.



En el artículo 9º -colocándome en la situación de que el 8º se aprueba- se indica cómo se renuncia a la condición de donante de órganos: se establecen tres mecanismos, que se van superponiendo.



Quiero que reflexionemos respecto de cómo funcionaría tal sistema. 


Uno puede declarar la intención de no ser donante cuando renueva la cédula de identidad. Me parece que ello apunta en el sentido correcto. También es posible hacerlo cuando se renueva la licencia de conductor. Aquí tenemos el primer problema: se proponen dos formas distintas que perfectamente pueden no estar en sintonía en materia de tiempo. Y existe una tercera opción: manifestarlo cuando se sufraga. 


Señor Presidente, sé que dicha norma se aprobará, pero imagínese lo que significa establecer que el día de las elecciones haya una oficina -no se comprende bien, pero supongo que así será- en donde una persona pueda manifestar que no quiere ser donante. Pensemos en cómo operaría el sistema con los siete millones de votantes si un grupo opta por declarar su negativa a donar. Para efectos de ver cómo funcionaría, cabe recordar que todavía hay candidatos que están tratando de recuperar algunos recursos gastados, porque no se dispone de los datos precisos. Imagínense lo que sería entregar la facultad para que en el día de una elección uno pueda renunciar a su condición de donante.



¿Qué me preocupa? Nos encontramos ante una materia que por esencia debería ser clarísima, nítida, ajena a cualquier duda. Pero con la norma en comento se puede dar el caso de que una persona diga “sí” cuando renueva la cédula de identidad, diga “sí” cuando renueva su licencia de conductor y diga “no” cuando vota. ¿Cómo funciona en forma eficiente un sistema con información contradictoria? Por un minuto pongámonos en el caso de que una persona fallezca y se le extraigan sus órganos porque aparece como donante en la cédula de identidad, y que después su familia descubra -porque estas cosas se demoran- que cuando aquella fue a votar manifestó su voluntad en sentido inverso.



Entonces, creo que, si se llegara a aprobar el artículo 8º, a todo evento habría que modificar el 9º. Porque establecer tres mecanismos en paralelo, con lógicas distintas en el tiempo, resultará caótico. Piensen en la cantidad de contraposiciones o de discusiones de carácter ético y administrativo que se pueden producir.



Por ello, entendiendo que la discusión sobre esa materia la tendremos dentro de un rato, reitero que, de aprobarse el artículo 8º, el 9º debe ser revisado. 


Además, leyendo el informe, fue precisamente Gonzalo Cruzat González -padre de quien se transformó en un símbolo en este ámbito y que lamentablemente falleció- quien se refirió a la necesidad de contar con un registro único de donantes -¡único!-, al cual se acceda de una sola forma y no mediante fórmulas distintas.



Hay una norma que dispone la obligación de las municipalidades de informar al Registro Civil acerca de quienes han expresado su negativa a donar. Pero eso es completamente inoperante.



En consecuencia, más allá de la discusión futura, por lo menos quiero dejar constancia de los evidentes problemas que, a mi juicio, generaría la aprobación del artículo 9°.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, pienso que es muy difícil llegar a elaborar un cuerpo legislativo perfecto en esta materia. Después explicaré por qué y, además, compartiré mi opinión respecto de cómo debería funcionar y aplicarse la ley.



Primero quiero referirme a la modificación del artículo 3° y felicitar, por intermedio de la Mesa, al Ministerio de Salud por lo que ocurre día a día en el país.



Yo fui testigo de cómo operó el trasplante de órganos para el concejal de la comuna rural de Peralillo (Sexta Región) Freddy Ortiz, de 42 años, quien se dializaba. De un día para otro hubo un donante compatible y, gracias al sistema de Garantías Explícitas en Salud, se le sometió a la intervención quirúrgica. Va a tener una sobrevida en muy buenas condiciones. 



Es realmente digno de valorar el hecho de que hoy el sistema público de salud financie los trasplantes y salve la vida a cientos de personas.



Eso no sucedía diez años atrás. Las familias que carecían de recursos no tenían acceso a dicho beneficio. Por tanto, mis primeras palabras son de congratulación por la enmienda efectuada en la Comisión al inciso segundo del artículo 3º, en el sentido de que serán “imputables al sistema de salud del receptor” los gastos en que se incurra con motivo de la extracción del órgano que se dona. 



Es tremendamente importante apreciar la positiva labor que se está haciendo y lo que hemos avanzado en ese aspecto. Deberíamos sentirnos orgullosos de ello. 



En la mayor parte del mundo la situación es diferente. Por ejemplo, a Estados Unidos, la potencia más rica del planeta, jamás se le ha ocurrido hacer algo semejante. En cambio, nosotros -país en vías de desarrollo al que se exigen múltiples requisitos para acceder al comercio y a los avances de las naciones más desarrolladas- somos capaces de ofrecer dicha prestación.



Eso habla muy bien de las políticas públicas que se han impulsado y, en particular, de cómo trabaja el Ministerio de Salud.



Señor Presidente, soy partidario de lo establecido en el artículo 8° como eje de la ley en proyecto: lo relativo a los donantes universales.



Es cierto que podrían existir incongruencias, como señalaron algunos señores Senadores, si se utilizaran diferentes instrumentos para manifestar la voluntad de no ser donante. 



Es cierto que -en tanto se quiere respetar la posibilidad de que hasta el momento mismo de la intervención quirúrgica una persona revoque su consentimiento de ser donante- podría haber contradicciones, según la nueva ley, entre la condición inicial de alguien a favor de la donación y su última voluntad en contrario. Pero ese es el espíritu del texto en estudio: respetar la última voluntad del potencial donante.



En mi opinión, cuando se genere una situación ambigua, difícil, compleja, contradictoria, nuestros médicos -conociéndolos- no van a proceder a la extracción de un órgano para donación. Esta va a ser la práctica real en Chile. Los médicos así lo han expresado.



Pero la gran mayoría de los casos no será de ese tipo. Lo relevante es que se vayan generando una cultura y una práctica del donante universal.



Hay, sí, una inquietud -la explicitó el Senador señor Gazmuri y me gustaría que se clarificara- con relación a las donaciones entre vivos.



Si yo quisiera donarle un riñón a mi mejor amigo, ¿podría hacerlo?

El señor GAZMURI.- No, según el artículo 4° bis.

El señor LETELIER.- Eso me parece un absurdo.



Se desea evitar el tráfico de órganos y, por supuesto, resguardar la voluntad del donante. Pero no veo por qué, en situaciones comprensibles como la señalada, se deba limitar o impedir, por ejemplo, la donación de médula.



Señor Presidente, solicito que al menos se permita modificar el precepto indicado para plantear una redacción más amplia al respecto. 



En general, estoy de acuerdo con la iniciativa. Entiendo las inquietudes expuestas por los colegas de la UDI, pero creo que las contradicciones aludidas serán resueltas mediante las prácticas médicas más que por la ley en estudio.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, voy a plantear un asunto de orden general: la forma como se legisla en el Senado.



Por supuesto, no todos somos especialistas en determinadas materias. Y la que ahora nos ocupa requiere especialización y un debate bastante largo.



Quiero hacer mención a algo que siempre resulta un poco desagradable. La iniciativa contiene normas de carácter penal que no se encuentran bien resueltas. El Honorable señor Vásquez acaba de plantear lo mismo respecto de un punto esencial.



Si se leen los artículos 8° y 9°, se observa que contienen diversas disposiciones para establecer distintas formas de resolver la condición de donante de órganos. El inciso segundo del artículo 8° expresa: “Toda persona mayor de catorce años será considerada, por el solo ministerio de la ley, donante de sus órganos una vez fallecida” -¡persona mayor de catorce años! O sea, catorce años un mes, catorce años tres días o un día- “a menos que en vida haya manifestado su intención o voluntad de no serlo mediante simple declaración escrita y firmada en cualquier instrumento susceptible de producir fe y por los medios establecidos en esta ley.”.



Varios señores Senadores -entre ellos, el Honorable señor Longueira- han hablado de las dificultades y la gravedad que reviste la situación en comento.



Y en el número 11 se consigna el texto sustitutivo del artículo 12, que busca establecer criterios para la destinación del cadáver en caso de que la muerte dé lugar a un proceso penal. Pero no queda claro -por eso creo que estos asuntos deben analizarse estructuralmente- cómo se realizará la entrega del cuerpo. Solo se expresa que para ello se requerirá la autorización del fiscal. Y se hace remisión a disposiciones del Código Procesal Penal que tienen que ver con objetos, documentos e instrumentos encontrados en el lugar de los hechos.



Entonces, señor Presidente -sin querer ser odioso-, hago presente que existen situaciones y normas que necesariamente ameritan una mirada de especialidad.



Cuando se habla de jóvenes entre 14 y 18 años, cabe precisar que se aplican normas especiales, de naturaleza diferente. Porque es distinto tener 18 años que 14. 



Aquí se discute cómo fijar un criterio de donación. Lo razonable, a mi juicio -puedo estar equivocado, pero así se propuso al comienzo-, es que toda persona mayor de 18 años sea considerada donante, a menos que manifieste su voluntad en contrario.



Sin embargo, la voluntad de no ser donante no puede declararse  en función de un documento como el carné de identidad, que dura 10 años, porque en ese lapso la persona puede cambiar de opinión.



En fin, señor Presidente, hay muchos aspectos que sería bueno revisar. Aunque todavía no se ha tomado una decisión, no sé si para corregir ese tipo de materias el proyecto pueda ir a la Comisión de Constitución. 



Repito que no quiero ser odioso -el Senador señor Navarro dirá que todo se deriva a dicho órgano técnico-, pero estimo indispensable que en las Comisiones donde se traten proyectos de esta magnitud y naturaleza, el Secretario abogado pertinente u otro experto establezca el criterio que corresponde aplicar. 



Señor Presidente, frente a una iniciativa de esta envergadura uno se siente obligado a votar favorablemente. Pero yo soy abogado y me parece que hay asuntos jurídicos que no se hallan bien resueltos.



Entonces, aunque sea duro, es imprescindible revisar esas normas y las mencionadas por los Senadores señores Coloma y Longueira, a fin de dar sustento técnico a situaciones bastante complejas. Porque los problemas que se producirán cuando haya un cadáver con una eventual donación de órganos o la entrega del cuerpo a la familia pueden terminar en procedimientos judiciales gravísimos y complicados.



Por eso, me parece que las normas que aquí están planteadas contienen algunos errores técnicos que debieran ser revisados.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, voy a intervenir en la misma dirección en que lo han hecho algunos Honorables colegas.



Quiero mencionar que en la Comisión de Constitución, donde estamos analizando un proyecto referido a la colusión, fruto de los acontecimientos ya conocidos, antes de tomar algunas definiciones de orden penal y procesal, decidimos invitar a cinco o seis especialistas para escuchar su opinión sobre la materia, con el objeto de no caer en incongruencias al momento de legislar acerca de un tema muy complejo, que involucra tipos penales.



Precisamente deseo destacar, al igual que el Senador señor Vásquez, que el artículo 13 presenta una incongruencia en un tipo penal. Y, dada la desconfianza con que se mira la tarea que realiza el Congreso, tenemos la obligación de hacer presente cualquier dificultad existente, a objeto de repararla.



Concuerdo plenamente con la iniciativa en debate y la votaré a favor, pero sugiero establecer alguna vía para corregir dicha incoherencia, que -repito- tiene que ver con un tipo penal.



A lo mejor, si despacháramos el proyecto en particular, podría recomendarse a la Cámara de Diputados que, además de enviarlo a la Comisión de Salud, también lo remitiera a la de Constitución, a fin de que se analizaran allí los aspectos específicos relacionados con esa materia, de manera que la Comisión Mixta que debería formarse evacuara una iniciativa sin deficiencias en tal aspecto. Lo que sí parece imperdonable es que, dándonos cuenta de que el texto presenta dicha incongruencia, lo aprobemos sin más, porque ello hablaría muy mal del Senado.



Por eso, señor Presidente, dejo planteada la inquietud y sugerido el camino para abordarla.



Creo que, en general, cuando a una Comisión le toca analizar un proyecto que contiene tipos penales o normas procesales, si no desea enviarlo a su par de Constitución, es muy importante que lo haga revisar por especialistas en la materia. De lo contrario, se puede incurrir en incoherencias que luego nos serán reprochadas por los jueces, por los expertos o por la opinión pública. 



En este caso, todos en el Congreso caeremos en desprestigio si dejamos pasar un problema advertido al momento de legislar, que naturalmente escapa del conocimiento especializado de la Comisión de Salud.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Saliéndome un poco del Reglamento, quiero señalar que la preocupación manifestada por varios señores Senadores es también preocupación de la Mesa.



Hemos tenido reuniones con los Presidentes de Comisión, y vamos a seguir teniéndolas porque es fundamental mejorar la calidad de la legislación. Debemos velar por que el trabajo de las Comisiones no presente estas dificultades. Aquí estamos haciendo leyes. Por lo tanto, debemos preocuparnos de la calidad jurídica de las normas que aprobamos.



Ahora, en cuanto a la iniciativa que nos ocupa, creo que cuando veamos la indicación renovada al artículo 8º o el inciso que se ha pedido votar separadamente, puede darse una oportunidad, según cuál sea la votación de la Sala, para corregir los problemas planteados, si acaso fuera necesario efectuar modificaciones al texto despachado en el segundo informe.



Digo esto con el propósito de ilustrar la posibilidad de subsanar en el Senado estas dificultades.



Quedan inscritos para fundar su voto los Honorables señores Zaldívar y Espina. El Senador señor Navarro, si aprieta el botón respectivo y está presente cuando corresponda, no tendrá ningún inconveniente en intervenir.



Debemos continuar con la votación. 



Quiero decirle al Honorable señor Ruiz-Esquide que habrá una larga discusión sobre el artículo 8º, que es el corazón de la iniciativa, y que en ese momento podrá hacer todas las precisiones que considere convenientes. 



Ya han votado más de 30 señores Senadores, de modo que debe continuar la votación, la cual no puede ser interrumpida.



Por lo tanto, para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, casualmente, es en el artículo 8° donde tengo una aprensión, compartida, según parece, por algunos señores Senadores. En ese sentido, me hace mucha fuerza lo planteado por el Honorable señor Gómez.



Creo que todos estamos por facilitar de verdad la eficacia de la donación de órganos en nuestro país. Y a eso apunta el espíritu de la norma.



Sin embargo, leyéndola, e incluso relacionándola de inmediato con el artículo 9°, me da la sensación de que, lamentablemente, no logrará certeza jurídica en un acto vinculado a una situación tan especial como la muerte de un ser humano, en la cual se ven involucrados familiares y otras personas.



En consecuencia, pienso que aquí la solución, claramente, debe ir en la senda de la indicación formulada por algunos Honorables colegas. Sin duda, hay que facilitar la donación de órganos, pero las personas deben manifestar su voluntad en tal sentido; no basta una presunción como la que plantea el artículo 8°.



De lo contrario, señor Presidente, se van a producir innumerables problemas en determinados sectores. Porque seamos claros: la norma será mayormente interpretada en aquellos donde las personas, por diversos motivos, no formalizan su voluntad, en este caso, de oponerse a ser donantes. Y sus parientes así lo entenderán. Esto puede prestarse para muchas cosas. No debemos olvidar que se trata de una situación en que los familiares se encuentran frente a la muerte de un ser querido, cercano. Y se puede generar un gran conflicto.



Por lo anterior, resulta prudente reconsiderar la redacción del precepto para invertir su sentido, con el objeto de propiciar que las personas puedan concurrir a expresar, a través de diversas modalidades, su decisión de donar sus órganos.



La norma, en sus actuales términos, no logrará el objetivo perseguido y será motivo de conflicto, principalmente entre la gente de menores recursos, que mirará de nuevo toda una institucionalidad en su contra, pues cada uno de nosotros conoce bien el sentido que tiene la muerte en los sectores más populares.



Por eso, señor Presidente, yo prefiero -y lo pido en el ánimo que usted ha planteado- que el proyecto sea visto a la luz de la consideración recién expresada, porque, en caso contrario, vamos a estar legislando, con la mejor de las intenciones, en un sentido que no logrará el objetivo propuesto y será motivo de múltiples conflictos en nuestra sociedad.



De ahí que me manifiesto partidario de la indicación para la cual el Senador señor Longueira pidió mi firma, que es más clara y evita controversias en situaciones tan dolorosas como la que estamos comentando.



Gracias. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que aquí hay dos debates distintos. 


Uno es el conceptual -donde ambas posiciones son legítimas- que apunta a si lo correcto es que todos los ciudadanos mayores de 14 años se conviertan en donantes y la excepción sea expresar lo contrario para dejar de tener esa condición, o si se debe aplicar el sistema inverso: que nadie sea donante, salvo que manifieste voluntariamente su decisión en tal sentido. 



Esa es una definición política que cada señor Senador debe tomar por su cuenta.



Sin embargo, hay un tema diferente, cual es que la iniciativa legal en estudio contiene -y en eso acojo por entero lo planteado por los Senadores señor Vásquez, señora Alvear y señor Gómez- ciertas normas que, sinceramente, estimo que deben ser corregidas en su redacción.



Pondré algunos ejemplos.



El artículo 12 establece que, “Tratándose de los casos previstos en los artículos 199 y 201 del Código Procesal Penal, o cuando la muerte hubiere dado lugar a un proceso penal, será necesaria la autorización del Fiscal, conforme disponen los artículos 187 y siguientes”.



En virtud de esta norma, no podrá operar ninguna -¡ninguna!- donación, si no se busca la manera de resolver el problema relacionado con personas que pueden morir en accidentes de tránsito o en hechos donde eventualmente tenga que intervenir un fiscal. Porque a veces no se trata de delitos, sino de un accidente vehicular. Si una persona choca contra un poste y pierde la vida, sin que medie participación de terceros, igual será objeto de una investigación. 



Y la forma como se pretende resolver aquello me parece poco feliz. Sus Señorías deben entender que estamos hablando de una cuestión de horas, de minutos, donde se debe ubicar al fiscal para que otorgue la autorización correspondiente.



Yo en este momento no tengo -lo digo con toda franqueza- una solución. No sé si los miembros de la Comisión de Salud invitaron al Fiscal Nacional para que explicara cómo resolver tal conflicto. 



Imaginen además los señores Senadores el caso de que un fiscal no conceda la autorización y que, producto de ello, muera una persona, un tercero, que se podría haber visto beneficiado con una donación. O a la inversa: que un fiscal autorice la donación y, de esa forma, desaparezca un medio probatorio fundamental para determinar quién es el autor de un delito horroroso como -imaginemos- violación con homicidio.



Yo no estoy -créanme- cuestionando el tema de fondo. Por el contrario, me parece que el proyecto apunta en la dirección correcta. Solo me parece que, a veces, en este tipo de situaciones uno legisla y después, cuando se llevan las cosas a la práctica, se producen problemas en ciertas áreas. 



La Senadora señora Alvear señaló, con toda razón, que en un asunto tan sencillo para nosotros, como era tipificar el delito establecido en un artículo, después de darnos vueltas tres horas y media en la Comisión de Constitución, se resolvió consultar a cinco eminencias jurídicas especializadas en la materia, para oír varias opiniones. Y, entre paréntesis, podríamos haber enviado la iniciativa a la Sala, porque estábamos en la discusión general. Pero los cinco abogados miembros de dicho órgano de trabajo, con distintas especialidades, dijimos: “Este tema tiene muchas aristas; puede ocasionar graves problemas. Mejor démonos un tiempo mayor”.



En consecuencia, señor Presidente, sugiero que el proyecto sea objeto de revisión en lo que respecta a algunos de sus artículos, porque, de lo contrario, no va a salir bien en determinadas normas.



Después, hay un error grave que no puede pasar por el Senado sin ser corregido. El Senador señor Vásquez tiene toda la razón del mundo. Cuando una persona intenta suicidarse, si lo logra, obviamente no se le puede aplicar ninguna pena, porque ya murió; pero, si fracasa en su intento de matarse, tampoco es posible sancionarla. Sin embargo, conforme al tenor de la normativa en estudio, si alguien se corta un dedo o se hace extraer un órgano con el propósito de donarlo a otra persona, tendrá pena de cárcel.



Entonces, es posible perfeccionar estas normas, para lo cual sugiero que esta votación no siga adelante y que la Comisión de Salud sesione en conjunto con la de Constitución a fin de analizarlas -se trata más bien de temas procesales, de asuntos vinculados a esa área- y resuelvan al efecto.



Y una última cosa, señor Presidente.



Antes de que se me acabe el tiempo, le pido que me conceda un minuto más. 
El señor GAZMURI.- ¡Le queda un segundo, Su Señoría…!

El señor ESPINA.- Hay algo en lo cual el Honorable señor Coloma tiene razón. Yo, realmente, en caso de que llegase a ganar la tesis de que todos son donantes universales, revisaría el procedimiento aprobado en la Comisión de Salud para que una persona pueda expresar su voluntad en sentido contrario, por cuanto no se visualiza cómo podría hacerlo. 


Fíjense Sus Señorías que aquí estamos diciendo que un menor de 18 años y mayor de 14  podría manifestar su intención de no ser donante a través de un acto voluntario, lo que está bien; pero quiero hacer presente que, desde el punto de vista del Derecho Civil, ese menor de edad es incapaz relativo legalmente y se halla impedido de celebrar acto o contrato alguno. 



Me gustaría saber si se ha considerado que aquello afectaría su responsabilidad civil, porque un menor adulto no puede celebrar un contrato y, sin embargo, sí podría expresar su voluntad para donar un órgano.



Pienso, señor Presidente, que hay aspectos que resulta posible perfeccionar, relativos a cosas más bien técnicas. Y creo conveniente que, en una iniciativa de esta importancia, el Senado despache un texto con la mayor acuciosidad posible.



He dicho.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, último Senador inscrito para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, mientras se desarrolla esta discusión hay personas que agonizan. 



Este es un debate urgente, por cuanto existe la necesidad imperiosa de tener donantes en Chile.



Estamos intentando corregir un fracaso, porque, en definitiva, todo hace presumir que hay mucha gente en el país que desea donar sus órganos una vez fallecida. Los mecanismos ideados no funcionan, pues, al final, ocurrida la muerte, son los familiares quienes deciden y, mayoritariamente, lo hacen en forma contraria: a que no se done.



Es decir, estamos intentando corregir la voluntad que algunos de los que estamos aquí manifestamos hace mucho tiempo en una notaría -yo lo hice cuando era Diputado- en orden a ser donantes. Pero eso quedó allí y no aparece en ningún documento. En mi licencia de conductor, por ejemplo, no figura, a pesar de que la he renovado.



Estamos intentando corregir una iniciativa impulsada hace muchos años, orientada a facilitar el procedimiento a las personas que desean donar sus órganos, a fin de que la sociedad sepa quiénes son y de evitar problemas en el momento de producirse la muerte.



Está claro que la normativa en discusión no resuelve una cuestión de fondo, que es el tema cultural. 



Aquí estamos ante un asunto de solidaridad, de comprensión cabal del problema. Y eso requiere un trabajo permanente del Estado, de la sociedad civil y, particularmente, de todos los actores. Hay que sensibilizar a la población en cuanto a que la donación es también una forma de vida, un acto de generosidad extrema, un acto propio del ser humanista, cualquiera que sea la creencia religiosa que se profese.



Por lo tanto, hay un tema cultural, y este debate debe contribuir a su esclarecimiento.



Para mí, es urgente sacar esta ley. Por eso, yo pediría que cualquier problema respecto de si hay o no un ilícito o un elemento penal involucrado lo resolviéramos por la vía administrativa. Porque lo que está en debate es un mecanismo eficaz para hacer posible la donación de órganos en Chile.



El artículo 4°, señor Presidente, establece que solo se permitirá la extracción de órganos en vida entre personas relacionadas. Y, luego, el precepto siguiente define quiénes se hallan en tal situación: un pariente, el cónyuge y el hombre o la mujer que conviva con el o la donante por un período no inferior a tres años en forma inmediata, continua e ininterrumpida.



Pienso que lo anterior presenta un problema. 



Está bien. Yo igualmente quiero evitar el tráfico de órganos. Pero la verdad es que el precepto niega la posibilidad de la donación espontánea, de la donación solidaria, de la gente que conoce un caso, se conmueve y decide donar, sin importar si existe una distancia territorial, geográfica, o una diferencia política o social.



Aquí la disyuntiva queda abierta. 



Por mi parte, quiero que la gente también pueda manifestar su solidaridad en este ámbito, sin la obligación de ser pariente, de haber convivido o de tener un hijo con el donatario. 



Está claro que esa es una falencia que tendremos que corregir.



Asimismo, se declara que toda persona tendrá derecho a ser receptor de órganos “sin discriminaciones arbitrarias”.



Por supuesto, el Ministerio deberá elaborar un protocolo muy preciso acerca de qué debe entenderse por discriminación arbitraria en este campo. No tenerlo claro generará contradicciones. Se requiere mucha transparencia y certeza para determinar cuándo no hay discriminación arbitraria al momento de correr la lista para el que necesita un trasplante de órgano y cuándo no hay presión, debida o indebida, para aceptar en esa nómina a una persona que no tenía prioridad. Allí no debe primar la condición política, económica ni social del receptor. De ser así, la ley fallaría. 



Si no cuidamos ese aspecto y los donantes perciben que ha habido discriminación, estaremos derrumbando la solidaridad y, particularmente, el humanismo de este sistema.



Por otra parte, en el inciso cuarto del artículo 9° se consigna que durante el acto de votación en una elección presidencial, parlamentaria o municipal toda persona “podrá manifestar su voluntad de no ser donante.”.



Yo desearía que ello se estableciera, asimismo, en positivo: que también se pudiera expresar la voluntad de ser donante y no solo de negarla. O sea, que, al igual como se puede decir “no quiero seguir siendo donante”, fuera factible declarar “Sí, soy donante”; que el precepto no solo se enunciara en forma negativa.



Por último, señor Presidente, está claro que se requiere resolver con urgencia la situación de los jóvenes de 14 años. En Chile son imputables penalmente los mayores de esa edad. Pero ellos tienen derechos, y hay que permitirles expresar su voluntad de ser donantes. Si es factible encarcelarlos cuando cometen delitos, no podemos decir que carecen de plena conciencia acerca de lo que hacen.



En consecuencia, debemos revisar adecuadamente lo anterior, de tal modo de contar con la mejor de las leyes.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 34 votos a favor, uno en contra y una abstención.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Vásquez.



Se abstuvo el señor Gómez.
El señor GIRARDI.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, con el ánimo de mejorar y profundizar la discusión, pido que se reabra el debate, porque creo que ello es fundamental para el éxito de la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Le informo a la Sala que, de aprobarse la solicitud de reapertura del debate formulada por el Honorable señor Girardi, las normas ya acordadas serían susceptibles de enmiendas al volver a Comisión. Por lo tanto, podrían corregirse algunos de los problemas que se han planteado. 



Sin embargo, para proceder a la reapertura se requieren los votos favorables de dos tercios de los Senadores presentes.



En todo caso, de aprobarse, la Mesa sugeriría iniciar la discusión del artículo 8° -punto central en la orientación que se pretende dar al proyecto-, porque ello le permitiría a la Comisión disponer al menos de alguna información acerca de qué piensa la Sala con respecto a dicha norma. De ese modo, la iniciativa podría volver aquí la próxima semana con las correcciones formales incorporadas.



Por consiguiente, en votación la solicitud de reapertura del debate.

El señor NAVARRO.- ¿Se puede presentar indicaciones?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor LETELIER.- “Si le parece”.

El señor NOVOA (Presidente).- Es conveniente someter a pronunciamiento la petición, porque podría haber Senadores contrarios a ella.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estoy disponible para todo lo que signifique volver a analizar esta materia a fin de mejorar el texto. No tengo ningún inconveniente en tal sentido.



Sin embargo, quiero formular algunas observaciones.



La primera de ellas se refiere a que debemos tener claro que de acogerse la indicación renovada se contradiría absolutamente el espíritu del proyecto que aprobamos…

El señor CHADWICK.- Se perfeccionaría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No, Su Señoría. Excúseme. Estoy dispuesto a que lo conversemos, pero seamos claros.



En el articulado, respecto del cual se acaban de emitir 34 votos a favor, prima el criterio del “donante universal”.



Por su parte, el inciso segundo de la indicación renovada expresa de manera muy precisa que es posible negarse a ser donante y después ratificar esa voluntad.



Hago presente a la Mesa este punto para que analicemos cómo resolverlo.



En segundo término, en teoría, si deseamos que en la Comisión de Salud se mejoren ciertos aspectos, especialmente los jurídicos -yo estaría feliz de que nos acompañaran en tal fin-, debemos saber en forma previa por dónde va la solución del asunto antes mencionado.



Por lo tanto, señor Presidente, entiendo -su asentimiento lo confirma- que deberíamos votar, en esencia, si se establece un “donante universal” o un “donante voluntario”. Con posterioridad podríamos discutir las normas donde se registre error. De no ser así, quiero saber cómo vamos a tratar el punto.



Insisto, no tengo ningún inconveniente en que el proyecto vuelva a la Comisión. Pero ello tendría que ocurrir luego de resuelta la divergencia central. Aunque pierda la posición que sustentamos, no podemos hacerlo sin haber dilucidado esa cuestión. Es de lógica elemental.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene toda la razón, Su Señoría.



La Mesa entiende que la decisión de la Sala es aprobar la reapertura del debate para que se corrijan los problemas señalados.



Con todo, vamos a poner en discusión la indicación renovada. Si esta se aprueba, es probable que en la Comisión deban introducirse modificaciones mayores; pero si no, las enmiendas se hallarán acotadas a los asuntos manifestados durante la discusión. Y en ambos casos abriremos un plazo para presentar indicaciones.



Me parece que hay unanimidad para la reapertura del debate en esas condiciones.

El señor COLOMA.- Sí.



--Se aprueba unánimemente la proposición del Honorable señor Girardi para reabrir el debate, en los términos señalados.
El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, primero vamos a poner en discusión la indicación renovada, y cada señor Senador dispondrá de cinco minutos para intervenir. Después de ello se pondrá en votación.

El señor LARRAÍN.- Deseo plantear un asunto reglamentario, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Le concederé la palabra más adelante, Su Señoría.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pido recabar la anuencia de la Sala para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura sesione paralelamente con la Sala, porque nos encontramos abocados al análisis de un proyecto calificado con “suma urgencia”. Por cierto, estaremos disponibles para volver al Hemiciclo cuando se nos llame a votar.

El señor ESPINA.- No, señor Presidente, porque se necesita que haya quórum.

El señor HORVATH.- En segundo lugar, como la moción que presenté para abrir una oficina de la Corporación de Desarrollo Indígena en la Undécima Región fue declarada inadmisible, solicito que se remita un oficio al Ejecutivo a fin de requerir su patrocinio.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- En cuanto a su primera solicitud, hay oposición.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el proyecto es de “suma urgencia”, y todos los invitados a la Comisión ya llegaron: vienen de Magallanes, de Aisén, de Puerto Montt.

El señor NOVOA (Presidente).- Su Señoría debe convencer al señor Senador que se opuso.



En todo caso, en las Comisiones saben que las sesiones de la Sala terminan normalmente a las 19:30.

El señor HORVATH.- Lo sabemos, pero la iniciativa fue calificada con “suma urgencia”.

El señor NOVOA (Presidente).- Yo no tendría inconveniente en autorizar el funcionamiento simultáneo de la Comisión, con el compromiso de que sus integrantes retornen a la Sala si se llama a votación.



¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡No!

El señor NOVOA (Presidente).- No lo hay, desgraciadamente. 

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- El señor Ministro de Salud había pedido la palabra. 

El señor LARRAÍN.- También el Honorable señor Espina, para una materia de Reglamento. 

El señor NOVOA (Presidente).- Excúseme, señor Ministro, pero se ha planteado otra cuestión reglamentaria.



Tiene la palabra el Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, al revés de la Mesa, yo no soy partidario de que se ponga en discusión la norma antes mencionada. Y quiero señalar la razón de Reglamento.



Para estar a favor de una posición o de otra, ya sea que se trate de donantes universales o voluntarios, la redacción de los artículos tiene mucha relevancia. 



Me explico. 



El establecer que a los 14 años los niños podrán manifestar, sin existir ningún tipo de formalidad, procedimiento o regulación, que continúan siendo donantes o que dejan de serlo, me parece una cuestión muy delicada. No es menor disponer que eso sea factible de realizarse por cualquier medio.



Siendo partidario de la donación universal, creo que ello debería tener -y comparto lo expresado por el Senador señor Coloma- cierta regulación, reglamentación o uniformidad. 



Entonces, se me coloca en una posición imposible: como estoy de acuerdo con la donación universal, he de aprobar una norma cuya redacción encuentro absolutamente incorrecta. 



A lo mejor hay personas que, en una posición distinta, sustentan otro tipo de argumentos al respecto. 



Por lo tanto, sugiero que no se vote la indicación renovada, que se corrija la disposición pertinente, y una vez ocurrido esto que nos pronunciemos sobre el texto definitivo.



Reitero: se me está obligando a votar una norma que considero ineficiente y que entraña una situación de peligro al romper el principio de la incapacidad relativa de los menores de 14 años, sin ningún tipo… 

El señor OMINAMI.- Es posible discutir la disposición. 

El señor ESPINA.- No. Eso dice el precepto. En la ley se establece tal derecho. 



No estoy señalando que eso no se pueda hacer. Pero debe existir una forma de realizarlo con ciertos resguardos, bajo determinadas normas



Eso es todo. 

El señor NOVOA (Presidente).- Excúseme, señor Senador, pero... 

El señor ESPINA.- Se trata de un asunto reglamentario, señor Presidente: estoy pidiendo que no se vote. 

El señor NOVOA (Presidente).- Su Señoría se ha referido a una cuestión de criterio, no reglamentaria. Y acepto que mi criterio tal vez no los satisfaga a todos. Sin embargo, considero positivo discutir el artículo 8°, porque no deseo que, cuando llegue de vuelta de la Comisión con las correcciones que se le introduzcan, se renueve la indicación pertinente y, de aprobarse, deba retornar de nuevo a ella. 



No es un asunto de Reglamento, sino de cómo ordenar la discusión. 



Debo señalar que como Presidente del Senado, junto con el de la Cámara de Diputados, nos comprometimos a dar prioridad al proyecto sobre donantes de órganos. Por lo tanto, lo único que deseo es su despacho, pero de buena forma. 



Ahora, me parece que, habiéndose clarificado que cualquier problema es susceptible de ser corregido, podemos entrar a debatir el artículo 8°, con el objeto de evitarnos una controversia posterior. 



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira, para una cuestión de Reglamento. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, deseo plantear una materia entre reglamentaria y de criterio. 



En primer lugar, no me quedó claro si el proyecto se enviará a las Comisiones de Salud y de Constitución, unidas. ¿Así se acordó? Ello parecería atendible, de existir voluntad en tal sentido, por las razones que aquí se han planteado 



Debo señalar que en la Comisión de Salud, respecto a una norma similar del proyecto sobre protección a los animales, decidimos en forma unánime pedirle su parecer a la de Constitución, y adoptamos el criterio indicado por ella, pues existen ciertas disposiciones acerca de las cuales se precisan opiniones técnicas para legislar bien.



Entonces, antes de pasar a otra materia, deseo saber si las Comisiones en comento van a funcionar unidas. Creo que ello sería mejor. 



Si el punto no está resuelto, pido que se tome una decisión sobre el particular, de haber voluntad en tal sentido. Porque, si no se ha solucionado técnicamente bien el punto, se va a generar la misma discusión cuando el proyecto vuelva a la Sala. 



Reitero que me parece conveniente que ambas Comisiones sesionen unidas. 



Sin embargo, he de manifestar a quienes son partidarios del artículo 8° que aprobó la Comisión de Salud que, si lo revisan bien, observarán que está mal redactado. Porque establece una prelación con respecto a los familiares en caso de ser necesario despejar dudas sobre la condición del donante; pero agrega que, de existir contradicciones entre las personas cuyo testimonio se requiere, se acogerá lo preceptuado en el inciso primero. Y ahí no se resuelve el problema. 

El señor NOVOA (Presidente).- Su Señoría está planteando una cuestión reglamentaria, acerca de la cual tiene toda la razón. Pero la forma de hacerlo es solicitar que el asunto vaya a las Comisiones de Salud y de Constitución, unidas.



Si la Sala está de acuerdo, se acogerá esa petición, a fin de que se solucionen los problemas suscitados.



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- Ahora, correspondería poner en discusión la indicación renovada N° 5. 

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor NOVOA (Presidente).- No he podido darle la palabra al señor Secretario al objeto de que proceda a dar lectura a su texto. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero hacer presente un punto que me preocupa, porque soy testigo de su interés por tramitar rápido el proyecto.



No quiero que ocurra, pero podría suceder algo que aquí no se ha señalado: por la forma en que se lleva adelante la discusión, podría pasar que no se aprobara ninguna de las proposiciones que recaen en el artículo 8°, y, por ende, que no existiera ley en esa parte.



Ello, porque, aunque algunos Honorables colegas no son partidarios de mi tesis en cuanto a que la donación no sea universal sino que se manifieste a través de determinados instrumentos públicos, igualmente votarán en contra de la norma propuesta por la Comisión, al no concordar con lo relativo a los mayores de 14 años. 



Entonces, la probabilidad de que el proyecto sea despachado a la Cámara de Diputados sin el artículo 8° es cada vez más alta.



Por lo tanto, propongo un camino para zanjar bien el problema: que nos pronunciemos sobre ambos textos, que estos se perfeccionen en la Sala y que la voluntad del Senado se manifieste en las respectivas votaciones. 

El señor NOVOA (Presidente).- El problema es que ese artículo se discutió en la Comisión, llegó acá, se renovó una indicación respecto a él y nada impide que vuelva a pasar lo mismo. 



La cuestión radica netamente en cómo determinar una tramitación lógica. 



A mi juicio, ello se lograría si las Comisiones de Salud y de Constitución, unidas, supieran que la mayoría de la Sala se inclina por el artículo 8° propuesto mediante la indicación renovada o por el que plantea el texto de la Comisión de Salud. Y el resto de las normas se acomodaría como consecuencia de ello. 



El problema suscitado aquí no es de Reglamento, sino de mejor funcionamiento. 

El señor OMINAMI.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, encuentro lógico lo que usted propone. Pero, como se aprobó la idea de que el asunto vaya a las Comisiones de Salud y de Constitución, unidas, quizás sería razonable emprender un esfuerzo tendiente a lograr un texto consensuado que permita resolver el conflicto. Porque si la Sala ya hubiera adoptado una decisión sobre el particular, no tendría sentido realizar ese trámite. 



En consecuencia, propongo que, habiéndose ya acordado que el proyecto vaya a dichos organismos técnicos unidos, no votemos la indicación renovada y suspendamos su discusión ahora. 

El señor COLOMA.- Parece lógico.

El señor CHADWICK.- Es un problema de criterio. 

El señor NOVOA (Presidente).- Resulta claro que así es. Pero reconozco que el criterio de la Sala puede ser mejor que el del Presidente, en ciertos casos. 



Eso sí, espero que cuando llegue aquí la iniciativa consensuada no suceda lo mismo que ha ocurrido con todas las últimas que revistieron tal calidad, en cuanto a que resultaron ser las que más debate generaron. 



Me gustaría que hubiera una garantía al respecto. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que se ha desviado un poco el sentido de la discusión, porque la pregunta que cabe hacer es cuál es el eje del proyecto: si acaso hay donación presunta universal, donación voluntaria facilitada, o como sea. 



Es lo que hay que definir. 



Una vez resuelto ese asunto, la iniciativa debe volver a las Comisiones unidas. 



Eso está pendiente. 



La indicación plantea una donación voluntaria regulada, facilitada, acelerada, y no una donación universal presunta, de la que el donante puede excepcionarse a partir de los 14 años. 



Ahí radica el debate de fondo. 



En consecuencia, una vez zanjado ese punto las Comisiones unidas procederán a adecuar el proyecto según el criterio rector aprobado por la Sala. 

El señor NOVOA (Presidente).- Es lo que he venido proponiendo, Su Señoría, pero han surgido voces discrepantes. 



Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, soy partidario de que el proyecto vaya a las Comisiones unidas de Salud y de Constitución, Legislación y Justicia, y de que en ellas se acuerde un texto que, incluso, pueda significar una redacción intermedia.



Yo, por lo menos, no tengo inconveniente en que haya donación universal para los mayores de 18 años. El problema se me presenta, por ejemplo, con un niño de 14 años que muere en un accidente y que a la familia, cuando vaya a retirar su cadáver, le digan que el cuerpo pertenece al Estado, que le extrajeron determinados órganos para salvar otras vidas.



Es cierto que la ley se supone conocida por todos, pero nosotros sabemos que no es así. Hay que tener presente que la mayoría de esas situaciones ocurren bajo circunstancias extremadamente dramáticas y de mucho dolor, donde no es posible informar a los padres de un niño o niña de 14 ó 15 años que les van a entregar un cuerpo mutilado, porque destinaron determinados órganos a donación. Además esta, conforme a la iniciativa en debate, debe ser secreta. 



Por lo tanto, esos también son aspectos a considerar.



Reitero que no tengo inconveniente en establecer la donación universal para los mayores de 18 años que, según entiendo, en el lenguaje del Senador señor Espina, serían personas habilitadas para asumir ese tipo de compromisos. Pero no hacerla extensiva a menores de esa edad, pues, francamente, se producirán problemas y dramas. El desconocimiento de la ley hará que se entre en conflictos y que tengamos a los Servicios de Salud acusados de robo de órganos.



En ese sentido, nosotros como legisladores debemos prever las dificultades que pueden presentarse. No es bueno establecer que se puede disponer de los órganos del mayor de 14 años que falleció y que no concurrió a declarar que no era donante. A mi juicio, tal hecho sería del todo contraproducente.



Por eso, soy partidario de que el proyecto vaya a las Comisiones unidas, y que ellas, después de escuchar a distintos especialistas, puedan convenir en un texto ojalá de consenso o, de lo contrario, simplemente lo rechazaremos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, como se ha dicho, la esencia del proyecto es el donante universal. Si no se aprueba esto último, cambia todo su objetivo.



Por lo tanto, estamos absolutamente de acuerdo en que se apruebe la idea del donante universal a partir de los 18 años, más algunas modificaciones que se han planteado aquí, entre otros, por el Honorable señor Espina.



No obstante, como primera prioridad, soy partidario de que la iniciativa vuelva a las Comisiones unidas mencionadas, a fin de que allí podamos llegar a un acuerdo.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri; luego, el Senador señor Ruiz-Esquide y el señor Ministro, y a continuación, la Mesa va a proponer una solución sobre este asunto.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, deseo intervenir en el mismo sentido que lo hizo el Honorable señor Girardi.



Si aquí hubiera solo una materia en discusión, por ejemplo, la diferencia existente entre donación universal y donación voluntaria, se podría votar por una u otra. Pero hay un segundo problema, que es la edad del donante, lo cual crea cierta complejidad.



Por tanto, soy partidario de que el proyecto vaya a las Comisiones unidas, para que lo estudien y nos presenten alternativas de solución, que podremos resolver con relativa rapidez. Sin embargo, si en dichos órganos técnicos no hay acuerdo sobre la donación universal, tendremos que definirlo y votarlo aquí. Lo mismo respecto a la edad del donante. En fin.



Como la decisión que debemos tomar no es binaria, el hecho de votar hoy día puede distorsionar la voluntad final de esta Sala. Entonces, prefiero que trabajen las referidas Comisiones, donde, seguramente, se va a producir el mismo debate que tenemos ahora, y que busquen acuerdos y voten. De modo que nos podríamos pronunciar aquí la próxima semana. No veo mayor problema en proceder así.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, mi primera inquietud -que espero que me conteste al final- es que, al ir la materia a las Comisiones unidas, se supone que tendremos la votación de ambos organismos, y, para el Senador que habla, constituye un agrado contar con el pronunciamiento de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Por otro lado, con el mismo argumento empleado aquí, en el sentido de que no somos capaces de hacer bien las cosas en materia jurídica, deseo manifestar que no me parece lógico que a último momento, luego de haber discutido un artículo bastante largo y difícil, se vaya a votar sobre un tema de carácter estrictamente sanitario y médico. Esto como primera observación.



En segundo término, aquí hay dos órdenes de materias.



Usted, señor Presidente, tiene toda la razón en su planteamiento, y cuenta con nuestro respaldo frente a las críticas que le hacen desde cierto sector del Hemiciclo.



Lo primero es determinar si queremos una ley de donante y receptor universal, o una de donante voluntario. Esto se expresa en dos textos: en el que aprobamos y en el de la nueva indicación.



Y la segunda parte de las dificultades son las que aquí se han mencionado: la falta de precisión en materia de culpabilidad o de sanción; lo relativo a  la edad, a cómo hacer jurídicamente las cosas. Sin embargo, yo no tengo ningún inconveniente en apoyar lo decidido por la Comisión de Salud. Porque este fue un acuerdo unánime, y como Presidente de esta, tengo la obligación de defender la opinión de quienes se pronunciaron así, sin importar el color político.



En consecuencia, según mi criterio, se debe votar y definir qué aspectos de la segunda parte modificaremos y en qué forma. Y establecer si vamos hacia el norte o hacia el sur; si aprobamos la donación universal o no. Y después de eso, encantados trabajaremos en las Comisiones unidas, porque en ese momento sus integrantes estarán en condiciones idóneas para tomar decisiones, por decirlo de una forma.



Esa es mi propuesta, señor Presidente.

El señor LETELIER.- Un punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier y, después, el señor Ministro.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que se tomó el acuerdo unánime de que el proyecto vaya a las Comisiones unidas de Salud y de Constitución, Legislación y Justicia. Y en ese contexto, me parece que proseguir con cualquier votación anularía aquello. Es evidente. Porque si se votara algo ahora, sería para que no fuera a los órganos técnicos y se resolviera aquí de una vez la materia.



En tal sentido, pido que nos quedemos con el espíritu planteado por la Mesa, que pasemos al tratamiento del próximo proyecto y que este se envíe a las Comisiones unidas. Y punto. Porque, según entiendo, esto ya lo acordamos hace aproximadamente 20 minutos.



Solicito que procedamos de esa manera, pues hay otras iniciativas en tabla.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, yo propuse que se discutiera el artículo 8°, que es la base del proyecto. Pero no tengo inconveniente alguno en que vuelva a las Comisiones unidas. Sin embargo, quiero señalar a la Sala que si llegan dos proyectos distintos y debemos realizar de nuevo todo el debate, se lo voy a hacer presente en su momento.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, ante todo, debo decir que el Ejecutivo ha trabajado con denuedo durante estos dos años y que ha consultado a todos los involucrados en el ámbito de la evaluación de trasplantes que tienen responsabilidad técnica y poseen una opinión que ha sido validada por todo el esfuerzo que ha hecho el país. Ella, particularmente, está avalada y fundada en el trabajo de la Comisión de Salud del Senado, incluyendo también a parlamentarios del mismo órgano especializado de la Cámara de Diputados, y en las sugerencias presentadas para perfeccionar el proyecto de ley.



El principio que ha estado en discusión -me  atrevería a decir- desde hace más de un año es que el país necesita efectivamente una ley de donante universal, lo que es completamente distinto a la situación hoy existente.



En segundo término, la ley de donante universal debe ir de la mano y complementarse con el fortalecimiento institucional, a fin de que esta legislación no sea solo una declaración de buenas intenciones.



Quiero acompañar -porque sería largo detallar- el conjunto de medidas que se han adoptado para que los sistemas de salud público y privado chileno tengan la posibilidad real de acceder al órgano de un donante de manera oportuna. No obstante reconocer que las tasas han disminuido en los últimos años, existe un mejoramiento sostenido desde hace un tiempo respecto a la condición que hoy día el país necesita para el procuramiento y la donación de órganos desde los puntos de vista de la institucionalidad y de la gestión de salud.



Pero el tema de fondo acá es la donación universal. Y si existe la disposición para que una ley de esa naturaleza se materialice en Chile, nosotros, como Ministerio de Salud, haremos el máximo esfuerzo tendiente a mejorar todos los aspectos jurídicos planteados aquí.



Sin embargo, es indudable que el eje de nuestra decisión como Ejecutivo, como Ministerio, es contar con esa legislación. Si ello es posible, si hay voluntad para hacerlo, se puede también perfeccionar lo relativo a la edad. Si existe voluntad sobre esta materia -porque aquí hemos escuchado posiciones que van desde los catorce a los dieciocho años- y se tiene consistencia con la legislación vigente, estaremos absolutamente disponibles para ello. No vamos a generar ningún obstáculo si somos capaces de avanzar hacia una ley de donación universal y si es compatible desde el punto de vista jurídico respecto a la edad.



En ese punto estamos en absoluto acuerdo.



Otra cuestión que me parece importante es salvaguardar el principio con el cual hemos trabajado en la Comisión de Salud, que ha sido de acuerdo técnico y político.



Quiero decirlo con todas sus letras: los representantes de la Corporación del Trasplante, los expertos en trasplantes en Chile, los médicos que han trabajado por años en esta materia, la gente a la que le ha tocado vivir en carne propia esta situación, todos ellos han sido escuchados en dicha Comisión. Eso, como Ministro del ramo, me consta.



Más aún, hay quienes han planteado medidas mucho más extremas en el sentido de liberar el proceso de donación universal.



Aquí hemos cautelado la confidencialidad, porque la consideramos muy importante; también hemos cautelado que no haya ningún elemento o estímulo para que se den situaciones en las cuales la persona donante y la que es receptora se sientan vulnerables frente a la opinión pública. Cuando propusimos una serie de modificaciones -que son las que Sus Señorías conocen- precisamente quisimos salvaguardar la confidencialidad.



Con respecto a los donantes vivos también pensamos que debe haber una transición, porque en la actualidad no estamos en condiciones de facilitar una donación entre vivos si no se mantiene un vínculo familiar.



Entendemos que otros países han avanzado mucho más en sus legislaciones sobre el particular. Pero la propuesta que formulamos la hicimos sobre un principio fundamental: los técnicos en esta materia son los que saben y quienes deben opinar. De tal manera que llamo la atención con relación a este aspecto, que es la esencia de cómo se legisla en Chile. No podemos sino consultarles a esos técnicos, a los que están en el día a día viendo todo lo relativo al trasplante. Debemos basarnos en sus recomendaciones técnicas, las que han sido plasmadas en esta iniciativa.



Las modificaciones a materias que aquí se han aludido, por ejemplo, la consulta que se hace al momento de solicitar el permiso de circulación o el carné de identidad, son absolutamente necesarias. Porque lo que hoy vemos, por desgracia, es inconsistencia en la información disponible cuando alguien, en estas circunstancias, toma la decisión de ser donante. A diario observamos situaciones donde una persona tiene un carné de identidad en que aparece como donante y otra que…

El señor NOVOA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Ministro.

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- ¿Me concede un minuto más, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Puede continuar, señor Ministro, a objeto de que finalice su intervención.

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, en lo que respecta a la manifestación de la voluntad con motivo de un acto electoral también es preciso hacer una precisión.



Indudablemente, al momento de votar, se está en presencia de una contraparte, que es el referente que tenemos en materia de juzgado. No es frente a la mesa de votación, ante cualquier persona, que se expresará la decisión de ser donante universal.



Creo que hay una serie de aspectos que deben ser mejorados. Estamos disponibles para ir a una Comisión Mixta, pero sobre la base de que el principio con el cual hemos legislado y discutido durante dos años ha sido el de la ley de donación universal, porque es lo que ha demostrado ser más efectivo en esta materia. Si estamos en condiciones de lograr lo anterior, me parece absolutamente factible darnos el tiempo necesario para mejorar esta iniciativa.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Como ya está acordado que el proyecto se envíe a las Comisiones unidas de Constitución y de Salud, accederé a lo planteado por varios señores Senadores, en el sentido de no seguir con la discusión y que la materia en cuestión sea resuelta en ellas.



Es un asunto de criterio. Y yo acojo el que señalo.



En seguida, dado que la iniciativa va a ir a Comisiones unidas, resulta prudente abrir un plazo para presentar indicaciones a los efectos de que se puedan corregir los problemas señalados.



En tercer lugar, debo señalar que en una iniciativa de ley sobre trasplante de órganos los aspectos técnicos son médicos y legales. Porque aquí estamos elaborando leyes. Y no resulta lógico que en el Senado aprobemos normativas donde los artículos sean contradictorios o los cuerpos legales se contrapongan entre sí. Eso, desgraciadamente, lo tenemos que corregir.



Por lo tanto, me parece que de las Comisiones debieran venir resueltos, en este caso, los aspectos desde el punto de vista médico -jamás me metería a un quirófano a hacer un trasplante-; pero también debemos elaborar una normativa que pueda ser aplicada en forma coherente.



Entonces, corresponde fijar plazo para formular indicaciones, que debe ser el más breve posible, porque la mayoría de ellas prácticamente ya fueron presentadas.



Si le parece a la Sala, se establecerá como plazo para tal efecto el lunes 15, a las 12.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- Pido a las Comisiones unidas que resuelvan lo más rápidamente posible.



Tiene la palabra el Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Secretaría entiende que el proyecto se enviará a las Comisiones unidas para un nuevo segundo informe.

 El señor NOVOA (Presidente).- Así es.

)-----------(

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (boletín N° 6.560-10), con urgencia calificada de “suma”. (Véase en los Anexos, documento 14).


--Queda para tabla.

ESTABLECIMIENTO DE GUARDIA NO ARMADA EN CENTROS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD ADMINISTRADOS POR SENAME 

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5458-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 23ª, en 3 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es posibilitar la existencia, al interior de los centros de privación de libertad administrados por el Servicio Nacional de Menores, de una guardia no armada a cargo de Gendarmería de Chile, para mantener la seguridad y el orden de dichos centros.



La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, conforme a una autorización otorgada por la Sala en sesión de 17 de junio de 2008, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto).



En cuanto a la discusión en particular, el Ejecutivo presentó una indicación para suprimir el Nº 1 de la iniciativa que había aprobado la Cámara de Diputados, que se refería a la incorporación de un requisito para acceder a la suspensión condicional del procedimiento penal consistente en el sometimiento por parte del imputado a un tratamiento de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.



Dicha indicación fue aprobada por la misma unanimidad ya señalada.



Sus Señorías pueden consultar en el boletín comparado el texto que la Comisión de Constitución propone aprobar.

El señor NOVOA (Presidente).- El Subsecretario de Justicia, señor Jorge Frei, solicita autorización para ingresar a la Sala durante la discusión de este proyecto.


Autorizado.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ESPINA.- Deseo hacer una consulta: ¿por qué no está el Ministro?

El señor NOVOA (Presidente).- No le podría contestar eso, señor Senador.

El señor NARANJO.- Pregúntenle al Subsecretario.

El señor ESPINA.- La regla general es que se informa…

El señor NOVOA (Presidente).- No. Es el Reglamento: tiene que venir el Ministro.

El señor ESPINA.- Pero yo quiero señalar lo siguiente, señor Presidente.



La regla general aplicada en el Senado es que, cuando un Ministro no puede venir, habitualmente le da alguna explicación a la Mesa o a la Comisión respectiva. Porque el Senado, que es parte de un Poder del Estado, tiene que debatir estas materias con los Ministros.

El señor PIZARRO.- Pero si es el Subsecretario quien lleva el tema…

El señor ESPINA.- Señor Presidente, yo no voy a dar autorización para que entre el Subsecretario.

El señor NOVOA (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero…

El señor ESPINA.- No tengo nada contra él.

El señor PIZARRO.- El Subsecretario…

El señor ESPINA.- Simplemente -si el Senador Pizarro me deja hablar-, estoy haciendo una consulta: quiero saber por qué no está el Ministro. Puedo preguntarlo como Senador.

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, por cierto.

El señor ESPINA.- A lo mejor se encuentra en otra actividad. Solo deseo saberlo.



Aquí hay varios Senadores que fueron Ministro de Justicia: en esta calidad, siempre los vi venir a los debates.



Entonces, quizá existe alguna razón por la que el Ministro no puede estar ahora. Y he preguntado cuál es.

El señor NOVOA (Presidente).- Cualquier Senador puede oponerse a la autorización solicitada.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, para superar la situación producida -porque no me parece correcto que, habiendo ingresado a la Sala el señor Subsecretario, ahora neguemos nuestra autorización-, propongo que el señor Frei explique las razones por las cuales el Ministro no pudo venir. Nada más.

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Lo curioso es que haya ingresado a la Sala sin que se le hubiera dado autorización…!

El señor LETELIER.- ¡Sí se le dio!

El señor NOVOA (Presidente).- En todo caso, ya que está acá, a lo mejor tiene una buena respuesta.



Puedo hacer uso de la palabra el señor Subsecretario.

El señor FREI (Subsecretario de Justicia).- Señor Presidente, con el señor Ministro nos coordinamos lo más posible para cumplir la agenda. Sin embargo, para hoy teníamos una reunión -él asiste a ella en este minuto- a los fines de defender una solicitud presupuestaria vinculada precisamente con el Servicio Nacional de Menores, el Servicio Médico Legal y Gendarmería, en el ánimo de avanzar en el proyecto de ley pertinente para perfeccionar las plantas de esta última y el plan de reforzamiento del SENAME.

El señor ROMERO.- Perfecto. No hay problema.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Hay acuerdo, entonces?



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en la Comisión de Constitución concurrimos a aprobar este proyecto porque nos parece indispensable que al interior de los centros de reclusión cerrados y de los centros de internación provisoria de los menores de edad exista una guardia o un control lo más profesional y eficaz posible, tanto más cuanto una de las realidades que se viven en ellos -la verdad es que hay una gran deficiencia en general- es la de que los funcionarios o los profesionales del SENAME no tienen cómo mantener el orden y muchas veces son amenazados y amedrentados en su accionar. Así que tal medida es absolutamente necesaria.



Sin embargo, me preocupa un problema -lo planteé en la Comisión- relacionado con Gendarmería.



Yo expresé en la Comisión de Constitución que Gendarmería es hoy día un órgano virtualmente colapsado. Se me dijo que no era así. Pero las evidencias tanto anteriores como posteriores demuestran lo contrario.



La propia Fiscal de la Corte Suprema, señora Mónica Maldonado, cuando concurrió a la Comisión de Constitución la semana recién pasada, señaló que el personal de Gendarmería es del todo insuficiente y se halla sujeto a turnos de extensión horaria inhumana. Empero -y esto es lo más grave-, agregó que, pese a que las escuelas formadoras de gendarmes requieren, en el caso de los funcionarios de clase, a lo menos ocho meses para capacitación, se está sacando la gente a los tres meses para llevarla a los recintos penitenciarios, sin la preparación necesaria para enfrentar su trabajo; y que en el caso de los oficiales el período de capacitación, que debe ser de a lo menos dos años, se está reduciendo a seis o siete meses.



¿Por qué preocupa aquello, señor Presidente? Porque seguimos cargando y cargando de atribuciones y facultades a Gendarmería -en el caso que aborda el proyecto en debate son muy necesarias-, lo que no se condice con las condiciones que vive dicha Institución.



Se requieren ampliaciones, mayores beneficios para el personal. Se señala que viene un proyecto de plantas. Entiendo que es así, y lo creo indispensable. Sin embargo, hay un déficit gigantesco y Gendarmería -lo reitero- se encuentra absolutamente colapsada.



Concurrimos a votar favorablemente, una vez más, en la esperanza y con la expectativa de que tal situación se vaya corrigiendo.



Ya tuvimos experiencias negativas con los tribunales de familia; también, con el sistema de responsabilidad penal juvenil, que ahora estamos abordando nuevamente. Se nos prometió que las cosas iban a ser de determinada forma. No fue así, y los dos sistemas colapsaron.



Espero que ahora se hagan las reformas estructurales que requiere Gendarmería; que se amplíen sus plantas; que se mejoren las remuneraciones; que se regularicen los horarios del personal; que se proceda a la adecuada profesionalización. De lo contrario, el remedio terminará siendo peor que la enfermedad que queremos curar.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, si se mira la idea central de esta iniciativa, nadie puede estar en contra o tener un análisis crítico. Pero lo cierto es que, al contrastar la letra con la situación real de la institucionalidad a la que se quiere aplicar la normativa pertinente, nos damos cuenta de que hay una gran distancia entre una y otra.



Se habla aquí, por ejemplo, de rehabilitación. Y me parece muy bien que el articulado no sea solo punitivo, sino que también camine hacia la rehabilitación, porque todos sabemos que los jóvenes, en la gran mayoría de los casos, delinquen bajo la influencia del alcohol y la droga.



Ahora, nadie ignora que los centros de menores de que se trata son verdaderas escuelas del delito, donde inclusive existe explotación y ocurren otros hechos increíbles.



A través de los medios de comunicación nos hemos informado de rebeliones, incendios, en fin, hechos con los cuales se procura expresar, por ejemplo, que al interior de los referidos centros no hay condiciones para la rehabilitación.



Además, todos sabemos que la rehabilitación de un drogadicto o de un alcohólico no se logra de la noche a la mañana. Son procesos muy largos y costosos. Y cuando uno mira los recursos que se dan por joven en dichos centros no puede menos que concluir que se trata de montos casi ridículos desde el punto de vista de la sinceridad de las medidas planteadas.



¿Dónde hay centros de rehabilitación para jóvenes drogadictos y alcohólicos que han delinquido? En ninguna parte. Y más todavía: los demás centros existentes muchas veces ni siquiera cuentan con elementos básicos, como pequeñas dependencias para entregar remedios de uso habitual.



Entonces, pienso que esta es una manera -por así decirlo- de maquillar el problema.



Cuando uno va a las cárceles se encuentra con que prácticamente 80 por ciento de los reclusos -la inmensa mayoría- son menores de treinta años. Ya no ve lo que conocía antes como “canero”: el delincuente que se hallaba encerrado permanentemente.



La Fiscal señora Maldonado -se refirió a ella el Senador señor Chadwick- sostiene que 85 por ciento de los recluidos en las cárceles son reincidentes.



Entonces, ¿dónde está la rehabilitación? En la teoría, en las palabras, en la señal con que se pretende hacer creer que la sociedad y las autoridades competentes se encuentran trabajando con sinceridad y en forma positiva.



Ahora bien, como se explicó, conforme al proyecto, un grupo de gendarmes deberá funcionar al interior de los centros de internación para jóvenes. Pero, según señaló un señor Senador, los ocho meses de capacitación en la escuela matriz se reducen ostensiblemente, ante la necesidad de personal. Y, además, las escuelas formadoras de suboficiales posteriormente no capacitan a los gendarmes a medida que van sumando determinada cantidad de años en el ejercicio de sus funciones.



Es grave que no se cumpla el programa formativo de los alumnos, señor Presidente. Pero más grave es lo que acontece después por la falta de capacitación a quienes van ascendiendo en la carrera funcionaria.



Cabe recordar, por otra parte, que Gendarmería es una institución bastante híbrida: es uniformada, usa armas y, sin embargo, sus integrantes son civiles.



Vimos hace un tiempo algo que todavía no logramos entender: varios funcionarios plantearon una petición de tipo social y profesional y se atrincheraron en los recintos penitenciarios con sus armas en la mano, amenazando con que, si entraba algún carabinero, las cosas iban a cambiar de color.



Entonces, en lo referente a los centros que deben controlar a los menores que delinquen, la verdad es que faltan muchos recursos. Y se requieren asimismo sinceridad y coherencia en el ámbito de la planificación, para que las futuras generaciones, especialmente las de los sectores más humildes, sean una real contribución a la sociedad, en vez de asustar permanentemente a la población con los hechos de que dan cuenta los reportajes exhibidos a través de la televisión, que les permiten a los diversos canales aumentar el rating de manera considerable.



Por lo demás, hoy día sucede algo muy curioso: no hay estación televisiva que deje de mostrar al desnudo -¡al desnudo!- los casos de pequeños delincuentes.



Si alguien me asegurara que el afán es contribuir a resolver un problema que afecta a un sector de nuestra infancia, yo podría aceptarlo. Pero, desgraciadamente, solo veo un propósito comercial.



La decisión de aprobar esta iniciativa pasa por una redacción interesante en la idea final. Pero, desde mi punto de vista, en la práctica no habrá mayores repercusiones, pues la solución radica en crear más centros de reclusión para jóvenes y en hacer la implementación necesaria para lograr una rehabilitación que en este minuto, sinceramente, no veo.



Por eso, señor Presidente, decidiré mi voto al término del debate.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, comparto muchos de los planteamientos del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, particularmente respecto al fracaso rotundo en el ámbito de la rehabilitación.



Esa materia por sí misma debería motivarnos a revisar de manera muy profunda las políticas públicas elaboradas sobre el particular.



Creo que hoy día existe consenso en cuanto a que la piedra angular de la forma de enfrentar la delincuencia está fallando ostensiblemente. Ello tiene que ver con prevención, con sanciones, con prisión, con rehabilitación. Y ahí hay un gigantesco espacio u hoyo negro que, objetivamente, no se aviene con ninguna de las lógicas que deberían seguirse para enfrentar el problema.



Fijada y compartida la posición a ese respecto, me parece que es distinto lo que estamos viendo en la iniciativa que nos ocupa esta tarde.



En lo medular, a través de una modificación al artículo 43 de la Ley de Responsabilidad Penal de los Adolescentes, se permite la existencia, a cargo de Gendarmería, de “una guardia no armada de carácter interno, para fines de seguridad y mantención del orden del recinto”. Este es el punto central que nos convoca en esta ocasión.



He querido intervenir, señor Presidente, solo para ilustrar (probablemente muchos colegas tienen visiones parecidas o experiencias similares) sobre la situación que afecta al SENAME de la Séptima Región.



En el centro de reclusión de menores de Talca -existen otros en distintas ciudades- hay 96 jóvenes que están rehabilitándose, teóricamente, pues todos sabemos que esta opción es muy escasa.



Adicionalmente, los funcionarios del SENAME enfrentan una situación invivible: desde la entrada en funcionamiento del nuevo sistema penal juvenil -en julio de 2007, si no recuerdo mal- hasta ahora ha habido más de treinta agresiones físicas a profesores que intentan llevar a cabo su función, cumplir su deber.



Gran parte de la violencia que sufren quienes quieren rehabilitar dice relación a la imposibilidad de que Gendarmería actúe dentro de los recintos en comento. En ellos existe una guardia perimetral -entiendo que ese es el concepto técnico- que cumple la función de evitar el escape de los internos. Conforme a la normativa vigente, no pueden contar con vigilancia interna.



Cuando uno se reúne con la gente del SENAME y conoce sus legítimas reivindicaciones, un punto muy central es la garantización de un mínimo de seguridad tanto a quienes cumplen o intentan cumplir alguna función rehabilitadora como a los funcionarios, muchos de los cuales han debido renunciar a la Institución ante la violencia, la amenaza, la agresión.



Esa es la naturaleza del problema.



No se trata de que a alguien se le haya ocurrido de repente permitir algo distinto.



Inclusive, desde un punto de vista conceptual, lo óptimo sería que hubiera funcionarios civiles encargados de desarrollar una actividad de tal índole. Pero eso supone un cambio institucional de una envergadura, a estas alturas, imposible de dimensionar.



En consecuencia, me parece que urge concretar la fórmula escogida.



Ahora, cuando se habla de “guardia no armada de carácter interno”, ello no significa que carezca de elementos disuasivos, sino que no manejará armas de fuego. Entiendo que esa es la diferencia. Y la idea no es generar una instancia de represión por presencia, sino resguardar la integridad de quienes se hallan dentro de los recintos de reclusión. Porque, lamentablemente -y lo sabemos-, muchas veces se generan allí reyertas o peleas -así ha ocurrido al menos en la zona que represento en el Senado- que afectan a terceros: profesores y funcionarios del SENAME que están desarrollando su labor.



Entonces, señor Presidente, hay un límite. Y me gustaría que cada cual se colocara en la situación de aquel que, motivado por el propósito de cumplir una función social orientada a tratar de enseñar a jóvenes que han delinquido, es agredido en forma permanente. Ignoro quién podría tratar de cumplir en este caso la tarea de resguardo, que no se puede soslayar.



Tan solo quería transmitir esa visión, señor Presidente, porque me parece fundamental contextualizar el problema.



¿Habría preferido yo, en su momento, una fórmula distinta? Es probable que sí. Pero después de treinta agresiones, en menos de 30 meses, en un solo centro, ¿cuál es la opción?



No sé qué experiencia tienen sobre el particular otros colegas. Porque deben de tenerla. 



Entonces, estamos hablando de un problema grande, que exige una solución urgente.



Por consiguiente, con los bemoles o con las dudas que pueda generar la fórmula final ideada, considero que el proyecto en debate resulta esencial si queremos avanzar algo en un aspecto tan significativo dentro del proceso de rehabilitación: resguardar la integridad física de los reclusos, de los profesores y de los funcionarios del SENAME. De lo contrario, seguiremos lamentando agresiones serias, que ojalá no terminen dando lugar a acciones posteriores de mayor gravedad.



Por eso le doy especial importancia a la aprobación de esta iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, deseo partir diciendo que tengo serias observaciones respecto al proyecto.


Y ellas no dicen relación solo a este último, sino también, en general, a la implementación de los cambios que discutimos en el Congreso en cuanto a la responsabilidad penal juvenil y al establecimiento de sanciones privativas de libertad. Porque es preciso remontarse al comienzo. Y ese fue un debate bastante arduo. Lo recordamos bien. Costó muchos años llegar a construir un cierto acuerdo en torno a dicha responsabilidad y a la privación de libertad en regímenes semicerrados y completamente cerrados.



Al final, concurrí con mi voto a dichas reformas, habiendo mediado el compromiso de todos, del Gobierno y del Congreso -del Estado, en definitiva-, de que no se iban a reproducir cárceles para adolescentes, sino a implementar centros con capacidad para desarrollar reales programas de reinserción social y en los cuales los jóvenes que cometiesen delitos particularmente graves podían ser sometidos, durante cierto período -ello incluso quedó establecido en la ley-, a regímenes de privación de libertad. Pero repito que estos últimos no iban a ser carcelarios en el sentido estricto.



Al igual que en otras reformas, aprobamos el principio, pero no fuimos capaces, como sociedad, de generar las condiciones para que este operara.



El Senador que habla, del mismo modo que el Honorable señor Coloma, ha visitado el centro de menores de Talca. Lo ha hecho en más de una oportunidad. Y la verdad es que esa infraestructura no es la que mínimamente necesita un establecimiento que permita una rehabilitación razonable.


Sé que este último objetivo es particularmente difícil. Es algo sobre lo cual también, a veces, se dicen cosas con mucha facilidad. La rehabilitación de adolescentes que han incurrido en conductas muy graves, que enfrentan muchos problemas de formación, familiares, etcétera, implica un proceso complejo. Es como la que demanda la drogadicción. No resulta simple, pues existe mucho fracaso, mucha reincidencia. Se requiere un esfuerzo muy grande.



La dotación profesional -por lo menos, en el recinto mencionado- es mínima. También lo es la cantidad de horas en que los muchachos o las muchachas se someten a dicha labor. ¿Qué hacen todo el día? Normalmente, están dándose vueltas en un patio. Esa es la práctica cotidiana. Y, de repente, se realiza algún cursillo de rehabilitación, impartido por profesores muy abnegados.



Resulta obvio que ello genera un problema real, al existir serios niveles de violencia y dificultad para mantener una mínima disciplina entre los adolescentes. Porque se registra un potencial de violencia muy importante.


Por tanto, comprendo que la situación tienda a ser inmanejable. Y creo que la iniciativa apunta a hacerse cargo de esa realidad.



No obstante, cada vez me cuesta más concurrir con mi voto a políticas y medidas que me parecen bien inspiradas, pero que sé que no resolverán las dificultades. En efecto, formulo otra interrogante: ¿por qué Gendarmería? La cultura de esta institución, como es obvio, se encuentra ligada a la reclusión de mayores, no de menores.



Se dice que será preciso implementar una formación y capacitación especiales. Así lo plantea la ley en proyecto. O sea, no se tratará de cualquier gendarme, sino de unos particularmente adiestrados para mantener el orden en estos recintos. Profesionalmente, ello debe de ser algo distinto a conservarlo en una cárcel para adultos, donde toda la dotación se encuentra armada, funcionarios con fusiles se sitúan en las torretas, etcétera. En los centros que nos ocupan el sistema sería otro: intervendría personal especializado en adolescentes, para mantener cierta disciplina, cierto orden, y sin armas.



Pregunto al Gobierno, entonces, por qué no generamos un dispositivo especial de seguridad dentro del Servicio Nacional de Menores, así como es necesario contar con profesionales para orientar los cursos de reinserción.



No sé cuánto demorará el proceso en llevarse a cabo. La iniciativa dispone que mediará un requerimiento del SENAME y de los centros. Creo que todos ellos lo van a formular, si tienen la posibilidad de hacerlo. Lo anterior resulta evidente, porque les otorga mayor seguridad al personal, al director y a los profesionales que allí trabajan. Si se dice que solo algunos van a plantear la petición y otros no, respondo que eso es lo que se considera en el proyecto, pero aseguro que, al año, todos los directores de centros estarán solicitando gendarmes no armados.



En consecuencia, llamo a una reflexión sobre el particular. Porque tomará un tiempo, de todas maneras, la implementación del sistema, ya que se debe elegir al personal de Gendarmería que se destinará a la función y se ha de establecer un acuerdo entre esa institución y el SENAME para determinar el currículum y las exigencias de formación profesional.



Ello significa destinación de recursos, finalmente, porque habrá que sacar de alguna parte a los gendarmes. No creo que haya exceso de contingente en el sistema penitenciario normal, en el cual enfrentamos bastantes problemas. Tanto es así que una de las observaciones de organismos internacionales de derechos humanos recae en nuestro régimen carcelario, denunciado de manera dramática, igualmente, por la Fiscal de la Corte Suprema, organismo público encargado de supervisar si en ese ámbito se está cumpliendo el mandato de la ley. Por consiguiente, se deberá contar con personal y adiestrarlo para que sea enviado a los centros.



Comprendo, entonces, que no se encuentre presente el señor Ministro de Justicia. Y felicito por lo que ha dicho el señor Subsecretario, pues entiendo que al referirse a una reunión sobre recursos ello dice relación a celebrarla con Hacienda. Quisiera ver la ley en proyecto también en función de cuánto invertirá el país en el futuro próximo para establecer un sistema de atención de menores con responsabilidad penal que efectivamente entregue una mínima garantía de que estamos haciendo los esfuerzos elementales para los procesos de reinserción.



Debemos poner la discusión en ese contexto, ya que el Estado ha traído el asunto acá porque hará el esfuerzo de modificar el régimen interno. Gendarmes de uniforme sin armas en centros que no cuentan todavía con infraestructura suficiente para que operen de manera efectiva programas de reinserción social configura lo más parecido que hay a una cárcel, sobre todo para los muchachos y muchachas en régimen cerrado.



Por consiguiente, prefiero que abramos la discusión. Sin ella, no estoy disponible para dar nuevamente mi voto. Lo he hecho muchas veces, haciendo las prevenciones. No se trata de un tema de Gobierno u Oposición, pues Sus Señorías saben que, en general, apoyo sólidamente al Gobierno. Pero quisiera que en la materia en análisis se desarrollase un debate más a fondo antes de comprometer un cambio como el que se plantea.
El señor COLOMA.- ¡Es una cuestión de Gobierno…!
El señor GAZMURI.- ¡No entiendo las livianas mofas de la Oposición, señor Presidente,…

El señor COLOMA.- ¡Ese es el problema…!

El señor GAZMURI.- … así que con esto termino…!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Su Señoría tampoco entiende al Gobierno…!

El señor NOVOA (Presidente).- Quedan inscritos para intervenir en la sesión ordinaria de mañana los Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Orpis, Letelier, Romero, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Gómez, Navarro, Arancibia y Naranjo.



Entonces también podrá hacer uso de la palabra el señor Subsecretario de Justicia.



--Queda pendiente la discusión del proyecto.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminado el Orden del Día
VI. TIEMPO DE VOTACIONES

PAGO DE BONOS EXTRAORDINARIOS POR EL ESTADO. 

PROYECTO DE ACUERDO
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Naranjo y Ominami, en materia de bonos extraordinarios otorgados por el Estado a personas que reciben asignaciones familiares o subsidio familiar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1171-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 15ª, en 6 de mayo de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad que se persigue es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudie la posibilidad de que los bonos referidos sean entregados directamente a la cónyuge o conviviente que se encuentre percibiendo una pensión de alimentos.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por falta de quórum (10 votos a favor).



Votaron la señora Alvear y los señores Cantero, Gazmuri, Gómez, Larraín, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Prokurica y Sabag.

El señor NOVOA (Presidente).- Sugiero a los autores del proyecto que en la hora de Incidentes soliciten el envío al Ejecutivo de un oficio en los mismos términos.

El señor NARANJO.- No, señor Presidente. Debe asumirse la responsabilidad de que las madres que tienen la tuición de sus hijos no reciban los bonos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tal materia es de iniciativa del Gobierno, señor Senador.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A la señora Presidenta de la República, solicitándole SUMA URGENCIA PARA PROYECTO DE LEY SOBRE PREVENCIÓN DE CONTAMINACIÓN ELECTROMAGNÉTICA, y a los señores Ministro de Salud y Subsecretario de Telecomunicaciones, demandándoles MAYORES EXIGENCIAS PARA INSTALACIÓN DE ANTENAS DE TELEFONÍA CELULAR; al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Intendente y Presidente del CORE de la Región de Aisén, pidiéndoles REPARACIÓN DE CAMINO PUERTO TRANQUILO-BAHÍA EXPLORADORES; al señor Ministro de Salud y a la señora Ministra Presidenta de la CONAMA, planteando MEDIDAS ANTE CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA EN DIVERSAS CIUDADES, y a la señora Subsecretaria de Marina, para solicitar CUMPLIMIENTO DE ZONIFICACIÓN DE BORDE COSTERO EN OTORGAMIENTO DE CONCESIONES ACUÍCOLAS EN REGIÓN DE AISÉN.



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que se informe sobre ESTADO DE CONSTRUCCIÓN DE EMBALSE ANCOA (Séptima Región).


Del señor PROKURICA:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, para reiterar proyecto de acuerdo sobre INCORPORACIÓN DE LUPUS A PLAN AUGE.



Del señor ROMERO:



A los señores Ministro de Salud e Intendente de la Quinta Región, y a la señora Directora del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, a fin de que informen si se contempla la destinación de AMBULANCIAS PARA HOSPITAL DE QUINTERO.


Del señor ZALDÍVAR:



Al señor Ministro de Salud, con el objeto de exponerle CARTA DE SOCIEDAD CHILENA DE OFTALMOLOGÍA Y CEGUERA DE SEÑORAS VIOLETA CHACANA Y PROSPERINA MELIBINO POR OPERATIVO MÉDICO EN MEJILLONES.
)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

PROTESTA POR TRATAMIENTO A CANDIDATO PRESIDENCIAL

EN ACTO PÚBLICO. OFICIO.
El señor ORPIS.- Señor Presidente, en mi calidad de Senador por la Región de Arica y Parinacota, concurrí el 7 de junio en curso al acto de conmemoración de la heroica gesta de la toma del Morro de Arica, y deseo pedir que se oficie al señor Ministro de Defensa Nacional para hacer presente mi protesta por lo acontecido en esa ocasión.



Desde mi punto de vista, no es posible que un candidato presidencial, independiente de quien sea -porque se trataba de un acto republicano-, sea puesto en tercera fila al llegar el momento del protocolo y de la solicitud de una invitación.



Se trata de personas que, potencialmente, van a llegar el día de mañana a la Primera Magistratura, y, por lo tanto, la actitud republicana que corresponde es situarlas en primera fila.



Y formulo la solicitud que acabo de dar a conocer porque me constan las presiones ejercidas. Estas llegaron a tal nivel, en un momento determinado, que por ese candidato -en el caso de que se trata era Sebastián Piñera, pero en el futuro podría ser cualquier otro- las autoridades regionales no estaban dispuestas a presidir la ceremonia. Y eso, señor Presidente, resulta inaceptable.



Más allá de la connotación que a nivel de medios de comunicación se ha dado al incidente, creo que existe un problema de fondo. Si se colocan obstáculos a la participación de un candidato presidencial de cualquier sector en actos que constituyen la esencia de la democracia -como lo expresó, incluso, un señor Diputado de la Concertación-, podemos terminar en actitudes de carácter totalitario. Y ello no debe ser así. Una celebración como la del 7 de junio une a todos los chilenos por la gesta registrada en esa fecha.



Por lo tanto, señor Presidente, estimo inaceptable lo que pasó en Arica hace dos días, más allá de quien haya sido el candidato involucrado.



Espero que, en conmemoraciones de esta naturaleza, cuando se solicite una invitación para un aspirante a La Moneda, a través del conducto regular, como sucedió en esta oportunidad, se den todas las facilidades para que este, sea quien fuere, no solo pueda asistir al acto de que se trate, sino que también se respete su condición y ocupe un lugar en primera fila, junto a las máximas autoridades regionales o nacionales.



He dicho.

El señor PROKURICA.- Que el oficio se envíe también en mi nombre, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Y en el mío.

El señor KUSCHEL.- Con mi adhesión.

El señor NARANJO.- ¡En la primera fila va a haber puros candidatos…!



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Orpis, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Senadores señores Espina, Kuschel, Pérez Varela, Cantero, Prokurica y Navarro.
El señor NOVOA (Presidente).- En el tiempo que resta al Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

INCUMPLIMIENTO DE PROGRAMAS DE OBRAS PÚBLICAS

PARA COMBATIR DESEMPLEO. OFICIO

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, durante el año en curso, el Gobierno ha anunciado una serie de programas, acompañados de destinación de recursos, para la ejecución de obras tendientes a resolver algunos problemas de infraestructura, pero, principalmente, a combatir la cesantía, que afecta, de manera creciente, a todas las Regiones, en particular a la del Biobío, donde hace ya largo rato que el índice de desempleo supera 10 por ciento, y, de hecho, en algunas comunas sobrepasa los 15 puntos. 



Nos hemos encontrado con que en muchos de los proyectos planteados a principios de 2009 no se ha iniciado su ejecución porque el Ministerio de Hacienda no ha efectuado la respectiva asignación presupuestaria. Por ejemplo, el 27 de febrero recién pasado, la Intendencia y el Gobierno Regional del Biobío pusieron a disposición de a lo menos tres comunas: Chillán, Concepción y Los Ángeles, la cantidad de 2 mil 300 millones de pesos para la construcción de calzadas, cuyo propósito, según el anuncio de que fueron objeto, era contratar mano de obra.



Hasta la fecha, la asignación presupuestaria no se ha cursado. Y, en la eventualidad de que ello hubiera ocurrido hoy, las obras, en razón de los trámites necesarios para licitaciones públicas, proyectos, etcétera, solo podrían comenzar en el mes de octubre.



Y así acontece con diversas otras iniciativas en las cuales tanto la Región como las comunas han cumplido todos y cada uno de los requisitos, pero los recursos no se hallan disponibles, de modo que los trabajos no se inician por motivos centralistas o burocráticos.



Por lo tanto, a fin de que el Senado esté informado de la situación, solicito que se oficie a la Subsecretaria de Hacienda para que dé a conocer las asignaciones presupuestarias de los diversos proyectos para las distintas zonas del país. Estoy seguro de que lo que sucede en la Región del Biobío también ocurre en las otras Regiones.



No parece sensato que se retrasen iniciativas relevantes en materia de contratación de mano de obra, particularmente en los meses de invierno, época del año en que la cesantía golpea con mayor énfasis.



Por lo tanto, esta Corporación debiera saber cuál es el programa de traspaso de recursos que contempla aplicar el Ministerio de Hacienda y cuáles son los trámites administrativos que adoptará para que tales proyectos -fueron anunciados a fines del año pasado e inicios del presente- puedan ejecutarse y para que las distintas Regiones tengan un grado de conocimiento acerca de cuándo se iniciarán las obras.



El país escuchó, como una gran noticia, el anuncio de la Presidenta de la República en los primeros días de enero de inyectar 4 mil millones de dólares para reactivar la economía. Ello iba a tener especial efecto en los meses de invierno, período en el cual el desempleo sube sustancialmente.



Por ello, llama mucho la atención que situaciones burocráticas y administrativas retrasen la ejecución de los programas. En mi concepto, es básico para el Senado contar con la información requerida para formarse una opinión al respecto y hacer las recomendaciones del caso al Ejecutivo sobre cómo tratar tales asuntos, que, por lo menos en la Región del Biobío, son especialmente sensibles.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para que el Honorable señor Pérez Varela pase a presidir la sesión.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Pérez Varela, en calidad de Presidente accidental.
El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

PROTESTA POR TRATAMIENTO A CANDIDATO PRESIDENCIAL EN ACTO PÚBLICO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, adherí a las palabras expresadas por el representante de la Región de Tarapacá Senador señor Orpis, respecto de un hecho que nos llamó la atención porque en él se demuestra una actitud de intolerancia y sectarismo pocas veces vista.



En una conmemoración histórica no se puede actuar de esa manera, menos aún cuando todos vemos, a través de los medios de comunicación, que al candidato de la Concertación se lo ubica en el primer lugar en todos los actos públicos. Es más, los Ministros de Estado llaman, por distintos canales de difusión, a todos los funcionarios públicos de las respectivas Carteras a apoyar dicha candidatura.



Me parece que la actitud mostrada a través de los medios en Arica, en un día tan especial para la gente de la Decimoquinta Región y para las glorias de nuestras Fuerzas Armadas, es francamente inaceptable.



Ello forma parte de la intervención electoral que se ha desatado en el último tiempo, que consiste en enaltecer a los propios mediante un sectarismo vergonzoso -porque todo el mundo se da cuenta- no solo con el uso de recursos fiscales y del patrimonio de todos los chilenos, sino también con la cultura y ahora con la historia.



Hoy no puede asistir a un acto oficial ni sentarse en primera fila el candidato de la Oposición porque es relegado a otro plano. Se presiona al Intendente y a los militares para que lo pongan en segunda o tercera fila. 



En mi opinión, tal conducta es producto de una cultura intervencionista que, ojalá, no se entronice en la democracia chilena. De lo contrario, sucederá lo que se ve en otros países, ejemplos que no quisiéramos copiar, donde hechos como el referido han ido poco a poco empobreciendo la democracia.



El Honorable señor Cantero me ha pedido una interrupción, que le concedo. Después recuperaré el uso de la palabra.

El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

PROTESTA POR ACTITUD DE MINISTRO DE DEFENSA A RAÍZ DE PRESENCIA DE CANDIDATO PRESIDENCIAL EN ACTO PÚBLICO. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, voy a insistir sobre el punto.



Quiero protestar, quiero expresar mi molestia, quiero manifestar la vergüenza que me embarga por la actitud del Ministro de Defensa Nacional, Francisco Vidal, quien no ha estado a la altura de su cargo. 



Ejerció presiones sobre el Intendente para que no presidiera una ceremonia de carácter histórico tan importante. ¡Me parece una vergüenza, un escándalo que el Ministro malgaste su tiempo en actitudes que califico de miserables, de pequeñas!



Las gestas heroicas pertenecen a todos los chilenos y pueden participar en los actos en que se las conmemora representantes de cualquier Región. Y si asiste un candidato presidencial, enaltece la historia de nuestro país. Con ello muestra un compromiso con el patrimonio histórico y cultural. 



Ese tipo de actitudes no puede ejercerse sobre ningún postulante a la Presidencia. Por lo demás, en dicho acto había candidatos a otros cargos respecto de los cuales no se hizo cuestión.



Me parece que el Ministro sigue haciendo el intervencionismo electoral que lo ha caracterizado y actúa, en mi opinión, con una falta de respeto sin límites. ¡El Ministro no es dueño del país, no es dueño de la historia nacional, no es dueño de las instituciones!



¡Me parece vergonzoso que dicha autoridad llame al Jefe de las Fuerzas Militares a cargo de la ceremonia para ejercer presión y sacar a Sebastián Piñera de la primera fila y trasladarlo a la tercera! ¡Me parece escandaloso!



Como complemento a la intervención del Senador señor Prokurica, solicito que se oficie al Ministro de Defensa Nacional, para que informe, de manera oficial, si intervino o no; si llamó o no; si ejerció presiones o no para que se alterara el protocolo dispuesto originalmente por las Fuerzas Armadas.



Resulta importante esclarecer ese tipo de pequeñeces para que no se repitan o para que, de una vez por todas, se precise qué tratamiento se debe dar a todas las autoridades y a todos los candidatos.



Lo que no es aceptable -ya tres señores Senadores han insistido en ello- es que en los actos oficiales se ubique al candidato de la Concertación siempre en primera fila y que ningún Ministro muestre en tal caso conductas miserables como la referida. Por tanto, si se coloca a un candidato en primera fila, que se haga lo mismo con todos; de lo contrario, que no se ponga allí a ninguno.



¡Tales discriminaciones odiosas, originadas por la actitud sectarista de un Ministro que, además, se relaciona de pésima forma, en mi opinión, al mostrar este tipo de gestos con las jefaturas militares, me dan derecho a protestar enérgicamente por este tipo de situaciones, que no pueden seguir repitiéndose en el país!



Reitero: pido que se curse un oficio al Ministro de Defensa para que tenga la coherencia, la gentileza o la transparencia, que tanto exige, de informar si efectivamente intervino o no en los hechos referidos.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Honorables señores Prokurica y Kuschel.

El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- Continúa con el uso de la palabra el Senador señor Prokurica en el tiempo restante del Comité Partido Renovación Nacional.

NECESIDAD DE PROYECTO PARA MANTENCIÓN DE ACTUAL CARGA IMPOSITIVA A COMBUSTIBLES. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Chile es un país en el que todo debe transportarse a largas distancias; por tanto, cualquier aumento en el precio de los combustibles se transforma en un serio problema, en especial para las familias más modestas y para la clase media.



El valor de los combustibles se ha transformado en un elemento básico de la economía nacional. El alza registrada el año pasado, debido al alto precio internacional del petróleo y por los elevados tributos, obligó al Ejecutivo a enviar un proyecto de ley que rebajó el impuesto específico a 3,5 UTM por metro cúbico en las bencinas y el diésel. Además, después de un paro efectuado por el gremio de los camioneros, se permitió a ese sector descontar el 80 por ciento de dicho gravamen.



Sin embargo, muy en contra nuestra, a proposición del Gobierno, dicha normativa se aprobó para que rigiera por un año. Como todos los plazos se cumplen, ahora estamos a días de que venza su vigencia.



De no mediar una iniciativa legal que mantenga la actual carga impositiva de los combustibles, se va a producir un aumento cercano a los 90 pesos por litro en el caso de las bencinas y del diésel. 



En consecuencia, pido que se oficie a la Presidenta de la República para que envíe a la brevedad un proyecto de ley que conserve la carga impositiva de los combustibles, a fin de evitar el fuerte golpe que para las familias más modestas, la clase media y las pymes de nuestro país será el alza en su precio, de mantenerse la situación actual.



Tal como dijimos en la tramitación de los proyectos mencionados, la ley debió ser de vigencia indefinida y no por un año. Ahora dicho plazo está prácticamente cumplido.



Estamos viviendo un año de recesión, y no nos parece justo que el Gobierno implemente un grupo de medidas para entregarles recursos a las familias más modestas sin resolver ese otro problema. Si no, les entrará el beneficio por un bolsillo y les saldrá por el otro, pues subirán el costo de los pasajes de la locomoción y los insumos básicos. 



Entonces, se estaría haciendo un esfuerzo absolutamente absurdo, que no lograría el objetivo: ayudar a las familias más modestas y a la clase media.



Por lo tanto, solicito que, en mi nombre y en el de los señores Senadores que deseen adherir, se envíe un oficio a la Presidenta de la República -hace un tiempo suscribimos un proyecto de acuerdo sobre lo mismo, y ahora el Honorable señor Pizarro nos ha pedido que firmemos otro similar-, con la finalidad de que remita a la brevedad la iniciativa referida.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Prokurica, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Honorables señores Gómez, Kuschel y Navarro.
El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- Corresponde el turno al Comité Independientes.



Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor NARANJO.- ¡Es del Comité Independientes, Su Señoría…!

El señor KUSCHEL.- Solo para los efectos de intervenir en esta ocasión, señor Senador.



Señor Presidente, a lo expresado por el Honorable señor Prokurica quiero agregar que el alto valor de los combustibles fue una de las razones que motivaron las recesiones mundial y local, que primero impactaron en los alimentos y después se generalizaron. Si mantenemos sus precios en niveles razonables, se facilitan la reactivación del país y la creación de empleos. Así, las cosas se hacen más fáciles. 



En mi opinión, junto con la batería de medidas que el Gobierno está implementando, la iniciativa que solicita Su Señoría sería muy favorable, especialmente para las Regiones apartadas, donde todo se debe transportar desde y hacia Santiago. 

LIMPIEZA DE CAUCE DE RÍO BLANCO, BECAS PARA ESTUDIANTES DE CHAITÉN E INTENSIFICACIÓN DE OBRAS DE PLAN CHILOÉ. OFICIO

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solicito una vez más al Ministerio de Obras Públicas que proceda a limpiar los 2,7 kilómetros de cauce que están pendientes en el río Blanco, en Chaitén, para evitar que las lluvias destruyan el cementerio -a no ser que no haya interés en protegerlo-; el puente, que garantiza la conectividad, y el cabezal de la pista aérea, que, aunque se encuentra en mal estado, se puede usar en casos de emergencia.



También respecto de Chaitén, deseo que se implementen a la brevedad las 25 becas de zonas extremas que faltan, por cuanto hay jóvenes que no han podido estudiar este año. Y ya estamos en junio. Es increíble la burocracia que opera, de forma torpe, en tales procedimientos.



Por último, reitero la petición para que se intensifiquen las obras en el Plan Chiloé, particularmente por el impacto que tendrán en el empleo si se concentran.



La desocupación ha subido dramáticamente en mi Región. Nunca nos quejábamos de ello. Pero hoy día es el principal problema que nos está afectando.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Navarro.
El señor PEREZ VARELA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

FIGURACIÓN PERSONAL EN ACTOS DE HOMENAJE A LA PATRIA
El señor NARANJO.- Señor Presidente, antes de intervenir sobre otro asunto, no quiero dejar pasar una cuestión que me parece conveniente precisar: cuál es la figuración que deben tener las personas en los actos donde se honra a la patria o se le rinde homenaje.



Creo que para honrar a la patria, servirla y tributarle homenaje no se requiere aparecer en primer plano. Se puede hacer desde cualquier, sin problema alguno. No porque se esté en primera fila se sirve y se honra mejor a la patria. A veces quienes se encuentran en un segundo plano demuestran más sinceridad y compromiso en tal sentido.



En consecuencia, a mi juicio, está de más la discusión acerca de dónde deben ubicarse las personas durante los actos en comento.

VIGÉSIMO ANIVERSARIO DE MASACRE DE TIANANMEN. OFICIOS

El señor NARANJO.- Señor Presidente, lo que motiva mi intervención principal es algo más profundo que lo anterior, y, lamentablemente, no lo he visto reflejado o expresado ni por parte del Gobierno, ni de los medios de comunicación, ni de nadie.



La semana recién pasada se cumplieron 20 años de la masacre en la plaza de Tiananmen, ocurrida en Beijing, China, los días 3 y 4 de junio de 1989.



Sin lugar a dudas, es una de las mayores violaciones a los derechos humanos, acontecida en el ocaso del siglo XX. Y hasta el momento sus autores continúan gozando de la impunidad y de la protección que les brinda el Gobierno chino.



Si nos remontamos un poco en la historia, podemos señalar que el 17 de abril de 1989 comienzan las primeras manifestaciones estudiantiles en China, en la ciudad de Beijing, las cuales, a partir del 27 del mismo mes, se extienden a todo el país. Ya no son solo los estudiantes quienes solicitan una apertura democrática, sino también los obreros, la clase media y los intelectuales.



Más de un millón de personas se manifiestan de forma pacífica llenando la plaza de Tiananmen. Por primera vez en 50 años, desde que el Partido Comunista asumiera el poder en China, el pueblo que dice representar sale a la calle de manera tan masiva a exigir cambios democráticos y sociales, utilizando como única arma sus voces y sus cuerpos.



Tales acciones de “desobediencia civil” conmueven a la comunidad internacional, la que solicita a las autoridades chinas escuchar a los manifestantes, actuar con prudencia y no reprimirlos. 



Sin embargo, el Gobierno chino, luego de superar sus propias contradicciones, opta por la “guerra” contra su pueblo desarmado. De esta forma, el 20 de mayo de 1989 se declara la “Ley Marcial”, lo que convierte la acción de los manifestantes en una masacre en solo cuestión de horas o de días.



Así se llega al fatídico 3 de junio de 1989, fecha en que, alrededor de las 5 de la tarde, soldados apoyados por tanques del 38° Grupo del Ejército Popular de Liberación comenzaron su ataque contra civiles desarmados que se encontraban en la plaza de Tiananmen.



La imagen de un joven estudiante que se para delante de un tanque poniendo como única barrera su frágil cuerpo recorre el mundo y remueve las conciencias de todos quienes creemos realmente en la paz, la democracia y la causa de los derechos humanos. Esa imagen no solo pasará a la historia, sino que también se transformará en símbolo de la lucha por la libertad y la democracia en China.



Han transcurrido 20 años desde esa masacre, y aún la comunidad internacional no tiene claridad acerca de la cantidad de personas asesinadas esa noche en la plaza de Tiananmen y en otros lugares de ese país. Según el Gobierno chino, en “aquel incidente político ocurrido a fines de los 80” -como se refiere la prensa oficial a dicha masacre- murieron 241 personas. De acuerdo con los organismos de derechos humanos, los asesinados fueron miles, a los que hay que agregar millones de detenidos, torturados y encarcelados por largos años.



Es cierto que la opinión pública internacional se vio conmovida y que la inmensa mayoría de los países condenó la masacre. Pero digámoslo claramente: tales condenas nunca pasaron de ser simples palabras, que el Gobierno chino jamás escuchó y que hasta hoy desconoce.



Se trató de condenas morales. Pero todos sabemos bien lo poco que estas sirven cuando no van acompañadas de otras medidas concretas, como el “boicot económico”.



“Había que salvar las ‘apariencias’, pero no enojar realmente a una de las grandes potencias económicas”, fue lo que todos los líderes de Estados Unidos, de Europa y del mundo en general pensaron.



De esa forma, China no recibió sanción alguna. Es así como continuó y continúa hasta el día de hoy siendo miembro permanente del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y uno de los principales socios comerciales de la inmensa mayoría de los países del orbe.



Del mismo modo, nunca se acusó al Gobierno de China ante un tribunal penal internacional, como sí ha ocurrido con otros gobernantes que, al igual que los de ese país, han cometido crímenes de lesa humanidad.



Una vez más los intereses comerciales y económicos han prevalecido por sobre el compromiso de la comunidad internacional de no aceptar la impunidad para las violaciones a los derechos humanos.



Señor Presidente, cada 3 de junio se realizan marchas en el mundo para recordar aquella masacre.



Pero es justo reconocer que, si se ha avanzado algo en el conocimiento de la verdad, no es gracias a las Naciones Unidas, sino a la labor inclaudicable de la organización “Madres de Tiananmen”, la que, pese a la represión y al hostigamiento constante, ha logrado identificar a alrededor de 200 víctimas.



En este momento quiero hacer llegar a esas madres mi reconocimiento, por su coraje, y decirles que no están solas en su lucha y que, incluso en un país tan lejano como el nuestro, aún existen personas que no olvidamos “Tiananmen”.



Que no olvidamos a sus hijos asesinados, como tampoco a quienes después de 20 años todavía se encuentran encarcelados cumpliendo condenas por haberse manifestado a favor de la democracia en Tiananmen y a lo largo de toda China.



Que esperamos que, ojalá más temprano que tarde, el sueño de democracia y libertad por el cual sus hijos dieron sus vidas se haga realidad, y que, por tanto, quienes ordenaron la alevosa “masacre” respondan alguna vez, ya sea ante tribunales chinos o ante un tribunal internacional. 



Es decir, que los culpables sean juzgados por sus crímenes de lesa humanidad, ya que para algunos el castigo por la violación a los derechos humanos es un principio que no transaremos jamás.



En este sentido, quiero expresar que lamento profundamente que nuestro Gobierno, a través de la Cancillería, no haya dicho una sola palabra este 3 de junio para recordar la masacre de Tiananmen y solicitar verdad y justicia, como sí lo hicieron numerosos países en el mundo.



De la misma forma, señor Presidente, no puedo menos que expresar mi profunda decepción cuando veo el informe de la IV Reunión del Comité de Diálogo Político entre la Asamblea Popular de China y el Congreso Nacional de Chile, efectuada entre los días 21 y 29 de mayo en las ciudades de Xian, Beijing y Shangai, y me percato de que ninguno de nuestros representantes dijo absolutamente nada a las autoridades chinas sobre lo que ahí ocurrió.



Por lo que leo en el informe, se habló mucho de las relaciones comerciales entre China y nuestro país, pero cero palabra, silencio absoluto, para condenar lo que allí sucedió. ¡Y qué importante es hacerlo saber en su momento, cuando corresponde, a las autoridades pertinentes!



Por eso, señor Presidente, solicito que se haga llegar esta intervención al Ministro de Relaciones Exteriores y también a la Embajada de China. 



Tengo muy presente en la memoria que muchos chilenos que hoy estamos vivos se lo debemos a que en la época de la dictadura militar hubo en los Parlamentos internacionales al menos un legislador que levantó su voz en algún país de Europa, de Latinoamérica, de África o de Asia, lo cual permitió que muchas personas que podríamos haber sido ejecutados políticos o detenidos desaparecidos de nuestra patria hoy estemos con vida.



Esta intervención parece humilde, pero sé que tiene la connotación de una voz que se levanta ante la falta de libertad y democracia en China. 



Por eso, lamento que en los espacios donde es posible hacer ver tal situación hayamos guardado absoluto silencio.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Me referiré a dos temas que me parecen importantes.

CAMBIO DE SEDE PARA CUMBRE DE UNASUR

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, dentro de pocos días se realizará en Chile la próxima cumbre de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR).



En ese contexto, vienen varios Presidentes a tratar temas de fondo, como el diálogo político, la integración física, el medioambiente, la integración energética, la promoción y cohesión social, etcétera. Es un gran evento donde nuestro país recibe a los líderes de Sudamérica.



Se había señalado que la cumbre se iba a realizar en la Segunda Región de Antofagasta, pero ahora, por razones no explicadas -no disponemos de ninguna información al respecto-, se ha decidido cambiar el lugar para su realización. 



¿Por qué hago esta observación, señor Presidente? Porque, en el marco de lo que significan reuniones de esta magnitud, resulta importante que nuestras autoridades entiendan que Chile no solo es la Región Metropolitana, la de Valparaíso u otras grandes, sino que hay distintos lugares que perfectamente pueden ser parte del proceso de integración sudamericana y del conocimiento. Los habitantes de Antofagasta podrían haber estado presentes, sin ningún inconveniente, en un evento tan relevante como el que estamos comentando.



Lamento profundamente que la sede de la cumbre haya sido cambiada de la forma en que nos hemos enterado. 



La Alcaldesa de Antofagasta, señora Marcela Hernando, y uno de los Diputados de la Región, el señor Manuel Rojas, también hicieron esta observación. 



Hay molestia y se siente la necesidad de que situaciones como esta sean miradas de una manera más amplia, con una óptica de mayor regionalización y de mayor integración del país completo.

PARALIZACIÓN DE REMATES DE BIENES RAÍCES CON DEUDAS DE CONTRIBUCIONES IMPAGAS. REITERACIÓN DE OFICIOS

El señor GÓMEZ.- En segundo lugar, señor Presidente, sábado a sábado, domingo a domingo, uno revisa los diarios y ve que la Tesorería General de la República sigue avanzando en los remates por deudas de contribuciones.



No estoy hablando de casas ni de empresas grandes, sino de inmuebles pequeños con avalúos bajos. Y hoy día la Tesorería General de la República está gastando recursos en los medios de comunicación para anunciar estos remates.



Yo creo, señor Presidente, que en momentos de crisis como el que vivimos -hace un tiempo ya le enviamos un oficio a la Presidenta de la República sobre el particular- no es posible que se estén rematando casas de gente trabajadora, donde viven las familias afectadas, debido a pagos no efectuados ya sea por las condiciones externas imperantes o por la grave situación económica que algunos atraviesan.



Eso me parece sumamente grave.



Es cosa de mirar los diarios del fin de semana -El Mercurio, La Tercera-, donde aparecen múltiples avisos de la Tesorería General de la República anunciando los remates.



Por eso, señor Presidente, quiero pedirle que se reiteren oficios a la señora Presidenta de la República y al señor Ministro de Hacienda para que tomen medidas al respecto, al igual como lo han hecho en otras situaciones. 



En este caso particular, hacer perder la casa por deudas de contribuciones a quienes tienen dificultades económicas me parece insólito. Es posible tomar medidas al respecto, y el Gobierno no va a quebrar por dar facilidades de pago a mucho más largo plazo a aquellos que hoy enfrentan problemas financieros.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- En el tiempo que resta al Comité Mixto, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

COBRO ABUSIVO DE INTERESES Y ENTREGA DE TARJETAS

DE CRÉDITO A PERSONAS SIN INGRESOS. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el endeudamiento es una preocupación principal de los chilenos y debe ser relevado.



Para la población activa de trabajadores se ha emitido un total de 30 millones de tarjetas de crédito, cifra que representa un promedio de 4,5 tarjetas por persona empleada, de las cuales se encuentran vigentes, a diciembre de 2008 -es la estadística que manejamos-, 19 millones 754 mil 225 tarjetas de casas comerciales y 4 millones 346 mil tarjetas bancarias.



Por su lado, DICOM informa que, según sus registros, se pasó de 2 millones 9 mil 314 personas que figuraban en el 2004 a 3 millones 926 mil 896, en febrero de 2009 -o sea, la cantidad casi se duplicó en cuatro años-, de las cuales más de 400 mil han entrado durante los últimos meses.



DICOM  se ha vuelto un gran negocio.



En consecuencia, pido oficiar al Servicio Nacional del Consumidor respecto de las denuncias por cobros de intereses abusivos de tarjetas de crédito, solicitándole que nos haga llegar copia de los antecedentes de la denuncia que hizo en contra de casas comerciales por ese motivo, además de las medidas que está adoptando para evitar que ellas y los bancos entreguen tarjetas a estudiantes universitarios que no tienen contrato de trabajo, a dueñas de casa que no perciben ingresos, a jóvenes desempleados, sin ningún tipo de requisito. 



Esa es una situación gravísima, porque DICOM, luego del no pago, se convierte en una barrera para el ingreso al sistema laboral.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
RECOLOCACIÓN DE PROFESORES DE CHAITÉN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- En segundo término, señor Presidente, pido oficiar respecto a la situación suscitada con los docentes y codocentes de Chaitén que han sido despedidos.



El Alcalde Pedro Vásquez, con quien conversé cuando estuve en dicho lugar, me manifestó que aquel era un hecho que se preveía, dada la baja de estudiantes, los cuales se hallan repartidos en muchas Regiones y comunas.



Sin embargo, aquí han pagado el pato los profesores, circunstancia que me parece grave.



La Presidenta ha señalado que se va a proteger las fuentes de empleo. En este caso, se requiere recolocar.



Por lo tanto, solicito al Ministerio de Educación y al señor Intendente de Los Lagos que nos informen qué va a suceder con esos profesores, que no merecen pagar con la pérdida de su empleo la situación de erupción de un volcán, que es un caso de fuerza mayor. 



Hay que hacer algo para apoyar a los maestros y codocentes de Chaitén. Me gustaría que ninguno de ellos fuera despedido, sino recolocado. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SOLUCIÓN PARA AGRUPACIÓN DE COMITÉS DE

ALLEGADOS DE CHIGUAYANTE. OFICIOS
El señor NAVARRO.- En tercer lugar, señor Presidente, quisiera que se oficiara al Ministerio de Vivienda en cuanto a la situación de la Agrupación de Comités de Allegados de Chiguayante, que son varios: “Gabriela Mistral”, “Mi casa, un derecho”, “Emilio Rojas”, “Emilio Recabarren”, “Violeta Parra”, “Galvarino y Vida Nueva”, los cuales representan un total de 650 familias, agrupadas hace al menos 3 años. 



Yo me he reunido con ellos y estamos solicitando una audiencia con la señora Ministra, a quien le pido que nos reciba a la brevedad, también con el Seremi correspondiente, con el cual hemos conversado el tema, que es complejo, pero requiere solución. 



Se caducó el compromiso de venta de un terreno, lo que trajo consigo una pérdida de 4 millones de pesos para todas las personas socias de los comités. Se trata de una pérdida irreparable. Claramente, no hay allí capacidad para absorberla. El documento respectivo fue firmado en la oficina de la Seremía. 



El proyecto tiene un alto costo de valorización de terreno y de urbanización. Se ubica en Chiguayante, que puede y debe tener viviendas sociales. 



Quiero que se consulte y se oficie al Alcalde de dicha comuna, Tomás Solís, gran amigo, respecto de las limitaciones que eventualmente pudieran enfrentar las viviendas sociales. Yo soy partidario de que las haya en todo municipio, sin que se provoque discriminación. Los pobres no tienen por qué ir a la periferia. Se necesitan ciudades y comunas integradas.



Por otro lado, deseo consultar al Seremi de Vivienda si existe algún veto para don Luis Ríos, que encabeza estos Comités, quien ha recibido diversos mensajes en ese sentido, indicándole que mientras siga a la cabeza de la agrupación no habrá diálogo. 



¡No se puede vetar a ningún dirigente y espero que esta no sea la ocasión en que ello haya ocurrido! 



Del mismo modo, pido oficiar -ya lo dije- al Alcalde Tomás Solís. 



Y solicito al Ministerio que nos informe sobre la lectura adecuada del decreto 174, que regula el Fondo Solidario de Vivienda. Le pido una exposición jurídica, pero también social, de los alcances del referido decreto. 



Los comités no cuentan con terreno y dentro de sus demandas está, por cierto, la de que el Estado, con dineros del subsidio, compre uno, lo que facilitaría su radicación en la comuna de Chiguayante. 



Yo soy partidario de que el Ministerio de Vivienda compre terrenos, como política oficial. Hoy esta no existe y, en consecuencia, son los allegados los que deben buscarlos, salen más caros y se cometen equivocaciones. Aquí el Estado debe tener una política de compra de terrenos, proyectando el crecimiento de las viviendas sociales a 10 y 20 años. 



Quiero que se consulte a dicha Secretaría de Estado, además, sobre la posibilidad de recuperar los 4 millones perdidos y de comprar la mayor cantidad de terrenos en Chiguayante. 



Este Senador espera no tener tampoco ningún tipo de veto por parte del Gobierno, a pesar de haber dejado la coalición que lo respalda, y si no, de duro a duro y medio. Lo hemos dicho claramente: aquí no vamos a permitir que la representación de los intereses de los ciudadanos, llevada adelante por un Senador que hoy pertenece al MAS (Movimiento Amplio Social) y que figura como independiente, sea vetada. 



Yo no creo que ello ocurra, por lo menos en mi Región; menos con el Intendente Tohá, y menos con la Ministra Poblete. Sin embargo, hay un conjunto de funcionarios intermedios que se ponen la camiseta de no sé quién, cuando aquí la única camiseta posible es la de la ciudadanía, la de los más necesitados, la de los comités de allegados sin casa. 



Espero que la señora Ministra nos conceda a la brevedad la audiencia que le estamos solicitando, aun cuando no tengo ninguna duda de que así será.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PÉREZ VARELA (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 20:08.









Manuel Ocaña Vergara, 









   Jefe de la Redacción
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MENSA DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ESTATUTO DE ROMA QUE CREÓ LA CORTE PENAL INTERNACIONAL”

(6560-10)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado el 17 de julio de 1998.

CONSIDERACIONES PREVIAS
Una larga y difícil tramitación
La tramitación de este tratado ha sido larga y ha debido superar numerosos obstáculos. Se necesitaron construir importantes consensos. En efecto, este tratado, se envió al Congreso Nacional para su aprobación en enero de 1999, ingresando a la Cámara de Diputados, la cual lo aprobó por una amplia mayoría en enero del 2002.
Sin embargo, el 4 de marzo de ese año, un grupo de Diputados presentó un requerimiento ante el Tribunal Constitucional. Dicho Tribunal, por sentencia de abril del año 2002, declaró que para que el tratado fuere aprobado por el Congreso y posteriormente ratificado por el Presidente de la República se requería de reforma constitucional previa.
En atención a lo señalado por el Tribunal Constitucional, en abril del 2002, el Gobierno de la época envió un proyecto de reforma constitucional al Senado, habilitando al Estado chileno para ratificar el tratado. Asimismo, con miras a lograr los consensos necesarios para la ratificación, se presentaron iniciativas para tipificar los delitos de competencia de la Corte Penal Internacional. En esta tipificación se trabajó con tesón en un nuevo texto que armonizara las indicaciones presentadas por Senadores de oposición y las presentadas por el Ejecutivo.
Hoy, tanto la reforma constitucional habilitante como el proyecto que tipificó los delitos sancionados por el tratado, han sido aprobados por el Congreso, encontrándose la primera ya publicada y vigente, y el segundo en vísperas de ello.

Así, considerando que desde la fecha de ingreso del presente tratado hasta hoy, han pasado más de 10 años, y un arduo trabajo para lograr su aprobación, es un verdadero orgullo para mi Gobierno que en conjunto con las diversas fuerzas políticas representadas en el Congreso hayamos logrado los consensos necesarios para ello.

Razones para reingresar el acuerdo
Una vez salvados los obstáculos para aprobar el tratado, el Ejecutivo reactivó la tramitación del mismo en el Senado, considerando que ello era perfectamente posible, pues lo tramitado ante la Cámara de Diputados era completamente válido, aún cuando el Tribunal Constitucional haya acogido el requerimiento interpuesto que suspendió su tramitación, toda vez que la sentencia no produciría efectos anulatorios sino únicamente suspensivos, al exigir reforma constitucional previa a la aprobación del tratado por el Congreso, y no respecto de cada una de sus Cámara por separado. Así, y en consideración al principio de utilidad del trámite legislativo, el Ejecutivo procedió a continuar con la tramitación del acuerdo que había sido suspendida con el requerimiento.

Sin embargo, al reiniciarse la tramitación y durante su discusión en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, surgieron dudas sobre la validez de lo tramitado en la Cámara de Diputados con anterioridad a la reforma constitucional habilitante. Tales dudas subsistieron en la Comisión de Constitución del Senado.

En consideración a lo anterior, y en el anhelo de evitar el más mínimo cuestionamiento posterior que pueda enlodar los consensos alcanzados para la ratificación del tratado, el Ejecutivo decidió retirar dicha iniciativa e ingresar el presente proyecto de acuerdo para su aprobación por el Congreso.

A continuación se reproducen, en lo pertinente, los antecedentes respecto del contenido y alcance del Estatuto de Roma que ya fueran expuestos por el Ejecutivo en 1999, debidamente actualizados a la situación existente a este respecto.

ANTECEDENTES
El 17 de julio de 1998, se adoptó en la ciudad de Roma el Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI), instrumento que consta de 128 artículos, aprobado por una mayoría de 120 Estados de entre los más de 150 presentes en la Conferencia Diplomática de Roma. Siete Estados votaron en contra de este texto y veinte se abstuvieron.

La adopción de este instrumento constituye un paso muy importante en el proceso de estructuración jurídica de la comunidad internacional.

Durante muchos años se buscó establecer un órgano jurisdiccional penal permanente de carácter internacional destinado a hacer efectivas las responsabilidades penales individuales de los autores de determinados y graves delitos internacionales.

Intentos anteriores, como son los casos de Nuremberg y Tokio, que condujeron al establecimiento de órganos jurisdiccionales de naturaleza ad hoc, fueron objeto de muchas críticas.
Una de dichas críticas señalaba que estos órganos fueron establecidos por los vencedores para castigar a los vencidos. Al mismo tiempo, se adujo que habían sido creados con posterioridad a los hechos que se sancionaban.

Intentos más recientes nos remiten a los tribunales, también de naturaleza ad hoc, creados por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para sancionar delitos cometidos en el territorio de la ex Yugoslavia y de Ruanda. Ambos órganos poseen un ámbito de competencia temporal, personal y territorial limitados. Estos tampoco han estado exentos de críticas, entre ellas, la relativa a la efectiva competencia del Consejo de Seguridad para establecerlos.

El Estatuto de la Corte Penal Internacional, adoptado bajo la forma jurídica de un tratado internacional, intenta superar estos cuestionamientos. Su texto es el fruto de una negociación diplomática que fue precedida por un trabajo de cerca de cuatro años, en el marco de la Organización de las Naciones Unidas.

En efecto, el año 1994, la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas presentó a la Asamblea General un Proyecto de artículos conteniendo el Estatuto de una Corte Penal Internacional. La referida Asamblea creó inicialmente un Comité Ad Hoc, abierto a todos los Estados, y luego un Comité Preparatorio de la Conferencia igualmente amplio. Este último elaboró los textos y proposiciones que se llevaron a la Conferencia de Roma.
Nuestro país participó desde sus inicios en los referidos trabajos, apoyando claramente el establecimiento de este órgano.

CONTENIDO

El órgano

La CPI se creó como un órgano independiente y autónomo. Aunque sus vínculos con la Organización de las Naciones Unidas  son muy estrechos y se encuentran regulados en un acuerdo, no forma parte de ésta. Así, por ejemplo, un órgano de las Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad, puede someter determinadas situaciones al conocimiento de la Corte (artículo 13). Este mismo órgano, de acuerdo con el artículo 16, está facultado para requerir  que no se inicie o se suspenda un determinado procedimiento. En materia financiera, también hay una vinculación estrecha entre ambos entes (artículo 115, b). A su vez, tratándose de enmiendas al Estatuto o, de las Conferencias de Revisión, se asigna un rol importante al Secretario General de las Naciones Unidas (artículos 121 y 123).

En lo que se refiere a su relación con el Consejo de Seguridad, como se ha señalado, se le otorgó la facultad de remitir casos al Fiscal, actuando en el marco de sus competencias. Dicha facultad busca, de alguna manera, desincentivar la creación por el Consejo de nuevos tribunales ad hoc, con las consiguientes implicancias financieras y de permanencia de los órganos creados.
La sede de la CPI está radicada en la de ciudad de La Haya, en Holanda. No obstante, puede celebrar sesiones en otro lugar cuando lo considere conveniente. Goza de personalidad jurídica internacional y la capacidad jurídica necesaria para el desempeño de sus funciones, pudiendo ejercerlas en el territorio de cualquier Estado Parte y previo acuerdo en el territorio de cualquier otro Estado.

Los órganos de que está provista la Corte son: la Presidencia, la Sala de Apelaciones, la de Primera Instancia y la Sala de Cuestiones Preliminares. Junto a ellas se incluyen la Fiscalía y la Secretaría.

La Fiscalía
La Fiscalía es, sin lugar a dudas, uno de los órganos básicos de la estructura de la Corte. Dicho órgano es elegido por la Asamblea de los Estados Partes. El Fiscal dura 9 años en el cargo, sin derecho a reelección. La remoción del Fiscal le corresponde a la misma Asamblea.

El Fiscal, de acuerdo con el Estatuto, tiene poder de iniciativa en materia de investigación de los delitos de competencia de aquélla. Con la información que reciba de distintas fuentes, puede determinar que hay motivo suficiente para iniciar una investigación. Si ese es el caso, debe solicitar una autorización para el inicio efectivo de la investigación a la Sala de Cuestiones Preliminares. Con la autorización de ésta, puede dar inicio a la misma.

Con la información proporcionada y debidamente evaluada, la iniciará, salvo que llegue a la conclusión que no existe fundamento para ella. Para lo anterior, tendrá en cuenta: a) Si la información en su poder es fundamento razonable para creer que se ha cometido un delito; b) Si la causa es o sería admisible, de acuerdo con las normas de procedimiento que antes se mencionaron; c) Si existen razones para creer que una investigación no redundará en el interés de la justicia. En este último caso, se comunicará a la Sala de Cuestiones Preliminares.

En el proceso de investigación, el Fiscal podrá, de acuerdo con el artículo 54.2, realizar investigaciones en el territorio de un Estado. Esto en conformidad con la Parte IX, que es aquella que regula los temas de Cooperación y Asistencia Judicial; o según lo autorice la Sala de Cuestiones Preliminares, de acuerdo con el artículo 57.3.d). Esta Sala puede autorizar al Fiscal a adoptar medidas de investigación en un Estado Parte sin haber obtenido cooperación de éste, de conformidad a las normas de la Parte IX del Estatuto.

Resulta interesante formular ciertas consideraciones en torno al poder de iniciativa del Fiscal. De no existir, sólo los Estados Partes y el Consejo de Seguridad podrían actuar ante la Corte, lo que constituiría una limitación a la plena eficacia de la misma. En efecto, el Consejo de Seguridad se podría ver entrabado por el sistema de votación.

La facultad de iniciativa del Fiscal está, en todo caso, sujeta a ciertos controles. Así, sobre la base de los antecedentes proporcionados por diversas fuentes, éste puede considerar plausible iniciar una investigación. En tal circunstancia, deberá solicitar la autorización correspondiente a la Sala de Cuestiones Preliminares, la que podrá consentir o bien negársela. El Fiscal, sin embargo, podría directamente, sobre la base de la información recibida, considerar que no hay mérito para iniciar una investigación, decisión que puede adoptar por sí solo.

La Asamblea de los Estados Partes
Importante resulta mencionar a una entidad que, sin ser órgano de la Corte, tiene un rol destacado en su funcionamiento. Se trata de la llamada Asamblea de los Estados Partes.

Atendida su composición, su naturaleza es principalmente política. Se reúne una vez al año en la Sede de la Corte o en la Sede de las Naciones Unidas y, cuando las condiciones lo requieran, puede celebrar sesiones extraordinarias.
Diversas disposiciones del Estatuto se refieren a las facultades de esta instancia intergubernamental. En efecto, participa en la elección de los magistrados y del Fiscal; examina y decide el presupuesto de la Corte, y examina las cuestiones relativas a la falta de cooperación de los Estados con ella.

En este órgano, cada Estado Parte tiene derecho a estar representado. Los Estados que sólo hayan suscrito el Acta Final de la Conferencia o el Estatuto, podrán integrarse a él en calidad de observadores.

La elección de los magistrados, 18 en total, se efectúa por votación secreta en la Asamblea de los Estados Partes. Se requieren 2/3 de los Estados presentes y votantes. Los magistrados permanecerán en sus cargos 9 años sin derecho a reelección. Un Estado Parte puede proponer candidatos que no sean nacionales suyos. En todo caso, deben ser nacionales de otro Estado Parte.

En el seno de la Corte deben estar representados los principales sistemas jurídicos del mundo, debiendo alcanzarse una distribución geográfica equitativa, así como una representación equilibrada de de mujeres y hombres. Las condiciones que deben reunir los magistrados son la de una reconocida competencia en materias de derecho penal, derecho internacional humanitario y derechos humanos, además de las generales de independencia y de idoneidad y alta condición moral.

Financiamiento
Respecto del financiamiento, el Estatuto establece que los gastos de la Corte y los de la Asamblea de los Estados Partes se sufragarán con cargo a las cuotas de los Estados Partes, como fuente principal. También se costeará con fondos procedentes de las Naciones Unidas aprobados por la Asamblea General, particularmente respecto a los gastos efectuados por la Corte con motivo de la remisión de determinadas situaciones por parte del Consejo de Seguridad.

El principio de complementariedad
El funcionamiento de la Corte está basado en el denominado principio de complementariedad. Dicho principio se encuentra expresamente mencionado en el párrafo 10 del Preámbulo y en el artículo 1 del Estatuto. En diversas disposiciones es posible ver implícitamente recogido este mismo principio.

Este principio determina, en definitiva, las relaciones de la Corte con los sistemas judiciales penales nacionales. De acuerdo con aquél, este Tribunal está llamado a complementar los referidos sistemas nacionales en los casos en que ellos no puedan funcionar en un determinado momento, como consecuencia del colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia o bien en aquellos casos en que funcionando, no estén en condiciones de administrar una justicia imparcial e independiente.
La Corte, en consecuencia, no sustituye a los tribunales nacionales ni se convierte en una instancia de apelación de sus resoluciones. Tanto es así, que el párrafo 6 del antes mencionado Preámbulo, señala que "es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales". De allí que, no obstante el establecimiento de la Corte, serán los sistemas penales nacionales los llamados prioritariamente a conocer y sancionar las conductas constitutivas de delitos de competencia de la misma.

Por consiguiente, en la medida que el sistema judicial de un Estado se atenga a las normas internacionales y sancione real y efectivamente a los autores de los delitos dentro de su competencia, ésta no debería inmiscuirse en el funcionamiento de esos tribunales nacionales ni cuestionar sus procedimientos. Para ese Estado, la creación del referido Tribunal Internacional no debería implicar ningún tipo de efecto en el funcionamiento de sus propios tribunales, salvo tratándose de solicitudes de asistencia que les pueda dirigir la Corte.

La Corte debe declarar si un caso sometido ante ella es o no es admisible, atendiendo a una serie de factores, entre los cuales puede mencionarse el criterio de la complementariedad. Así, deberá manifestar inadmisible un caso ante ella si éste está siendo investigado o juzgado por un Estado que tiene jurisdicción sobre él. Igual declaración deberá formular cuando el caso haya sido investigado por un Estado con jurisdicción y ese Estado hubiera decidido no enjuiciar a la persona o personas acusadas, a menos que esta decisión sea el resultado de una falta de real de voluntad o de capacidad para enjuiciar.
Si por otra parte, la persona acusada hubiera sido enjuiciada en relación con la materia que es objeto de la demanda y el procedimiento ante la Corte no resulta procedente, en razón del principio "non bis in idem", deberá declarar el caso inadmisible. Sobre este particular, cabe señalar que no siempre que haya habido un juicio previo a nivel de un Estado, la Corte deberá inhibirse de conocer nuevamente. En efecto, tal como lo dispone el artículo 20.3., ésta no enjuiciará a nadie que haya sido encausado por otro tribunal, a menos que el proceso en ese otro tribunal: "a) Obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad por crímenes de la competencia de la Corte; o b) No hubiere sido instruido en forma independiente o imparcial, de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas por el derecho internacional, o lo hubiere sido de alguna manera que en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la intención de someter a la persona a la acción de la justicia.

La admisibilidad o la jurisdicción de la Corte pueden ser cuestionadas, ya sea por el acusado o por la persona a que se ha requerido comparecer ante ésta, de acuerdo con el artículo 58. Igualmente, puede hacer esta impugnación el Estado que tiene jurisdicción, señalando que está investigando o juzgando o lo ha investigado o procesado. En los procedimientos sobre jurisdicción o admisibilidad, también pueden formular observaciones aquellos que pueden someter un caso ante la Corte, como son los Estados o el Consejo de Seguridad.

El principio de cooperación
Los Estados Partes, de conformidad con el Estatuto, cooperarán plenamente con la Corte en relación con la investigación y el enjuiciamiento, en los casos en los que ésta le formule solicitudes de cooperación. Respecto de los Estados no Partes, podrá solicitarles cooperación sobre la base de acuerdos especiales con ellos.

Si un Estado Parte se niega a prestarle la cooperación, después de constatar esa falta de cooperación, la Corte enviará la cuestión a la Asamblea de los Estados Partes o al Consejo de Seguridad, en el caso de que éste le hubiera remitido el asunto.

Por su parte, los Estados se asegurarán que en sus ordenamientos internos se contemplen los procedimientos necesarios para poder dar curso a las solicitudes de asistencia que formule la Corte.

Competencia
a.
Crímenes
Respecto de los crímenes de competencia de aquélla, se puede señalar que ellos constituyen un grupo limitado de conductas consideradas como más graves internacionalmente. De lo preceptuado se desprende que no todo crimen internacional debe considerarse contenido dentro de la competencia de la Corte.

A su vez, cabe indicar que el Estatuto contiene la descripción universalmente aceptada de los distintos delitos. No se intentó innovar.

La lista de crímenes de competencia de la Corte, se encuentra contenida en el artículo 5. Ellos son: genocidio, crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad y agresión.

i.
Genocidio. Respecto del genocidio, el Estatuto toma la definición de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, de 1948, contenida en su artículo II, instrumento del que nuestro país es Parte.
Este delito no exige que se cometa en el marco de una situación de guerra. Igualmente, se puede cometer en tiempos de paz. A su vez y de acuerdo a lo señalado en el artículo IV de la Convención, este delito puede tener como autores a "gobernantes, funcionarios o particulares".

ii.
Crímenes de lesa humanidad. Los crímenes de lesa humanidad incluyen una larga y variada gama de comportamientos especialmente reprochables, entre los cuales cabe mencionar, la tortura, el asesinato, la desaparición forzada de personas, la persecución de un grupo fundada en motivos políticos y el apartheid. Estas conductas deben cometerse como parte de un amplio y sistemático ataque dirigido contra una población civil cualquiera. Se trata de delitos que pueden ser cometidos tanto en tiempos de paz como en tiempos de guerra. No es requisito que los autores de estas conductas sean funcionarios estatales ni que deba concurrir una especial motivación en los autores en el sentido de una discriminación sobre bases políticas, religiosas, raciales u otras, salvo en el caso de la figura de la persecución.

iii.
Crímenes de guerra. Respecto de los crímenes de guerra, se puede señalar que el Estatuto califica como tales a los cometidos tanto en el marco de conflictos armados internacionales como no internacional. No existe una justificación para no optar por esta alternativa. No hacerlo implicaría, por otra parte, dejar fuera de toda sanción internacional a conductas cometidas en conflictos sin carácter internacional, calidad que han tenido la mayor parte de los conflictos armados luego de la Segunda Guerra Mundial. Hoy es posible considerar como delitos las violaciones al artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, que se aplican a los conflictos armados sin carácter internacional que excedan un cierto umbral. Normas del Protocolo Adicional II, de 1977, permiten concluir en los términos que lo hace el Estatuto.

En relación a la exigencia que los crímenes de guerra se cometan como parte de un plan o una política o como parte de una comisión en gran escala, el Estatuto adoptó aquí una redacción transaccional. En efecto, en su artículo 8 dispone que la Corte tendrá jurisdicción respecto de los crímenes de guerra, "en particular" cuando ellos se cometen como parte de un plan o política o como parte de una perpetración a gran escala. Esta expresión permite concluir que las exigencias de un plan o política no son esenciales.

iv.
Agresión. Finalmente, en lo que dice relación con el delito de agresión, cabe señalar que si bien es cierto que se incluyó en la lista de los delitos de competencia de la Corte a que se refiere el artículo 5, esta misma norma, en su párrafo 2, dispone que mientras no se convenga en una definición del delito de agresión, ésta no ejercerá jurisdicción respecto de él. Esta fue una solución de transacción entre el punto de vista que pretendía excluirlo de su competencia y la de aquellos que pretendieron adoptar una definición del mismo, la que no alcanzó el suficiente grado de acuerdo. En consecuencia, actualmente es objeto de debate la definición de este delito y las condiciones conforme a las cuáles la Corte ejercerá competencia respecto de él; una vez definida, será incorporada al Estatuto, de acuerdo a las normas sobre Enmiendas y Revisión contenidas en los artículos 121 y 123.

b.
Competencia temporal

Por otra parte, cabe señalar que la competencia temporal de la Corte se limita a los delitos a que alude el referido artículo 5, "cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto". A su vez, ninguna persona será criminalmente responsable por conductas anteriores a la entrada en vigencia del Estatuto.

c.
Competencia automática
La competencia del Tribunal tiene la calidad de inherente o automática. Esto significa que todo Estado que se haga Parte, reconoce la jurisdicción de la Corte respecto de los delitos mencionados en el referido artículo 5. No cabe, por tanto, la posibilidad que un Estado, al hacerse Parte de este instrumento, declare que no acepta la jurisdicción de la Corte respecto de alguno de los delitos allí contenidos.
Esta norma tiene una excepción establecida en el artículo 124. En su virtud, cualquier Estado puede declarar, al hacerse parte del Estatuto, que no reconoce la competencia de aquélla respecto de los crímenes de guerra por siete años contados desde esa fecha, en los casos en que dichos crímenes se cometan en su territorio o por sus nacionales. Esta declaración puede ser retirada en cualquier momento.

Para que la Corte pueda ejercer jurisdicción en un caso concreto, se requiere que cualquiera de los siguientes Estados sea Parte en el Estatuto: a) el Estado en cuyo territorio se cometió el delito; o b) el Estado de la nacionalidad de los acusados. Es importante señalar que basta que cualquiera de ellos sea Parte. No se exige la calidad de Parte a otros Estados que pudieren tener alguna relación con las conductas llevadas a cabo. Un Estado no Parte en cuyo territorio se comete alguno de los delitos de competencia de la Corte y cuyos nacionales sean acusados de la perpetración de los mismos, puede reconocer la competencia de la Corte sobre una base ad-hoc.

En todo caso, cabe precisar que el Consejo de Seguridad no está sujeto a las condiciones mencionadas. En efecto, éste, actuando en el marco de sus competencias de acuerdo con el Capítulo VII de la Carta, puede remitir al Fiscal una determinada situación en la que parezca haberse cometido alguno de los delitos de competencia de la Corte, sin necesidad de considerar si el Estado en cuyo territorio se habrían cometido éstos, es Parte del Estatuto, o si el Estado de la nacionalidad de los acusados lo es.

La Corte podrá ejercer jurisdicción respecto de los autores de los delitos dentro de su competencia en los casos en que: a) un Estado Parte le remite una situación al Fiscal; b) el Consejo de Seguridad actuando en el marco de sus competencias de acuerdo con el capítulo VII de la Carta le remite una situación al Fiscal; o, c) en el caso que éste haya iniciado una investigación por propia iniciativa respecto de los mismos delitos. Estos son los tres entes que pueden poner en marcha la maquinaria judicial de la Corte. Los particulares en general o las víctimas en particular no pueden directamente poner en ejecución dichos mecanismos.

Normativa conforme a la cual resuelve
El Tribunal, al fallar un determinado caso, está obligado a aplicar, en primer lugar, su Estatuto, los elementos de los crímenes a los que se refiere el artículo 9, y las Reglas de Procedimiento y Prueba. Estos dos últimos instrumentos, ya fueron adoptados por los Estados Partes reunidos en Asamblea. 

En segundo lugar, y cuando proceda, la Corte debe aplicar los tratados y los principios y normas de derecho internacional aplicables, incluidos los principios establecidos del derecho internacional de los conflictos armados. En su defecto, debe observar los principios generales del derecho, que ella extraiga del derecho interno de los sistemas jurídicos del mundo, incluido, cuando proceda, el derecho interno de los Estados que normalmente ejercerían jurisdicción sobre el crimen en cuestión, siempre que esos principios no fueren incompatibles con las normas del Estatuto, ni con el derecho internacional.
Como puede observarse, la Corte no aplica el derecho interno de ningún Estado en particular.

Principios de derecho penal que lo rigen
De acuerdo con el Estatuto, la Corte debe atenerse a una serie de principios fundamentales de derecho penal. Entre ellos, se pueden mencionar los siguientes:

a.
No hay crimen ni pena sin ley. En virtud de este principio, nadie es penalmente responsable si su conducta no constituye un delito en el momento de llevarse a cabo. Al mismo tiempo, el que sea declarado culpable sólo podrá ser penado en conformidad con las normas del Estatuto.

b.
Irretroactividad en relación con las personas. Nadie será penalmente responsable por una conducta anterior a su entrada en vigor.

c.
Responsabilidad penal individual. La Corte sólo ejercerá jurisdicción respecto de personas naturales. Los menores de 18 años al momento de la comisión del delito, se excluyen de la competencia de la Corte.
El cargo oficial es irrelevante, por lo que cualquiera sea el cargo del autor del delito (Jefe de Estado o de gobierno, miembro de un gobierno o del Parlamento) la responsabilidad debe ser aplicada, ya que ellos no eximen de responsabilidad penal.

En lo relativo a la responsabilidad de los jefes y otros superiores, el jefe militar o el que actúe en los hechos como tal, será penalmente responsable de los delitos cometidos por sus subordinados en el caso de no haber ejercido sobre ellos un control apropiado, sabiendo o debido saber que ellos estaban cometiendo delitos o los iban a cometer y no hubiere adoptado las medidas razonables para prevenirlos o reprimirlos. Un concepto similar se aplica en el caso de la relación entre superior y subordinado en el ámbito no militar;

d.
Los delitos de competencia de la Corte son imprescriptibles.

e.
Inimputabilidad. No es penalmente responsable quien, al momento de cometer el delito padeciere de una enfermedad o deficiencia mental que lo prive de su capacidad para apreciar la ilicitud o naturaleza de su conducta o estuviere en estado de intoxicación que lo prive de la correcta apreciación de su conducta, a menos que dicha intoxicación haya sido voluntaria a sabiendas que producto de misma incurriría en un crimen de competencia de la Corte.
f.
Los límites de la obediencia. Respecto al cumplimiento de órdenes superiores, el que ha cometido un delito en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, no será eximido de responsabilidad penal. Sin embargo, el subordinado se podrá eximir de responsabilidad penal si estuviere por ley obligado a cumplir la orden del superior o del gobierno, o no supiera que la orden era ilícita, o la orden no fuera manifiestamente ilícita. En todo caso, para los efectos del Estatuto la orden de cometer genocidio o crímenes de lesa humanidad es siempre ilícita.

Las penas que puede aplicar y la ejecución de los mismos
Las penas que puede llegar a aplicar la Corte son: la reclusión por un número determinado de años que no exceda los 30; la reclusión a perpetuidad, cuando lo justifique la extrema gravedad de un delito y las circunstancias personales del condenado; multas y decomiso de bienes.
En lo relativo a la ejecución de las penas, si ellas son privativas de libertad, se cumplirán en el Estado designado por la Corte, sobre la base de una lista de Estados que hayan manifestado que están dispuestos a recibir a los condenados. Las penas serán obligatorias para los Estados Partes, los cuales, en caso alguno podrán modificarlas.
La revisión de la sentencia le corresponderá a la Corte, la cual vigilará su ejecución. Las condiciones de reclusión se regirán por la ley del Estado de ejecución y se ajustarán a las normas generalmente aceptadas en las convenciones internacionales y no serán ni más ni menos favorables que las que se aplican a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de reclusión. Este último no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte y sólo ésta podrá decidir una rebaja de la pena.

Enmiendas y reservas
Entre las cláusulas finales, merece destacarse la contenida en el artículo 120, en virtud de la cual se señala que el Estatuto no podrá ser objeto de reservas. Esta es una norma de trascendencia destinada a preservar la unidad e integridad del texto del Estatuto, las que, tratándose de un órgano judicial, adquieren una gran relevancia.

En materia de enmiendas, se contempla una regla general, según la cual, luego de siete años contados desde la entrada en vigencia del Estatuto, cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas al mismo.

Si no se obtiene un consenso respecto de la propuesta de enmiendas, ya sea en la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de Revisión, se requerirá una mayoría de dos tercios de los Estados Partes para su aprobación. Las enmiendas entrarán en vigor, para todos los Estados Partes, un año después que los 7/8 de éstos hayan depositado ante el Secretario General de las Naciones Unidas sus instrumentos de ratificación o de adhesión. Los Estados que no hubieran aceptado las enmiendas, podrá retirarse del Estatuto con efecto inmediato, no obstante lo previsto en el artículo 127.1, que regula el régimen de denuncia del Estatuto.

La otra regla relativa a las enmiendas, se refiere especialmente a las que se pueden introducir a los artículos 5, 6, 7 y 8, que describen los crímenes de competencia de la Corte. Estas enmiendas se rigen por las mismas normas mencionadas precedentemente, con la particularidad, sin embargo, que ellas entrarán en vigencia sólo para los Estados que las hubiesen aceptado. A lo anterior, hay que agregar que la Corte no ejercerá su competencia respecto de un crimen comprendido en la enmienda cuando haya sido cometido por nacionales o en el territorio de un estado parte que no haya aceptado dicha enmienda.
Un tercer régimen de enmiendas, es el que se ocupa de las cláusulas de naturaleza institucional. Estas cláusulas tiene un tratamiento especial, que se justifica frente al complejo sistema de enmiendas que antes mencionamos. Entre estas normas de naturaleza institucional, se encuentran los artículos 35, 36, 37 y 28, entre otros.

Entrada en vigencia
El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional entró en vigor el 1° de julio  de 2002, de acuerdo a su artículo 126.1 una vez depositados 60 instrumentos de ratificación o de adhesión ante el Secretario General de las Naciones Unidas.
Para los Estados que ratifiquen o adhieran después de su entrada en vigor, éste regirá, para cada Estado, el primer día del mes siguiente a aquel en que se depositó el instrumento de ratificación o de adhesión.
Hoy el Estatuto de Roma cuenta con 108 Estados partes, lo que evidencia de su vocación universal. Esperamos que Chile al más breve plazo posible se convierta el país parte número 109.

En mérito de lo expuesto, someto a su aprobación, el siguiente
P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:
"ARTICULO UNICO.-
Apruébase el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998.".

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Mario Fernández Amunátegui, Ministro de Relaciones Exteriores.- Carlos Maldonado Curti, Ministro de Justicia
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 94 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA REFERIDO A LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UN PRECEPTO LEGAL

(6221-07)


Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


"Artículo único.- Agrégase en el artículo 94 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso quinto:





"Sin perjuicio de lo expresado en los incisos anteriores, el Tribunal, con la mayoría de los cuatro quintos de sus integrantes en ejercicio, podrá postergar hasta por un año el efecto de la decisión a que se refiere el N° 7 del artículo 93.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE COMPLEMENTA LA LEY QUE INTRODUCE MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL EN LA REGULACIÓN DE CIERTOS DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

(6476-07)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  Código Orgánico de Tribunales:





1) Agrégase en el N° 2° del artículo 6°, antes del punto y coma (;) el siguiente párrafo:"y el cohecho a funcionarios públicos extranjeros, cuando sea cometido por un chileno o por una persona que tenga residencia habitual en Chile".





2) Agrégase en el inciso tercero del artículo 157, a continuación del punto aparte(.) que pasa a ser punto seguido (.) el siguiente párrafo:





"Sin perjuicio de lo anterior, serán competentes para conocer del delito de cohecho a funcionarios públicos extranjeros, los tribunales chilenos con competencia en lo penal, incluso cuando sólo una parte de su ejecución haya tenido lugar en Chile.". 





Artículo 2°.- Modifícase la letra a) del artículo 27 de la ley N° 19.913 en el siguiente sentido:





1) Sustitúyese, a continuación del número "6", la conjunción "y" por una coma(,).





2) Intercálase entre el guarismo "9" y la frase "del Título", la siguiente expresión: "y 9 bis".".

****


Me permito hacer presente a V.E. que el artículo 1° del proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 82 Diputados de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL NÚMERO 4º DEL ARTÍCULO 698 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, PROCEDIENDO A CONCORDAR LOS PLAZOS EN JUICIOS ESPECIALES

(5354.07 y (5355-07)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 698 del Código de Procedimiento Civil:

a) sustitúyese el ordinal 4a por el siguiente:

 “4a. El término de prueba será de quince días y podrá aumentarse, extraordinariamente, de conformidad a lo dispuesto en el ordinal 2a de este artículo;”.

b) modifícase el ordinal 6a en el siguiente sentido:

1.- sustitúyese el punto y coma (;) y la conjunción “y” por un punto aparte (.).

2.- agrégase el siguiente párrafo segundo:

“En el caso de ordenarse por el tribunal una medida para mejor resolver, ésta deberá cumplirse dentro del plazo de doce días, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que la decrete, y”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

5

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO QUE MODIFICA  EL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y AUSTRALIA

(6444-10)





Con motivo de la Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo que modifica el Convenio de Seguridad Social" entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia, adoptado por los Gobiernos de ambos países por Intercambio de Notas, fechadas el 2 de octubre y 8 de diciembre de 2008, en Santiago y Canberra, respectivamente.".


****

Hago presente a V.E. que este proyecto fue aprobado con el voto favorable de 77 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DFL. Nº 340, SOBRE CONCESIONES MARÍTIMAS, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE CONCESIONARIOS DE PRESERVAR EL MEDIO AMBIENTE MARÍTIMO Y ACUÁTICO LIBRE DE CONTAMINACIÓN

(6347-12)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, del Ministerio de Hacienda, sobre Concesiones Marítimas, de la siguiente manera:


1. Incorporáse en el artículo 4°, el siguiente inciso final:


"Todos los concesionarios estarán obligados, en el ejercicio de su actividad, a preservar el medio ambiente marítimo y acuático, libre de contaminación.".


2. Modifícase el inciso primero del   artículo 7°, como se indica:


i) Sustitúyese en la letra b), la coma (,) y la conjunción  copulativa "y", por un punto y coma (;).


ii) Sustitúyese en la letra c) el punto  final (.), por una  coma (,) y agrégase la expresión  "y".

 
iii) Consúltase la siguiente letra d):


"d) El incumplimiento de las normas de carácter ambiental, así como las condiciones y medidas establecidas en la Resolución de Calificación Ambiental, cuando corresponda.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, EL PRIMERO, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES  SENADORES  MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y LETELIER, QUE MODIFICA EL CÓDIGO AERONÁUTICO, EN MATERIA DE TRANSPORTE DE PASAJEROS Y SUS DERECHOS, Y EL SEGUNDO, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES VÁSQUEZ, ÁVILA, GÓMEZ Y ZALDÍVAR, QUE MODIFICA EL CÓDIGO AERONÁUTICO, PARA ESTABLECER SEGURO FLOTANTE COLECTIVO EN CASO DE SUSPENSIÓN DE OPERACIONES DE LÍNEAS AÉREAS

(4595-15 y 4764-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros en el trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en dos Mociones de los Honorables señores Senadores que a continuación se detallan:

1.- De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos. (Boletín Nº 4.595-15), y 


2.- De los Honorables Senadores señores Vásquez, Ávila, Gómez, Naranjo y Zaldívar (don Adolfo), que modifica el Código Aeronáutico, estableciendo un seguro flotante colectivo en caso de suspensión de operaciones de líneas aéreas. (Boletín Nº 4.764-15)


Estas iniciativas legales fueron refundidas, por acuerdo de la Comisión.
- - - - - -



A algunas de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistieron, los Honorables Senadores señores Fernando Flores Labra, José Antonio Gómez, Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Guillermo Vásquez Úbeda.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Secretario (S) de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Guillermo Novoa y del Asesor Legal de la Junta Aeronáutica Civil, señor Álvaro Lisboa.


Fueron especialmente invitadas la Asociación Chilena de Líneas Aéreas A.G y la Asociación Chilena de Empresas de Turismo A.G. (ACYHET).


De las entidades invitadas concurrió la Asociación Chilena de Líneas Aéreas A.G. (ACHILA), representada por el Presidente del Directorio, señor Italo Guerinoni; su Gerente, señor Rodrigo Hananías; la Gerente para Chile de IATA, señora Heather Macdonald; el Fiscal de Sky Airline, señor Felipe Volante; el Gerente General Chile de Lan Airlines, señor Vlamir Domic; el Vicepresidente de Asuntos Corporativos de Lan Airlines, señor Eduardo Opazo y el Gerente de Asuntos Corporativos de Lan Airlines, señor José Miguel Hernández.


La Asociación Chilena de Empresas de Turismo A.G. (ACHET), excusó su inasistencia.

- - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 133 ter. 

II.- Numerales del artículo 1º que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay. 

III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 3, 4, 7, 11, 32, 33, 34, 36 y 39.

IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 6, 7 bis, 8, 9, 15, 16, 25 bis, 26, 27, 29 y 40.

V.- Indicaciones rechazadas: 2, 13, 17, 18, 19, 20, 22, 23,  25, 29 bis, 29 ter, 30, 31,  35 y 37.

VI.- Indicaciones retiradas: 10, 12, 14, 21, 24, 28
y 38.


VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
 - - - - 
Exposiciones

Previo a la discusión en particular de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó escuchar los planteamientos de las personas señaladas al inicio de este informe.

Presentación del Gerente de la Asociación Chilena de Líneas Aéreas A.G. (ACHILA)


El Gerente de la Asociación Chilena de Líneas Aéreas A.G. (ACHILA), señor Rodrigo Hananías, inició su presentación señalando que las Mociones en estudio, tienen buenas intenciones, sin embargo, su aprobación perjudicaría gravemente al desarrollo de la industria aérea en el país.


En primer lugar, señaló que la Moción contenida en el Boletín Nº 4.595-15, es inconstitucional al establecer una diferencia arbitraria en perjuicio de las empresas aéreas nacionales. En efecto, Chile ratificó  el Convenio de Varsovia, tratado internacional que se encuentra vigente  y que regula la responsabilidad civil de las aerolíneas por “retraso”. Es decir, mediante esta norma, Chile ante la comunidad internacional, se ha obligado a que las aerolíneas extranjeras que exploten nuestros cielos, serán sometidas a esa normativa en lo que a retraso se refiere. Es un pacto internacional y, como tal, no puede ser dejado sin efecto unilateralmente por nuestro país.


Los tratados internacionales tienen sus propias vías de terminación, previstas concretamente en la “Convención de Viena sobre derecho de los tratados”, ratificada por Chile y actualmente vigente, y dentro de ellas no figura la dictación de una ley interna por alguno de los Estados Obligados.


La iniciativa legal, en estudio, no puede establecer una nueva reglamentación para el retraso si ella no se puede aplicar a los vuelos  internacionales, en donde rige el Convenio de Varsovia. Sólo podría aplicarse al transporte interno, ejecutado por aerolíneas nacionales a quienes ilógicamente se les impondría una carga de la que se exime a las empresas aéreas foráneas, con lo cual esta diferencia constituye una arbitrariedad para las compañías aéreas nacionales y, por ende, es inconstitucional.


En segundo lugar, señaló que esta iniciativa legal es inconstitucional al pretender obligar a quienes comercializan billetes de pasajes a vender los servicios aéreos de menor costo. En ese sentido, explicó que el artículo 19, Nº 21, de la Constitución Política de la República, asegura a todas las personas el derecho a desarrollar cualquier actividad económica, en virtud de la cual aquellos que comercializan servicios, tienen la libertad absoluta para elegir qué servicios comercializarán y a qué precio, lo que constituye la esencia de la libertad económica.


Asimismo, el artículo 43 de la Ley de Protección al Consumidor, establece la responsabilidad de los intermediarios por infracciones de los proveedores de los servicios. La justificación está en que el intermediario debe hacerse responsable de los proveedores que elige intermediar, tiene la libertad de elegir y, por lo tanto, si elige mal a un proveedor negligente será responsable ante el consumidor por su mala elección.


En este ámbito explicó que es de público conocimiento que agencias de viajes han debido responder frente a los pasajeros por incumplimientos de la línea aérea Air Madrid. Si esas agencias de viaje se hubieran negado a intermediar servicios aéreos de dicha aerolínea, no hubieran tenido que asumir ni pagar.


La obligación que se pretende imponer para aquéllos que comercialicen billetes de pasajes, como es el caso de las agencias de viajes, de informar de todas las tarifas y vuelos disponibles, debiendo ofrecer el transporte aéreo de menor valor, significará que las agencias de viaje estarán obligadas por ley a trabajar de modo tal de obtener la menor rentabilidad posible en su negocio, no podrán tener convenios para ofertar con preferencia los servicios aéreos de una aerolínea en particular y así obtener una comisión más atractiva, no podrán elegir con qué aerolíneas trabajar porque estarán obligadas a trabajar con todas y tampoco podrán negarse a intermediar servicios de una aerolínea que les parezca negligente, exponiéndose, contra su voluntad, a tener que hacerse responsable frente a los consumidores de eventuales incumplimientos, en conformidad a la norma establecida en el artículo 43 de la Ley de Protección al Consumidor. 


En consecuencia, esta regulación afectará el libre ejercicio del derecho a desarrollar cualquier actividad económica, incurriendo en una inconstitucionalidad, al tenor del artículo 19, Nos 21 y 26, de la Constitución Política de la República.


A continuación expresó que el proyecto de ley es inconstitucional al pretender imponer obligaciones de informar relacionadas a las tarifas, cuyo cumplimiento es imposible o sumamente gravoso y que también implica una discriminación arbitraria. Los deberes de información que se pretenden imponer son de las diversas alternativas de tarifas y modalidades de vuelos disponibles; permitir a los usuarios acceder a la información contenida en la pantalla de los sistemas informáticos o copias impresas de ellas, si lo solicitaren; entregar por escrito y en forma clara toda información referida a las condiciones, restricciones y limitaciones de los billetes, y entregar al pasajero un billete de pasaje que deberá contener, entre otras menciones, la explicitación clara e íntegra de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos.


Dichos deberes de información se vinculan a tarifas, incluyendo las relativas a las condiciones, restricciones y limitaciones, cuyo contenido variará en cada caso, dependiendo de la tarifa. Estos deberes de información no existen en ningún país del mundo y resultan excesivos y alejados de la realidad de la comercialización de los pasajes aéreos, caen en la inconstitucionalidad al afectar el libre ejercicio del derecho a desarrollar una actividad económica y además establecen una discriminación arbitraria en contra de las empresas aéreas, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 19, Nº 12, de la Constitución Política de la República, según dan cuenta los siguientes fundamentos:


1.- En materia de transporte aéreo, las tarifas son determinadas a través de un sistema común e internacional denominado “Revenue Management” (RM), que tiene como objetivo maximizar los beneficios mediante la venta de un producto correcto, en el momento correcto, al cliente correcto, por el precio correcto, utilizando para ello una avanzada tecnología de la información, con un gran volumen de datos y técnicas muy sofisticadas, que permiten establecer estrategias de precios.


2.- El RM utiliza barreras que segmentan a los clientes y permiten vender a distintos pasajeros un mismo asiento a diferentes precios. 


Este sistema es manejado en redes desde cualquier parte del mundo, en inglés y mediante códigos que sólo conocen los expertos y las tarifas así obtenidas están cambiando permanentemente (día a día, hora a hora), y con ellos las restricciones que llevan aparejadas. Lo mismo rige para el transporte aéreo interno, cuyos vuelos también son ofertados en el extranjero, para los turistas que proyectan visitar Chile. De esta forma, exigir a las líneas aéreas nacionales y a las agencias de viajes, que traduzcan y expliquen de manera clara e íntegra las restricciones de los miles de pasajes que se venden diariamente implicaría imponerles una carga simplemente irrealizable.


3.- Respecto de la obligación de entregar información clara e íntegra por escrito, señaló que se contrapone a los tickets electrónicos que es la modalidad que impera en Chile y en el mundo. Su contenido es el mismo que un pasaje tradicional, la diferencia está en que no se instrumentaliza en papel, sino que se almacena en la base de datos de la aerolínea. El pasajero no recibe una constancia de su pago y una descripción de su itinerario, sin embargo, para embarcarse le basta con exhibir su cédula de identidad o pasaporte, lo que representa su principal ventaja.


En esta modalidad de venta, las aerolíneas tienen el deber de informar al pasajero sobre las condiciones del contrato, y así se cumple al momento de la compra del ticket, dando a conocer al consumidor los aspectos más relevantes del contrato de transporte celebrado.


La obligación que pretende imponer el proyecto de ley, en el sentido de entregar la información por escrito, entrabaría fuertemente el sistema de ticket electrónico.


4.- Asimismo, la obligación de entregar información, clara e íntegra y por escrito, se contrapone a la venta de tickets a través de los Call Centers que en Chile están en pleno desarrollo. Lan Airlines y las extranjeras Delta y Air France tienen sus Call Centers en Chile, atienden a una gran cantidad de países y dan trabajo a cientos de personas. 


La venta de pasajes vía Call Centers también implica para las aerolíneas el deber de informar a los pasajeros acerca de su contrato de transporte, deber que se cumple de diversas maneras (en forma oral, mediante el envío de un correo electrónico o remitiendo al comprador al sitio web de la empresa aérea).


La actividad de los Call Centers quedaría cuestionada legalmente de prosperar esta Moción y su pretendida obligación de que los transportadores proporcionen información clara e íntegra y por escrito a los pasajeros.


Por otra parte, la exigencia a las aerolíneas de información clara e íntegra por escrito de las condiciones, restricciones y limitaciones de un vuelo es más exigente que la Ley de Protección al Consumidor, que impone deberes de información generales acerca de las condiciones objetivas del servicio. El artículo 3, letra b) establece el derecho de los consumidores a una información veraz y oportuna de los servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos, lo que representa una exigencia menor que la de la iniciativa legal, en comento, no sólo no se exige información “íntegra” sino que tampoco es escrita.


Exigir a cualquier prestador de servicios información adicional al artículo citado, sería injusto e implicará una discriminación. En el caso de las exigencias que propone la Moción en estudio para las líneas aéreas es una arbitrariedad. Las aerolíneas, de acuerdo a la tendencia mundial, venden pasajes a través de Call Centers y tickets electrónicos, en base a sistemas computacionales comunes e internacionales, en inglés y con un lenguaje y códigos técnicos, características que evidencian que esta información a los pasajeros no resulta una labor sencilla y que aún así cumplen con la obligación establecida en la Ley de Protección al Consumidor. 


En seguida señaló que esta Moción atenta contra la libre competencia al introducir, en los hechos, una barrera de entrada al mercado aerocomercial puesto que existe una gran diferencia entre las aerolíneas grandes y pequeñas al momento de ejercer el derecho a suspender, retrasar y cancelar un vuelo por razones de seguridad. 


Para las aerolíneas grandes es mucho más simple y expedito, puesto que tienen una flota de aeronaves, propias o producto de una alianza estratégica con otras compañías, pudiendo reemplazar un avión por otro en reducidos espacios de tiempo, aminorando el perjuicio económico derivado de tal contingencia. Por el contrario, para las aerolíneas pequeñas que no cuentan con aeronaves de reemplazo, el daño económico de suspender, retrasar o cancelar un vuelo es de proporciones. 


Esta Moción consolida la posición dominante de las aerolíneas grandes, imponiendo en los hechos una barrera de entrada o la subsistencia de aerolíneas pequeñas, que por tener menos aeronaves, estarán expuestas a mayores costos.


Por otra parte, cabe tener presente que esta Moción atenta contra el principal bien jurídico de la aviación que es la seguridad. Los transportadores aéreos tienen por ley el derecho a suspender, retrasar y cancelar el vuelo o modificar sus condiciones por razones de seguridad, de acuerdo a lo establecido en el artículo 127 del Código Aeronáutico y es el más elemental de los principios de Derecho Aeronáutico en el mundo. De aprobarse esta Moción, su efecto será que las aerolíneas conservarán ese derecho y podrán ejercerlo, pero deberán pagar por ello, lo que a todas luces es desaconsejable, por cuanto implica gravar la seguridad.


El rasgo distintivo de la legislación aeronáutica es que debe propender y fomentar la seguridad, es el bien jurídico supremo y debe ser tutelado a ultranza, aún cuando ello implique subordinar otros fines, también legítimos, pero que puestos en una balanza ocupan un rol secundario.


En la aviación está en juego la vida y la integridad física de las personas, no sólo de los pasajeros y la tripulación, sino que también de los terceros en la superficie, por ello toda la normativa está orientada a satisfacer requerimientos de seguridad. Las aerolíneas deben invertir grandes sumas de dinero para cumplir con estos requerimientos. Los usuarios del transporte aéreo, a su vez, se ven sometidos a diversas exigencias y restricciones al volar, los terceros en la superficie, incluso, en ocasiones, también deben cumplir con normas aeronáuticas, como supresión de obstáculos a la navegación aérea y su balizaje.


La normativa de seguridad también se observa en la regulación del retraso de los vuelos. El cumplimiento estricto de los horarios está subordinado al deber de seguridad que se exige a los transportadores. La autoridad debe otorgar todas las facilidades para que los transportadores adopten la decisión de no despegar sino hasta que exista plena certeza de que el vuelo será seguro. Si una aerolínea prevé o teme una posible falla mecánica, por mínima o hipotética que sea, su deber es atenderla y postergar la salida, pues a diferencia de otros medios de transporte, un desperfecto del aparato no es revisable mientras éste se encuentra operando.


Lo anterior no significa que las aerolíneas hagan un uso arbitrario de los horarios bajo pretexto de razones de seguridad. Los controles de seguridad efectuados por la autoridad aeronáutica y por las propias aerolíneas son eficaces y ello contribuye a evitar las tardanzas. Las compañías, por otro lado, al retrasar sus vuelos, pierden grandes sumas de dinero, y provocan un retraso no sólo en ese vuelo en sí, sino que también en los que la aeronave involucrada debe emprender con posterioridad.


Asimismo, destacó la ausencia de estadísticas que demuestren en Chile la existencia de siquiera un ínfimo porcentaje de retrasos. La práctica ha demostrado que ante un retardo importante que afecte a un número significativo de pasajeros, el hecho es susceptible de ser cubierto por la prensa, lo que evidencia de que se trata de un fenómeno excepcional, que de configurarse con negligencia por parte de la aerolínea, le impondrá a ésta el deber de indemnizar los perjuicio causados a los pasajeros.


Las consideraciones anteriores demuestran que penalizar el retraso, como lo pretende esta Moción, va en contra de todos los principios que uniforman la normativa aérea. Esta penalización creará un incentivo perverso, pues las aerolíneas, a la hora de decidir si postergan o no un despegue ante un eventual problema mecánico, sopesarán el monto de dinero adicional que esa decisión significará, lo que no se condice con el bien jurídico de la seguridad.


Los pasajeros deben tener la tranquilidad que la compañía aérea retrasará la salida sin condicionantes de ninguna especie, extremando las medidas de ser necesario, ante cualquier posible inconveniente, por hipotético que sea. Si luego de practicada la revisión, el inconveniente no era tal y sólo se trataba de una falsa alarma, lo recomendable no es castigar a la aerolínea por su exceso de celo, sino que  estimularla en esa senda.


Esta iniciativa legal reprime las medidas preventivas imponiendo una carga económica a las líneas aéreas que diligentemente suspendan, retrasen o cancelen un vuelo. De esta forma se atenta contra el bien jurídico de la seguridad aérea.


Finalmente, expresó que esta Moción padece de reiterados y profundos errores que perjudicarán a la industria aérea, gravando la seguridad aérea y desincentivando la oferta de los vuelos, con el natural y previsible impacto que ello produciría en materia de turismo, de transporte de carga importada y exportada. Chile por su posición geográfica, requiere la mayor conectividad aérea posible para el desarrollo de su economía y, en base a ese presupuesto, contamos con una política aerocomercial denominado de cielos abiertos, basada en los principios de libre mercado, y con el objetivo de contar con servicios aéreos de la mejor calidad, eficientes y al menor costo posible.

Exposición del Presidente de la Asociación Chilena de Líneas Aéreas


El Presidente de la Asociación Chilena de Líneas Aéreas, señor Italo Guerinoni, informó que su exposición se centrará en los aspectos económicos que afectan las Mociones en estudio, tales como cancelaciones, atrasos, sobreventa y el establecimiento de los precios de la industria aérea.
Atrasos y cancelaciones

Expresó que en el transporte internacional existen los Convenios Internacionales, como Varsovia y la próxima ratificación del Convenio con Montreal y Protocolos que establecen procedimientos para los casos de atrasos y cancelaciones de vuelos y la única forma en que Chile pudiera desconocer la aplicación de esas normas sería desahuciando los tratados respectivos. De esta forma, el proyecto de ley en estudio afectaría a los vuelos domésticos.


Manifestó que en la institución que representa existe gran preocupación por la forma en que se afectará la competencia y los precios. En seguida, señaló que se debe derribar el mito en el sentido de que las compañías aéreas atrasan los vuelos por decisión propia y sin fundamentos, ello no es efectivo, puesto que dejar una aeronave en tierra y no operarla las horas que debe volar tiene un costo altísimo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, expresó que comprende la lógica anterior, no obstante, señaló que en la realidad ocurre otra situación, así por ejemplo, el día viernes 13 de junio del año en curso, el vuelo de las 18:00 horas para Antofagasta, tenía 47 pasajeros y Lan lo suspendió, juntándolo con el vuelo que salía a las 18:30 horas que transportó 90 pasajeros y esta situación ha generado grandes molestias y reclamos, por lo que consultó si esa situación es real. Aclaró que la idea de esta Moción es representar la molestia porque las aerolíneas nacionales, en múltiples ocasiones, suspenden sus vuelos porque no tienen 90 pasajeros para financiar un vuelo. De este modo, atrasan los vuelos, juntando a los pasajeros para cumplir con los itinerarios, pero con cargo a los pasajeros, lo que en realidad es una critica directa a Lan. 


El señor Guerinoni  respondió que, en general, esto no ocurre, sin embargo, se han presentado denuncias contra Lan ante la Fiscalía Nacional Económica y las investigaciones determinaron que no existía una conducta monopólica porque fusionar vuelos podría obedecer a esa razón, poner vuelos en pantalla para fusionarlos y restringir o eliminar la competencia.


En seguida, el señor Guerinoni señaló que la Moción en debate beneficia a Lan porque tiene 19 aeronaves que operan en el mercado doméstico; Sky, 7 y Air Comet, 6, con lo cual al penalizar los atrasos Lan puede arreglar su flota para no cometer infracciones, pero los otros dos competidores no tendrán esa posibilidad.


Los atrasos y cancelaciones obedecen por regla general a 3 motivos:


1.- Infraestructura. En que se considera tráfico aéreo, aeropuerto, aduanas y policía.


2.- Fenómenos climáticos.


3.- Razones propias de las Compañías Aéreas, que obedecen, principalmente, a tres razones:

a) arrastre,

b) mantenimiento no programado, y

c) seguridad.


Por arrastre, debe entenderse que al existir un vuelo en la mañana de Santiago – Temuco, que no puede salir porque el Terminal de Temuco tiene en ciertas épocas del año mucha neblina, con lo cual se retrasa el avión en 2 horas porque podrá salir cuando se abra el Aeropuerto de Temuco. Ese avión no sólo va a Temuco y vuelve a Santiago, sino que tiene un programa diario en que seguramente deberá ir a Temuco, volver a Santiago y después salir a Antofagasta, con lo cual este último saldrá retrasado por el arrastre de la nave. 


Estos temas no son de dominio de la compañía aérea, hace poco tiempo hubo 14 aviones desviados a la ciudad de Mendoza que llegaron atrasados porque el Terminal de Santiago estaba cerrado, con lo cual esos aviones salen tarde. 


Por mantenimiento no programado, esta situación ocurre. Uno de los casos más recientes fue el avión presidencial 737-500, que es moderno y sufrió una trizadura en pleno vuelo y debió volver a Santiago y el avión 707, que iba en vuelo a China y presentó un desperfecto en un motor. Estas situaciones ocurren, al igual que la succión de aves que descarta un vuelo, es decir, existen varias situaciones en que es necesario un mantenimiento no programado, que no son previsibles y no pueden ser imputables a la compañía aérea.


Las aeronaves están dispuestas con un control de mantenimiento que son programados, los fabricantes entregan todos los datos para el procedimiento y la forma en que se deben realizar los mantenimientos. Normalmente, se hace sobre la base de la edad de vida de la aeronave, por horas de vuelo, por ciclos, que son los aterrizajes y por edad de la aeronave. Estos mantenimientos programados no se refieren a que la aeronave presente un desperfecto sino que llegando a cualquiera de esos ciclos de vida el componente se cambia y es parte de la seguridad de la aeronave, lo que es cumplido por las compañías aéreas.


Otro problema que se presenta son los AD, que son instrucciones para que se haga una reparación diferida en forma inmediata, que aparecen a lo largo del transcurso de la vida de un modelo de aeronave. Hace 3 semanas apareció un AD inmediato al modelo de avión, MD80, cuyo mayor operador es American Airlines, situación que afectó a 1.100 vuelos que se quedaron en tierra porque tenían que revisar el cableado de la caja del tren delantero de ese modelo de avión. Esto no es previsible porque aparece durante la vida del avión y afectó a 100.000 pasajeros.


Esta situación es parte de la seguridad y no se debe poner en riesgo.


Por seguridad, en esta materia se comprenden los pasajeros, la migración, el equipaje, la detección de explosivos. Un caso muy común que ocurre es que pasajeros chequeados no se presentan a la puerta de embarque con lo cual se debe bajar la maleta. 


Con la multa que se propone aplicar mediante esta Moción vale la pena preguntarse si las aerolíneas serán tan estrictas en bajar las maletas sabiendo lo que puede costar la multa que se pretende imponer.


Otra situación que puede suceder es que un asiento de la fila de emergencia no se recline, aunque no esté siendo usado. Un piloto por esa situación, aunque no es común dentro del vuelo tener una emergencia, debe tomar todas las medidas para que el vuelo sea lo más seguro posible, nunca se debe poner en riesgo la seguridad de un vuelo.


De 4.000 millones de pasajeros anuales el número de personas que muere es muy bajo debido a los altos estándares de seguridad que mantiene la industria.


Lan es la compañía aérea que cuenta con más aeronaves, sin embargo, tampoco tiene la capacidad económica para tener un avión estacionado en Santiago por si ocurre el fenómeno climático o un mantenimiento no programado. Los aviones deben mantenerse en vuelo el mayor tiempo posible.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó cuántas horas de vuelo diario y a qué capacidad necesita ir un avión para amortizar su precio.


La Honorable Senadora señora Matthei, a su vez,  expresó que en los vuelos domésticos no se entregan los diarios y las bandejas de alimentación se cambiaron por cajas pequeñas con alimentos, para ahorrar el tiempo que se necesita para limpiar los aviones y dejarlos en condiciones de volar nuevamente, con lo cual se ha aumentado de 8 a 12 horas diarias la ocupación del avión y es lo que permite mantener los precios bajos de los pasajes.


El señor Guerinoni expresó que el factor de ocupación del avión para que sea rentable dice relación con muchas variables distintas, desde el costo que tiene una determinada compañía aérea en su asiento milla ofrecido, hasta la ruta que está operando.  Hay rutas más caras y más cortas. Entre más corto es el tramo la ruta es más cara, porque se tiene más tiempo de entrar y devolver el avión y menor utilización.


En el mercado doméstico nacional los tiempos de utilización de la aeronave son muy pocos porque el mercado se mueve entre las 07.00 horas A.M y 22.00 horas P.M. 


Las aeronaves nuevas de Lan deberían operar, idealmente, 12,5 horas y sólo han logrado operar 10 horas con vuelos nocturnos, que son más baratos y permiten la competencia con el transporte terrestre.


Los aviones 737, que es la flota de Air Comet y Sky Airlines, no se puede renovar debido a la poca ocupación. Una flota de aviones 737-200, tiene en la actualidad un promedio de 30 años, el último que se fabricó fue en 1982 y seguramente, el último fabricado no está en Chile, con lo cual se trata de una flota muy antigua.


Finalmente, en relación a los atrasos, informó que el ex Secretario de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jorge Frei, entregó un promedio de atrasos según el cual Chile tenía 74% de cumplimiento de itinerarios, hecho que no es así porque el modelo que el señor Frei consideró para entregar esa información usó una base errada porque no hay forma de determinar cuándo un avión salió tarde porque no consideró el cierre de puertas, sino que el despegue y éste no depende de las líneas aéreas, no obstante, el tiempo entre el cierre de puertas y el despegue está considerado en los itinerarios de todas las compañías aéreas. 


Un vuelo Santiago- Lima aparece con 3 horas 45 minutos, sin embargo, demora 3 horas 20 minutos, y ese rango está supuesto dentro del itinerario.


La operación en Chile es especialmente puntual porque se trata de un país terminal, muchos aviones pernoctan y los aviones de las líneas aéreas americanas están todo el día en Chile, con lo cual esos aviones no pueden salir tarde.


Los aviones están en itinerario, en tiempo desde el momento en que se cierran las puertas, se suelta el freno y salen los calzos del avión, esta situación queda registrada en la bitácora del avión. Las demoras en el carreteo y taxeo y el despegue del avión, dependen del tráfico de otros aviones, no es culpa de la línea aérea, aún así esos minutos están considerados en los tiempos de itinerarios.

Sobreventa

Señaló que uno de los temas más difíciles de comprender para los pasajeros es el hecho de que una compañía aérea venda más asientos que la capacidad del avión. La sobreventa más que una práctica usual en la industria es una necesidad para que una compañía aérea  pretenda ser viable.

El fundamento principal de su existencia es que por su naturaleza lo que se vende es el servicio de transporte aéreo y no un asiento en un vuelo determinado. Si lo que se vendieran fueran los asientos de un vuelo no tendría cabida la existencia de sobreventa, pues si una compañía vendió la capacidad completa de su avión, el asiento que vuela vacío estaría pagado y el pasajero perdería la totalidad del precio. Los precios que involucran la prestación del servicio harían el negocio inviable siendo los principales afectados los usuarios del transporte, es decir, el consumidor.


La sobreventa o “overbooking” es la consecuencia directa de la existencia de pasajeros que no se presentan en un vuelo, es decir, pasajeros con reserva confirmada que no llegan al embarque y que producen que un vuelo salga con asientos vacíos. Por eso las compañías se protegen de las pérdidas que le produce el pasajero que no se presentó al vuelo vendiendo más espacios que la capacidad real de una determinada aeronave.


La sobreventa se calcula en base a un porcentaje característico de pasajeros que no se presentan en cada mercado, por rutas y también por temporadas. Las tablas de sobreventa autorizadas no son las mismas siempre. Se van calculando en comparativos de vuelos históricos, asi puede no ser la misma tabla usada de sobreventas para un vuelo Santiago-Madrid que para Santiago-Sao Paulo, o puede igual ser diferente la tabla de sobreventa de un día 13 de mayo que de un vuelo de 23 de diciembre. 


El porcentaje de “no show” es muy diferente dependiendo de los países. Estados Unidos, es muy bajo porque el norteamericano por una cuestión de disciplina tiende a cancelar su reserva; en Brasil, el porcentaje es muy alto por la poca seriedad del consumidor que no cancela su vuelo, alcanzado casi un 20% en cada vuelo y en Chile, existe una media, entre 10% a 3%.


Los aspectos a considerar para determinar una tabla de sobreventas son: ruta, temporada, tipo de segmento del tráfico (Business-VFR- Leisure), direccionalidad del tráfico (origen /retorno), día de la semana e información histórica.


La sobreventa aunque es necesaria supone un alto costo para las compañías aéreas por lo que no responde a una conducta caprichosa de las mismas en un afán irracional por obtener venta. La sobreventa supone un alto costo de imagen por el pasajero insatisfecho que sufrió la denegación de abordar e igualmente un alto costo monetario por el pago de compensaciones al pasajero no embarcado, tales como hospedaje, transporte, alimentación, endosos de pasajes, etc.


La sobreventa está regulada de manera adecuada en el artículo 133 del Código Aeronáutico, que establece los derechos del pasajero ante la sobreventa. Además, en la mayoría de los casos la indemnización voluntaria que se ofrece hace que no se produzca la sobreventa, sino que se buscan voluntarios, que a cambio de un determinado monto, sea en boletos o incentivos, prefieren quedarse en tierra.


Desde el punto de vista económico, la sobreventa queda plenamente justificada o bien pronosticada cuando el resultado de su costo es menor que el costo del spoilage (cantidad de asientos vacíos con que salió un avión después de haber cerrado un vuelo a la venta), que es en contra de aquello que la compañía aérea se quiso proteger. El costo del spoilage se obtiene de multiplicar la tarifa promedio de un vuelo por el número de asientos vacíos con que salió. En ese sentido, explicó que un vuelo Santiago-Miami con tarifa promedio de US$ 700, si sale con 15 asientos vacíos después de haberlo tenido cerrado a la venta, se debe entender que la compañía aérea dejó de percibir US$ 10.500.


La media de la industria alcanza a 1.6% de sobreventa por cada 1.000 pasajeros, es decir, los datos predictivos son buenos, no es común que exista sobreventa y cuando ocurre hay formas de compensación.


Los vuelos en Estados Unidos alcanzan a 74% de puntualidad; en Chile, los vuelos internacionales están sobre el 90% de puntualidad, sin embargo, la Compañía Aérea brasilera Gol altera este porcentaje llegando sólo a un 40%, que obedece a que el modelo de negocio, por una sobre utilización de sus aeronaves no le permite recuperar itinerarios cuando tiene atrasos, esto es parte de su modelo de negocios, por lo que debe determinarse si se quiere que exista esta situación que es parte de la información y no existe razón para negarle la posibilidad a los mochileros, que tienen todo el tiempo del mundo para viajar, por ejemplo a Lima por $ 60.000, en lugar de pagar un boleto mayor en Lan o Taca. Lo mismo sucede con las empleadas domésticas peruanas que prefieren este medio, aunque se atrase, en vez de viajar por tierra, con lo cual no resulta justo negar a estas personas la posibilidad de volar.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó si dentro de ese porcentaje de 1.6% se consideran a las personas que se les entregó un incentivo para efectuar el vuelo.


La respuesta fue afirmativa.


Por otra parte, la sobreventa no siempre es comercial sino que también puede obedecer a razones operacionales como sería el caso que por problemas de mantenimiento u otro tipo la compañía tuvo que operar con una aeronave de menor capacidad que la que estaba programada.


En esta materia se debe dejar que el mercado actúe sobre la base de mayor información y no con mayores regulaciones especiales.

Precios

En relación a esta materia señaló que es uno de los temas más complejos de comprensión por parte de los usuarios y, en general, de toda persona que no está involucrada en la aviación comercial, puesto que se trata de una mecánica en determinación del precio.

En esta materia, existe un documento elaborado por el Ingeniero señor Andrés Tagle que no es experto en aviación y en el cual es posible advertir una animosidad especial en contra de Lan y además saca conclusiones erradas.


El señor Tagle llegó a 3 conclusiones efectivas:


1.- El pasajero puede ir al lado de otro y haber pagado 6 veces más por el mismo servicio y al mismo destino.

Es de toda lógica que una fruta en su punto máximo de maduración, casi podrida, deba tener un precio inferior de aquella que aún se le puede dar más de un uso, almacenar durante algún tiempo e intentar vender más caro. En la aviación comercial sucede lo contrario. La tarifa en el punto de embarque (aeropuerto) y momentos antes de que salga el avión es la más cara en la gran mayoría de los casos, y en contra de todo sentido común.


El pasajero que llega a comprar su boleto al aeropuerto, más que elegir cuándo puede volar, se enfrenta a que debe volar, tiene la necesidad en el momento y no tiene opción de programarse para obtener las mejores tarifas. Su opción en ese momento es muy reducida.


Dentro de la determinación del precio muchas tarifas resultan de acciones estratégicas o tácticas que se invierten sobre el mercado. La compañía aérea define una estrategia de precios en relación al servicio producido, específicamente la oferta que ha determinado para una ruta específica, en cuanto al tipo de servicio, itinerarios, frecuencia y equipo de vuelo. Por su parte, una alteración de tarifas de tipo táctica, que resultan ser normalmente temporales, tiene diversos propósitos, especialmente mediciones de elasticidad de la demanda.


Es común el uso de tarifas tácticas para probar la elasticidad del mercado y su sensibilidad al precio, de ello resultará a veces mercados muy elásticos, que permitirán hacer crecer el tráfico, y por ende, el negocio con precios más bajos, o por el contrario, mercados que son del todo inelásticos que permitirán un alza de precios sin que existan alteraciones del tráfico. El precio en este negocio está dado por cuanto está dispuesto a pagar el pasajero y ello se reduce a la valoración que éste haga de su tiempo.


Lo anterior determina el hecho de que el precio sea ante todo una herramienta táctica pues la sencillez de su variación y rapidez de su impacto son más efectivos que un rediseño o reorientación del servicio en sí.


En dicho informe el señor Tagle expresa que las líneas aéreas efectúan segmentación arbitraria del tipo de pasajeros. 


Para determinar los precios se parte de una segmentación entre pasajeros de negocios, pasajero étnico (viaja por motivos familiares, de migración) y el pasajero vacacional. La única forma de poder optimizar el ingreso del vuelo es creando un producto para cada tipo de pasajero. 


El pasajero de negocios es el que más paga, porque necesita una reserva inmediata. Este tipo de pasajero no es sensible al precio, es muy sensible al itinerario, viaja por pocos días y es de compra con poca anticipación.


El pasajero vacacional es medianamente sensible al precio, no es tan sensible a itinerarios o fechas, tiene mayor disponibilidad de tiempo, acepta más paradas, no se fija si el vuelo es directo.


El pasajero étnico tiene una estadía más larga, entre 25 y 30 días, es muy sensible al precio y no es sensible a itinerarios y fechas.


La proposición del señor Tagle, en el sentido de que debería existir una sola tarifa, que podría convertirse en una tarifa promedio, logrará simplemente que el pasajero vacacional y étnico no puedan volar, porque de alguna manera los precios están establecidos en el supuesto de que el pasajero de negocios subsidia al pasajero vacacional y al étnico, es decir, se le quita la oportunidad de volar a muchas personas.


En la aviación comercial existe la realidad de que el pasajero que tiene más recursos, paga una tarifa mayor. En los casos de los vuelos domésticos, el vuelo que sale a Concepción a las 08.00 horas, para viajar por el día es el más caro, en cambio, el que sale a las 22:55 horas es más barato porque no contará con pasajeros de negocios.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó si las líneas aéreas dejan un determinado cupo de pasajes abiertos para los pasajeros de último minuto.


La respuesta fue afirmativa, se explicó que se estudia la demanda de cada tipo de pasajeros y en relación a ello se determina el valor. El precio de los pasajes no está determinado por los costos, sino que por el producto y la valoración que el pasajero hace de su tiempo.


Los vuelos de mucha demanda y donde existe más competencia, tienden a bajar sus precios. Asimismo, existen muchos destinos que no aceptan elasticidad en la demanda, se puede intentar bajar el precio y la demanda no aumenta. 


El nivel de costo se obtiene por “unidad en costo de asiento milla disponible” y es como se toman los costos que es la base para partir del precio y la tarifa promedio que se paga, por ello es difícil entender que un boleto para Lima comprado hace un día sea mucho más caro que otro que se compró con 2 meses de anticipación.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó si para poder dar satisfacción al viajero que necesita un pasaje en forma inmediata las líneas aéreas se arriesgan a dejar algunos espacios que podrían no ocuparse, y si ocurre que existiendo un determinado número de asientos disponibles para un vuelo próximo se ofrezcan precios de último minuto muy baratos con la finalidad de llenar el vuelo.


Se explicó que además de las clases de servicios, Primera, Ejecutiva y Turista, cada una de ellas se divide en subclases, con lo cual las subclases son más caras de acuerdo a la disponibilidad del vuelo. En un vuelo puede cerrarse la clase más barata y se mantiene abierta la más cara porque se tiene estimada la demanda de pasajeros que necesitarán volar. Esta situación no ocurre en los vuelos charters en que se fija una tarifa. 


Respecto de la posibilidad de llenar un vuelo con ofertas de último minuto se explicó que ello ocurre en las líneas aéreas de bajo costo. En las compañías tradicionales no se hace porque las personas se acostumbrarían a pagar la tarifa menor. Se arriesgan a que vayan asientos vacíos.


Hay distintas estrategias dentro de la libertad tarifaria.


Lan tiene tarifas de último minuto con salidas y regreso determinados, que en muchas ocasiones, resulta difícil adecuarse.


2.- El punto intermedio puede costar más caro, en algunas ocasiones, que el punto final.

En esta materia ejemplificó, en relación a la tarifa Santiago-Lima, de 3 compañías, Lan, Taca y Gol, con 38 tarifas distintas. 


Para viajar a Lima la tarifa de Taca es más cara que las otras 2, sin embargo, para Estados Unidos la tarifa más cara es de Lan, después Delta Airlines y la más barata Taca porque el producto es malo porque hace dos paradas y tiene 5 horas de espera en el Aeropuerto de San José. En cambio, el producto que ofrece Lan es muy bueno, se trata de un vuelo directo sin escalas, luego, la única forma que tiene Taca para competir en ese mercado es bajando el precio, aunque en el punto intermedio, que es Costa Rica, la tarifa más baja es de US$ 900 y a Miami es US$ 300. Por ello se subdivide la clase.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, expresó que existe sospecha en la ciudadanía de que una empresa nacional, que por cuestiones operativas, porque no tiene vendido un número suficiente de pasajes cancela el vuelo. En el ámbito internacional, no hay cuestionamientos en esta materia. En el mercado doméstico se percibe la existencia de conductas abusivas que atentan contra todo el sistema que funciona en forma adecuada y, en su opinión, esos casos se deben sancionar y se debe indemnizar a los usuarios que sufren este abuso.


Se respondió que esta materia debe ser investigada por las instituciones encargadas de ello. Cuando existen casos de atrasos reiterados e incumplimientos reiterados debería existir la fórmula de indemnizar y para ello es necesario abrir la información. La Asociación de Líneas Aéreas publica en su página web los derechos y deberes de los pasajeros frente a cualquier eventualidad.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que se puede entender que existan atrasos por arrastre, sin embargo, puede ocurrir que la compañía aérea se equivocó en su tarifa o en la estimación de la demanda y se establecieron 3 vuelos, pero logra llenar 2 vuelos por un error de la compañía, por lo que consultó si esta situación existe y si debe ser sancionada.


El señor Guerinoni respondió que no tiene conocimiento de que esta situación ocurra, sin embargo, si así fuere debería ser penado porque la consolidación de vuelos no debe existir. Debe ser penado porque es un tipo de conducta monopólica el hecho de ofrecer una cantidad de vuelos con lo cual se elimina la competencia, sin embargo, deberá probarse que la razón por la cual se eliminó el vuelo fue para consolidar y no que se debió a un arrastre o mantenimiento.


El Convenio de Varsovia establece la responsabilidad de la compañía aérea en el atraso siempre que pruebe que ni ella ni sus dependientes fueron los que ocasionaron el atraso. Esta misma norma la establece el Código Aeronáutico.


El desarrollo de Chile en materia aeronáutica se debe, esencialmente, a la libertad que establece el decreto ley Nº 2.564, ley Nº 18.916. Por su ubicación geográfica, nunca hubiera tenido una compañía aérea tan grande como Lan si no hubiere sido por estas normas. Los países que tienen mejores compañías aéreas en Latinoamérica son aquellos en que no se han regulado las tarifas, sino que las han dejado en plena libertad y especialmente los que han abierto sus cielos a la plena competencia, como Chile, Panamá, Costa Rica y El Salvador.


Perú es uno de los casos de centros de conexión más importantes por su ubicación geográfica, sin embargo, carece de una compañía aérea nacional, sólo tiene Lan Perú y Taca Perú.


Finalmente, señaló que sólo se ha pensado en Lan y en el resto de las compañías aéreas comerciales, no obstante, no se han considerado los taxis aéreos, vuelos de compañías chicas que operan en el sur del país y de aprobarse esta Moción se las expondrían al pago de multas imposibles de pagar, en lugar de ayudarlas para que tengan mejores aeronaves y esos vuelos sean menos riesgosos.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 40 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden, y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único que introduce, por intermedio de cuatro numerales, modificaciones a la ley Nº 18.916, que aprueba el Código  Aeronáutico.

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1


Este numeral reemplaza el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII, por el siguiente:

I.- Del transporte de pasajeros y sus derechos. (ARTS. 131 - 133)

Artículo 131


El artículo 131, indica que quienes comercialicen billetes de pasaje deberán ofrecer información objetiva, exacta y completa sobre las diversas alternativas de tarifas y modalidades de vuelo disponibles.


Deberán privilegiar ofertar aquéllas de menor valor en lugar de las de mayor costo y, a iguales precios, los vuelos directos respecto de los que tengan escalas o conexiones. 


Permitirán, asimismo, a los usuarios acceder a la información contenida en la pantalla de los sistemas informáticos o a copias impresas de ella, si éstos así lo solicitaren y entregarán, por escrito y en forma clara toda información referida a las condiciones, restricciones y limitaciones de los billetes y al procedimiento a seguir en caso de cancelación o retraso de los vuelos y denegación de embarque.


A este artículo se presentaron 6 indicaciones signadas con los Nos 1, 2, 3, 4, 5 y 6. 

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir su inciso primero.


El Honorable Senador señor Novoa explicó que esta indicación tiene por finalidad eliminar una norma cuyo cumplimiento es imposible. Asimismo, señaló que existen sistemas computacionales muy sofisticados que cambian en forma permanente las ofertas de pasajes aéreos, con lo cual esta norma no tiene aplicación práctica.


La Honorable Senadora señora Matthei agregó que, por regla general, los pasajeros de las líneas aéreas tienen la posibilidad de conseguir toda la información a través de Internet, con lo cual la aplicación de esta norma resulta impracticable.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto recordó que la finalidad de esta norma se justificaba hace 2 años atrás, época en que se presentó a trámite legislativo esta Moción, puesto que menos personas podían acceder a Internet, sin embargo, a la fecha aún existen agencias de viajes y líneas aéreas que venden materialmente el billete de pasaje sistema que se eliminará como ha ocurrido en Europa, con lo cual esta norma no será necesaria.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Novoa y Pizarro y con el voto en contra del Honorable Senador señor Girardi.
Indicación Nº 2

2.- Del Honorable Senador señor García, para sustituir, en su inciso primero, la frase “objetiva, exacta y completa” por “clara y oportuna”.


En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro, como consecuencia de haberse aprobado la indicación anterior que suprimió este inciso primero.

Indicaciones Nos 3 y 4 

3.- De los Honorables Senadores señores García, y 4.- Novoa, para suprimir su inciso segundo.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que los billetes de pasaje de menor valor pueden tener características distintas, puede ser una tarifa muy barata que no permita cambios de fecha o que exige el pago de una multa cuantiosa, por lo tanto, el que compra el billete debe decidir las características del billete que necesita puesto que no se trata del mismo producto. Un billete de pasaje puede tener una gran flexibilidad y el otro no permitir el cambio de fecha.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que la obligación de privilegiar los billetes de pasaje de menor costo debe ser entendida en el sentido de entregar la información suficiente para tener la opción de elegir entre aquellos billetes de pasajes que son de mayor valor y tienen más flexibilidad con respecto a los de menor valor que tienen diversas restricciones y que en algunos casos se ofertan menos. 


Como consecuencia de lo anterior, propuso modificar la redacción de esta indicación en términos de establecer la obligación de informar cuáles son los beneficios y las restricciones que ofrece cada billete para un destino.


El Honorable Senador señor Pizarro se mostró partidario de suprimir el inciso en discusión agregando que no es posible regular mediante una ley la forma de comercializar los productos por parte de los agentes, de los intermediarios, de los vendedores y de las líneas aéreas. Se trata de una relación de confianza entre el vendedor y el comprador, en la cual al vendedor le interesa vender al mejor precio y al comprador adquirir el producto al precio más conveniente. Además se debe tener presente que en esta materia no existe un monopolio. 

El Honorable Senador señor Muñoz Aburto explicó que esta disposición tenía por finalidad controlar la veracidad y cumplimiento de las ofertas de las tarifas aéreas de bajo costo. Una de las críticas más reiteradas en esta materia era que al comprador siempre se le informaba que se habían terminado los pasajes más económicos, no obstante, viajaba en aviones con muchos cupos disponibles.


Asimismo, señaló que esta situación está resuelta mediante una disposición de la Junta de Aeronáutica Civil en virtud de la cual las líneas aéreas le informan en relación al cumplimiento de las tarifas, con lo cual se controla esta situación.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que es necesario establecer cuál es la información relativa a las distintas tarifas que pueden existir cuando se adquiere un billete de pasaje. Agregó que es muy difícil hacer una evaluación de precios en un mercado muy concentrado. Es difícil optar a un listado de precios y cuando no hay lista de precios no hay competencia.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Guillermo Novoa, precisó que la Junta tiene un Registro de Tarifas que no es muy eficaz puesto que no obliga a las líneas aéreas a registrar el nivel de aplicación de cada tarifa, por lo tanto, la línea aérea puede registrar diversas tarifas, sin embargo, ello no indica cuál es la tarifa que se aplica en un determinado momento.


La fijación de las tarifas es compleja, para lo cual la Junta requeriría de un sistema computacional en línea. Existe una gran variedad en las tarifas porque el mercado se segmenta en diferentes secciones y cada pasajero es un mercado distinto, según sus características, y además las tarifas van cambiando en forma permanente. En un mismo día las tarifas pueden cambiar en la misma ruta y en el mismo vuelo, según la demanda que detecta el sistema computacional.


En esta situación opera el mercado y cuando se presiona a la agencia de viajes para la tarifa más barata es posible encontrarla, pero no es igual a la más cara, tiene otras características que justifican un precio menor ante lo cual es muy importante el servicio que preste la agencia de viajes.


En este tipo de normas se presenta un problema respecto del control de su cumplimiento, porque la norma sustantiva puede ser muy clara, pero se pueden presentar problemas en su aplicación porque están muy ligadas a los vaivenes del mercado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, expresó que esta norma es compleja, el mercado es de gran transparencia y muy flexible porque no depende del servicio que se presta ni de la relación origen destino, sino que la tarifa depende de las características del pasajero, por lo que esta norma no tiene el sentido que pudo haber tenido en otra época.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro.
Indicaciones Nos 5 y 6 

5.- De los Honorables Senadores señores García, y 6.- Novoa, para suprimir, en su inciso tercero, las frases “y entregarán, por escrito y en forma clara toda información referida a las condiciones, restricciones y limitaciones de los billetes y al procedimiento a seguir en caso de cancelación o retraso de los vuelos y denegación de embarque”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, expresó que es el mismo criterio de las indicaciones anteriores, por lo que propuso repetir la votación.


El Honorable Senador señor Novoa expresó sus dudas en relación a la posibilidad de poder entregar copias en los mesones de las líneas aéreas.


El Honorable Senador señor Vásquez propuso modificar el texto para hacerlo congruente con las normas aprobadas.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que se debe precisar quién comercializará los billetes de pasajes, lo que debería suceder es que cada línea aérea cuente con un tipo de código para la clase de pasajes que vende y ese código debería buscarse por Internet para conocer las restricciones. Si es posible contar con información general en una pantalla no resulta lógico imponer una carga a quien comercializa el billete de pasaje, esta información debe referirse a las restricciones de cada pasaje, se debe tener una copia por escrito para que ante el caso de incumplimiento se pueda reclamar. 

El Honorable Senador señor Vásquez acotó que Lan tiene esa información.

Finalmente, vuestra Comisión acordó suprimir este inciso tercero. Las ideas contenidas en este inciso fueron subsumidas en la letra e) del artículo 131 bis, que pasó a ser artículo 131.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas con las modificaciones señaladas anteriormente, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro, quedando sus ideas subsumidas en la letra e) del artículo 131 bis, que pasó a ser artículo 131.
Artículo 131 bis


El artículo 131 bis, dispone que el transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición,


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores,


c) Puntos de partida y de destino, 


d) Precio y clase del pasaje, y 


e) La explicitación clara e íntegra de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


A este artículo se presentaron 5 indicaciones signadas con los Nos 7, 7 bis, 8, 9 y 10.

letra e)

Indicación Nº 7


7.- Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir los términos “e íntegra”.


Se acordó colocar la letra e) en el texto actual del artículo 131, pasando este artículo a ser 131.


Los Honorables Senadores señora Matthei y señor Vásquez, hicieron presente que no siempre existe el billete de pasaje, sin embargo, el boleto electrónico a través de Internet corresponde al billete de pasaje.


El Honorable Senador señor Novoa explicó que mediante esta indicación no será necesario establecer todas las condiciones, sino sólo aquéllas que importan, que están contenidas en todos los pasajes, sean impresos o electrónicos.


- En votación esta indicación, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro.

Se hizo presente que esta letra e) que se agrega es al artículo 131 vigente y no al artículo 131 bis, que pasó a ser artículo 131.

- - - - - - -
Indicación Nº 7 bis.


7 bis.- Del Honorable Senador señor Gómez, para intercalar, a continuación de la letra e), la siguiente letra nueva:


“f) Todos los derechos compensatorios y prestaciones contempladas en esta ley.”.

El Honorable Senador señor Gómez explicó que esta indicación se refiere a los derechos de los pasajeros respecto de los atrasos, la falta de información y del cuidado de los pasajeros. Agregó que cuando un pasajero llega atrasado el vuelo está cerrado y pierde el vuelo, sin ningún tipo de explicación o compensación, con lo cual se ha producido una gran molestia de los pasajeros para lo cual pretende modificar el artículo 131 vigente.


El Honorable Senador señor Novoa propuso refundir la norma contenida en esta indicación con la letra e) aprobada.


Se aprobó en los siguientes términos:


“e) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos y de todos los derechos compensatorios y prestaciones contemplados en esta ley.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro.

- - - - - - -
Indicación Nº 8


8.- Del Honorable Senador señor Novoa, para intercalar, a continuación del inciso primero, el siguiente, nuevo:


“El transportador podrá  expedir el billete de pasaje por otro medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.”.

El Honorable Senador señor Novoa propuso reemplazar el término “otro” por “cualquier”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro.

Indicación Nº 9


9.- Del Honorable Senador señor García, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“El transportador podrá sustituir la expedición del billete de pasaje por cualquier otro medio, siempre y cuando éste cumpla con lo señalado en el inciso primero.”.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro, quedando subsumida en la anterior con la redacción que se señaló.
Indicación Nº 10


10.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para agregar el siguiente inciso final nuevo:


“El pasajero tendrá siempre derecho a desistir de la compra y a obtener la devolución del total de lo pagado cuando su retracto se manifestara antes de 72 horas del inicio del viaje.”.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la aprobación de esta norma puede provocar graves problemas a las compañías aéreas toda vez que se podrían adquirir con anticipación un gran número de pasajes y luego devolverlos.


En seguida, expresó que a través de esta norma una línea aérea grande puede impedir que una línea aérea de menor tamaño inicie sus actividades porque podría comprarle los pasajes y antes de 72 horas los devuelve, evitando que pueda venderlos nuevamente. 


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto explicó que presentó esta indicación puesto que no está contemplado el derecho a retractarse para el pasajero. Añadió que la denegación a la devolución se justificaba cuando se efectuaban reservas y no se adquiría en forma inmediata el billete de pasaje, sin embargo, en la actualidad, se opera a través de Internet y se paga el pasaje y cuando el pasajero, por diversas razones, no puede viajar no se le devuelve el valor del pasaje. En algunos casos, queda abierto por un período de 6 meses y cuando se trata de un pasaje económico no recibe ningún tipo de devolución.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Guillermo Novoa, informó que anteriormente existía la posibilidad de devolver los pasajes, sin embargo, las líneas aéreas la suprimieron porque se prestaba para abusos por parte de las agencias de viajes que compraban con mucha anticipación pasajes aéreos a un menor valor y luego los revendían cerca de la fecha de inicio del vuelo y los que no alcanzaban a revenderlos los devolvían a las líneas aéreas, con lo cual se producía una pérdida, porque los pasajes son baratos cuando se compran con anticipación pero no para que las agencias de viaje obtengan una ganancia de esta facilidad.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en su opinión, debe existir una norma que establezca la posibilidad de devolución con un plazo mayor y por motivo plausible, puesto que hay situaciones que efectivamente motivan la imposibilidad de realizar el viaje. En cambio, si el pasajero, sólo se arrepiente o cambia el destino de sus vacaciones, no debería justificarse el cambio porque la línea aérea puede tener una pérdida por esta razón, durante el período en que el pasajero tuvo el pasaje en su poder no se podía vender.


El Honorable Senador señor Vásquez expresó que debería existir un trato igualitario que no permita el abuso, porque como consecuencia de la posibilidad de devolver pasajes las empresas aéreas efectúan la sobreventa de pasajes. Por lo que propuso establecer un mecanismo que impida el abuso pero que equilibre los derechos de ambas partes.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que la sobreventa se está terminando porque se establecen indemnizaciones y las empresas aéreas ofrecen pasajes, pagos de estadías y otros, no obstante, debe considerarse que el pago del pasaje es por la prestación de un servicio y en caso que no se preste el servicio se produce una descompensación o enriquecimiento sin causa por parte de la empresa aérea.


En su opinión, el derecho a devolución de los pasajes debería restringirse a personas naturales, por causas justificadas. Sin embargo, para tener derecho a reclamar, debe considerarse el hecho de que los pasajes aéreos cuando se compran con anticipación tienen un valor menor y con la posibilidad de devolver los pasajes éstos encarecerán su valor.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que a través de esta indicación aumentará el valor de los pasajes porque las líneas aéreas se protegerán. En seguida, señaló que podría establecerse una norma similar a la que rige en el transporte terrestre, en que se devuelve el 75% del valor del pasaje, estableciendo motivos plausibles para la devolución.


La Honorable Senadora señora Matthei propuso considerar la posibilidad de devolución del pasaje aéreo, solicitándolo una semana antes de la fecha de inicio del viaje y por causa de fallecimiento. Si una persona está enferma podrá viajar después, por otra parte, cabe considerar que si compró un pasaje muy barato asumió el riesgo de no poder viajar en caso de accidente, de atraso o de cualquier otro motivo. En caso de fallecimiento, o de una enfermedad muy grave, certificada, se podría establecer la posibilidad de traspasar el pasaje aéreo.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto explicó que esta indicación la presentó en consideración a las causales de fallecimiento o de enfermedad grave.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que desde el punto de vista jurídico el derecho a realizar el viaje es un derecho personal y, por ende, a menos que la ley lo prohíba este derecho puede ser traspasado. En consecuencia, se debería establecer la posibilidad de traspasar el pasaje.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto reiteró que esta indicación la presentó como una sugerencia en una reunión sostenida hace mucho tiempo con la Junta de Aeronáutica Civil para regular una situación específica que se presenta en forma excepcional, como el fallecimiento de un pasajero o una enfermedad súbita.


En seguida, el señor Senador retiró la indicación presentada. 

Artículo 132


El artículo 132, señala que el transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Lo anterior, no será aplicable a personas discapacitadas o de movilidad reducida que pueden valerse por sí mismas, las que sólo necesitarán acreditar esta situación a través de una certificación médica. 


Un reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


A este artículo se presentaron 4 indicaciones signadas con los Nos 11, 12, 13 y 14.

Indicación Nº 11


11.- Del Honorable Senador señor García, para suprimir el inciso segundo, de este artículo 132.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que el transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituye un peligro para la seguridad, en cuyo caso es indiferente que la persona sea capacitada o discapacitada. La intención de esta norma es que no se puede rehusar el transporte en razón de la discapacidad de una persona.


En seguida, el señor Senador consultó si existe un convenio internacional que regule esta materia.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto coincidió con el planteamiento del Honorable Senador señor Novoa, en el sentido de que la norma general es que las líneas aéreas no rechazan el transporte de personas discapacitadas, sin embargo, en algunos casos excepcionales se ha presentado esta situación, como es el caso de un discapacitado mental en que la línea aérea no tiene seguridad de poder controlarlo durante el vuelo.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que en el caso del transporte aéreo, de menores de edad que viajan solos, existe un determinado cupo en cada vuelo porque la tripulación no puede hacerse cargo de más de 3 niños. Así, relató que constató que en un vuelo reciente, en que viajaban dos hermanos menores, uno de 11 años y el otro de 14, éste último tuvo que hacerse cargo del primero, porque de otra manera no podían viajar, porque estaba copado el número de niños, en ese vuelo, que viajaban solos.


Esta misma norma debería aplicarse a las personas discapacitadas puesto que existe un problema físico en cuanto a la capacidad del avión para transportar sillas de rueda. 


En consecuencia, el transportador no rechazará como consecuencia de la discapacidad del pasajero, a menos que se haya ocupado el cupo de que disponen o que sea un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo.


El Abogado de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Álvaro Lisboa, informó que en Iquique en el año 2007 se produjo un problema con un pasajero discapacitado que usaba un brazo ortopédico al cual el Comandante del avión Lan no le permitió abordar por considerar que la armazón de fierro que constituía esa prótesis, era una suerte de arma y podía poner en riesgo la seguridad del vuelo. Este caso, produjo un gran revuelo, obedeció a una falta de criterio del Comandante de la nave y motivó la presentación de una demanda judicial por parte del pasajero.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que en ese caso el criterio que primó fue la seguridad del vuelo y eso no se puede eliminar.


El Abogado de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Álvaro Lisboa, concordó con el planteamiento anterior haciendo presente que no se puede poner en conflicto la integración de los minusválidos con el bien jurídico superior que es la seguridad del vuelo, que protege la vida de todos los pasajeros.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que la norma contenida en el inciso tercero del artículo 132, que dispone que el reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes, permite regular la situación de las personas discapacitadas.


En materia de transporte aéreo de pasajeros, debe primar la seguridad, higiene y buen orden a bordo y es lo que permite impedir el embarque de personas borrachas, drogadas, u otros problemas, que afectan el vuelo de los demás pasajeros.


En consecuencia, señaló que partiendo de la base que en el reglamento se pueden contemplar las situaciones excepcionales de posibles problemas que podrían afectar a las personas discapacitadas es partidario de votar a favor de la indicación presentada.


El Honorable Senador señor Novoa votó a favor de la indicación haciendo presente que no le parece conveniente establecer como excepción al inciso primero del artículo 132, que se refiere a la seguridad de los pasajeros, la situación de las personas discapacitadas cuyos derechos están protegidos en normas generales que impiden su discriminación.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en el caso que fuere necesario establecer una norma especial, de protección a las personas discapacitadas, estaría de acuerdo en analizarla, aún cuando las normas generales deben cubrir esta situación. 

La Honorable Senadora señora Matthei anunció su voto a favor de la indicación porque el tema de las personas discapacitadas tiene un tratamiento general en la ley que cubre todas las situaciones y no sólo se refiere al transporte aéreo en el cual debe primar la seguridad, la higiene y el buen orden a bordo.


El Honorable Senador señor Girardi votó en contra de la indicación puesto que el inciso segundo del artículo 132 establece una norma que es necesario reafirmar toda vez que se han presentado situaciones de discriminación que no ponen en riesgo ninguno de los aspectos que dicen relación con la seguridad y las condiciones de higiene y buen orden a bordo. La norma que se pretende eliminar sólo establece que la condición de una persona, discapacitada o con movilidad disminuida no puede constituir una situación que, eventualmente, pueda afectar la seguridad del vuelo.


En su opinión, se debe establecer en forma expresa la imposibilidad de discriminar a una persona por su condición de discapacitada o con movilidad reducida, independientemente de la existencia de otras normas, como es la ley de la discapacidad, que sin especificar en relación al transporte aéreo reafirmará que no es posible la discriminación a la incapacidad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, anunció su voto a favor de esta indicación.


- En votación esta indicación, fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Novoa y Pizarro y con el voto en contra del Honorable Senador señor Girardi.
Indicación Nº 12


Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir, en su inciso segundo, la frase “las que sólo necesitarán acreditar esta situación a través de una certificación médica”.


- Esta indicación fue retirada por su autor.
Indicaciones Nos 13 y 14 

13.- De los Honorables Senadores señores García, y 14.- Novoa, para suprimir su inciso tercero.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, propuso agregar la situación de las personas discapacitadas en el inciso tercero del artículo 132.


El Honorable Senador señor Novoa consultó si existe ese reglamento y si estas normas no se encuentran contenidas en tratados internacionales a los cuales Chile haya adherido, puesto que es necesario distinguir entre el reglamento que se pueda establecer y las normas internacionales que regulan esta materia, con lo cual se podría producir un conflicto si en alguna oportunidad se pretende subir a un vuelo internacional a un pasajero agónico.


El Abogado de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Álvaro Lisboa, informó que esta materia no está cubierta por los compromisos internacionales adoptados por Chile y no existe en la legislación ni en la reglamentación nacional un tratamiento específico. Agregó que la única referencia a esta materia es que en la Dirección General de Aeronáutica Civil se está trabajando en la elaboración de un reglamento que regule el transporte de los minusválidos y de las personas con movilidad reducida.


La proposición del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, en orden a incluir dentro del reglamento la situación de las personas discapacitadas fue acogida por los demás integrantes de la Comisión.


Como consecuencia del acuerdo anterior, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de esta Corporación se acordó, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, intercalar en el inciso tercero del artículo 132 entre las palabras “personas” y “orgánicamente” el vocablo “discapacitados,”.


La indicación Nº 13 del Honorable Senador señor García, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro.


- La indicación Nº 14 fue retirada por el Honorable Senador señor Novoa.
Artículo 132 bis


El artículo 132 bis, dispone que el transportador que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo boleto de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado o que cancelare injustificadamente un vuelo, estará obligado a informar a éste, en forma escrita, de sus derechos y a entregarle las siguientes cuatro prestaciones:


1) Una indemnización compensatoria de acuerdo a la siguiente escala:


I.- Vuelos de hasta 1500 kilómetros: 9 Unidades de Fomento.


II.-Vuelos de más de 1500 y hasta 3500 kilómetros: 14.5 Unidades de Fomento.


III.- Vuelos de más de 3500 kilómetros: 22 Unidades de Fomento.


La distancia se medirá considerando el último punto a que el pasajero llegará con retraso, respecto del itinerario original como consecuencia de la denegación de embarque o de la cancelación.


En caso de denegación de embarque la indemnización se reducirá a la mitad si se ofrece al pasajero un transporte alternativo que le permita llegar al destino final con menos de dos, tres o cuatro horas de retraso, según se trate de los numerales I, II o III precedentes, respectivamente.


En caso de cancelación del vuelo el transportista podrá excusarse del pago si informa al pasajero con más de quince días de antelación o si, avisándole con una antelación menor, le ofrece una alternativa de viaje que le permita llegar al destino final con el retraso señalado en el inciso anterior. Corresponde al transportista probar la existencia y oportunidad de la información.


Las indemnizaciones a que se refiere este artículo se pagarán en forma inmediata en efectivo o a través de transferencias bancarias electrónicas o cheques. Sólo si el pasajero acepta podrá efectuarse el pago a través de bonos, descuentos futuros u cualquier otro servicio.


2) El reembolso del valor de su billete de pasaje o proporcionarles un transporte alternativo, de acuerdo a las siguientes alternativas:  


a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado e incluso de la parte efectuada si a consecuencia de la denegación o retardo el vuelo se ha hecho innecesario, junto con el retorno al punto de partida, si fuera el caso;


b) La continuación del viaje hasta el destino final en el mismo u otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, a la brevedad posible; o


c) La continuación del viaje hasta el destino final, en el mismo u otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, en una fecha que convenga al pasajero.


3) La alimentación y alojamiento por el período de espera necesario para comenzar el viaje, reanudarlo o retornar al origen y el transporte entre el lugar de alojamiento y el aeropuerto y viceversa; y


4) Acceso a dos llamadas de comunicación telefónica, o al envío de igual número de fax, telégrafos o correos electrónicos, a elección del pasajero.


Tratándose de la circunstancia prevista en la letra c) del numeral 2) precedente, los servicios de alojamiento, transporte y alimentación sólo se prestarán hasta la fecha en que hubiera sido posible reanudar el viaje conforme lo dispuesto en la letra b) del mismo precepto.


A este artículo se presentaron 16 indicaciones signadas con los Nos 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 25 bis,26, 27, 28 y 29.

Indicación Nº 15


15.- Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir su encabezamiento por el siguiente:


“Artículo 132 bis.- El transportador que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo boleto de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado o que cancelare injustificadamente un vuelo, estará obligado a ofrecer la entrega de uno o más beneficios a cambio de la renuncia voluntaria por parte de uno o más de los pasajeros a su reserva en dicho vuelo. En caso que no se pudiere llegar a acuerdo con ninguno de los pasajeros o éstos no fueren suficientes como para garantizar el vuelo a todos los pasajeros señalados en el inciso primero, el transportador deberá ofrecer las siguientes compensaciones:”.
Indicación Nº 16


Del Honorable Senador señor García, para reemplazar su encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 132 bis.- Los pasajeros siempre tendrán derecho a renunciar a su reserva a cambio de alguna compensación que al efecto se pacte. El transportador que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo boleto de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado o que cancelare injustificadamente un vuelo, estará obligado a informar a éste de sus derechos y a ofrecerle la entrega de cualquiera de las siguientes prestaciones:”:

En discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Novoa explicó que tienen por objetivo hacer obligatorio lo que ocurre en la práctica, en el sentido de que se les ofrece a aquellos pasajeros que están de acuerdo en renunciar a efectuar el viaje,  la entrega de compensaciones, y por esa vía, por regla general, se soluciona el problema. Por lo que propone que si no es posible solucionarlo por esa vía se apliquen el resto de las normas.


El Secretario General (S) de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Guillermo Novoa, señaló en relación al sistema de indemnizaciones establecido en el proyecto de ley que la JAC ha reunido información evaluando el impacto que produciría en las líneas aéreas, haciendo presente que en la actualidad existe una crisis en el sistema de transporte aéreo, originado por el alza del precio del combustible, con lo cual a nivel mundial, las líneas aéreas están reduciendo operaciones y absorbiendo pérdidas, por el precio del combustible, que ha significado, según informaciones de IATA, que más de 24 empresas aéreas han cerrado sus operaciones y la gran mayoría están reduciendo vuelos.


De esta forma, es importante considerar la oportunidad, en el sentido de que si están absorbiendo pérdidas porque los precios de los pasajes aéreos han subido en Chile, durante los últimos 12 meses un 12%, y el combustible de aviación ha subido en 69% en el mismo período que representa casi el 40% de los costos de operación de las líneas aéreas.


Cualquier sistema que en este momento signifique aumentar los costos operacionales de las líneas aéreas implica acentuar esta situación coyuntural que no se sabe cuánto durará y que puede significar disminuir los servicios aéreos. 


En seguida, anunció que se remitirán a esta Comisión los resultados preliminares de la información que se está recabando. No obstante lo anterior, informó que el nivel de vuelos que se verían sujetos a estas indemnizaciones, es decir los atrasos y las cancelaciones, son aproximadamente el 20% de los vuelos. Según las estimaciones de la JAC existe un 80% de puntualidad de los vuelos en Chile, 16% de vuelos atrasados y 4% de vuelos cancelados. 


Del 20% de los vuelos sujetos a indemnización la mayoría corresponden a vuelos de las empresas más pequeñas, Sky Airlines y Air Comet, por lo tanto, el impacto del sistema de indemnizaciones sería más fuerte en estas empresas que tendrían, proporcionalmente, que gastar más en indemnizaciones que Lan, que registra menos atrasos y cancelaciones y cuenta con aviones más modernos y aviones de repuesto, con lo cual el riesgo que se produce, aún considerando las compensaciones más bajas, significaría un impacto muy importante, casi inalcanzable por las empresas menores indicadas y podría terminar con la reducción de las operaciones a cero.


Señaló que hace dos semanas estuvo en España, en un Encuentro Bilateral con la autoridad aeronáutica española, y consultó la forma en que funciona el sistema de la Unión Europea sobre protección al usuario y pago de indemnizaciones para los casos de sobreventa y cancelaciones. La información que se le entregó determina que es muy complejo el sistema, significa un costo administrativo enorme porque todo el sistema descansa en determinar cuáles vuelos, que se cancelan o que salen atrasados, son de responsabilidad de la línea aérea y cuáles son ajenos a la línea aérea y para ello ha sido necesario montar un sistema administrativo muy costoso porque la variedad de situaciones es muy grande y determinar la responsabilidad es muy difícil.


Aproximadamente el atraso de la tercera parte de los vuelos, no corresponde a responsabilidad de la línea aérea, sino que del sistema, sea aeroportuario, razones climáticas o a los organismos aeroportuarios, cuando los vuelos se atrasan porque el sistema de emigración está atascado o cualquiera de los sistemas del aeropuerto no funciona en forma adecuada. Otro tercio de los vuelos atrasados, corresponde a arrastre, es decir, como consecuencia de los atrasos y cancelaciones del sistema se produce un efecto dominó que puede durar días y hasta semanas, y sólo un tercio de los vuelos que aparecen como atrasados son de responsabilidad de la línea aérea y ésta siempre manifiesta que no es su responsabilidad, con lo cual se produce un sistema administrativo, contencioso y conflictivo, que tiene un alto costo administrativo para la línea aérea y deriva en el pago de indemnizaciones para el pasajero.


La JAC intenta elaborar un diagnóstico para determinar el impacto en Chile de un sistema de indemnizaciones, como el que propone el proyecto de ley en estudio, y la primera visión es que podría verse afectada la competencia si las dos empresas aéreas menores comienzan a reducir sus vuelos.


Diversas empresas internacionales han abandonado el mercado nacional, como es el caso de British Airways, United Airlines, Continental y Lufthansa, con anterioridad a la crisis del precio del combustible; y Air Comet anunció que terminará sus operaciones Madrid – Santiago, a contar del 31 de agosto, por efectos del alza del precio del combustible de aviación. Esa misma empresa es dueña de Air Comet Chile que retiró el servicio a Temuco y Balmaceda; Sky Airlines, retiró sus servicios a Osorno, como consecuencia del alza del precio del combustible y está evaluando reducir aún más sus operaciones.


Estas empresas menores compiten con Lan y entregan un servicio más barato, por lo tanto, si desaparecen, el pasajero que paga menos, quedaría sin servicio aéreo. 


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la sobreventa, que es muy molesta, se produce, también en parte, porque el pasajero que no aparece y no cancela la reserva, puede tomar el avión que viene después, a menos que cuente con un billete con restricciones, con lo cual el pasajero que tiene su asiento reservado y no se presenta no sufre ninguna consecuencia. Existe un porcentaje de pasajeros que no se presentan al vuelo y las aerolíneas para contrarrestar esa situación realizan sobreventa, con lo cual este tema es un asunto de porcentajes porque si justo ese día aparecen todos los pasajeros el vuelo queda sobrevendido.


Así resulta que se trata de un problema de equilibrios y es muy complicado establecer una multa a una aerolínea cuando el pasajero que no aparece no tiene ninguna multa; la sobreventa es una consecuencia de que muchos pasajeros no se presentan al vuelo.


Asimismo, no parece lógico establecer la misma compensación para diferentes tipos de pasajes, hay pasajes muy baratos, en que el pasajero puede viajar si hay espacio; otros, son muy baratos porque la línea aérea no es muy buena, tiene retrasos y esta situación puede no importarle a un estudiante, sin embargo, puede afectar gravemente a una persona que viaja por negocios que debe pagar un pasaje que le permita asegurar que viajará en la fecha requerida. Los pasajes tienen un alto rango de precios, que dicen relación con el tipo de línea aérea, seguridad de que se trata, por lo que en su opinión no es adecuado pagarles a todos los pasajeros la misma indemnización.


La información al pasajero es muy importante al momento de adquirir el pasaje, qué tipo de restricciones, qué porcentaje tiene de retrasos, cuáles son las razones de sus retrasos.


En general, los pilotos, ante cualquier duda, de una posible falla, retrasan el vuelo o lo cancelan lo que opera a favor de la seguridad. En la medida que tengan que pagar 22 unidades de fomento por cada pasajero, el piloto no tendrá la libertad para retrasar o cancelar el vuelo porque será muy caro para la aerolínea y probablemente se producirán los accidentes.


Por otra parte, cabe considerar la situación de los aeropuertos situados en la mitad de una ruta en que hay varios aviones disponibles, cuando se atrasa uno, se cambia por otro. En Chile, esta situación es diferente es casi el final de la ruta para todos los vuelos internacionales, o cuando en líneas aéreas pequeñas un avión no pudo aterrizar en un aeropuerto, porque está cubierto con neblina, puede significar que se retrasen 3 vuelos más, porque era el mismo avión, por lo que resulta importante determinar hasta cuándo el retraso es justificado, podría ser sólo el avión que se retrasó o los que lo siguen que son consecuencia directa de la condición climática que afectó al primer vuelo.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que cuando un vuelo se cancela o retrasa por razones de seguridad es lógico que no esté afecto al pago de indemnizaciones y consultó cuál sería la indemnización que se le debería pagar a un pasajero cuando no se embarca porque la empresa sobrevendió el vuelo.


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó en relación a la sobreventa que es la forma en que las líneas aéreas se defienden de la posibilidad de un boleto que tiene flexibilidad, hay pasajeros chequeados que se cambian de vuelo, porque el pasaje es flexible, pero la diferencia de valor entre un pasaje con restricciones y uno flexible es muy grande, aún cuando el costo de transportar a los pasajeros es el mismo para la compañía.


En consecuencia, se mostró partidario de la norma propuesta por el Honorable Senador señor Novoa, haciendo presente que lo que se pretende establecer es lo que ocurre en la práctica, y ya existe como norma en el Derecho porque está dentro del ámbito del derecho comercial y se trata de una costumbre que de acuerdo al artículo 4º del Código de Comercio constituye derecho.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que tanto el artículo original como la indicación que presentó contienen un error, al referirse también a cancelar injustificadamente un vuelo que es diferente a la sobreventa, por lo que propuso separar ambos casos, estableciendo respecto de la sobreventa un tratamiento diferente al caso de la cancelación injustificada de un vuelo.


Agregó el señor Senador que debe considerarse la situación actual del mercado aéreo en que existen muchas cancelaciones y retardos y puede resultar peor el remedio que la enfermedad.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa, informó que las líneas aéreas están indemnizando la sobreventa, principalmente a través del ofrecimiento de pasajes y entrega de dinero para que un pasajero se cambie de vuelo en forma voluntaria.


Agregó que la JAC efectuó una estimación muy preliminar respecto de los montos de las indemnizaciones establecidas en esta iniciativa legal y, según sus antecedentes, en el caso que se aplicaran en un vuelo atrasado o cancelado, que normalmente tiene un 75% de ocupación, este pago implicaría en las rutas nacionales desde un 50% a 3 veces el ingreso del vuelo. Estos montos son preocupantes, una línea aérea en una ruta a Concepción que tenga que pagar una indemnización 3 veces superior al ingreso que le ha producido el vuelo seguramente no podrá operar.


En seguida, señaló que se ha mantenido una Mesa de Trabajo con los representantes de las líneas aéreas para buscar una forma de mejorar la información que se entrega a los pasajeros y se ha considerado publicar en la página web de la JAC un ranking de atrasos y cancelaciones por cada compañía aérea y por destino. Sin embargo, las líneas aéreas han ofrecido un sistema propio de la Asociación de las Líneas Aéreas (ACHILA) que se publicará en una fecha próxima, en la cual cada línea aérea informará, en forma voluntaria, sus atrasos y cancelaciones, para que el usuario conozca su nivel de puntualidad.


El Honorable Senador señor Vásquez expresó que observa de parte de la JAC una cierta protección a las líneas aéreas, no obstante, debe considerarse que todo negocio tiene un riesgo y este negocio es especialmente riesgoso. La cancelación de los vuelos de Air Comet no depende de las condiciones nacionales, sino que esta empresa pertenece al Grupo Marsans que debió vender su participación, en Aerolíneas Argentinas al Estado Argentino, frente a la incapacidad de enfrentar la situación internacional.



En muchas oportunidades, ocurre que una línea aérea, incluida Lan, sólo cuenta con el 40% de ocupación de un avión en un destino y en el vuelo siguiente tiene el 50% de ocupación, cancela el primer vuelo, no entrega ninguna justificación y traslada a todos los pasajeros en el segundo vuelo. Este tipo de prácticas, que suponen un ahorro en los costos, es propio del riesgo del negocio aéreo, porque puede ocurrir que en un determinado vuelo, una empresa aérea no tenga cubierto un gran porcentaje de asientos.



La Honorable Senadora señora Matthei expresó que la indicación presentada al artículo 132 bis debe ser corregida, para considerar en forma separada la sobreventa y la cancelación injustificada.


Señaló que en el caso de la sobreventa, es preferible que exista un acuerdo voluntario entre el pasajero y la empresa aérea, porque cada cual sabe cuánto vale su tiempo y qué disponibilidad tiene para aceptar compensaciones.


En relación a la cancelación injustificada de los vuelos, señaló que debe analizarse si tiene sentido pagar la misma compensación a los pasajeros sin considerar el valor que pagaron por sus pasajes.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa, aclaró que la JAC está preocupada del buen funcionamiento del sistema y un abuso, como la cancelación de vuelos, debe evitarse, sin perjuicio de ello reiteró que la Fiscalía Nacional Económica realizó una investigación en Lan para tratar de determinar si establecía en los itinerarios vuelos que después no se realizaban y la conclusión fue que no se pudo probar que esa práctica existiera.


En seguida, señaló que existe un alto incremento de tráfico nacional. En el último semestre creció en 25% y los factores de ocupación de los vuelos son muy altos, con lo cual las probabilidades de que se cancele un vuelo de itinerario, por baja ocupación, es poco probable de acuerdo a las cifras que se conocen, los vuelos están prácticamente con plena ocupación en las 3 líneas aéreas nacionales. Lan aplicó un sistema para bajar los costos estableciendo vuelos nocturnos lo que significó aumentar el tráfico y arrastró a las líneas aéreas pequeñas.


El sistema de transporte aéreo está sujeto a muchas variables y la intención de la JAC es que exista la mayor competencia y no sería conveniente que se vea afectada en las rutas nacionales, como consecuencia del pago de indemnizaciones compensatorias, que afectarán con gran impacto a las 2 empresas menores, que no tienen la posibilidad de Lan de contar con aviones de repuesto, sólo tienen 3 aviones y si uno falla se producen los atrasos. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, aclaró que no existe una opinión generalizada de la Comisión, en el sentido de que la JAC protege a las líneas aéreas, por el contrario, los expositores que han participado en el estudio de esta iniciativa legal coinciden con las apreciaciones que la JAC ha manifestado.


El problema más complejo es la diversidad de tarifas.


La Honorable Senadora Matthei consultó cuál es el criterio que se aplica para determinar hasta qué grado se considera que es justificado el retraso de un vuelo que emana de una cadena de atrasos por razones climáticas.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa, explicó que se deben separar los vuelos cancelados de los atrasados. El vuelo cancelado se produce cuando el número del vuelo desaparece del itinerario. El atraso se produce cuando el vuelo con su número se sigue corriendo, aunque sea por varios días, con lo cual existe un ranking de vuelos cancelados y de vuelos atrasados.


Respecto del efecto de arrastre señaló que se debe determinar una línea separatoria con la responsabilidad de la línea aérea, este criterio no lo tiene la JAC y debe recurrir a la información de la línea aérea.


Para determinar cuándo el atraso es justificado o injustificado se produce una gran incógnita y las autoridades aeronáuticas españolas le informaron que tuvieron que contratar 40 funcionarios para poder determinar cuándo la suspensión del vuelo es responsabilidad de la línea aérea y del sistema y para poder determinar cuándo el efecto de arrastre  es consecuencia del primero. En muchos casos el arrastre significa “con causas”, como fue la suspensión de diversos vuelos por las cenizas del Volcán Chaitén, pero llega un momento en que Lan reemplazó con otros aviones los vuelos que están atrasados y SKY Airlines no lo puede hacer, con lo cual varía según la empresa, para una el efecto es más largo que para la otra. 


Asimismo, las empresas tienen diversas capacidades de gestión, y si es mayor, puede cortar la cadena con antelación, si tiene menos tripulación de reemplazo los efectos de esta cadena se producen durante un mayor tiempo y la empresa que cuenta con mayor tripulación puede efectuar el reemplazo con anterioridad.



Antes de pronunciarse sobre las indicaciones Nos 15 y 16 transcritas, vuestra Comisión acordó analizar las indicaciones recaídas en los artículos 132 bis y 133 del proyecto de ley en estudio en conjunto, realizando la discusión por ideas.


Estos artículos fueron objeto de 20 indicaciones signadas con los números 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24,  25, 25 bis, 26, 27, 28, 29, 29 bis, 29 ter, 30 y31.
Nº 1)

I

Indicación Nº 17


17.- Del Honorable Senador señor García, para sustituir el guarismo “9” por “2”.

Indicación Nº 18


18.- Del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazar el guarismo “9” por “3”.

Indicación Nº 19


19.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para sustituir el guarismo “9” por “7”.

II

Indicación Nº 20


20.- Del Honorable Senador señor García, para reemplazar el guarismo “14,5” por “4”.

Indicación Nº 21


21.- Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir el guarismo “14,5” por “6”.

Indicación Nº 22


22.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para reemplazar el guarismo “14,5” por “10”.

III

Indicación Nº 23


23.- Del Honorable Senador señor García, para sustituir el guarismo “22” por “6”.

Indicación Nº 24


24.- Del Honorable Senador señor Novoa, para reemplazar el guarismo “22” por “10”.

Indicación Nº 25


25.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para sustituir el guarismo “22” por “16”.
Indicación Nº 25 bis

25 bis.-Del Honorable Senador señor Gómez, para reemplazar el inciso tercero, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo que trata el numeral 2) de este artículo, en caso de denegación de embarque el transportador deberá además ofrecer al pasajero un transporte alternativo que le permita llegar al destino final.”.

2)

letra a)

Indicaciones Nos 26 y 27 

26.- De los Honorables Senadores señores García, y 27.- Novoa, para suprimir las frases “e incluso de la parte efectuada si a consecuencia de la denegación o retardo el vuelo se ha hecho innecesario, junto con el retorno al punto de partida, si fuera el caso”.

Indicación Nº 28


28.- Del Honorable Senador señor Novoa, en subsidio de la indicación Nº 27, para sustituir el término “retardo” por “cancelación”.

letra b)

Indicación Nº 29


29.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, a continuación de la palabra “posible”, la frase “, agotando las gestiones tendientes a que el pasajero recupere las conexiones que hubiere perdido”.

En discusión estas indicaciones la Honorable Senadora Matthei informó que un pasaje en Lan a Arica vale $ 23.000, con lo cual no resulta apropiado establecer una multa de 9 unidades de fomento dado el valor del pasaje.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa  durante el análisis de estas indicaciones informó que el decreto supremo Nº 113, de fecha 9 de mayo de 2000, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, reglamenta el artículo 133 del Código Aeronáutico.

Este decreto regula los derechos de los pasajeros en caso de denegación de embarque por parte del transportador en virtud del cual las compañías aéreas están obligadas a pagar el alojamiento en un hotel.


Asimismo, señala la obligación de las líneas aéreas de tener a disposición de los pasajeros copias de este decreto, en un lugar visible de sus oficinas de venta de pasajes y en los mostradores en los aeropuertos.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que en ningún mostrador de atención de las líneas aéreas se publica la información en relación al decreto supremo señalado, relativo a los derechos de los pasajeros.


En consecuencia, debería establecerse un compromiso de la JAC para colocar la publicidad de este decreto supremo, que es obligatorio, o establecerlo en el texto de la ley.

Los Honorables Senadores señora Matthei y señor Vásquez fueron partidarios de incorporar en la ley el texto de este decreto supremo, con la finalidad de que los pasajeros cuenten con mayor información en relación a sus derechos y así otorgarle mayor certeza jurídica a los derechos de los pasajeros.


En seguida, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que siempre se debe intentar una transacción voluntaria entre el pasajero afectado por la sobreventa y la aerolínea, porque el que tiene menos urgencia de llegar, seguramente, será el pasajero que aceptará las compensaciones ofrecidas. En caso que no se pueda llegar a un acuerdo se debería aplicar las normas contenidas en el decreto supremo Nº 113, pero en ningún caso la indemnización podría exceder el 50% del valor del pasaje.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que la indemnización que se propone establecer consistiría en entregar 1 unidad de fomento adicional al pasajero afectado por la sobreventa, sin perjuicio de los derechos establecidos en el decreto supremo Nº 113.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que en caso que se establezcan muchas multas a las aerolíneas lo que sucederá es que éstas reaccionarán aumentando las multas a los pasajeros que no se presenten al vuelo a pesar de tener sus asientos reservados y confirmados y seguramente el costo de la compensación se recargará al valor del pasaje.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, propuso aclarar si se determinará establecer una indemnización complementaria expresada en unidades de fomento o sólo se aplicará la indemnización establecida en el decreto supremo Nº 113.


En seguida, manifestó su opinión en el sentido de no establecer indemnizaciones adicionales a las contenidas en el decreto supremo Nº 113.


El Honorable Senador señor Vázquez señaló que el hecho de establecer el pago de una unidad de fomento a favor del pasajero afectado por la sobreventa debe considerarse como una compensación.



La Honorable Senadora señora Matthei señaló respecto de esta materia que existen tres alternativas; la primera, el acuerdo entre la aerolínea y el pasajero; la segunda, que el pasajero sea embarcado al día siguiente y se le otorguen las prestaciones establecidas en el reglamento, y la tercera, es que el pasajero realice su viaje por otro medio o que se le endose el pasaje a otra línea aérea.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, consultó cómo se regula el endoso de los pasajes.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa, informó que es obligación de la línea aérea realizar los arreglos y las prestaciones anteriores, que sean necesarias para continuar el viaje, en caso que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.

El Honorable Senador señor Vásquez señaló que la norma anterior no resolvería la situación de un pasajero que se embarca en la ciudad de Antofagasta para tomar en Santiago un vuelo a Estados Unidos. En este caso, cuando se produce sobreventa y el pasajero no se puede embarcar no llegará a su destino final por la línea aérea nacional, porque existe una conexión, por lo que debería entenderse que se trata de la conexión final. En esta situación, el pasajero contrató los servicios de la línea aérea como punto de embarque hacia otro lugar.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que hay dos casos distintos de un transporte alternativo; uno, es que se pueda llegar al punto final cuando se trata de un punto final, era un solo tramo y el pasajero lo perdió. Sin embargo, debe regularse qué ocurre en el caso que el pasajero pierda ese vuelo y como consecuencia de ello pierde las conexiones, por lo que en su opinión la línea aérea tiene responsabilidad en lo que sucederá con el resto del viaje. 


En estos casos, por regla general, existe un acuerdo y se endosan los pasajes, no obstante, es importante determinar qué ocurre con el pasajero que adquirió un billete de pasaje que no es endosable.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa, informó que la norma legal obliga al reembolso del importe pagado o a embarcar al pasajero en el primer vuelo disponible que sea aceptable para éste. Asimismo, la línea aérea debe hacer los arreglos y las prestaciones necesarias para continuar el viaje en caso que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


La Junta de Aeronáutica Civil ha estimado que, los arreglos necesarios, son todos aquellos que permitan continuar el viaje, en caso que el pasaje sea más caro o no sea endosable, la línea aérea deberá compensar.


Finalmente  hizo presente que de esta manera se contemplará el criterio que, de alguna forma, tiene regulado la Junta de Aeronautica Civil, que es más viable y es lo que aceptarán las líneas aéreas.


Por otra parte, manifestó que si el pasajero se presenta oportunamente, con la reserva confirmada y no es embarcado, ya sea porque no hubo cupo o porque el vuelo se canceló, los efectos son los mismos y la línea aérea tiene que responder de acuerdo al decreto supremo Nº 113. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, expresó que en esta materia cobra importancia la mayor publicidad del reglamento.


El Honorable Senador señor Vásquez propuso que en el caso del retraso de un vuelo se establezca que pasado cierto lapso de tiempo la línea aérea proporcionará alimentación a los pasajeros. Señaló que en muchas oportunidades ha ocurrido una espera de más de 4 horas, debido a condiciones climáticas, y no siempre se entrega alimentación a los pasajeros.


Añadió que todos los negocios tienen sus riesgos, y como consecuencia de ello, Lan ha modificado su horario iniciando sus operaciones más tarde para Temuco en la mañana, para evitar el retraso de vuelos por neblina en el Aeropuerto de Maquehua.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que cuando se trata de un problema climático la línea aérea no tendría que responder porque con ello lo que ocurrirá es que Lan no realizará vuelos a La Serena durante el invierno, porque, seguramente, no estará de acuerdo en incurrir en costos variables e imprevisibles, cada vez que La Serena esté con neblina.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, señaló que las empresas aéreas sólo deberían compensar con alimentación cuando el retraso obedece a un problema de gestión, de otro modo, se debería considerar como caso fortuito.


El Secretario Ejecutivo (S) de la JAC, señor Guillermo Novoa, informó que el artículo 127 del Código Aeronáutico establece que el transportador está obligado a efectuar el transporte en la fecha, horario y demás condiciones estipuladas. No obstante, puede suspender, retrasar y cancelar el vuelo o modificar sus condiciones por razones de seguridad o de fuerza mayor sobreviniente, tales como fenómenos meteorológicos, conflictos armados, disturbios civiles o amenazas contra la aeronave. En estos casos, cualquiera de los contratantes, podrá dejar sin efecto el contrato soportando cada uno sus propias pérdidas.

La Honorable Senadora señora Matthei consultó si en estos casos se devuelve el pasaje.


La respuesta fue afirmativa.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que del texto legal se deduce que cada parte asume sus propias pérdidas, sin embargo, en su opinión, debe establecerse en forma expresa que el pasajero tiene la opción de solicitar el embarque en el próximo vuelo o la devolución del pasaje.


Terminado el debate, vuestra Comisión acordó aprobar las ideas que surgieron de la discusión de estas indicaciones redactándolas y ordenándolas en dos artículos. En el primero, reguló la sobreventa y las compensaciones a que tienen derecho los pasajeros y en el segundo, la cancelación injustificada del vuelo y el retardo injustificado, adoptando al respecto las mismas compensaciones que para la sobreventa.

En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión reemplazó el artículo 132 bis que pasó a ser artículo 133, por el siguiente:

“Artículo 133.- El transportador aéreo que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje tuviere espacio previamente confirmado en un vuelo determinado, estará obligado, a elección del pasajero, al reembolso del importe pagado, o a embarcar al pasajero en el primer vuelo disponible que sea aceptable para éste.


En este último caso el transportador estará obligado, además,  a proporcionar al pasajero, las prestaciones que señale el Reglamento las que en todo caso  como mínimo deberán incluir:

a) Comunicaciones telefónicas que el pasajero necesite efectuar;

b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo;

c) Alojamiento, cuando el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera;

d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, y

e) Los arreglos y las prestaciones anteriores que sean necesarias para continuar el viaje, en caso que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


Las prestaciones anteriores son sin perjuicio de las acciones de indemnización que corresponda.


Si el viaje ya iniciado se interrumpiere o suspendiere por causa que no exima de responsabilidad al transportador, éste estará obligado, a sus expensas, a proporcionar mantención y hospedaje a los pasajeros.


De igual modo deberá ofrecerles, a elección de ellos, cualquiera de las siguientes opciones:

a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado;

b) Continuación del viaje, con la demora prevista para solucionar su interrupción;

c) Reanudación del viaje con otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, agotando las gestiones tendientes a que el pasajero recupere las conexiones que hubiere perdido,  y

d) Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.”.


En virtud de este acuerdo, las indicaciones Nos 15, 16, 25 bis, 26,  27 y 29, fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Novoa y Pizarro y con esta misma votación fueron rechazadas las indicaciones Nos 17, 18, 19, 20, 22, 23 y 25  por ser incompatibles con lo aprobado.

Artículo 133


El artículo 133, indica que el transportador que iniciare, en forma injustificada, un vuelo con un retardo de más de dos horas respecto de la hora estipulada, deberá prestar al pasajero las atenciones señaladas en el numeral 3) del artículo precedente que correspondan según el horario. 


Con todo, en caso que el retardo exceda a cinco horas el pasajero tendrá derecho, además, a lo dispuesto en la letra a) del número 2) del artículo anterior.


A este artículo se presentaron 4 indicaciones signadas con los Nos 29 bis, 29 ter, 30 y 31. 

Indicación Nº 29 bis


29 bis.- Del Honorable Senador señor Gómez, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 133.- El transportador que iniciare un vuelo con retardo injustificado respecto de la hora estipulada y que no se pueda recuperar en el trayecto de desplazamiento, deberá prestar al pasajero las atenciones señaladas en el numeral 3) y 4) del artículo precedente que correspondan según el horario.


En los casos de retardo, el pasajero tendrá derecho a exigirle al transportador las siguientes prestaciones que se indican.


1) Una indemnización compensatoria de acuerdo a la siguiente escala:


I.- Vuelos de hasta 800 kilómetros: 3 Unidades de Fomento.


II.- Vuelos de más de 800 y hasta 1500 kilómetros: 7 Unidades de Fomento.


III.- Vuelos de más de 1500 kilómetros: 11 Unidades de Fomento.


La distancia se medirá considerando el último punto a que el pasajero llegará con retraso, respecto del itinerario original como consecuencia del retraso.


Las indemnizaciones a que se refiere este artículo se pagarán de la misma forma como lo establece el numeral 1) del artículo 132 bis de esta ley.


2) El reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado e incluso de la parte efectuada si a consecuencia del retardo el vuelo se ha hecho innecesario, junto con el retorno al punto de partida, si fuera el caso;”.

Indicación Nº 29 ter


29 ter.- Del Honorable Senador señor Gómez, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 133.- El transportador que iniciare un vuelo con retardo injustificado respecto de la hora estipulada y que no se pueda recuperar en el trayecto de desplazamiento para arribar al punto de destino a la hora indicada en el billete de pasaje, deberá prestar al pasajero las atenciones señaladas en los numerales 3) y 4) del artículo precedente que correspondan según el horario.


Además, en los casos de retardo indicado en el párrafo precedente, el pasajero tendrá derecho a exigirle al transportador las siguientes prestaciones que se indican:


1) Una indemnización compensatoria de acuerdo a la siguiente escala horaria:


I.- Retardo de hasta 10 minutos: 2 Unidades de Fomento.


II.- Retardo de más de 10 minutos y hasta 40: 5 Unidades de Fomento.


III.- Retardo de más de 40 minutos y hasta 60: 8 Unidades de Fomento.


IV.- Retardo de más de 60 minutos: 10 Unidades de Fomento.


V.- Por cada treinta minutos adicionales a los primeros sesenta que se consignan en el número IV: 5 Unidades de Fomento.


El retraso se consignará teniendo presente el último punto a que el pasajero debe arribar, respecto del itinerario original como consecuencia del retraso.


Las indemnizaciones a que se refiere este artículo se pagarán de la misma forma como lo establece el numeral 1) del artículo 132 bis de esta ley.


2) El reembolso del importe total del trayecto no realizado e incluso de la parte efectuada si a consecuencia del retardo el vuelo se ha hecho innecesario, junto con el retorno al punto de partida, si fuera el caso.”.

Indicación Nº 30


30.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para intercalar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “horario”, la frase “y, en todo caso, las señaladas en el numeral 4)”.

Indicación Nº 31


31.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para agregarle el siguiente inciso final:


“Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad de sancionar a las empresas de aeronavegación que en forma reiterada incurran en retardos no justificados en sus vuelos, lo que tendrá lugar según lo dispuesto en el artículo 185 y siguientes.”.

Como se señaló anteriormente, este artículo y el artículo 132 bis, como asimismo las indicaciones de que fueron objeto fueron debatidos por ideas, las que fueron ordenadas y recogidas en dos artículos. El primero, que ya se transcribió que es el artículo 133, y el segundo signado como artículo 133 bis, del siguiente tenor:


“Artículo 133 bis.- El transportador que iniciare un vuelo con retardo injustificado respecto de la hora estipulada deberá prestar a los pasajeros las mismas compensaciones que se señalan en el artículo 133.


El transportador aéreo que cancele injustificadamente un vuelo estará obligado a proporcionar a los pasajeros las mismas prestaciones señaladas en el artículo 133.”.


Estas indicaciones fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Novoa y Pizarro, por ser incompatibles con lo ya aprobado.
Artículo 133 bis


El artículo 133 bis, señala que sólo serán causas justificadas para los efectos de lo dispuesto en los dos artículos precedentes, aquellas señaladas en el artículo 127.


A este artículo se presentó 1 indicación signada con el No 32.
Indicación Nº 32


32.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para suprimirlo.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Muñoz Aburto, Novoa y Pizarro.

Artículo 133 ter


El artículo 133 ter, indica que las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán ante los tribunales y conforme al procedimiento señalado en el Título IV de la Ley 19.496.

En discusión esta norma se hizo presente que no ha sido objeto de indicaciones y se informó que la ley Nº 19.496 es la Ley de Protección del Consumidor. De manera que las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo se verán de acuerdo al procedimiento y tribunales que establece la Ley de Protección del Consumidor. 


Estas acciones se podrán tramitar en los Juzgados de Policía Local y conforme a las normas de la Ley de Protección del Consumidor. Hoy día son los tribunales ordinarios de justicia los tribunales competentes para hacer efectivos estos derechos, lo que es sumamente complicado y oneroso. Bastante más expeditas son las normas de la Ley del Consumidor.



A este artículo no se presentaron indicaciones, en consecuencia, quedó aprobado en los mismos términos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento.
Artículo 133 quáter


El artículo 133 quáter, dispone que el ejercicio de las acciones señaladas en el artículo anterior no obstarán al cobro de montos indemnizatorios suplementarios o no considerados, ante los tribunales ordinarios, si se estima que los perjuicios materiales y morales sufridos exceden la magnitud de los contenidos en este Párrafo.”


A este artículo se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 33 y 34.

Indicaciones Nos 33 y 34 

33.- De los Honorables Senadores señores García, y 34.- Novoa, para suprimirlo.

En discusión estas indicaciones el representante del Ejecutivo de la Junta de Aeronáutica Civil manifestó que esta norma es innecesaria toda vez que un artículo anterior ya establece la posibilidad de que esto es sin perjuicio de otras indemnizaciones, por lo tanto propone aprobar estas indicaciones.

Estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Pérez Varela y Pizarro.

- - - - - - -

Artículo 133 quinquies, nuevo
Indicación Nº 35


35.- Del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar, a continuación del artículo 133 quáter, el siguiente:


“Artículo 133 quinquies.- Todo transportador que preste servicios aéreos regulares de pasajeros, sean de cabotaje o internacionales cuyo punto de inicio, tránsito o destino esté ubicado en el territorio nacional, deberá contratar un seguro flotante colectivo de responsabilidad civil que cubrirá íntegramente el siniestro de suspensión transitoria o permanente de sus  operaciones relativas a los pasajeros que tengan embarque o desembarque en el país. El seguro regirá durante todo el período que corre desde la fecha de embarque convenida en el billete de pasaje hasta el embarque efectivo, debiendo cubrir los gastos de estadía o permanencia en el territorio nacional o en el extranjero, así como el costo del billete de pasaje de cualquier otro transportador que efectúe el itinerario convenido en los respectivos servicios, a quien también se le exigirá cumplir los términos de garantía anteriormente mencionados.


Un Reglamento, dictado en un plazo máximo de seis meses de publicada la presente ley, fijará las condiciones mínimas de alojamiento y alimentación de los pasajeros afectados, un viático mínimo por día de estadía o en período superior a las ocho horas, y demás materias que deberá cubrir el seguro contratado, tanto en el país como en el extranjero.”.


Este seguro también cubrirá el resto de los procedimientos a los que se deben por esta ley las empresas transportadoras con sus pasajeros.”.

En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Vásquez explicó que no se refiere a vuelos determinados sino que a suspensiones transitorias o definitivas de las operaciones de una compañía aérea. Cubre situaciones como las que se producen con las huelgas en las líneas aéreas, o lo que podría ocurrir con la suspensión de vuelos de Air Comet.


Este seguro es de carácter flotante y colectivo, por lo tanto, todas las compañías se aseguran en Chile, se aseguran mutuamente porque es el mecanismo del seguro.


En seguida, solicitó dejar constancia de que se trata de un seguro muy barato y lo comparó con el seguro obligatorio de accidentes personales en el tránsito. Señaló que es muy grande el número de asegurados, alrededor de 9.000.000 de pasajeros diarios y muy escaso el número de siniestros y la suspensión de operaciones aéreas, a veces cada 4 años, a diferencia de lo que ocurre en el tránsito en que todos los días se producen accidentes, por lo que afirmó que este seguro, a lo más costaría de prima el equivalente a 1US$, por el número de pasajeros transportados.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que hay ciertas líneas aéreas que no son muy serias y es lógico que contraten un seguro, sin embargo, no aparece apropiado establecer un seguro, por no operar, a líneas aéreas establecidas y constituidas en Chile.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que mediante esta norma a Lan se le cobraría un seguro por US$ 5.000 y lo mismo a otras líneas menores que tienen la mitad o la cuarta parte de los pasajeros.


El Secretario Ejecutivo (S), señor Guillermo Novoa, informó que no tienen conocimiento de que exista un seguro de esta naturaleza en otros países. 



Respecto del seguro flotante al Ejecutivo le preocupa esta norma. Primero, por una cuestión de orden práctico. De acuerdo con las indagaciones que han hecho con corredores de seguros nacionales e internacionales, este seguro con estas características no existe en ninguna parte. En consecuencia, se estaría estableciendo un seguro que va a ser difícil contratarlo principalmente porque la iniciativa está referida a un mercado muy pequeño como el chileno. Las grandes reaseguradoras permiten a los aseguradores crear este tipo de seguros cuando hay un mercado interesante que no es el caso.



Se estaría generando una obligación difícil o imposible de cumplir para las Compañías Aéreas y de llegar a hacer posible cumplirla porque el seguro en definitiva se crea, ya que es un contrato que se puede crear, lo más probable es que sea muy onerosa esta póliza. Le preocupa que va a pasar con las pequeñas Compañías Aéreas porque cuando se crean este tipo de exigencias que encarecen un poco el transporte aéreo lo que ocurre es que están en condiciones de cumplir con la norma las grandes compañías aéreas y no las medianas y pequeñas.



Se puede afectar la oferta y también la demanda. Explica que todos estos costos se traspasan a los pasajeros, no los asumen las compañías aéreas, lo que implica que las personas con menos recursos viajan menos porque el valor de los pasajes sube. Por otro lado, algunas compañías extranjeras que vuelan en vuelos terminales a Chile, al tener este costo adicional pudieran decidir no venir a este punto tan lejano y terminal porque aquí hay exigencias excesivas. Lo que afectaría también la oferta.



Les preocupa la instalación de este seguro por las razones que ha señalado y propone suprimir esta norma.


En votación esta indicación fue rechazada por 3 votos y una abstención. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Matthei y señores Pérez Varela y Pizarro. Se abstuvo el Honorable Senador señor Girardi.
- - - - - - -
N° 2

Artículo 144


Este numeral incorpora el siguiente inciso tercero, al artículo 144:


“El transportador estará obligado a identificar a los pasajeros afectados y a ofrecer a sus familiares, en un plazo no superior a quince días de ocurrida la tragedia, un abono anticipado de 1000 Unidades de Fomento para atender sus necesidades económicas inmediatas, lo que no supondrá un reconocimiento de su responsabilidad.”


A este numeral se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 36 y 37.

Indicación Nº 36


36.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para suprimirlo.

Indicación Nº 37


37.- Del Honorable Senador señor Novoa, para sustituir en el inciso propuesto el guarismo “1000” por “250”, y para agregarle los siguientes incisos nuevos:


“Para los efectos de lo señalado en el inciso anterior, el pasajero deberá indicar el nombre de la persona que estará autorizada para solicitar el abono anticipado. Ello se hará en el momento del chequeo previo al embarque o en otro que asegure su adecuada identificación.


Toda suma pagada por este concepto podrá deducirse de la indemnización a que sea obligado a pagar el transportador.”


En discusión estas indicaciones el representante de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Lisboa aclaró que esta norma  trata de los pagos adelantados y que el gobierno está de acuerdo con apoyar la idea de suprimir esta norma. 



En el evento que la norma prosperara están de acuerdo con la indicación Nº 37 del Senador Novoa para reducir de UF 1000 a UF 250 y que agrega un par de incisos pero sólo en el evento que la norma prospere. 



El Ejecutivo preferiría que se eliminara porque hay dificultades en precisar quiénes son las personas que tendrían derecho a estos pagos adelantados. El Senador Novoa pretende resolverlo diciendo que cuando uno viaje señale quien la recibiría. De todas maneras los herederos son herederos y las personas que aparecen principalmente en las situaciones de hecho que son de frecuente ocurrencia en Chile arman algunas confusiones en determinar quiénes pueden recibir estos pagos adelantados.



La cifra de UF 1000 le parece excesiva y estima que debería disminuirse a UF 250 o menos. Lo que en la práctica ocurre, cuando hay un siniestro o un gran accidente, es que las compañías aéreas suelen colaborar con los afectados o los parientes de las víctimas en materia de transporte y alojamiento.



En resumen, propone a los miembros de la Comisión eliminar esta norma y, en subsidio, acoger la indicación del Senador Novoa. 

En votación la indicación Nº 36 fue aprobada y la indicación Nº 37 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Pérez Varela y Pizarro.
N° 3

Artículo 147


Este numeral elimina el artículo 147.


A este numeral se presentó 1 indicación signada con el N° 38.

Indicación Nº 38


38.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para reemplazarlo por el siguiente:


“3.- Reemplázase el artículo 147 por el siguiente:


“Artículo 147.- La indemnización por retardo se ajustará a lo dispuesto en los artículos 132 bis y 133, sin perjuicio de la facultad del pasajero de instar por los montos suplementarios en el caso de lo establecido en el artículo 133 quáter. Ésta no procederá si el transportador probare aquél se originó en alguna de las situaciones establecidas en el inciso segundo del artículo 127 o que, tratándose de otros hechos causantes, adoptó las medidas necesarias para evitarlos, o que le fue imposible adoptarlas.”.”

En discusión esta indicación el Honorable Senador señor Muñoz Aburto la retiró, en atención a que es incompatible con lo ya aprobado ya que el retardo no tiene previstas indemnizaciones propiamente tales sino que compensaciones.


Esta indicación fue retirada por su autor.
N° 4

Artículo 154 bis


Este numeral agrega en el Capítulo II del Título IX el siguiente artículo 154 bis:


“Artículo 154 bis.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 131 y cualquier otra acción u omisión maliciosa que ocasione perjuicios al pasajero en la adquisición de los billetes de boleto, como asimismo, la vulneración del artículo 132 bis, en lo que se refiere a la información de los derechos de los pasajeros afectados por denegación de embarque o la cancelación de sus vuelos, se castigará con la multa a que hace referencia el inciso primero del artículo 24 de la ley 19.496 y su denuncia y sanción se ajustará a las normas de procedimiento de dicho texto legal.”.


A este numeral se presentó 1 indicación signada con el N° 39.

Indicación Nº 39


39.- Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir el artículo 154 bis propuesto.

En discusión esta indicación los señores Senadores miembros de la Comisión estuvieron de acuerdo con aprobar la supresión de este artículo ya que es otra de las normas que terminan encareciendo el transporte aéreo y este encarecimiento no lo asumen nunca las compañías sino que estos mayores gastos son transpasados a los consumidores.


En votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Pérez Varela y Pizarro.
- - - - - - - -
Artículo 2°, nuevo

Indicación Nº 40


40.- Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, para consultar, como artículo 2º del proyecto, el siguiente, nuevo:


“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 12 del D.F.L. Nº 241 de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil:


“De acuerdo a lo anterior deberán aportar, especialmente, en forma mensual, la información correspondiente al ingreso promedio por vuelo de cada uno de los itinerarios que hayan realizado en el país.”.

En discusión esta indicación los miembros de la Comisión creen, por un lado, que va a ser fuente de complejos problemas ya que esta información del ingreso promedio por vuelo que se le pretende otorgar a la Junta es como el corazón, el meollo comercial de las líneas aéreas las que se reservan esta información y, por otro lado, estiman que la Junta de Aeronáutica Civil no requiere esta información la que más que nada se requiere para problemas de competencia y para ello la autoridad competente para pedirla es la Fiscalía Nacional Económica y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que ya tienen atribuciones. En cambio la Junta de Aeronáutica Civil no requiere este tipo de información para su accionar. 


Sin embargo, estarían de acuerdo en modificar el artículo 12 del DFL. Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil, en el sentido de agregarle un inciso segundo que establezca que las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.

Las compañías aéreas hoy día registran el itinerario en la JAC pero no están obligadas a hacerlo. Esto le otorgaría a la JAC una estupenda herramienta de acción que hoy día no tienen y esto no les creará ningún problema a las líneas aéreas porque en principio entregan sus itinerarios..


En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión acordó, contemplar como artículo 2º, el siguiente:


“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 12 del DFL. Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil:



“Asimismo, las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.”.


En votación esta indicación fue aprobada con las modificaciones antes señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi,  Pérez Varela y Pizarro.
- - - - - - -
MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO ÚNICO

Pasó a ser artículo 1º, con las siguientes modificaciones:

Nº 1


--- Reemplazar “(ARTS 131-133)” por “(ARTS 131-133 ter)”.


(Artículo 121 del Reglamento, 5x0).

Artículo 131


--- Suprimir su inciso primero.


(Indicación Nº 1, aprobada 4x1 voto en contra).


--- Eliminar su inciso segundo.


(Indicaciones Nos 3 y 4, aprobadas 5x0).

--- Suprimir su inciso tercero. Las ideas contenidas en su inciso tercero, fueron subsumidas en la letra e) del artículo 131 bis, que pasó a ser artículo 131. 


(Indicaciones Nos 5 y 6, aprobadas 5x0). 
Artículo 131 bis

--- Pasó a ser artículo 131, con las siguientes enmiendas:
Letra e)

--- Ha sido reemplazada, por la siguiente:


“e) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos y de todos los derechos compensatorios y prestaciones contempladas en esta ley.”.


(Indicaciones Nos 7 y 7 bis, aprobadas 5x0).

Inciso segundo, nuevo

--- Intercalar, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.”.


(Indicaciones Nos 8 y 9, aprobadas 5x0). 


--- Su inciso segundo, pasó a ser inciso tercero, sin enmiendas.

Artículo 132

--- Suprimir su inciso segundo.


(Indicación Nº 11, aprobada 4 x 1 en contra)


--- Intercalar, en su inciso tercero entre las palabras “personas”  y “orgánicamente” el vocablo “discapacitadas,”.


(Artículo 121 del Reglamento, 5x0).

Artículos 132 bis y 133


Pasaron a  ser artículos 133 y 133 bis, respectivamente, reemplazados, por los siguientes:


“Artículo 133.- El transportador aéreo que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje tuviere espacio previamente confirmado en un vuelo determinado, estará obligado, a elección del pasajero, al reembolso del importe pagado, o a embarcar al pasajero en el primer vuelo disponible que sea aceptable para éste.


En este último caso el transportador estará obligado, además,  a proporcionar al pasajero, las prestaciones que señala el Reglamento las que en todo caso, como mínimo, deberán incluir:

a) Comunicaciones telefónicas que el pasajero necesite efectuar;

b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo;

c) Alojamiento, cuando el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera;

d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, y

e) Los arreglos y las prestaciones anteriores que sean necesarias para continuar el viaje, en caso que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


Las prestaciones anteriores son sin perjuicio de las acciones de indemnización que corresponda.


Si el viaje ya iniciado se interrumpiere o suspendiere por causa que no exima de responsabilidad al transportador, éste estará obligado, a sus expensas, a proporcionar mantención y hospedaje a los pasajeros.


De igual modo deberá ofrecerles, a elección de ellos, cualquiera de las siguientes opciones:

a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado;

b) Continuación del viaje, con la demora prevista para solucionar su interrupción;

c) Reanudación del viaje con otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, agotando las gestiones tendientes a que el pasajero recupere las conexiones que hubiere perdido,  y

d) Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.”.


“Artículo 133 bis.- El transportador que iniciare un vuelo con retardo injustificado respecto de la hora estipulada y que no se pueda recuperar en el trayecto de desplazamiento para arribar al punto de destino a la hora indicada en el billete de pasaje, deberá prestar a los pasajeros las mismas compensaciones que se señalan en el artículo 133.


El transportador aéreo que cancele injustificadamente un vuelo estará obligado a proporcionar a los pasajeros las mismas prestaciones señaladas en el artículo 133.”.


(Indicaciones Nos 15, 16, 25 bis, 26, 27 y 29, aprobadas 4x0).

Artículo 133 bis

--- Suprimirlo.


(Indicación Nº 32, aprobada 4x0).

Artículo 133 quater

--- Suprimirlo.


(Indicaciones Nos 33 y 34, aprobadas 4x0).

Nº 2
Artículo 144

--- Suprimirlo.



(Indicación Nº 36, aprobada 4x0).

Nº 3

--- Pasó a ser Nº 2, sin enmiendas.

Nº 4
Artículo 154 bis


--- Suprimirlo.

(Indicación Nº 39, aprobada 4x0).
- - - - -


---Contemplar, como artículo 2º, nuevo, el siguiente:


“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 12 del DFL. Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil:



“Asimismo, las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.”.


(Indicación Nº 40, aprobada 4x0).

- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º. - Modifíquese el Código Aeronáutico, cuyo texto fue establecido por la ley 18.916, del siguiente modo:


1.- Reemplácese el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII por el siguiente:

I.- Del transporte de pasajeros y sus derechos. (ARTS. 131 – 133 ter)

“Artículo 131.- El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición,


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores,


c) Puntos de partida y de destino, 

d) Precio y clase del pasaje, y 

e) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos y de todos los derechos compensatorios y prestaciones contemplados en esta ley.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.

Artículo 132.- El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas discapacitadas, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


Artículo 133.- El transportador aéreo que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje tuviere espacio previamente confirmado en un vuelo determinado, estará obligado, a elección del pasajero, al reembolso del importe pagado, o a embarcar al pasajero en el primer vuelo disponible que sea aceptable para éste.


En este último caso el transportador estará obligado, además, a proporcionar al pasajero, las prestaciones que señala el Reglamento las que en todo caso, como mínimo, deberán incluir:

a) Comunicaciones telefónicas que el pasajero necesite efectuar;

b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo;

c) Alojamiento, cuando el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera;

d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, y

e) Los arreglos y las prestaciones anteriores que sean necesarias para continuar el viaje, en caso que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


Las prestaciones anteriores son sin perjuicio de las acciones de indemnización que corresponda.


Si el viaje ya iniciado se interrumpiere o suspendiere por causa que no exima de responsabilidad al transportador, éste estará obligado, a sus expensas, a proporcionar mantención y hospedaje a los pasajeros.


De igual modo deberá ofrecerles, a elección de ellos, cualquiera de las siguientes opciones:

a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado;

b) Continuación del viaje, con la demora prevista para solucionar su interrupción;

c) Reanudación del viaje con otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, agotando las gestiones tendientes a que el pasajero recupere las conexiones que hubiere perdido,  y

d) Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.”.


Artículo 133 bis.- El transportador que iniciare un vuelo con retardo injustificado respecto de la hora estipulada y que no se pueda recuperar en el trayecto de desplazamiento para arribar al punto de destino a la hora indicada en el billete de pasaje, deberá prestar a los pasajeros las mismas compensaciones que se señalan en el artículo 133.


El transportador aéreo que cancele injustificadamente un vuelo estará obligado a proporcionar a los pasajeros las mismas prestaciones señaladas en el artículo 133.


Artículo 133 ter.- Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán ante los tribunales y conforme al procedimiento señalado en el Título IV de la ley 19.496.


2.- Elimínese el artículo 147.

Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 12 del DFL. Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil:



“Asimismo, las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.”.”.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 16 de junio; 9 de julio; 6 y 13 de agosto, 1 de octubre de 2008; 12 de mayo y 3 de junio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Guido Giradi Lavín (Presidente), Jovino Novoa Vásquez (Víctor Pérez Varela) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2009.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogada Secretaria
RESUMEN EJECUTIVO

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, recaído en los proyectos de ley, en primer trámite constitucional, originados en Mociones de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos, y de los Honorables Senadores señores Vásquez, Ávila, Gómez, Naranjo y Zaldívar (don Adolfo), que modifica el Código Aeronáutico, estableciendo un seguro flotante colectivo en caso de suspensión de operaciones de líneas aéreas.

BOLETÍNES Nos: 4595-15 y 4764-15, refundidos.

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN propone, mediante su artículo 1º, modificar el Código Aeronáutica reemplazando el Párrafo I del Capítulo V del Título VIII que regula el transporte de pasajeros y sus derechos y el artículo 2º agrega un inciso segundo al artículo 12 del DFL. Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil, que obliga a las empresas de aeronavegación comercial a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.
- El transportador dará al pasajero un billete de pasaje que deberá, a lo menos, señalar el lugar y fecha de expedición; el nombre del pasajero y del transportador o transportadores, los puntos de partida y de destino, el precio y clase del pasaje y la explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos y de todos los derechos compensatorios y prestaciones contemplados en esta ley. El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente. El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.

- El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje. Un reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas discapacitadas, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.

 -Perfeccionar las disposiciones respecto de la negativa de embarque por sobreventa, retardo y cancelación de los vuelos, estableciendo compensaciones al respecto. 

II. ACUERDOS:
Indicación N° 1, aprobada 4x1, en contra.
Indicación Nº 2, rechazada 5x0.

Indicación Nº 3, aprobada 5x0.
Indicación Nº 4, aprobada 5x0.

Indicación Nº 5, aprobada 5x0.

Indicación Nº 6, aprobada 5x0.

Indicación Nº 7, aprobada 5x0.

Indicación Nº 7 bis, aprobada 5x0.

Indicación Nº 8, aprobada 5x0.

Indicación Nº 9, aprobada 5x0.

Indicación Nº 10, retirada. 

Indicación Nº 11, aprobada 4x1 en contra.

Indicación Nº 12, retirada.

Indicación Nº 13, rechazada 5x0.

Indicación Nº 14, retirada.

Indicación Nº 15, aprobada 4x0.

Indicación Nº 16, aprobada 4x0.

Indicación Nº 17, rechazada 3x0.

Indicación Nº 18, rechazada 3x0.

Indicación Nº 19, rechazada 3x0.

Indicación Nº 20, rechazada 3x0.

Indicación Nº 21, retirada.

Indicación Nº 22, rechazada 3x0.

Indicación Nº 23, rechazada 3x0.

Indicación Nº 24, retirada 3x0.

Indicación Nº 25, rechazada 3x0.

Indicación Nº 25 bis, aprobada 4x0.

Indicación Nº 26, aprobada 4x0.

Indicación Nº 27, aprobada 4x0.

Indicación Nº 28, retirada.

Indicación Nº 29, aprobada 4x0.

Indicación Nº 29 bis, rechazada 4x0.

Indicación Nº 29 ter, rechazada 4x0.

Indicación Nº 30, rechazada 4x0.

Indicación Nº 31, rechazada 4x0.

Indicación Nº 32, aprobada 4x0.

Indicación Nº 33, aprobada 4x0.

Indicación Nº 34, aprobada 4x0.

Indicación Nº 35, rechazada 3x1 abstención.

Indicación Nº 36, aprobada 4x0.

Indicación Nº 37, rechazada 4x0.

Indicación Nº 38, retirada.

Indicación Nº 39, aprobada 4x0.

Indicación Nº 40, aprobada 4x0.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el proyecto se encuentra estructurado en dos artículos permanentes.
El artículo 1º, reemplaza el Párrafo I del Capítulo V del Título VIII del Código Aeronáutico, y el artículo 2º agrega un inciso segundo al artículo 12 del DFL. Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil.

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.

V. URGENCIA: no tiene.

VI. ORIGEN INICIATIVA: Mociones de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto, Camilo Escalona, Juan Pablo Letelier y Vásquez.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.

VIII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: no hay.

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 4 de octubre de 2006. Se dio cuenta en la Sesión 59ª, Ordinaria, de 10 de octubre de 2006, pasando a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

X. TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe.

XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: ley Nº 18.916, que aprueba Código Aeronáutico y DFL. Nº 241, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil.

Valparaíso, 4 de junio de 2009.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogada Secretaria
8

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LAS REMUNERACIONES

(5434-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano, y el asesor legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco Del Río.


Asimismo, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista sobre el proyecto de ley en informe, las entidades que se indican a continuación, representadas del siguiente modo:


- La Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, representada por su asesora legal, señora Francisca Gostling.


- La Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones, por intermedio de su asesor jurídico, señor Héctor Humeres.


- El Colegio de Corredores de Seguros de Chile, representado por su Gerente General, señor Guillermo Rioseco.


- La Asociación de Aseguradores de Chile A.G., encabezada por su Gerente General, señor Jorge Claude, acompañado por el asesor legal, señor Francisco Serqueira.


- La Asociación de Isapres de Chile A.G., representada por su Director Ejecutivo, señor Rafael Caviedes, y por la Fiscal, señora Gina Peri.


- La Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, por intermedio de su Secretaria General, señora Nancy Atensio, acompañada por las Directoras, señoras Jeannette Bernal y Sandra Sepúlveda.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Perfeccionar las normas del Código del Trabajo relativas a la protección de las remuneraciones, estableciendo que éstas, una vez devengadas, se incorporan al patrimonio del trabajador, impidiendo su posterior devolución, reintegro o compensación por hechos acaecidos con posterioridad a la oportunidad en que tales remuneraciones se devengaron. Asimismo, se dispone que, en general, en el caso de las comisiones, éstas se liquidarán y pagarán conjuntamente con las remuneraciones ordinarias del período en que se efectuaron las operaciones que les dieron origen.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen a esta iniciativa de ley señala, en fundamento de la misma, que el actual Gobierno lleva adelante, en el ámbito del mundo del trabajo, un conjunto de medidas programáticas orientadas a obtener un avance progresivo y sustantivo en el mejoramiento de los actuales estándares laborales, lo cual implica acercar la relación de trabajo a los criterios de empleo decente que impulsa la Organización Internacional del Trabajo (OIT).


En este sentido, añade, cabe recordar que durante los gobiernos de la Concertación se han obtenido avances regulatorios de gran envergadura, tanto en el ámbito colectivo como en el marco de las relaciones individuales de trabajo.


En relación a estas últimas, destaca la incidencia que ha tenido la aprobación e implementación del Seguro de Cesantía -hoy con más de tres millones de afiliados-, el cual constituye una herramienta cuyo progresivo perfeccionamiento permitirá proteger a cientos de miles de trabajadores al momento de ser afectados por procesos de movilidad laboral.


De la misma forma, agrega, entre las iniciativas aprobadas cuyos efectos han sido positivos para el desarrollo de las relaciones laborales, cabe mencionar la ley Nº 19.647, que privó de efectos al despido de un trabajador en tanto se le adeuden sus cotizaciones de seguridad social, así como también la ley Nº 19.988, que estableció una base de cálculo mínima para el pago de las horas extraordinarias en caso que la remuneración del trabajador sea exclusivamente variable.

Sin embargo, advierte, el Ejecutivo cree firmemente que existen aún muchas áreas en las que es necesario avanzar para una efectiva protección de los derechos más básicos de los trabajadores, teniendo siempre en vista que dicha protección redunda en una mayor paz social al interior de las empresas, ya que, por el contrario, desde el momento en que uno o más derechos pueden ser fácilmente vulnerados, se genera de inmediato una dinámica de confrontación que es perjudicial a todas las partes de la relación laboral.

Este punto, añade, se transforma en crítico a la hora de constatar la vulneración de las normas sobre remuneraciones del trabajador, lo que justifica plenamente la existencia del Capítulo VI del Libro Primero del Código del Trabajo, sobre Protección de las Remuneraciones, en el que se establecen normas relativas a la forma y periodicidad de los pagos por parte del empleador, límites a los descuentos, ingreso mínimo e inembargabilidad de los emolumentos, entre otras materias.

La presente iniciativa, subraya, se inscribe en este orden de cosas, haciéndose cargo de algunas imperfecciones graves detectadas en la protección de las remuneraciones del trabajador comisionista. 


Dichas anomalías, precisa, pueden agruparse en dos tipos: la forma de pago de las comisiones y los anticipos condicionados.


En cuanto a la forma de pago de las comisiones, explica que existe un número importante de trabajadores ligados a sistemas de ventas, entre ellos de ventas de intangibles -como seguros generales y de vida, afiliación a instituciones de previsión y de salud-, cuya remuneración se encuentra compuesta por un sueldo, normalmente bajo y una estructura de comisiones que, admitiendo algunas diferencias menores, es aproximadamente la siguiente:


De un lado, está la comisión o bono por afiliación, consistente en un bono que se paga una vez, de acuerdo a una escala predefinida, que se devenga al momento de celebrar un contrato con un cliente y cuyo valor se calcula en directa relación al monto de la póliza o plan contratados. Este bono es la parte más importante de las comisiones que devenga el trabajador y se encuentra determinado por un hecho causal que es la efectiva vinculación del cliente con la empresa.

Del otro lado, está la comisión por prima, que consiste en un porcentaje de los pagos que el cliente efectúa mensualmente a la institución, para  solventar la vigencia de su póliza, programa o afiliación, de tal forma que si deja de cotizar o pagar, la comisión correspondiente cesa de inmediato. Atendido su monto, este ítem remuneracional es de menor relevancia que el anterior.


Ahora bien, agrega el Ejecutivo, la mayor parte de las instituciones empleadoras incorporan en los contratos de trabajo, o aplican en los hechos, una cláusula conforme a la cual la primera de estas comisiones -la comisión o bono de afiliación- debe ser restituida total o parcialmente a la empresa en caso de que el cliente deje de pagar la prima del seguro o cobertura contratada, o bien deje de pertenecer a la institución por cualquier causa. Incluso se ha constatado por los servicios de fiscalización, que si el cliente incurre en la contingencia para la que contrató un seguro de vida -es decir, fallece-, y la compañía debe pagar el monto asegurado, el trabajador que vendió dicha póliza debe reintegrar los dineros de su comisión -que ya ha percibido e incorporado a su patrimonio- en forma total o proporcional al tiempo de permanencia del cliente.

Usualmente muchas compañías establecen un período de 24 meses para esta exacción de las remuneraciones, de forma tal que si, por ejemplo, el cliente deja de serlo a los 6 meses, el trabajador debe restituir las tres cuartas partes de la comisión recibida como remuneración.

Es decir, si un cliente cambia su situación económica y con el transcurso del tiempo deja de pagar la prima del seguro, o bien fallece, o bien cambia de compañía prestadora del servicio, el trabajador que vendió dicho intangible debe compartir el riesgo de la empresa y devolver a su empleador las sumas de dinero que legalmente ha percibido a título de remuneración.


En lo relativo a los anticipos condicionados, el Ejecutivo explica que, tal como en el caso anterior, ha sido posible constatar que en la ejecución de los contratos, en relación al pago de las remuneraciones de los trabajadores comisionistas -especialmente de seguros generales y de vida, además de los que laboran en instituciones de salud y previsionales-, se presenta una anomalía radicada en que el hecho generador de la remuneración variable, esto es, la vinculación contractual del cliente, no tiene como consecuencia directa el pago de la remuneración acordada en el contrato, sino que ella se difiere abusivamente en el tiempo 
-hasta en 24 meses-, a fin de hacer al trabajador partícipe del riesgo que asume la empresa en torno a la posterior deserción del cliente por cualquier causa que sobrevenga. En estos casos, la empresa no paga la comisión acordada sino que entrega un “anticipo de comisiones” el cual debe ser restituido en caso que el trabajador deje de pertenecer a ella.

Más aún, advierte el Ejecutivo, en una práctica alejada de toda consideración moral y ética, se ha constatado que junto a la celebración del contrato de trabajo, el empleador obliga al empleado a la suscripción de un pagaré o instrumento financiero similar, para asegurar la restitución de las comisiones a la empresa, en caso de que la relación laboral llegue a su fin por cualquier motivo.

Para ejemplificarlo, señala que si un trabajador tiene estipulada una comisión de 240 mil pesos por una vinculación de determinadas características y ésta efectivamente se realiza, la empresa no paga dicha comisión, sino que establece artificialmente que será devengada en 24 cuotas mensuales de diez mil pesos cada una; a cambio, le entrega un “anticipo de comisiones” correspondiente a los 240 mil pesos. Pero, si el trabajador, meses después de dicho evento, deja de pertenecer a la empresa por cualquier causa, ésta hace efectivo el pagaré en contra de su empleado por el saldo de cuotas que “anticipó” al trabajador al momento de producirse la afiliación del cliente. De esta forma, el trabajador comisionista que deja la empresa, sufre la carga del pagaré contra los haberes del propio finiquito, materializándose una amenaza directa de hacer efectivo el protesto y la ejecución del instrumento financiero, perjudicando severamente con ello las posibilidades reales del trabajador para obtener otro empleo.


A continuación, el Mensaje detalla los derechos que son afectados por las anomalías descritas. Éstas, precisa, atentan gravemente contra principios del derecho del trabajo y del derecho de propiedad del trabajador sobre las remuneraciones, que son el producto directo de las labores y acciones que ejecuta en favor de su empleador en un régimen de dependencia y subordinación.


Un principio básico en derecho del trabajo consiste en que el servicio prestado por el trabajador, debe ser compensado mediante una remuneración, con una periodicidad de no más de 30 días; así lo establece el artículo 55 del Código del Trabajo. También resulta básico el principio conforme al cual, efectuada la compra, venta u operación por la empresa empleadora, con la colaboración del trabajador comisionista, éste automáticamente devenga su remuneración,  ingresando esta última, o el derecho a ella, a su patrimonio. No existe causa jurídica para que el empleador establezca una suerte de embargo sobre dichos emolumentos ante la ocurrencia de contingencias futuras, como consecuencia de las cuales se pueda obligar al trabajador a devolver su remuneración.

Por consiguiente, añade, el Ejecutivo manifiesta su firme convicción de que esta práctica se encuentra reñida con las mínimas condiciones de un empleo decente en el que, a lo menos, debe pagarse la remuneración del trabajador que cumple con las funciones para las que fue contratado, no existiendo causa jurídica que habilite a extraer de su patrimonio los emolumentos ya devengados.

Finalmente, el Mensaje describe el contenido del proyecto de ley en informe. 

Al respecto, señala que la presente iniciativa legal apunta a perfeccionar el contenido del Capítulo VI, sobre Protección a las Remuneraciones, contemplado en el Código del Trabajo -mediante la incorporación de un artículo 54 bis nuevo y la modificación del artículo 55-, consagrando lo siguiente:


- Establecer la imposibilidad de extraer del patrimonio del trabajador las remuneraciones que éste ha percibido por causa del contrato de trabajo, debiendo tenerse por no escrita cualquier estipulación en contrario. 


- Asimismo, establecer la prohibición de condicionar la contratación de un trabajador o su permanencia en el empleo, a la suscripción de instrumentos financieros por parte del dependiente, en beneficio del empleador, para la caución de futuras obligaciones de aquél que tengan por causa directa o indirecta el contrato de trabajo.

- Disponer expresamente que la remuneración es una prestación a la que se encuentra obligado el empleador por causa del contrato de trabajo y que, en el caso de las remuneraciones variables en general y de las comisiones en particular, deben pagarse en su totalidad una vez ocurrido el hecho que les da origen y que forma parte de las obligaciones del trabajador, no pudiéndose fraccionar en cuotas, ya que el hecho fundante de dicha obligación del empleador, tampoco ha sido fraccionado.


Ello, además, es independiente del hecho de que la compañía, al arbitrio de sus políticas comerciales, otorgue facilidades de pago al cliente para que pague el valor de contrato o prima en forma mensual, trimestral, semestral o mensual, como ocurre ordinariamente.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó los principales lineamientos del mismo. 


Acompañó su exposición con un documento en power point, en el cual se ejemplifican las situaciones laborales que han servido de fundamento a la presente iniciativa legal. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En primer término, señaló que el objetivo del presente proyecto de ley es permitir que el trabajador adquiera la propiedad de su remuneración al perfeccionarse el acto para el cual fue contratado. Dicho objetivo, agregó, se vincula al concepto más global de trabajo decente, el cual se estructura y caracteriza por el respeto a ciertos condiciones mínimas de dignidad del trabajador, así como también por el estricto cumplimiento de la normativa legal y por la observancia de condiciones de higiene y seguridad aceptables. Dicho respeto a la dignidad del trabajador y el apego a la legalidad, importa la existencia de cierta claridad en la definición de los dos elementos esenciales que componen la relación laboral, esto es, de la prestación de los servicios y de la remuneración que se obtiene por la ejecución de tales servicios.


Respecto de la remuneración, acotó, resulta de todo sentido que la determinación de la misma permita que el trabajador conozca cabalmente qué monto recibirá a cambio de los servicios que presta, así como también que tenga claridad en cuanto al momento en que esa remuneración se incorporará a su patrimonio. En este aspecto, enfatizó, radica el punto central de este proyecto de ley, toda vez que se han detectado un conjunto de prácticas que atentan contra este principio básico, afectando a un sector laboral en el cual los trabajadores no tienen claridad alguna respecto a cuándo sus remuneraciones ingresan definitivamente a su patrimonio. Se trata, puntualizó, de los trabajadores cuyas remuneraciones se estructuran sobre la base de comisiones por venta de intangibles. El proyecto, entonces, se inscribe en un marco de protección de las remuneraciones y persigue dar certeza al trabajador comisionista en cuanto al momento y la forma en que percibirá su remuneración. 


Junto a ello, añadió, el proyecto da aplicación a un principio fundamental del derecho laboral, esto es, el “principio de ajenidad”, conforme al cual el trabajador presta sus servicios a cambio de una remuneración, sin participar del riesgo del negocio de la empresa empleadora. Ello permite diferenciar el contrato de trabajo de otras convenciones, tales como el contrato de sociedad. Es el empleador quien, en uso de sus facultades, organiza el empleo y asume los riesgos que le son propios.


Enseguida, el representante del Ejecutivo presentó dos ejemplos para ilustrar las situaciones laborales que motivan esta iniciativa legal y sus consecuencias.


El primer ejemplo, precisó, corresponde al caso de un trabajador que gana una comisión por la venta de un seguro, sin embargo, el empleador determina unilateralmente que ésta será devengada en 24 meses más, sin perjuicio de que se efectúen anticipos al trabajador sobre esa remuneración. En los hechos, apuntó, se trata de un préstamo condicionado. 


Colocando el caso en cifras, podría tratarse de un seguro de vida, con rescate, donde el capital asegurado es de UF 1.500, considerando un valor aproximado de la UF en $ 19.877. La prima anual es de UF 26,22, contemplando como facilidad de pago una prima de UF 2,36 mensuales. La comisión es del 40%, esto es, $208.469. La ganancia neta del empleador en 24 meses (prima anual menos comisión) es de $ 917.364 y la ganancia al mes 48 (prima mensual menos comisión), alcanza a $ 2.043.197.


Aclaró que, para los efectos del ejemplo, la ganancia neta no debe ser entendida en términos contables propiamente tales, sino sólo como sinónimo de recaudación, esto es, en términos genéricos, lo que paga el cliente menos la comisión del trabajador.


Ahora bien, si el afiliado deja de pagar al mes número 18, o fallece al mes 18, o un cheque de pago es protestado en ese mes, el trabajador debe devolver a la empresa $ 52.117, correspondientes al 25% de la comisión ganada hace un año y medio atrás. Ello, no obstante que, en la mayoría de los casos, las empresas cuentan con un servicio de atención al cliente y con oficinas de cobranza que sustraen de la esfera de atribuciones del vendedor la mantención del cliente.


La situación descrita, añadió, resulta especialmente grave, puesto que el trabajador fue contratado para vender seguros y no para efectuar las recaudaciones que arroja el negocio, las cuales se verifican por otros mecanismos. En consecuencia, se produjo el hecho jurídico -la venta- que el contrato de trabajo consigna para acceder a una comisión determinada, no obstante lo cual ésta no ingresa en forma definitiva al patrimonio del empleado, en virtud de una cláusula contractual que así lo impide, difiriéndola en el tiempo.


El segundo ejemplo, continuó, presenta a un trabajador que vende un plan de salud y su comisión se paga en un 10% al mes siguiente y en un 90% al cuarto mes de afiliado el cliente, pero quedando ésta condicionada hasta el mes número 12, en el que, según la ley, el afiliado puede cambiarse de Isapre.


Nuevamente graficando el caso en números, podría tratarse de la venta de un plan de Isapre para dos adultos y tres niños, a un costo mensual de UF 4,55. El ingreso de ese grupo familiar asciende a $ 800.000 mensuales.


La comisión media por venta equivale a un 137% de una mensualidad, esto es, $ 123.903, que se paga al cuarto mes. La ganancia neta del empleador al mes número 12, es de $ 961.381 y al mes 24, es de $ 2.046.665.


Sin embargo, si el empleador del afiliado al mes 8 declara y no paga la cotización, o se equivoca en el registro del rol único tributario del cliente y la cotización no se entera en el mes, o el afiliado pierde su empleo y le pagan su finiquito, el trabajador debe devolver a la empresa la suma de $ 30.975. Peor aún, si el afiliado al cuarto mes presenta licencia médica, el trabajador no recibe comisión alguna. 


A juicio del Ejecutivo, en los dos ejemplos planteados -ambos recogidos de la realidad-, existe una gran distancia entre lo que esta práctica significa y la certeza que debería tener el trabajador en la percepción de sus remuneraciones, especialmente cuando cumple el hecho jurídico para el cual fue contratado.


Este mecanismo, añadió, sólo se explicaría como una reducción de remuneraciones o, más bien, como la mantención de un control sobre los niveles de ventas que el trabajador puede alcanzar y, por lo tanto, sus niveles de beneficio.


No obstante, agregó, es importante recordar que este sistema tuvo su origen en la necesidad de controlar los fraudes laborales que se registraron en este sector de la industria, con motivo de la venta de intangibles -tales como seguros, afiliaciones a AFP o Isapres-, a personas conocidas del vendedor, quienes permanecían afiliados a la respectiva empresa sólo el tiempo necesario para que el trabajador recibiera la comisión por la venta, pero que luego se desafiliaban en cuanto les era posible. Tras ello, el trabajador recibía la comisión a pesar de que la empresa perdía al cliente.


Sin duda, acotó, se trata de una situación preocupante, sin embargo, no justifica la adopción de una práctica de descuento en las remuneraciones, la cual resulta desproporcionada respecto de lo que se pretende evitar, sobre todo si el trabajador ha cumplido la función para la cual fue contratado.


Además, apuntó, en la actualidad existen una serie de mecanismos de resguardo que permiten, por otras vías, impedir que estas situaciones fraudulentas se produzcan, tales como las auditorías de carteras de clientes -las que se practican a lo menos trimestralmente-, o la contratación de una determinada cartera de clientes o la aplicación de sofisticados procedimientos de selección de personal. 


En consecuencia, concluyó, los fundamentos expuestos justifican la correspondiente modificación legal a fin de corregir una práctica irregular y alejada de los principios básicos que inspiran el derecho laboral.


Finalmente, el señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que el Ejecutivo comprende que se trata de un proyecto complejo, toda vez que afecta directamente la estructura de remuneraciones de un importante sector de la industria, que abarca el área de las Administradoras de Fondos de Pensiones, las Isapres, las Compañías de Seguros, los servicios de televisión por cable, entre otras empresas. Asimismo, agregó, se trata de una iniciativa perfectible, donde es importante revisar aspectos tales como la modalidad de entrada en vigencia de la ley y la extensión de las normas en estudio, toda vez que a la época en que la nueva regulación adquiera vigencia habrá contratos de trabajo y sistemas remuneratorios por comisiones en plena ejecución y, por tanto, será necesario definir un mecanismo para su aplicación paulatina a fin de no generar un entorpecimiento en el regular desarrollo de las relaciones laborales. Sin embargo, enfatizó, es importante legislar en esta materia por cuanto el vacío legal que hoy existe a este respecto y que facilita las prácticas descritas, no puede continuar. Esa tarea, enfatizó, es imperiosa, a pesar de las eventuales dificultades que involucre la implementación del nuevo sistema.


A continuación, los miembros de la Comisión formularon sus observaciones y consultas sobre la materia.


El Honorable Senador señor Allamand preguntó por cuánto tiempo, en la práctica, las comisiones, aun cuando hayan sido pagadas, permanecen condicionadas sin ingresar definitivamente al patrimonio del trabajador.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social respondió que ese período de latencia, por lo regular, se extiende por 12 meses tratándose de las Isapres, toda vez que a partir del mes 12 el afiliado está facultado por ley para cambiar de institución de salud previsional. En el caso de las compañías de seguro, en tanto, dicho período se extiende, en general, por 24 meses.


Explicó que el pago durante ese período se efectúa como anticipo porque, de acuerdo al contrato de trabajo, las comisiones se devengarán recién 12 ó 24 meses después de realizada la venta, época en la cual el trabajador las ingresará definitivamente a su patrimonio. Entre tanto, el empleador paga los montos correspondientes a esas comisiones, pero a modo de anticipo, de tal forma que, ante cualquier circunstancia que impida la recaudación derivada de esa venta, el trabajador deberá restituir lo percibido con antelación. Es por ello que, en los hechos, este pago corresponde a un verdadero préstamo condicionado.


Agregó que, un efecto más grave aún se produce en aquellos casos en que el trabajador es despedido y se le descuentan de su propio finiquito todas las comisiones motivadas en ventas que todavía no están consolidadas, por un lapso de 24 meses. Ello porque esos montos, si bien el trabajador los ha percibido, aún no ingresan a su patrimonio, ya que sólo los devengará 24 meses después de verificada la venta y, para cuando llegue ese momento, el trabajador -despedido-, ya no pertenecerá a la empresa. Por consiguiente, se le descuentan del finiquito las sumas proporcionales que hubiese recibido a título de anticipo.


El Honorable Senador señor Allamand apuntó que un efecto que podría generar esta normativa es que se altere la estructura de las remuneraciones del sector y, así por ejemplo, se rebajen las comisiones y se establezcan premios por permanencia.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que el proyecto contempla precisamente la posibilidad de pactar premios por permanencia. El problema que existe en la actualidad, agregó, es que hay una confusión total entre lo que son las comisiones por ventas y los premios por permanencia. De ahí, entonces, que el proyecto aclara y distingue entre ambos conceptos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que el proyecto de ley en informe sería una tercera iniciativa legal que se estudia en el ámbito de la protección de las remuneraciones. En efecto, precisó, junto a ella, está el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo impidiendo descuentos indebidos en las remuneraciones (Boletín Nº 4.663-13), el cual se encuentra actualmente en la Sala del Senado para su análisis. Asimismo, mencionó el proyecto de ley, de su autoría, que modifica el Código del Trabajo con el fin de sancionar pecuniariamente al empleador que efectúa descuentos ilegales a sus trabajadores (Boletín Nº 5.250-13), el cual se encuentra radicado en esta Comisión para su estudio. Todas estas iniciativas de ley, subrayó, se orientan en un mismo sentido, esto es, el resguardo de las remuneraciones. De ahí entonces, apuntó, habría sido pertinente generar un debate integral, en el que se revisaran los diversos aspectos que son relevantes en esta materia, en lugar de hacer una revisión parcelada y por separado de cada uno de ellos. 


En otro orden de ideas, se manifestó de acuerdo con la iniciativa legal en estudio, a pesar de los peligros que implique su aplicación, como por ejemplo, la posibilidad de que se reduzca el monto de las comisiones. No obstante ello, agregó, la situación actual no puede continuar, toda vez que es un absurdo que el trabajador tenga que asumir el riesgo de un negocio que no le es propio y, más aún, por hechos que son independientes de su gestión, tales como la cesantía o la muerte del cliente. Añadió que, si bien es innegable la importancia de evitar el fraude por ventas transitorias de intangibles a personas cercanas que se adscriben a los productos ofrecidos con el solo fin de generar la comisión, pero que luego se desafilian de la empresa, no es menos cierto que para tal efecto se han adoptado diversos resguardos que han permitido reducir la ocurrencia de tales fraudes, como por ejemplo, sancionar al afiliado que reiteradamente cambia de Isapre o de AFP. De este modo, puntualizó, no parece razonable que se sigan efectuando estas prácticas de descuento en las remuneraciones, haciendo de cargo del trabajador las contingencias propias del negocio del empleador.

El Honorable Senador señor Pérez Varela consultó si la devolución de comisiones pagadas vía anticipo, es una práctica que se aplica igualmente tanto para el caso del señalado fraude en la venta de intangibles, como en aquellos en que el afiliado o cliente queda cesante o muere. Lo anterior, añadió, reviste especial importancia toda vez que si bien es necesario sancionar las conductas indebidas, no puede recibir el mismo tratamiento una circunstancia que es totalmente ajena al desempeño del trabajador, como es la cesantía o la muerte del cliente.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que durante la tramitación de este proyecto de ley en la Cámara de Diputados fue mencionado el hecho de que también en el caso de la muerte del afiliado se producía la devolución de las comisiones, sin embargo, esa situación no logró quedar del todo establecida, como sí ocurrió con otras circunstancias como por ejemplo que, tras la adscripción a sistemas de ahorro previsional voluntario (APV), si la persona se acoge a jubilación, al vendedor se le descuenta la comisión respectiva. Lo mismo acontece en el caso de la cesantía del afiliado, porque ella significa, a la postre, que la cuota o la prima, no es recaudada por la empresa. Más aún, si se produce una equivocación en el ingreso del RUT del afiliado y la mensualidad no se cursa, o el empleador de éste declara y no paga la cotización -mecanismo permitido por la ley-, el vendedor también pierde la comisión recibida en calidad de anticipo y debe, por tanto, restituirla. Esto revela que ante cualquier circunstancia, incluso ajena a la voluntad o al desempeño del trabajador, éste responde con su remuneración, asumiendo, en definitiva, parte del riesgo del negocio. Es decir, efectivamente todas las situaciones están recibiendo el mismo tratamiento.


El Honorable Senador señor Pérez Varela subrayó la importancia de establecer una diferenciación entre las distintas circunstancias que impiden la recaudación por parte de la empresa, porque, insistió, no es lo mismo que ello se produzca por un hecho ajeno al trabajador -como es la cesantía o la muerte del afiliado-, a que se origine en una conducta positiva del trabajador, quien efectúa una venta para el sólo efecto de generar la comisión, desvinculándose el supuesto nuevo cliente en cuanto le sea posible. En consecuencia, sería necesario contemplar una distinción al efecto, que permita dar una solución diferente según si media la responsabilidad del trabajador en los hechos o si éstos le son completamente inoponibles.


El Honorable Senador señor Allamand consultó qué sucede cuando la empresa descubre que las ventas se han efectuado fraudulentamente, con el único fin de motivar la comisión, sin que el cliente posteriormente permanezca en calidad de tal.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social respondió que en tales casos se da lugar a la práctica en referencia, esto es, se descuenta de la remuneración del trabajador la comisión respectiva, aun cuando ésta haya sido pagada a modo de anticipo con muchos meses de antelación. Insistió en que se trata de un anticipo porque, de acuerdo a lo estipulado en el contrato de trabajo, el empleador entera la comisión, pero sólo en carácter de préstamo condicionado, ya que si se produce cualquier circunstancia que impida la recaudación por parte de la empresa, el trabajador debe restituir dicha comisión proporcionalmente, para lo cual se le descuenta de su liquidación de remuneraciones. Reiteró que la comisión sólo la devengará el trabajador 12 ó 24 meses después de efectuada la venta, pudiendo recién entonces ingresarla a su patrimonio.


Agregó que, junto con aplicar la referida medida, normalmente, tras detectar estas irregularidades en las ventas, la empresa despide al trabajador. A este respecto, las auditorías de carteras de clientes cumplen un importante rol, toda vez que son la herramienta que las empresas han utilizado para resguardarse de estos fraudes laborales, de modo que, si revisada la clientela de un trabajador resulta que un importante porcentaje de ésta no alcanzó una cierta permanencia mínima en la empresa, el trabajador es despedido y de su propio finiquito se descuentan las comisiones correspondientes.


También puede darse que, según la gravedad que revistan los hechos, el trabajador pierda su inscripción en el registro de vendedores que lleva la Superintendencia de Pensiones, el cual existe desde el año 1998 y es actualizado periódicamente.


El Honorable Senador señor Pérez Varela insistió en la importancia de distinguir entre las distintas causales que motivan la falta de recaudación y, a partir de ellas, definir las consecuencias o sanciones correlativas.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que dichas causales pueden ser múltiples, y añadió que la diferenciación también debe darse en forma clara entre las comisiones por venta y los premios por permanencia.


En la sesión siguiente, la Comisión escuchó a los representantes de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones, del Colegio de Corredores de Seguros de Chile y de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., quienes expusieron sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer término, intervino la señora asesora legal de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, quien se refirió a la opinión de dicha entidad en torno a la presente iniciativa legal y a las propuestas que formula para su perfeccionamiento. 


Acompañó su exposición con dos documentos en los cuales se detallan tales opiniones y propuestas. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Sobre la materia, señaló que el proyecto de ley en informe se inspira en una idea que parece de toda justicia, en la medida que procura el resguardo de las remuneraciones a que tiene derecho el trabajador.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la normativa propuesta se orienta hacia un sector muy acotado de la fuerza laboral de nuestro país, toda vez que está referido a quienes prestan servicios en la venta de productos intangibles, como ocurre en las compañías aseguradoras, las instituciones de salud previsional o en las administradoras de fondos de pensiones, entre otras empresas del área. No obstante lo anterior, advirtió, el texto legal, en su actual redacción, considera una norma de carácter general aplicable a todos los sectores de la economía nacional. 


Lo anterior, agregó, se traduce en una problemática no menor por cuanto la venta de intangibles no responde a las mismas características que la venta de mercaderías. En efecto, acotó, en el área del comercio, por lo general, las remuneraciones se estructuran sobre un sueldo base más una remuneración variable que corresponde a un porcentaje del monto de las ventas efectuadas, calculándose en forma mensual, con una fecha límite de corte preestablecida. Sin embargo, puede ocurrir que, con posterioridad a esa fecha algunas ventas se reviertan, siendo necesario rebajar las comisiones en la parte pertinente.


Ahora bien, añadió, si se trata además de la venta de bienes, el artículo 3º bis de la ley Nº 19.496 -que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores-, contempla la facultad del consumidor para poner término al contrato en el plazo de 10 días desde la recepción del producto, tras lo cual el proveedor está obligado a devolver las sumas abonadas. En esta hipótesis, resulta que la venta en definitiva no ha prosperado y, por tanto, debe existir un mecanismo que permita salvar el problema derivado de una comisión que, en verdad, no corresponde pagar porque la transacción no se ha verificado. En efecto, en este caso estamos frente al propietario de un establecimiento de comercio que legalmente está obligado a recibir de regreso un producto devuelto por el consumidor, so pena de ser sancionado si no acepta la devolución y, además, pesa sobre él la obligación de pagar una comisión por una venta que no produjo efecto alguno. Recordó que la comisión es una modalidad de remuneración variable que está íntimamente vinculada al rendimiento, esto es, atiende al resultado del trabajo que se efectúe.


Asimismo, se vislumbra un problema adicional al anterior toda vez que si se da lugar al pago de comisiones por un rendimiento que, finalmente, no fue tal, podría generarse un incentivo a las operaciones fraudulentas o ficticias, esto es, aquellas que se realizan con el solo objeto de motivar una comisión, pero que, a la postre, no están respaldadas por una venta efectiva. Así ha sucedido, por ejemplo, en los Departamentos de Novios de algunas multitiendas comerciales, en los cuales se registró un significativo número de personas inscritas sin que efectivamente se tratara de matrimonios próximos a celebrarse.


En consecuencia, puntualizó, la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile propone incorporar en el texto del artículo 54 bis que contempla el proyecto de ley, una mención que exceptúe de esta nueva normativa aquellos descuentos que se originen en devoluciones que deba hacer el empleador en virtud de lo dispuesto en el artículo 3º bis de la ley Nº 19.496.


Por otra parte, en relación a los artículos transitorios que la iniciativa legal considera, señaló que éstos no sólo contemplan la retroactividad de esta ley laboral, sino que además vulnerarían lo establecido en el artículo 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes por cuanto, si bien conforme a dicha norma en todo contrato se entienden incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración -de modo que se rigen por éstas-, acá, en cambio, se alteraría la normativa aplicable a los contratos de trabajo válidamente celebrados bajo el imperio de una regulación legal distinta.


Ahora bien, añadió, en el evento que se legisle sobre esta materia en el sentido propuesto por el proyecto, la Cámara Nacional de Comercio estima que el plazo que se contempla para la adecuación de los contratos es muy breve, sobre todo si se considera que la nueva normativa significará una modificación sustancial en la estructura de remuneraciones del sector.


Enseguida, expuso el señor asesor jurídico de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones, quien acompañó su intervención con dos documentos, uno, en el que detalla in extenso la opinión de esa entidad respecto del proyecto de ley en informe, y el otro, que contiene una tabla de causales de nulidad de órdenes de traspaso irrevocables. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer lugar, expresó que el artículo 54 bis que se introduce al Código del Trabajo, declara que las remuneraciones se incorporan al patrimonio del trabajador, teniéndose por no escrita cualquier cláusula que implique su devolución, reintegro o compensación por parte de este último, con motivo de hechos posteriores a la oportunidad en que la remuneración se devengó.


Esa proposición, agregó, parte del supuesto de que toda remuneración se devenga en el momento en que tiene lugar el hecho que le da origen, con lo cual se excluyen los casos en que las remuneraciones provienen de complejos procesos de venta, en los que el resultado de la misma se conoce con certeza en un tiempo posterior a uno de los tantos actos que conforman dicho proceso de venta. Tal es la situación, apuntó, de los traspasos de afiliados de una AFP a otra, en los cuales la comisión que se devenga es una especie de anticipo a cuenta de una operación que está en pleno curso y que, finalmente, puede o no materializarse, dependiendo de causas de índole reglamentario determinadas previamente por la autoridad. Se trata, pues, de actos complejos que requieren de procesos validatorios conforme a la normativa especial que los regula. 


Al respecto, hizo presente que la Superintendencia de Pensiones mediante sendas Circulares ha establecido diversas causales por las cuales la afiliación de una persona a una AFP puede no llegar a materializarse. En efecto, las Circulares Nos 1.317 y 1.330 de dicha Superintendencia, contienen un verdadero catálogo de causales de nulidad de órdenes de traspaso irrevocables, entre las cuales están las inconsistencias en los indicadores, el trabajador mal identificado, el dígito verificador erróneo, el trabajador fallecido o las cuentas embargadas. Muchas de dichas causales, entonces, dicen relación con el trabajo que desempeña el vendedor comisionista, quien, por ejemplo, debe cerciorarse en torno a los datos del cliente al momento de producirse la afiliación.


En un segundo orden de ideas, indicó que otro punto relevante en la materia es la posibilidad que contempla el proyecto de pactar premios o bonos por hechos futuros, como son la permanencia de un cliente o la puntualidad del mismo en sus pagos. Tras ello, la reflexión correlativa es por qué no pueden existir comisiones que se pacten por la permanencia del cliente o por su puntualidad en pagar, tal como acontece con los premios o bonos que se acuerdan por tales conceptos. Ello sería una manifestación de la autonomía de la voluntad, la que no puede estar ausente en materia contractual.


Asimismo, agregó, sería conveniente incorporar al texto del artículo 54 bis en comento, el concepto de “incentivos”, toda vez que se trata de una noción habitualmente utilizada en materia laboral, particularmente en los contratos de trabajo, y cuyo significado es similar al de “premio”. De esta forma, subrayó, podrían evitarse eventuales dudas interpretativas derivadas de no haber sido considerado dicho concepto en forma explícita en la ley.


Una tercera consideración, añadió, dice relación con la prohibición de condicionar la contratación del trabajador a la suscripción de instrumentos representativos de obligaciones -tales como pagarés o letras de cambio-, en resguardo de los anticipos efectuados en razón de remuneraciones próximas a devengarse. Sobre el particular, expresó que no se advierte razón alguna para instaurar dicha prohibición, toda vez que tales instrumentos tienen por finalidad procurar la restitución de dineros que, en definitiva, no corresponden al trabajador. Ello deriva, acotó, de la equivocada concepción que se tiene sobre los anticipos.


En cuarto lugar, hizo mención a la modificación que se introduce al artículo 55 del Código del Trabajo, en cuanto a establecer que las comisiones deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período en que se efectuaron las operaciones que les dieron origen. 


Esta norma, apuntó, prescinde de las características de la venta de intangibles, la cual consiste -como se ha dicho- en un conjunto de operaciones que conforman un proceso complejo que se desarrolla con el transcurso del tiempo, tras el cual, por razones de diversa índole, el negocio principal -al cual accede la comisión-, puede quedar sujeto a una condición, a un plazo, e incluso, puede no llegar a concretarse. No se trata, pues, de un acto único de efectos inmediatos, sino que, muy por el contrario, consiste en un cúmulo de etapas que es necesario cumplir antes de consolidar la venta.


Añadió que, hasta ahora, la legislación laboral ha permitido que el empleador fraccione el pago de las comisiones, generalmente en cuotas mensuales. No existe norma legal alguna que impida remunerar servicios mediante comisiones que se devengan durante el tiempo en que dichos servicios se prestan, o de acuerdo a los resultados que se obtengan. En la venta de intangibles, el trabajador es remunerado por el servicio y no por el solo acto de la venta. En el caso de las Administradoras de Fondos de Pensiones, el vendedor es retribuido en base a las nuevas afiliaciones, las que requieren de un tiempo de permanencia para el devengo completo de la comisión respectiva. Ello porque, si bien el trabajador realizó la acción de vender, dicha operación es incompleta en tanto no se cumplan las restantes etapas del proceso, hasta el instante en que la venta se materializa en forma real de conformidad a los parámetros de la empresa y a las normas administrativas impartidas por la autoridad respectiva. Sólo entonces, el trabajador devenga la comisión en su totalidad.


Sin perjuicio de lo anterior, si el legislador mantiene la premisa antes señalada, sería aconsejable no llegar al extremo de prohibir la posibilidad de fraccionar el pago de estas remuneraciones variables del trabajador y, en su lugar, limitar el período dentro del cual será factible dividir dicho pago, por ejemplo, fijando un plazo máximo de cuatro o seis meses al efecto. 


En dicho sentido, acotó, la entidad a la que representa ofrece una propuesta de redacción para precisar desde cuándo se devenga la comisión en el caso de las operaciones reguladas por la autoridad, como es el caso de las afiliaciones y traspasos a las AFP, propuesta cuyo texto sería el siguiente, para agregarlo al párrafo que se incorpora al inciso primero del artículo 55 del Código del Trabajo:


“Con todo, tratándose de operaciones reguladas por la autoridad, las comisiones a que ellas den lugar, se devengarán una vez que tales operaciones se encuentren perfeccionadas conforme a la normativa aplicable.”.


Finalmente, en relación a los artículos transitorios, el señor asesor jurídico de la Asociación Gremial de Administradoras de Pensiones sostuvo que, de conformidad a la primera de tales disposiciones, los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de esta nueva ley, deberán ajustar sus estipulaciones a la misma a contar del día primero del mes subsiguiente al de su entrada en vigencia, sin que ello implique una disminución en las remuneraciones del trabajador. 


Esta disposición, enfatizó, sería la norma más grave que contiene el proyecto en estudio, por cuanto no respeta la ley del contrato, generando una regulación que afecta a contratos válidamente celebrados con anterioridad y que se encuentran en plena ejecución. Es decir, se produce un efecto retroactivo en virtud del cual los contratos vigentes deberán ser modificados, alterando los términos en que libremente fueron pactados por las partes al amparo de la legislación vigente a la época de su celebración.


En razón de lo anterior, puntualizó, parece necesario establecer en un artículo transitorio que los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, se mantendrán inalterados, en su texto, en su concepto y en sus alcances, rigiendo esta nueva normativa sólo hacia lo futuro, evitando así el efecto retroactivo de la misma.


A continuación, intervino el señor Gerente General del Colegio de Corredores de Seguros de Chile, quien expuso la opinión de dicha entidad en torno al proyecto de ley. Acompañó su intervención con un documento en el cual se consigna la señalada opinión. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer lugar, destacó la importancia de la iniciativa legal para los trabajadores que se desempeñan en el ámbito de la venta de intangibles. Agregó que se trata de un proyecto de ley acertado en la línea de la protección de las remuneraciones, el mejoramiento de los estándares laborales y el empleo decente. 


Enseguida, explicó que, actualmente, la intermediación de los seguros -generales y de vida- se realiza de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda. Los canales para dicha intermediación son los corredores de seguros y los agentes de venta de seguros. En el caso de los seguros previsionales, que dan lugar a la renta vitalicia como modalidad de pensión, rigen las normas de la ley Nº 20.255, contenidas en el Título referido a la Asesoría Previsional.


Ahora bien, acotó, en lo que respecta a este proyecto de ley, sus efectos alcanzan principalmente a los agentes de venta de seguros, toda vez que éstos son los que tienen una relación laboral con la compañía aseguradora para la cual se desempeñan. Ellos sostienen un vínculo de subordinación y dependencia que está normado por el Código del Trabajo. El corredor de seguros, en tanto, es un auxiliar de comercio que es independiente, cuya relación con la compañía se materializa como una prestación de servicios a honorarios en virtud de su inscripción como tal en el registro de corredores que mantiene la Superintendencia de Valores y Seguros y que los habilita para operar con todo el mercado asegurador.


En todo caso, advirtió, si bien los agentes de venta de seguros son los destinatarios naturales de esta iniciativa legal, los corredores de seguros de igual modo experimentan algunas de las situaciones que este proyecto de ley intenta corregir, como por ejemplo, la relativa a la devolución de comisiones o la suscripción de pagarés y otros instrumentos para el resguardo de tales devoluciones, con el consiguiente traspaso que ello implica del riesgo asociado a las respectivas operaciones comerciales. Sin embargo, añadió, no resulta claro si la intención del legislador es extender los efectos de esta ley también a la gestión que ejecutan estos trabajadores independientes.


Por otra parte, tras la entrada en vigencia de la nueva ley, es dable esperar que se produzcan dos efectos. Por un lado, que la figura del agente de venta de seguros -que hoy cuenta con un contrato de trabajo y con toda la protección laboral que ello significa-, derive en un agente libre, sin vínculo laboral alguno con la empresa aseguradora. Por la otra parte, existe la posibilidad de que se incentive la externalización de la fuerza de ventas y, de hecho, la tendencia actual de la industria aseguradora es a funcionar con empresas externas que prestan servicios de intermediación. En ambos casos, enfatizó, se generará una consecuencia no deseada, esto es, una mayor precariedad del empleo en el sector, con todas las repercusiones negativas que eso conlleva.


Enseguida, intervino el señor asesor legal de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G., quien se refirió a los diversos aspectos que comprende el proyecto de ley al tenor de las modificaciones que introduce al Código del Trabajo. 


Acompañó su intervención con un documento en el cual se detalla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Primeramente, señaló que en el ámbito de la intermediación de seguros se desempeñan los agentes de seguros y los corredores de seguros. Los primeros, están vinculados a la compañía aseguradora mediante un contrato de trabajo, en tanto que, los segundos, son trabajadores independientes. En consecuencia, el proyecto de ley alcanza fundamentalmente a los agentes de seguros que son quienes se rigen por la normativa del Código laboral.


En segundo lugar, aclaró que la venta de intangibles, y particularmente la venta de seguros, es un proceso complejo, compuesto por un conjunto de etapas y no por un acto único en el que se acuerda y se perfecciona la venta, como sucede, por ejemplo, con la compraventa de bienes muebles. Es por ello que la industria aseguradora, a nivel mundial, opera sobre la base de planes estratégicos que apuntan no sólo a la venta del producto -en su sentido tradicional-, sino que valoran también tanto la persistencia del contratante de la póliza en el pago de sus primas, como la permanencia del cliente en la compañía. Lo anterior, toda vez que en este ámbito el éxito comercial no está dado sólo por la incorporación de un nuevo cliente, sino que también por otros hechos posteriores a la venta, como son la persistencia y la permanencia del mismo en la compañía, en los términos ya descritos.


En ese sentido, comparten la incorporación del inciso segundo del artículo 54 bis que se introduce al Código del Trabajo, en cuanto reconoce la existencia de tipos contractuales de remuneración distintos de los tipos legales contemplados en el artículo 42 de dicho Código, lo cual responde a los requerimientos de la práctica comercial actual. Entre esas nuevas formas contractuales de remuneración están los bonos o premios, los cuales se pactan con motivo de hechos futuros o posteriores a la venta misma y se devengan cuando se cumple o acaece el respectivo hecho futuro. La comisión, en tanto, deriva más bien de la venta propiamente tal.  


En ese mismo orden de ideas, señaló compartir la propuesta de incorporar al texto legal la expresión “incentivos”, toda vez que también responde a la noción de remuneración asociada a un hecho posterior a la incorporación del cliente.


Subrayó que estas precisiones en el proyecto de ley permitirían clarificar la distinción que debería haber entre las comisiones y los premios, bonos o incentivos, ya que se trata de términos que en la actualidad, a pesar de sus significaciones diversas, están confundidos y suelen mal emplearse al aplicarlos en forma indistinta.


Otro concepto que sería importante esclarecer, sería el de remuneraciones “devengadas”. Añadió que esta palabra no aparece definida, lo que podría dar lugar a sendas dudas interpretativas en cuanto al momento en que se devengan tales remuneraciones, sobre todo tratándose de la venta de intangibles, donde la sola transacción no es el único acto que habilita para generar las remuneraciones correlativas, ya que hay un conjunto de operaciones posteriores que determinan el éxito del negocio y que dan lugar a la retribución económica por la gestión del trabajador. No estamos frente a la venta pura y simple de un producto para el consumo. En el caso de las Administradoras de Fondos de Pensiones existe toda una reglamentación de la autoridad que regula el complejo proceso de afiliaciones y traspasos. Tratándose de la industria aseguradora, no basta con la sola propuesta ya que también hay un conjunto de normas legales que deben cumplirse para perfeccionar la operación. En todos estos casos, donde se desarrollan engorrosos procesos, es muy difícil precisar un momento exacto en el que se devenga la remuneración. Reiteró, entonces, la importancia de contemplar una definición legal al efecto y de no dejar entregada la determinación del concepto a la autoridad administrativa. 


En lo que respecta al condicionamiento de la contratación de trabajadores a la suscripción de instrumentos mercantiles, señaló que la Asociación a la que representa no se pronuncia sobre el tema por cuanto no forma parte de su experiencia.


Otro punto a considerar, prosiguió, es el grado de complejidad de la industria, el cual se manifiesta, por una parte, en los productos que ella ofrece, los que en el caso de las AFP es la afiliación misma, en tanto que para las compañías aseguradoras lo es la gran variedad de pólizas registradas ante la autoridad pública y que se pueden comercializar en Chile. 


Esa misma complejidad se refleja también en los contratos de trabajo que se celebran en este sector de la economía, en los cuales uno de los elementos más difíciles de configurar es el de la estructura remuneratoria, la que puede variar -incluso al interior de una misma compañía-, en función de una multiplicidad de factores, tales como el tipo de seguro de que se trate, o si es un solo producto o un conjunto de productos asociados, o si se trata de un cliente individual o de una cartera completa de clientes. También influye la antigüedad del trabajador en el instituto asegurador, así como la persistencia y permanencia de la clientela que tiene asignada. A mayor abundamiento, estos esquemas remuneracionales suelen contemplar ciertos ejercicios financieros, como por ejemplo, la anualización de la prima mensual contratada, para aplicar, sobre ese resultado, un porcentaje a partir del cual se determina la comisión del trabajador.


Todo este sistema especial explica el hecho de que los agentes de seguros, por lo general, tienen un nivel de remuneraciones que supera el promedio de sueldos que se percibe en el mercado laboral chileno. Asimismo, ilustra en torno a la dificultad que conlleva la modificación de estos contratos laborales, en orden a ajustarlos a la nueva normativa que regule esta materia. Ello será un trabajo no menor, tanto por su extensión como por su complejidad.


Lo anterior, agregó, nos lleva al análisis del artículo 1º transitorio, el cual contempla un efecto retroactivo de la ley. No parece tan clara la procedencia de dicha aplicación retroactiva, por cuanto las remuneraciones variables están pactadas conforme a la ley imperante a la época de celebración del contrato de trabajo y, en consecuencia, la nueva normativa sólo debería alcanzar a los nuevos contratos.


No obstante, si se diera lugar al efecto retroactivo de la ley, el plazo considerado para la adecuación de los contratos en ejecución resulta absolutamente irreal e imposible de cumplir, lo cual derivará, sin duda, en una situación traumática en el proceso de cambio. Dicho proceso involucra una acuciosa revisión de los contratos vigentes, tanto desde una perspectiva jurídica como financiera, a fin de evitar los incrementos artificiales de remuneraciones. También implica preparar la nueva redacción de tales contratos para reformular sus esquemas remuneracionales y, finalmente, incluye la tarea de explicar a los trabajadores el nuevo régimen que habrá de aplicárseles. Lo anterior, sin considerar la posibilidad de que los trabajadores no compartan el nuevo sistema de remuneraciones por estimar que la modificación no los favorece, sobre todo si se considera que durante el necesario período de ajuste es probable que reciban transitoriamente una remuneración menor, hasta alcanzar una adecuación completa y quedar percibiendo lo mismo que antes de la modificación. Asimismo, podrían surgir desacuerdos particularmente en los casos en que el trabajador haya percibido anticipadamente ingresos por hechos futuros, aún no acaecidos, y deba descontarse dichas sumas tras la entrada en vigencia de la ley. 


Por otra parte, es preocupante la poca claridad en el texto de las disposiciones transitorias, lo que dificulta la comprensión de su verdadero sentido y alcance. Así por ejemplo, precisó, mientras el artículo primero transitorio se refiere a los nuevos “parámetros de pago”, el artículo segundo hace mención a los “parámetros de plazo”, sin advertir la razón para el cambio en la terminología empleada. Tampoco se definen unos ni otros, lo que sin duda induce a la confusión, más aún cuando el concepto “parámetro” no parece corresponder al texto de la norma, toda vez que según la Real Academia de la Lengua Española, un parámetro es “un dato o factor que se toma como necesario para analizar o valorar una situación”, lo que no se condice con el sentido de la disposición. Por consiguiente, acotó, sería necesario revisar la redacción de estas normas a fin de esclarecer su sentido, evitando que posteriormente se legisle por la vía administrativa en aras de llenar un vacío legal.


Finalmente, señaló que el artículo 1º transitorio establece que el ajuste a que den lugar estas modificaciones no puede derivar en una remuneración inferior a la percibida por las mismas operaciones que le dieron origen. Sin embargo, advirtió, la norma no hace mención alguna a la contrapartida que debería contemplar dicha disposición, esto es, que las referidas modificaciones tampoco podrán significar, bajo ninguna circunstancia, un reajuste o un incremento de las remuneraciones, lo cual debería quedar consagrado en forma explícita en la ley.


Posteriormente, concluidas las intervenciones de las entidades invitadas a la sesión, los miembros de la Comisión efectuaron sus observaciones y consultas sobre la materia, en los términos que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor Allamand solicitó que se aclare la problemática que ha servido de fundamento a este proyecto de ley. Lo anterior porque, según se desprende de las exposiciones efectuadas tanto por el Ejecutivo como por los representantes del sector afectado, parece haber una cierta contradicción en esta materia, toda vez que, mientras lo que el Ejecutivo describe como una práctica abusiva por parte de los empleadores, las organizaciones del rubro lo señalan como la forma regular de operación de la industria, atendida las características que le son propias y la complejidad del negocio de que se trata. En consecuencia, acotó, sería necesario esclarecer el tema antes de resolver en torno al mismo.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, advirtió que, atendidas las inquietudes manifestadas en el transcurso de las exposiciones efectuadas, el Ejecutivo espera analizar nuevamente esta materia a fin de plantear las soluciones que resulten más acordes con la realidad de la industria en cuestión, sin perder de vista el objetivo central de reforzar la protección de las remuneraciones a que tiene derecho el trabajador en virtud del servicio que presta.


Sin perjuicio de ese nuevo análisis a la luz de los planteamientos que aquí se han formulado, explicó que, en términos generales, el objetivo central de este proyecto de ley es definir una línea divisoria -que hoy es muy difusa-, entre las obligaciones del trabajador de acuerdo a su contrato laboral y el riesgo del negocio del empleador. 


Explicó que en la venta de intangibles hay una tendencia natural a generar incentivos que permitan atraer buenos clientes, de calidad suficiente para sostener el negocio, sin embargo, en la práctica, ello ha dado lugar a una vulneración del principio de ajenidad, traspasando al trabajador el riesgo propio del empleador. Añadió que la permanencia de un cliente en una AFP, en una Isapre o en una compañía aseguradora depende de una multiplicidad de factores, muchos de los cuales están fuera de la esfera de control del vendedor y, por ende, escapan a su responsabilidad. No parece razonable, entonces, que el trabajador deba asumir las consecuencias derivadas de hechos de terceros. A mayor abundamiento, agregó, normalmente estas empresas mantienen servicios especializados de atención al cliente, y las metas de gestión imponen al trabajador la obligación de cumplir un determinado nivel de ventas, impidiéndoles que dediquen su esfuerzo a la posterior mantención de la clientela. Si bien es cierto que se trata de una actividad regulada por la autoridad, no es menos cierto que estas empresas cuando ingresan al mercado conocen cual es el negocio que han de desarrollar y cual es el riesgo que dicho negocio implica. Asimismo, conocen las obligaciones que empecen al vendedor en virtud de su contrato de trabajo y los límites de las mismas. 


La situaciones que han podido detectarse en la práctica, sin embargo, revelan que ese límite entre las obligaciones laborales y el riesgo del negocio no sólo no está claro, sino que es abiertamente transgredido. Un ejemplo paradigmático fue el caso de quien vendió un aporte previsional voluntario y, posteriormente, perdió su comisión porque el cliente hizo uso del producto que adquirió acogiéndose a jubilación. Como el señalado, existen muchos otros casos que demuestran las irregularidades que se verifican en este ámbito, llegando incluso al extremo, por ejemplo, de que el vendedor prefiera solventar por su propia cuenta una prima mensual impaga -y luego obtener el reembolso por parte del cliente-, en lugar de perder la comisión que tiene asignada por el pago oportuno de la prima.


Añadió que el trabajador presta sus servicios a cambio de una remuneración y un principio esencial del trabajo decente exige tener certeza en torno a esa remuneración. Si se pactan premios por permanencia, también deben entregarse las herramientas pertinentes para que el trabajador tenga cierto control sobre la mantención del cliente. Si ello escapa a su esfera de acción, porque los productos son caros o porque los que ofrece otra empresa son mejores o por tantas otras circunstancias que no dependen de su voluntad, mal puede hacérsele responsable del resultado ruinoso del negocio.


Asimismo, agregó, el Ejecutivo estima que esta nueva normativa no generará necesariamente, como se teme, una caída en las comisiones y un incremento de los premios o bonos por permanencia, toda vez que se trata de sistemas de incentivos que ya existen y operan en el mercado, y éste se ajustará autorregulando el nuevo sistema, como suele funcionar el mercado. Por consiguiente, nada impide avanzar en esta materia, dando un paso adelante en la impostergable regularización de una situación que está reñida con los principios básicos del derecho laboral. 


Finalmente, coincidió en la necesidad de revisar las disposiciones transitorias a fin de no producir un entorpecimiento en el regular desarrollo de las relaciones en curso, ni generar perturbaciones en el sector tras la entrada en vigencia de la ley. 


El señor asesor jurídico de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones señaló que, entre las causales de nulidad de los traspasos definidas por la autoridad, existen muchas que corresponden a la responsabilidad del trabajador quien, en el cumplimiento de sus funciones, debe, por ejemplo, verificar el número de RUT del afiliado o su domicilio, de suerte que si la operación no llega a materializarse por alguno de estos motivos, entonces no se hace acreedor de la respectiva comisión y, por tanto, no procede pagársela. En el caso que la haya recibido a título de anticipo, corresponde su devolución, porque no prosperó la gestión a su cargo, por un hecho imputable a él.


En cuanto al riesgo de la empresa a que se ha hecho mención, indicó que si bien la compañía conoce su negocio y los riesgos que éste involucra, no es menos cierto que el trabajador cuando es contratado también tiene conocimiento de las condiciones en las que prestará servicios, no es engañado ni ignora su situación laboral. Además, agregó, estamos en presencia de un mercado altamente regulado por la autoridad y, más aún, caracterizado por una fuerte competencia. A ello se suma la realidad del sector, que también es un factor importante en la definición de cómo opera este mercado, de manera que la legislación que se dicte a su respecto no puede desconocer esa realidad pues, de lo contrario, podría generarse una normativa imposible de cumplir. 


Añadió que, según lo que aquí se ha señalado, se han detectado abusos en esta materia de parte de algunos empleadores, no obstante, tampoco hay que olvidar que también se han producido casos a la inversa, donde son los trabajadores los que han incurrido en prácticas irregulares y, por ejemplo, han montado verdaderas maquinarias para afiliar y desafiliar personas con el único fin de generar las comisiones correlativas, situación que no podría ser obviada al legislar, ya que es la otra cara del problema que se quiere evitar.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si el hecho de que un cliente se adscriba a un plan de salud más costoso o adquiera un seguro de mayor valor, significa automáticamente un incremento de la comisión asignada al trabajador que captó a ese cliente.


En respuesta a su inquietud, el señor asesor legal de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G. señaló que ello depende de lo estipulado en el respectivo contrato de trabajo, pero la práctica revela que se suele dar lugar a un incremento de la comisión, sobre todo en el caso de los seguros de vida con ahorro, donde hay un componente de riesgo y otro de acumulación o reserva. El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en tanto, sostuvo que los estudios realizados indican que no se produce tal aumento remuneracional, ni por la adquisición de nuevos productos u otros de mayor valor, ni por la reincorporación de antiguos clientes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier manifestó su preocupación por esta práctica de devolución de comisiones que se aplica a los trabajadores. Indicó que la mitigación del riesgo del negocio forma parte de la relación que se genera entre la empresa y el cliente. De hecho, agregó, las empresas toman una serie de resguardos al efecto, los cuales se reflejan en los montos de las primas o cuotas que cobran a sus afiliados, cubriendo así, a lo menos en parte, los riesgos de fracaso del negocio. En consecuencia, no vislumbra la razón para que se traspase ese riesgo al trabajador y éste deba asumir la responsabilidad derivada del mismo. Si es un mal trabajador que no cumple bien sus funciones -y, por ejemplo, no verifica que los traspasos a su cargo estén completamente en regla-, habrá otras medidas que podrá adoptar el empleador para mejorar esa gestión, incluso podría recurrir finalmente al despido del trabajador que sostenidamente incumple su labor, pero, en ningún caso, puede hacerle cubrir con sus propias remuneraciones el resultado negativo de una operación.


Señaló coincidir con que la venta de intangibles no responde a la noción tradicional de la compraventa de bienes, sino que se trata de un proceso de alta complejidad. Asimismo, compartió la opinión de que los contratos de trabajo que se suscriben en este ámbito tampoco son documentos sencillos, sino que revisten una gran dificultad tanto jurídica como financiera. Sin embargo, advirtió, ni lo uno ni lo otro justifica que se haga responsable al trabajador por hechos de terceros que inciden en los resultados del negocio del empleador, lo cual, reiteró, forma parte de la relación empresa – cliente y no de la relación empleador – trabajador. Por ende, concluyó, se podrán buscar otros mecanismos para salvar ese riesgo empresarial, pero sin duda la práctica que hoy día se verifica no es la procedente al efecto y, por tanto, es necesario corregirla.


El señor asesor legal de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G. expresó que el problema también puede ser enfocado desde un punto de vista diverso y, en lugar de considerar que se traspasan al vendedor los riesgos del negocio, entender que se comparten los éxitos del mismo, de modo tal que, si el trabajador consigue un buen cliente para la compañía, ésta lo premiará por esa fructífera gestión. En ese sentido, agregó, este cambio de enfoque conlleva la necesidad de depurar el lenguaje empleado en esta materia, y así por ejemplo, sería preciso no referirse ya a las comisiones sino que a los premios o incentivos. 


En este sentido, agregó, se requiere el trabajo mancomunado de todo el sector involucrado a fin de generar los cambios que sean pertinentes al efecto. Destacó que, en todo caso, los contratos en actual ejecución fueron válidamente convenidos al amparo de la legislación vigente a la época de su celebración.


Por último, sostuvo que las modificaciones que se introduzcan en la ley, si bien no pueden perjudicar al trabajador, tampoco pueden significar un beneficio que exceda los límites del objetivo de fortalecer la protección de las remuneraciones que pretende lograr.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que las ventas fraudulentas son repudiadas por todos, toda vez que no sólo perjudican a la empresa respectiva sino que también afectan a los propios consumidores quienes, finalmente, asumen el mayor costo derivado de esas operaciones ficticias o simuladas. No obstante, al parecer, las herramientas que hoy día existen para combatir estas irregularidades no resultan suficientes al efecto, lo que ha conducido, a su vez, a otra práctica irregular e injusta que repercute en las remuneraciones de los trabajadores. Planteó, entonces, su inquietud en torno a la necesidad de buscar nuevos mecanismos que permitan enfrentar este tipo de situaciones, de manera eficiente, evitando este traspaso de riesgos a quien no es responsable de los mismos.


El Honorable Senador señor Allamand consultó si estas ventas fraudulentas son habituales en el mercado o si, por el contrario, se trata de una práctica infrecuente o circunscrita sólo a algunos casos.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social respondió que, tras los estudios realizados, pudieron ser detectadas una serie de anomalías, siendo unas el motivo que originó las otras. Es decir, explicó, el sistema de remuneraciones se hizo más complejo en la medida que fueron surgieron diversos mecanismos de abuso. Así, por ejemplo, el vendedor afiliaba a una entidad previsional o de salud previsional a todos sus conocidos, quienes luego se desafiliaban de la misma, pero cuya transitoria incorporación era suficiente para generar la comisión correlativa. Ante ello, las empresas optaron por diferir la época en que se devengan las comisiones hasta tanto el negocio no se materializara por completo, pagando entretanto un anticipo que, de no prosperar la operación, debe ser devuelto por el trabajador.


Sin embargo, agregó, también han surgido otros mecanismos de resguardo por parte de las empresas, como por ejemplo, las auditorías trimestrales de carteras de clientes, el empleo de rigurosos sistemas de selección de personal o la aplicación de complejos procesos de inducción de los trabajadores que ingresan a prestar sus servicios a la compañía. Es decir, también se han generado herramientas que han permitido ir superando los abusos cometidos, lo cual reafirma la improcedencia de la solución que hace responsable al trabajador con su remuneración.


El señor asesor jurídico de la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones expresó que, sin perjuicio de los datos estadísticos, es dable señalar que hace seis o siete años atrás operaban 23.000 vendedores de AFP en el mercado, en cambio en la actualidad sólo existen 2.000, con lo cual se han reducido también las posibilidades de fraude, las que, no obstante, todavía persisten.


El problema mayor a este respecto, advirtió, es cómo detectar las situaciones fraudulentas. Es muy difícil pesquisar a tiempo las ventas ficticias o simuladas, ya que sólo unos cuantos meses después de celebrados los respectivos contratos, es posible conocer si se trata de operaciones reales, sustentadas en una afiliación o un traspaso efectivo. Asimismo, la fuente para la creación de mecanismos al efecto es inagotable, porque siempre van surgiendo nuevas formas de burlar el sistema, con el fin de incrementar las remuneraciones vía comisiones por venta. 


El señor Gerente General del Colegio de Corredores de Seguros de Chile hizo presente que en este campo ha habido un cambio cultural no menor, que ha convertido a los departamentos de personal de las empresas en elementos claves para hacer frente a la inseguridad que provoca la fuerte competencia que impera en el mercado de la industria aseguradora, el cual es cada vez más concentrado, transformando la libre competencia en una lucha sin tregua y, para muchos, incluso, en algo casi imposible de sobrellevar frente a las grandes compañías y a sus ofertas imposibles de superar. 


Tras esta materia, enfatizó, hay un tema cultural, educacional y de profesionalismo, pues donde se ha recurrido a la capacitación de los trabajadores, los resultados han sido exitosos. La posibilidad de fraude siempre existe, a pesar de que la industria opera mayoritariamente sobre la base de la buena fe, con relaciones contractuales bien sostenidas con los clientes y con una gestión del trabajador que cuenta con el respaldo de la empresa a la que pertenece. No obstante, el escenario en que se desenvuelve esta actividad es complejo y la competencia es difícil de enfrentar.


El señor Gerente General de la Asociación de Aseguradores de Chile A.G. manifestó que dicha entidad comparte el espíritu del proyecto de ley en estudio, en el sentido de generar una clara distinción entre las obligaciones laborales del trabajador y el riesgo del negocio que cabe al empleador.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que, tal como se ha expresado con anterioridad, la remuneración que perciben los trabajadores de esta área de la industria superan el promedio de sueldos que impera en el mercado laboral chileno en general. Ello, sobre la base de contratos de trabajo que han sido válidamente celebrados, con estricto apego a las normas legales correspondientes. 


Sin embargo, advirtió, si para evitar situaciones irregulares se introducirán algunas modificaciones en la normativa legal, la preocupación del sector empresarial gira en torno al período de transición durante el cual deberán ajustarse los contratos de trabajos en actual ejecución. Es muy importante, subrayó, tener presente que dicha adecuación es un proceso complejo y extenso, el cual, en los términos del proyecto, será muy difícil de cumplir dentro de los márgenes considerados al efecto y generará, sin duda, una tensión laboral absolutamente innecesaria.


El Honorable Senador señor Pérez Varela apuntó que el problema de la etapa de transición no sólo dice relación con el lapso de tiempo que se otorgue para realizar las adecuaciones contractuales correspondientes, sino que también involucra una cuestión sustantiva en la medida que el ajuste significa una verdadera reorganización de las estructuras remuneracionales de las empresas, reestructuración que, además, no puede devenir en una alteración del nivel de ingresos percibido por el trabajador. Es decir, la complejidad que hay que tener a la vista a este respecto, es tanto de forma -el plazo-, como de fondo -la nueva conformación de las remuneraciones-.


En la sesión siguiente, la Comisión escuchó a los representantes de la Asociación de Isapres de Chile A.G. y de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, quienes expusieron sus comentarios en torno al proyecto de ley en estudio.


En primer término, intervino el señor Director Ejecutivo de la Asociación de Isapres de Chile A.G., explicando las observaciones de dicha entidad respecto de la iniciativa legal en informe, las cuales estuvieron referidas materias tales como, el no pago de comisión en el caso de las ventas defectuosas, los incentivos, premios y bonos, la posibilidad de fraccionar el pago de comisiones dentro de un determinado plazo y la vigencia de la ley.


Acompañó su exposición con un documento en el cual se detallan las referidas observaciones. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Como cuestión previa, se refirió a la venta de planes de salud, atendidas las particularidades que estas operaciones revisten y que inciden en la estructura de remuneraciones que se aplica a los trabajadores. Al respecto, señaló que es necesario aclarar que no es lo mismo la venta de un bien mueble que la venta de un intangible -como es un plan de salud-, cuyos efectos no son inmediatos, sino que se producen algunos meses después de suscrito el contrato, época en la cual el afiliado recién comienza a recibir los beneficios correspondientes. Esto es porque hay todo un proceso que cumplir tras la celebración y firma de la respectiva venta. Así, por ejemplo, si el documento se suscribe en el mes de marzo, durante abril se tramitará administrativamente el contrato y sólo en mayo procederá el pago de la primera cotización y el otorgamiento de las prestaciones correlativas. Más aún, la Isapre tendrá la información relativa al entero de la primera cotización recién en el mes de junio, ya que ésta puede ser pagada en bancos u otras instituciones de recaudación autorizadas por ley, y no directamente en la Isapre respectiva. 


Asimismo, agregó, hay un procedimiento de revisión de los antecedentes que forman parte de la convención, referidos tanto al afiliado como a su empleador, lo cual también se efectúa en un momento posterior al de la suscripción del contrato. Allí se analiza, por ejemplo, las cargas que tiene el afiliado o el comportamiento de pago de su empleador. También es importante examinar que no se trate de un caso de multiafiliación, toda vez que, según revela la experiencia, algunas personas se adscriben a diversas instituciones de salud previsional para obtener de todas ellas, en forma simultanea, los beneficios correspondientes.


Destacó, entonces, que la venta de este intangible -plan de salud-, involucra un proceso muy complejo que, además, se encuentra pormenorizadamente regulado por la Superintendencia de Isapres, y cuyas normas, por tanto, deben cumplirse en forma irrestricta al efecto.


En el ámbito de las observaciones específicas al proyecto de ley, señaló que, al tenor de dicha iniciativa, “las remuneraciones devengadas se incorporan al patrimonio del trabajador”. Sin embargo, advirtió, lo que en verdad se incorpora a dicho patrimonio es el derecho a cobrar una remuneración tras la prestación de un servicio determinado, y no la remuneración propiamente tal. Sostener lo contrario, añadió, significaría, por ejemplo, que no podrían descontarse de los sueldos las pensiones alimenticias decretadas por sentencia judicial.


En segundo lugar, indicó que sería pertinente establecer en la norma del artículo 54 bis, una excepción al pago de comisiones, que permita su devolución, reintegro o compensación, en caso que se detecten errores en la celebración de un contrato motivados en hechos de responsabilidad del trabajador. Sería importante aclarar esa específica circunstancia, toda vez que, en tal evento, el trabajador no se ha hecho acreedor de la comisión porque no ha ejecutado bien la venta, es decir, no ha cumplido cabalmente su labor.


En cuanto a la posibilidad de pactar premios o bonos futuros, señaló que al efecto sería atinente incluir en la disposición la expresión “incentivos”, porque se trata de un concepto más amplio y de uso común en los contratos de trabajo.


Respecto a la norma que establece que las comisiones deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período, explicó que esto dice relación con las características de la venta de intangibles, la cual, como ya se dijo, es una operación compleja que produce sus efectos con posterioridad a la época de suscripción del contrato, no bastando la sola firma del mismo, ya que debe completarse un engorroso proceso que posterga los efectos contractuales hasta algunos meses después. En razón de lo anterior, propuso que se permita a las instituciones de salud previsional pagar las comisiones en forma diferida, esto es, dentro de un plazo acotado de tiempo tras haberse consolidado la venta respectiva. Ese lapso intermedio permitiría resguardar que el pago de incentivos responda a un proceso de venta limpio, transparente y efectivo. Para los referidos efectos, sugirió un período no superior a doce meses. Ello, a la postre, garantizará un buen servicio al afiliado, quien no se verá perjudicado ante los problemas derivados de una contratación defectuosa.


Para graficar la importancia de lo anterior, señaló que, de acuerdo a los estudios efectuados en esta materia, se ha detectado que un 3,8% de los contratos celebrados, no llegan a materializarse por alguna razón acaecida con posterioridad a la suscripción de los mismos. Dicho antecedente, subrayó, no podría ser ignorado al resolver en torno a la forma de remunerar el servicio prestado para la realización de una venta que, finalmente, no prospera.


En cuanto a la disposición transitoria contemplada, conforme a la cual los contratos celebrados con anterioridad a esta ley deberán ajustarse a sus términos, señaló que, en la medida que hay contratos válidamente celebrados y en ejecución, cambiar las condiciones de los mismos, afectaría sus estipulaciones y gravaría a una de las partes -el empleador-, con mayores costos. En consecuencia, agregó, la nueva normativa debería regir sólo respecto de los contratos que se celebren con posterioridad a su entrada en vigencia, de modo que los anteriores a ella se mantengan en las condiciones bajo las cuales se pactaron.


A continuación, los miembros de la Comisión formularon sus consultas y comentarios en torno a esta materia.


El Honorable Senador señor Allamand preguntó cómo opera, en la práctica, esta industria, particularmente cómo se pagan las comisiones derivadas de la venta de los planes de salud y si hay castigos remuneracionales por la desafiliación de un cliente.


El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Isapres de Chile A.G. señaló que existen distintos procedimientos al efecto. Algunas Isapres pagan una comisión al momento de la suscripción del contrato y luego pagan un incentivo por la mantención del afiliado. Otras instituciones, en cambio, pagan una comisión sólo cuando el contrato está firme y transcurren un par de meses desde su suscripción. En general, se aplican sistemas que incluyen comisiones y bonos, por ejemplo, por mantención del cliente o recaudación de cotizaciones. En relación a los posibles descuentos aplicados en castigo, éstos podrían darse en el caso de las ventas mal efectuadas por responsabilidad del trabajador, en cuyo caso, si bien podría producirse un reintegro de la comisión pagada, ello obedece a que el trabajador no se ha hecho acreedor de la misma porque, en definitiva, no ha prosperado la operación que daría origen al pago en cuestión.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que si un trabajador no cumple bien con su función, no recibirá aquella parte variable de su remuneración asociada a su desempeño. Sin embargo, si un empleado presta sus servicios en forma eficaz y responsable, no existe motivo para que esos servicios no le sean remunerados, menos aún por hechos que no le son imputables. Si hay una venta mal hecha, que no produce finalmente los efectos que deberían serle propios, sería en verdad una “no venta” y, por tanto, no debería generar la retribución económica correlativa. El problema en esta materia deriva de aquellos bonos o pagos por mantención del cliente, porque involucran un traspaso del riesgo del negocio propio de la empresa al trabajador, el cual es contratado para vender un producto y, si cumple a cabalidad con esa labor, no puede terminar asumiendo la pérdida ocasionada por el hecho de un tercero, como es el afiliado que, por ejemplo, se cambia de Isapre. Esa situación es inoponible al trabajador, sólo incumbe a la relación entre la empresa y su cliente, donde se evalúan y sopesan las utilidades y riesgos del negocio. Por tanto, ello no debe afectar al vendedor, mucho menos a sus remuneraciones y es allí donde se debe centrar este debate en aras del objetivo perseguido por la iniciativa de ley en el ámbito de la protección de las remuneraciones.


La señora Fiscal de la Asociación de Isapres de Chile A.G. anotó que, si bien es efectivo que el riesgo del negocio no puede ser traspasado al trabajador, el mecanismo de pago de comisiones por venta e incentivos por mantención o recaudación parece ser correcto, porque motiva al vendedor a cumplir exitosamente su función realizando ventas productivas y alcanzado las metas de gestión correspondientes al interior de la empresa. Sostener que la función del trabajador se limita a vender, podría llevar al extremo de justificar las ventas falsas o fraudulentas, que generan afiliaciones efímeras que están destinadas a desaparecer, por ejemplo, aquéllas que se hacen con los amigos o vendiendo determinados planes de salud a quienes posteriormente no podrán pagarlos.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en que ello es parte del riesgo del negocio y, como tal, sólo compete a la empresa, afectando a la relación de ésta con el cliente y no al vínculo laboral que ella tiene con sus trabajadores. En ese entendido, añadió, quizás también debería buscarse una solución a este problema en relación al mecanismo de afiliación al sistema privado de salud, revisando alternativas que premien la permanencia en una institución de salud previsional y, a su turno, desincentiven las sucesivas desafiliaciones, evitando la constante rotación. Así se aplicó, recordó, en el caso de las Administradoras de Fondos de Pensiones, y se logró reducir ostensiblemente el porcentaje de cambio en las afiliaciones.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que, al tenor de lo expuesto por la Asociación de Isapres de Chile A.G., lo que se incorpora al patrimonio del trabajador es el derecho a obtener una remuneración por los servicios prestados, pero no la remuneración propiamente tal. Conforme a lo anterior, las comisiones por ventas de intangibles integrarían dicho patrimonio una vez que la respectiva operación que las origina se materialice, produciendo todos sus efectos tras el cumplimiento del complejo proceso que sigue a la suscripción contractual. Sin embargo, advirtió, ello no aparece tan claro del texto del proyecto de ley en estudio, razón por la cual solicitó que se explique el punto en cuestión.


La señora Fiscal de la Asociación de Isapres de Chile A.G. indicó que la observación que fue planteada en este tema, responde a un principio fundamental del derecho laboral como es el de la conmutatividad, esto es, que por la prestación de un servicio, se debe una remuneración determinada. Sin embargo, de la lectura de la norma en comento, lo anterior no resulta tan claro al señalar en forma pura y simple que las remuneraciones devengadas se incorporan al patrimonio del trabajador, en circunstancias que, conforme al principio citado, lo que en realidad ingresa al patrimonio es el derecho a cobrar una remuneración en razón del trabajo prestado, el cual, para generar la correspondiente contraprestación, debe estar, además, bien ejecutado. 


Sin perjuicio de esa apreciación general, válida para todo contrato de trabajo, en el caso puntual de las comisiones por venta de intangibles, si bien éstas se devengarían al momento de la firma del contrato, no es menos cierto que en la práctica pueden ocurrir situaciones posteriores que hagan improcedente el pago de tales comisiones. Asimismo, aun cuando la venta prospere, dadas las características propias de estas operaciones, se produce un natural desfase entre la suscripción del contrato y la época de pago de la comisión. En efecto, tras la firma del respectivo documento, la Isapre recibirá la primera cotización -que es el precio de la venta- a lo menos un mes y medio después, no obstante lo cual debe igualmente otorgar los beneficios ofrecidos en el plan de salud. Esto genera un desajuste en el tiempo, entre la oportunidad en que la comisión se devenga y la época en que ésta efectivamente se paga. Agregó que a ello se suma que, por mandato legal, las Isapres no pueden poner término a los contratos celebrados por no pago de cotizaciones, y de ahí entonces, que deben precaver que las ventas de planes sean efectivas y signifiquen la correlativa recaudación del precio de las mismas. 


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social formuló dos consultas a los representantes de la Asociación de Isapres de Chile A.G. En primer lugar, inquirió la opinión de dicha entidad en torno a la pertinencia de legislar en esta materia, ponderando la necesidad de generar una normativa que permita reordenar las remuneraciones de este sector de trabajadores.


En segundo término, preguntó si en el ámbito de la salud privada se aplica la práctica de pagar “anticipos”, los que quedan sujetos a la condición de permanencia del cliente por un determinado tiempo, al cabo del cual si, por cualquier causa, la operación no prospera, el trabajador debe devolver lo recibido, en tanto que, a la inversa, si la venta se materializa y perdura, lo adquiere para sí por concepto de comisión devengada. Ello es posible en el entendido de que la comisión generada por la venta de un plan de salud, se devenga en una época posterior a la de la venta misma.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que sería conveniente revisar la redacción de la norma para precisar qué es lo que se incorpora al patrimonio del trabajador, esto es, el derecho a percibir una remuneración determinada con motivo de la prestación de sus servicios, o la remuneración propiamente dicha. 


Por otro lado, agregó, sería importante esclarecer en esta normativa cuándo se entenderá perfeccionada la operación que genera la comisión y, por ende, cuándo se entenderá que ésta se devenga. Lo anterior, apuntó, en razón de todas esas circunstancias que pueden hacer fracasar una venta, impidiendo que ésta se materialice y produzca todos sus efectos. Incluso, sugirió, de ser necesario podría establecerse casuísticamente las oportunidades en que se devengarán las comisiones, según el tipo de intangible objeto de la venta. 


La señora Fiscal de la Asociación de Isapres de Chile A.G. señaló que la comisión se entiende devengada cuando se perfecciona el contrato, lo cual acontece con la firma del mismo. Lo que pasa, agregó, es que, por disposición legal, los efectos de ese contrato se producen casi dos meses después, época en la cual pueden exigirse las obligaciones que de él emanan. Sin embargo, añadió, en el tiempo intermedio pueden suceder algunas situaciones que, por ejemplo, impidan la recaudación del precio o cotización y, en tal caso, no obstante estar perfecto el contrato, éste no produce plenamente sus efectos. Ante ello, las Isapres han adoptado diversas modalidades para el pago de las respectivas comisiones, y así, mientras algunas las enteran tras la sola suscripción del contrato -y si éste no prospera, asumen su pérdida-, otras, en tanto, las postergan o fraccionan en el tiempo.


El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Isapres de Chile A.G. aclaró que si la venta de un plan de salud ha sido defectuosa -por ejemplo, porque ha habido un error en su celebración-, la Isapre no puede desconocer ese contrato, sino que debe asumirlo, sin poder modificarlo unilateralmente. No se trataría, pues, de una “no venta” -como se ha señalado-, porque el contrato igualmente existe. Ello revela, subrayó, la gran responsabilidad que pesa sobre un vendedor en esta materia, ya que a pesar de los defectos registrados al vender, la Isapre debe responder otorgando los beneficios ofrecidos, sin poder excusarse en el error cometido al contratar. A mayor abundamiento, debe pagar una comisión que, en verdad, es improcedente, por originarse en esta mala gestión que devino en una operación infructuosa.


El Honorable Senador señor Allamand consultó qué sucede en el caso de las denominadas “pre-existencias”, que el afiliado, no obstante padecer, no declara al momento de contratar un plan de salud.


El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Isapres de Chile A.G. señaló que las enfermedades pre-existentes, no declaradas, constituyen la única causal legal que habilita a la Isapre para poner término al contrato.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social consultó en qué medida el trabajador responde con su remuneración en el evento que el contrato quede sin efecto con motivo de detectarse una pre-existencia no declarada. 


El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Isapres de Chile A.G. comprometió una revisión del tema a la luz de los antecedentes que registren las Isapres a este respecto. Sin embargo, adelantó, en el caso de las ventas que no llegan a materializarse por diversas razones, muchas Isapres, más que aplicar descuentos en las remuneraciones de sus trabajadores, han adoptado sendas medidas para resguardar que las operaciones que se celebren generen ventas efectivas, aplicando políticas más restrictivas en cuanto al perfeccionamiento de los contratos. Así, por ejemplo, si un vendedor arroja constantemente ventas defectuosas o erróneas, la Isapre reacciona frente a ese trabajador en particular, pero no tiene como política general la práctica de descuentos remuneratorios.


El Honorable Senador señor Pizarro advirtió que mal podría hacerse responsable al vendedor cuando el afiliado es el que oculta información o no declara una pre-existencia. En tal caso, agregó, el trabajador no tiene posibilidad alguna de comprobar la veracidad de los antecedentes proporcionados por el cliente.


El señor Director Ejecutivo de la Asociación de Isapres de Chile A.G. explicó que se han registrado casos en que es el propio trabajador el que advierte al cliente para no declarar una enfermedad pre-existente, a fin de no perder una eventual contratación.


El Honorable Senador señor Allamand expresó que uno de los problemas en el tratamiento de esta materia, deriva de lo dispuesto en la nueva norma que el proyecto incorpora al artículo 55 del Código del Trabajo, conforme a la cual si la remuneración del trabajador se compone total o parcialmente de comisiones, éstas deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período, independientemente de las condiciones de pago que la empresa pacte con el cliente. Lo anterior, según explicó, porque ello alterará la forma en que regularmente la industria paga el servicio de la venta, toda vez que la ley estará ordenando que la comisión se pague inmediatamente efectuada la venta, a pesar de que ésta, por su propia naturaleza, si bien puede estar perfecta, podría no materializarse ni producir efecto alguno.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social hizo presente que el proyecto de ley no sólo contempla el pago de las comisiones conjuntamente con las demás remuneraciones del período, sino que también considera la posibilidad de pactar premios o bonos futuros, por ejemplo, por la permanencia del cliente que ha contratado un servicio, si es que el trabajador, obviamente, tiene en el ámbito de su competencia, atribuciones referidas a la mantención de la clientela. No hay que olvidar, añadió, que la mayoría de estas grandes empresas cuentan con sendos servicios de atención al cliente, que son los que, en definitiva, se encargan de resguardar la permanencia del mismo. Ahora bien, continuó, desde esa perspectiva, ya no sería posible pactar comisiones en el entendido de que se devengarán 12 ó 24 meses después, sino que partiendo de la base de que el hecho jurídico que origina las comisiones es la venta del intangible y, producido ese hecho, procederá enterar la comisión conjuntamente con las restantes remuneraciones ordinarias del período, sin perjuicio de los premios que podrán pactarse en razón de la mantención de los clientes. Ello, por lo demás, se ajusta a la actual norma del Código del Trabajo que establece que el período máximo dentro del cual se pueden pagar las remuneraciones -entre las cuales se encuentran las comisiones-, no puede exceder de un mes.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que, en la práctica, se dan casos en que el empleador y el trabajador pactan formas especiales de pago de las comisiones por ventas. Por ejemplo, añadió, hay negocios en los cuales se contratan determinados servicios que serán facturados recién 90 ó 120 días después. En tal evento, por lo regular, la comisión se paga una vez que se ha cursado la respectiva factura. Si así no fuera, advirtió, el empleador estaría obligado a pagar una comisión por un servicio que aún no ha producido todos sus efectos, estando pendiente ni más ni menos que el pago del precio por el servicio contratado, lo cual no parecería razonable. Normalmente, añadió, en estos casos el empleador y el trabajador acuerdan que las comisiones correlativas se pagarán tras la facturación por parte del comprador, alternativa que resulta atendible en función del ritmo con que opera la respectiva actividad comercial. Si ello no fuera posible, es probable que el empleador rebajaría la comisión por ventas y, aunque aumente el sueldo fijo, no habría incentivo a las ventas, afectando finalmente al negocio. Similar situación se verifica en el ámbito del transporte, donde es común que se pague a los trabajadores una comisión de acuerdo a la facturación que tenga cada camión. En consecuencia, hay diversos casos con distintas realidades, y no parecería pertinente limitar esta posibilidad de pactar las comisiones y su forma de pago, porque podría ser perjudicial tanto para el trabajador como para el empleador y la gestión de la industria.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social aclaró que, si bien es efectivo lo señalado, no hay que olvidar que en este caso estamos en presencia de la venta de intangibles, la cual reviste características especiales que no la hacen del todo comparable a la compraventa de otros bienes. En la situación descrita, añadió, el pago de la comisión coincide con la fecha de facturación, esto es, con el pago del precio de la venta; acá, en cambio, se posterga el entero de la comisión a una fecha definida arbitrariamente -12 ó 24 meses después-, que no corresponde a ninguna etapa de la operación y, mientras tanto, se paga un anticipo que, tras el cumplimiento de ese período y la consolidación de la venta, se imputa a la comisión devengada. En caso contrario, si por cualquier causa la operación fracasa, el anticipo debe ser devuelto por el trabajador. En consecuencia, puntualizó, sería importante distinguir en la normativa ambos tipos de ventas, ya que este proyecto de ley sólo apunta al caso de los intangibles, pretendiendo corregir esta irregularidad en el pago de las comisiones que, como tal, riñe con los principios básicos del derecho laboral. 


Enseguida, expuso la señora Secretaria General de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, quien se refirió a la opinión de dicha entidad respecto al proyecto de ley en informe.


Acompañó su intervención con un conjunto de documentos en los cuales se explica la referida opinión y se adjuntan los antecedentes en que ésta se sustenta. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer lugar, manifestó la preocupación de la Federación a la que representa por las remuneraciones de los agentes de ventas que operan en la industria de las Isapres, toda vez que tales remuneraciones son de las más inestables del mercado y están sujetas a las cambiantes políticas comerciales de cada empresa. Por consiguiente, agregó, a pesar de tener escriturado el contrato de trabajo, las remuneraciones de los trabajadores varían según esas políticas, y así por ejemplo, los ingresos cambian si se venden planes de salud a determinados clientes, como puede ser una mujer en edad fértil, una persona que padece una determinada patología, un trabajador que adquiere un plan de salud cuyo valor sea inferior a 4.20 unidades de fomento, o una empresa restringida. Asimismo, el alza en el precio de los planes segmenta el mercado, generando una baja en las ventas y una correlativa merma remuneratoria. Todo ello, por tanto, incide directamente en lo que se paga al trabajador, alterando sus remuneraciones mes a mes. Esto motiva una alta tensión entre quienes prestan dichos servicios de venta y explica, en gran medida, el elevado porcentaje de licencias médicas que se registran en el sector.


Se produce, añadió, una abierta vulneración de las normas sobre protección de las remuneraciones, las cuales si bien están concebidas para todos los trabajadores, en la práctica no se están aplicando respecto de los comisionistas que se desempeñan en Isapres, quienes quedan sujetos al vaivén de las más diversas políticas empresariales, más allá de los términos de sus respectivos contratos laborales. Algunos ejemplos en los que se expresan estas políticas, son los siguientes:


- El alza en el precio de los planes de salud. Tras ello, se produce una disminución de las ventas y, por ende, un menoscabo en las remuneraciones del trabajador. Para evitarlo, sería necesario establecer un piso límite que permita al vendedor mantener un cierto nivel remuneracional hasta que retome su regular ritmo de ventas, lo cual no acontece en la actualidad.


- Los contratos de salud suscritos con mujeres, dan lugar a una comisión inferior a la que origina la afiliación de un hombre, de la misma edad y con el mismo nivel de ingresos.


- En el caso de contratos que contemplen planes de salud cuyo valor sea inferior a 4.20 unidades de fomento, no se generan comisiones a menos que el afiliado renuncie a los excedentes.


Finalmente, expresó sus agradecimientos por la preocupación que se ha manifestado en torno a los trabajadores del sector, cuya situación laboral necesita ser revisada a fin de generar un cambio que permita resguardar sus remuneraciones y dar real aplicación a las normas protectoras que al efecto contempla el Código del Trabajo.


Por su parte, la Directora de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, señora Bernal, explicó algunas de las limitaciones o restricciones que enfrentan los trabajadores del rubro en el desempeño de sus funciones.


En cuanto a las denominadas “empresas restringidas”, señaló que es una limitación consistente en que determinadas entidades son consideradas riesgosas por el alto nivel de siniestralidad que registran y, en consecuencia, si bien se cursan los planes de salud contratados por quienes prestan servicios en ellas, el vendedor no recibe comisión alguna por tratarse de la venta a una empresa catalogada como restringida.


Otro aspecto a mencionar, agregó, es la “factorización” que se aplica en el cálculo de las remuneraciones de los trabajadores comisionistas -agentes de ventas- y que define, de manera significativa, la rebaja de sus ingresos. Esta práctica, explicó, consiste en aplicar a las remuneraciones de los trabajadores un factor -esto es, un porcentaje de 70, 80, 90, 100%, y así sucesivamente-, a las ventas efectuadas durante el período, en razón del grado de incumplimiento derivado de tales ventas. Así, por ejemplo, ilustró, si en un mes el trabajador vende un plan de salud por un valor de 10 unidades de fomento, y cuatro meses después vende planes alcanzando un total de 100 unidades de fomento, al cuarto mes -que es la época en que la Isapre debería recibir la primera cotización derivada del primer contrato-, si esa cotización no es pagada, se aplicará un factor que refleje ese incumplimiento en la remuneración del trabajador, pudiendo incluso significar la retención del 100% de los emolumentos correspondientes a ese cuarto mes, hasta tanto no se regularice la situación de la cotización impaga. Es decir, al cuarto mes la remuneración del trabajador revela si la cotización correspondiente se pagó o no y, por consiguiente, si el vendedor tiene o no una deuda originada en ese incumplimiento previsional. Si la tiene, entonces se factoriza. Esta práctica, enfatizó, ha dado lugar a situaciones dramáticas, toda vez que los trabajadores no sólo ven mermados sus ingresos, sino que, además, sufren una permanente incertidumbre en cuanto a las remuneraciones que percibirán cada mes. A ese mecanismo de factorización se le denomina “deuda”, “recaudo” o “escala”, pero en todos los casos, con variantes mínimas, el concepto es el mismo, y significa, en definitiva, que el trabajador debe asumir, con su remuneración, las consecuencias derivadas de hechos o situaciones que no están bajo su responsabilidad.


La Directora de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, señora Sepúlveda, agregó que también incide en las remuneraciones de los trabajadores el hecho, tan cotidiano, de que el afiliado no presente toda la documentación requerida al contratar un plan de salud, como por ejemplo, los antecedentes relativos a las últimas 24 cotizaciones previsionales en la respectiva Administradora de Fondos de Pensiones. Ello deviene en la postergación del pago de la comisión correspondiente.


A continuación, la Comisión efectuó una ronda de comentarios y consultas en relación a esta materia.


El Honorable Senador señor Pizarro advirtió que la argumentación sostenida para efectuar los referidos descuentos remuneracionales, es que la empresa no puede pagar comisiones sobre una cotización que la Isapre percibirá recién cuatro meses después.


El Honorable Senador señor Allamand opinó que parece más razonable que la comisión se pague en la misma época en que se recibe la primera cotización, no en el carácter de anticipo, sino que aplicando el mismo desfase de cuatro meses que existe entre la firma del contrato y el pago de dicha primera cotización, de modo que cada operación dé lugar al entero de la comisión respectiva, sin vincular unas y otras en los distintos meses. 


La Directora de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, señora Sepúlveda, señaló que la aplicación de la referida escala de factorización -que en el caso de algunas Isapres opera sobre la base del promedio de las ventas que registra el vendedor durante los últimos tres meses-, constituye un verdadero castigo que se hace efectivo en la remuneración del trabajador en el evento que el cliente incurra en un incumplimiento contractual, como por ejemplo, el no pago de la respectiva cotización. Lo anterior, agregó, resulta más grave aún si se considera que los dineros correspondientes a las cotizaciones impagas serán, a la postre, igualmente percibidos por la Isapre.


El Honorable Senador señor Pizarro apuntó que las instituciones de salud previsional precisamente reclaman por la falta de recaudación de las cotizaciones insolutas, sobre todo en aquellos casos en que éstas tienen su origen en ventas fraudulentas, es decir, en contratos celebrados sin sustento real y que posteriormente quedan sin efecto porque el nuevo afiliado en verdad no era tal, sino que sólo se simuló la afiliación para generar la respectiva comisión. Agregó que, según lo que aquí se ha explicado, es esa situación la que habría dado lugar a este sistema de descuentos remuneracionales, porque mediante ello las empresas pretendieron resguardarse ante la posibilidad de no pago del precio de los planes de salud, haciendo efectivo dicho resguardo en la remuneración del trabajador. En consecuencia, para corregir esa irregularidad, es necesario analizar y definir qué sucederá en caso que el pago de las cotizaciones no llegue a materializarse.


La Directora de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines, señora Bernal, indicó que parece más atinente practicar el descuento respecto de la suma específica que se pagó como comisión por una venta que finalmente no prosperó, pero no aplicar un mecanismo de factorización que puede motivar la retención de un significativo porcentaje de la remuneración del trabajador. Asimismo, añadió, debe considerarse que el rol de los agentes comisionistas es “vender”, en tanto que existen otros departamentos al interior de la empresa a cargo de la mantención de los clientes y de la recaudación de las cotizaciones, razón por la cual no se advierte el fundamento para hacer responsable a aquél de los problemas que se generen en estos otros servicios, que no sólo son posteriores a la venta, sino que, por lo general, escapan del ámbito de gestión del vendedor. 


La señora Secretaria General de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines enfatizó que no están de acuerdo con este traspaso del riesgo del negocio de que son objeto los trabajadores del sector, porque estiman que se trata de una situación que califican como injusta. Ello es equivalente a que el vendedor sea considerado como un “socio” del empleador, en lugar de ser un trabajador que se desempeña bajo su subordinación y dependencia. Sin embargo, añadió, tratándose de la distribución de utilidades, el trabajador deja de ser tal socio, vuelve a ser empleado y no se ve beneficiado con el pago de gratificaciones. Sólo algunas Isapres, apuntó, hacen reparto de utilidades entre sus dependientes, fundamentalmente aquellas donde las respectivas negociaciones colectivas han abordado ese tema.


Por otra parte, agregó, la facultad de administración corresponde al empleador, y éste, en razón de ello, tiene la atribución de despedir a un trabajador que no cumple en forma adecuada sus obligaciones y, por ejemplo, permanentemente registra ventas defectuosas o fraudulentas, que dan origen a contratos que posteriormente no producen efecto alguno. Subrayó que los sindicatos de trabajadores del sector jamás han pretendido interferir en la gestión de administración, la cual sólo compete al empleador, así como tampoco están dispuestos a amparar situaciones de incumplimiento laboral. Muy por el contrario, acotó, la finalidad última es mejorar las condiciones remuneracionales de los trabajadores que se desempeñan en el ámbito de las ventas de los planes de salud.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si los contratos laborales de estos trabajadores consignan las diferentes limitaciones o restricciones que se imponen a la venta de los planes de salud. Asimismo, preguntó si tales contratos se cumplen a cabalidad o si, en la práctica, imperan las políticas comerciales de la empresa por sobre el texto expreso de los mismos. En este último caso, inquirió, cuál ha sido la opinión de la Dirección del Trabajo al respecto.


La señora Secretaria General de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines indicó que, no obstante contar con contratos escriturados, las condiciones de los mismos van cambiando en el tiempo en función de las políticas comerciales impuestas por la respectiva empresa. Destacó que, durante el último año, los trabajadores del área han desplegado sendos esfuerzos para dar solución a este problema, sin embargo, no han conseguido que se apliquen también a su respecto las normas sobre protección de las remuneraciones contempladas en el Código del Trabajo. Si así fuera, por ejemplo, ante un incremento en el precio de los planes de salud, se establecería un piso remuneratorio al trabajador, en base al promedio de sus ventas, a fin de paliar en alguna medida la baja que experimenta en su nivel de operaciones, hasta recuperar el ritmo regular de las mismas. Subrayó que, de acuerdo a nuestra legislación laboral vigente, ningún trabajador puede sufrir una disminución en sus remuneraciones, no obstante lo cual, quienes prestan servicios de venta en este sector de la industria, sí están afectos a la constante rebaja de sus ingresos. En consecuencia, enfatizó, es imperioso que también a su respecto se respete la normativa de protección remuneratoria. 


El Honorable Senador señor Pizarro aclaró que en el caso de los vendedores comisionistas, sea en esta área de la actividad económica como en cualquier otra, es la parte variable de sus remuneraciones la que, como tal, está afecta a los cambios derivados del respectivo nivel de ventas alcanzado. Ese nivel es diferente cada mes y, por ende, la correlativa remuneración variable que perciba el trabajador, también es distinta.


La Honorable Senadora señora Matthei recordó que hace unos años atrás, la entonces Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones se vio en la necesidad de implementar una serie de normas para poner fin a los traspasos sucesivos de afiliados, los cuales se verificaban con una frecuencia que resultaba perjudicial para el sistema. Pudo detectarse, por ejemplo, que cuando un vendedor de AFP se cambiaba de empresa para prestar servicios en otra Administradora, se llevaba consigo toda su cartera de clientes, con lo cual podía generar otra vez las respectivas remuneraciones por las nuevas afiliaciones. Si volvía a cambiar de entidad previsional, nuevamente se trasladaba con su clientela para los mismos efectos. Ello, finalmente, sólo contribuía a encarecer el sistema, pero sin agregarle mayor valor alguno, con lo cual fue necesario adoptar medidas para evitar esas situaciones y sus perniciosas consecuencias. Sin duda, subrayó, se trata de un antecedente que debe tenerse presente al resolver en torno a esta materia.


La señora Secretaria General de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines apuntó que la posibilidad del trabajador de llevarse la clientela que él mismo formó, en el evento de cambiarse de empresa, es parte de la operación propia del sistema de libre mercado y, en ese sentido, no sería una práctica reprochable. 


El Honorable Senador señor Letelier recalcó que la actual situación debe ser remediada toda vez que no puede continuar este verdadero traspaso de los riesgos empresariales a los trabajadores quienes, ante los vaivenes del negocio, deben responder con sus propias remuneraciones. Sin embargo, advirtió, es probable que la implementación de esta nueva normativa provoque una modificación de las estructuras remuneracionales del sector, por ejemplo, disminuyendo las comisiones por ventas y estableciendo premios o bonos por permanencia. Consultó, entonces, cuál es la opinión de los trabajadores respecto a esta materia.


La señora Secretaria General de la Federación de Sindicatos de Isapres y Otros Afines respondió que, en la actualidad, las condiciones contractuales son modificadas con relativa frecuencia, incidiendo directamente en las remuneraciones de los trabajadores, de modo que para éstos ya no resulta inédito experimentar alteraciones en su escenario laboral. Las tablas de comisiones, de hecho, son recurrentemente afectadas y, peor aún, durante los últimos años la tendencia constante ha sido hacia la baja remuneratoria.


En la sesión siguiente, la Comisión analizó, junto a los representantes del Ejecutivo, los principales aspectos del proyecto de ley y se pronunció a su respecto.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social destacó la importancia de aprobar una normativa que aborde la situación de los trabajadores del sector, cuyas remuneraciones se estructuran sobre la base de comisiones por la venta de intangibles, a fin de remediar un conjunto de prácticas que atentan contra las mismas. 


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, para los efectos de introducir las enmiendas que sean necesarias para perfeccionar la iniciativa legal, el Ejecutivo propone la conformación de una mesa de estudio que dé lugar a un proceso de diálogo con la participación de los distintos actores de este sector de la economía, junto con los representantes del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y con los asesores parlamentarios, toda vez que ello permitiría efectuar un análisis sustentado en la realidad de la industria y alcanzar un consenso en torno a las modificaciones que resulten pertinentes para ser presentadas mediante indicaciones que se formulen en el plazo reglamentario correspondiente. Enfatizó que se trata de efectuar un análisis de carácter netamente técnico que permita perfeccionar el proyecto de ley.


Para ilustrar en torno a lo señalado, explicó que uno de los aspectos a considerar en el referido análisis, dice relación con los posibles acuerdos que hubiesen celebrado empleador y trabajador sobre la materia y que pudieran colisionar con la nueva normativa propuesta. Tal podría ser el caso, por ejemplo, de un pacto sobre la forma de pago de las comisiones devengadas por las ventas efectuadas. Otro tema que sería preciso dilucidar, agregó, es el ámbito de aplicación de la ley, toda vez que los casos denunciados respecto de la comercialización de intangibles podrían reproducirse en la compraventa de otro tipo de bienes, y así por ejemplo, tras la devolución de un bien mueble vendido -lo que genera la respectiva nota de crédito-, podría registrarse la práctica de devolución de la comisión correspondiente. Lo anterior revela que es necesario revisar tales situaciones a fin de esclarecer si ellas ameritan que sean consideradas en la iniciativa de ley en trámite o si, por el contrario, requieren de un tratamiento legal diverso, para que la nueva regulación guarde la coherencia que debe serle propia.


En otro orden de ideas, manifestó que, tras el debate desarrollado en la Comisión, se habrían morigerado las inquietudes referidas a las prácticas indebidas en las que habrían incurrido algunos trabajadores que procedían a simular ventas ficticias, celebradas con familiares o amigos, para obtener las comisiones pactadas, sin que la transacción correspondiente llegara finalmente a concretarse, en desmedro del negocio del empleador. Estas situaciones, también anómalas, son objeto de los procesos regulares de control y sanción por parte de las respectivas instituciones, con lo cual esta normativa no resulta contraria a dichos procedimientos.


Finalmente, reiteró la importancia de la materia que aborda el presente proyecto de ley, en cuanto se inspira en la necesidad de preservar la remuneración a que tiene derecho el trabajador por el servicio prestado.


A continuación, los miembros de la Comisión coincidieron en la pertinencia de aprobar la idea de legislar en torno a esta materia, a fin de dar lugar a una nueva normativa que reafirme el principio de protección de las remuneraciones, resguardando los derechos que a este respecto caben a ambas partes de la relación laboral. 


Lo anterior, sin perjuicio de las modificaciones y ajustes que sea necesario incorporar al proyecto de ley, vía indicaciones, durante su discusión en particular, para lo cual también se manifestaron contestes con el procedimiento sugerido para la conformación de una instancia técnica de análisis y diálogo que genere una propuesta de solución a la problemática planteada. 


- Puesto en votación en general, el proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Muñoz Aburto y Pérez Varela.


Enseguida, los integrantes de la Comisión expusieron sus fundamentos de voto.


El Honorable Senador señor Allamand argumentó su voto favorable a la iniciativa de ley en los siguientes términos. En primer lugar, manifestó compartir la propuesta para que, tras la aprobación en general, se conforme un equipo de trabajo de carácter técnico en el que concurran representantes de la industria, de los trabajadores, del Ejecutivo y los asesores parlamentarios, a fin de revisar los diversos aspectos que requieren ser mejorados en la normativa legal en estudio, lo que, sin duda, constituirá un aporte a la labor legislativa. Recordó que en otros proyectos de ley se ha recurrido al mismo procedimiento con exitosos resultados.


En ese contexto, agregó, resulta pertinente mencionar algunas de las observaciones que fueron formuladas durante el debate en la Comisión y que, en su concepto, deberían ser temas a considerar en el estudio técnico que se ha propuesto.


En primer término, precisó, es necesario tener presente que las distintas industrias que operan en el sector responden a realidades diversas, atendidas las particularidades que a cada una de ellas les son propias. Así por ejemplo, si bien todas desarrollan sus actividades conforme a procedimientos de suyo complejos, la operatividad de una Administradora de Fondos de Pensiones no es exactamente igual a la de una Isapre o a la de una Compañía de Seguros. En razón de ello, añadió, resulta especialmente atinente el trabajo de un equipo técnico que revise la normativa a la luz de estas diversas realidades empresariales y laborales.


Otro tema que es muy importante abordar, continuó, es el de las especiales características de las ventas de intangibles, las cuales revisten complejidades que no las hacen asimilables a otras operaciones comerciales. Para ilustrarlo, señaló que en dichas compraventas es muy difícil determinar el momento en que la operación se materializa, el que no necesariamente coincide con la oportunidad en que se perfecciona el acto jurídico.


Asimismo, el ámbito de aplicación de la ley es otro tópico relevante a considerar, determinando si la iniciativa procederá sólo respecto de la venta de intangibles o si, por el contrario, alcanzará también a la compraventa de toda clase de bienes.


Por último, otro aspecto de importancia, añadió, dice relación con la vigencia de la nueva normativa legal, la cual, a su juicio, debería producir efectos sólo hacia lo futuro, toda vez que de lo contrario se podría generar un impacto de envergadura en la forma en que están operando las industrias del sector.


Concluyó reiterando que concurre con su voto positivo para aprobar la idea de legislar, sin perjuicio de los mejoramientos que sea necesario introducir a la iniciativa en aspectos como los señalados, los cuales, por tanto, sugiere que sean revisados por el equipo técnico a que se ha hecho mención.


El Honorable Senador señor Pérez Varela fundó su voto favorable al proyecto en los siguientes argumentos. Expresó que el principio fundamental que inspira la iniciativa legal en estudio es el de la protección de las remuneraciones, enfatizando que existe consenso en la necesidad de establecer normas que refuercen dicho principio. 


No obstante, agregó, es importante también tener presente que las industrias que operan en el sector desarrollan actividades que tienen un conjunto de especificaciones que responden a su propia naturaleza, muchas de ellas incluso impuestas por la autoridad, quien determina una serie de requisitos o trámites para el ejercicio de dichas actividades. El punto, enfatizó, es conciliar la nueva normativa con las referidas especificaciones, a fin de no entrabar el desenvolvimiento regular de este ámbito de la economía nacional. 


Para ello, añadió, efectivamente sería significativo contar con un estudio sustentado en un criterio técnico, a fin de evitar que se generen dificultades que, a la postre, puedan perjudicar a quienes se pretende proteger. Por consiguiente, en su opinión, este trabajo técnico que se ha anunciado debería permitir alcanzar acuerdos que eviten efectos no deseados de la ley, y que posteriormente obliguen a modificarla.


En ese sentido, apuntó, es atinente consignar que la discusión que se desarrolle en la referida mesa de trabajo, tendrá un carácter netamente técnico para resolver ciertos aspectos relevantes, mediante un tratamiento acucioso y objetivo de la materia, sin perjuicio de que las respectivas modificaciones sean objeto del estudio en particular de la presente iniciativa de ley.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto fundamentó su voto afirmativo destacando, en primer término, la importancia del proyecto de ley en análisis, la cual ha quedado en evidencia tras el debate sostenido en esta Comisión, en el que fueron escuchados los representantes de los diferentes actores que operan en este ámbito del quehacer nacional. 


Señaló que, si bien es cierto que el Código del Trabajo contempla normas referidas a la protección de las remuneraciones, no es menos cierto que, en los hechos, existen trabajadores cuyas remuneraciones no están realmente protegidas y son afectadas mediante la aplicación de mecanismos de devoluciones o compensaciones por el acaecimiento de circunstancias que son ajenas al desempeño laboral del trabajador.


Lo importante, destacó, es conciliar la nueva normativa con la realidad de los trabajadores que prestan servicios en las distintas industrias que operan en este ámbito, las que registran sendas diferencias entre ellas, tales como las Administradoras de Fondos de Pensiones, las Isapres o las Compañías de Seguros.


Desde esa perspectiva, añadió, un análisis técnico permitiría resolver más adecuadamente en torno a la materia, reforzando el principio de protección de las remuneraciones, en el cual todos están de acuerdo. Se trata de superar las aprensiones que se han manifestado, las cuales se sustentan en la preocupación por buscar la mejor alternativa para regular este tema, sin generar efectos indeseados, ya sea para los trabajadores o para los empleadores. 


Citó como ejemplo el caso de los vendedores comisionistas que se desempeñan en instituciones financieras y cuya labor consiste en la actualización de las tarjetas de crédito. A estos trabajadores, acotó, se les imponen metas de gestión que significan la obligación de alcanzar cierto número de emisiones de tarjetas al mes, tras el cual, si no se ha logrado la cantidad establecida, no perciben la correspondiente comisión pactada sobre el sueldo fijo. Esta situación se agrava porque se les asignan carteras de clientes pertenecientes a financieras que han desaparecido o con clientes que han fallecido o que han cambiado de domicilio. Otro problema que se verifica en este campo es la “tercerización” de los servicios. Se trata, pues, de una serie de dificultades que enfrentan estos trabajadores y que obstaculizan su desempeño. 


De ahí, entonces, la necesidad de tener presente todos estos casos, así como también considerar las particularidades que revisten las actividades en sus respectivos ámbitos de ejecución, con sus correspondientes complejidades. 


En consecuencia, concluyó, expresó su aprobación a la idea de legislar, sin perjuicio de realizar, posteriormente, las enmiendas o ajustes que resulten necesarios para alcanzar una mejoría técnica del proyecto.


Finalmente, la Honorable Senadora señora Alvear fundamentó su voto a favor de la idea de legislar, destacando la trascendencia de la iniciativa en estudio, la que calificó como positiva.


Asimismo, subrayó que la completa información recibida por la Comisión durante el desarrollo del debate, unida a una propuesta de carácter técnico acerca de los ajustes que sea pertinente introducir al proyecto, conducirían, sin duda, a una más acertada resolución en torno a esta materia.


Conforme a lo anterior, reiteró que, tras la aprobación en general del proyecto en la Sala del Senado, correspondería solicitar la apertura del respectivo plazo para presentar indicaciones, término durante el cual podría constituirse el equipo técnico encargado de efectuar el estudio a que se ha hecho mención, y cuya propuesta se materializaría en las indicaciones pertinentes, las cuales serían consideradas por la Comisión en su segundo informe, con motivo de la discusión en particular del proyecto.


Concluida la exposición de fundamentos, el señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social señaló que todas las inquietudes precedentemente manifestadas abordan temas de gran relevancia y que es preciso revisar para consensuar las enmiendas que sean necesarias para perfeccionar la iniciativa legal. 


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, el Ejecutivo valora especialmente el hecho de que la Comisión haya conocido la realidad particular que afecta a los trabajadores del sector, y que los hace diferir de la situación laboral del común de los trabajadores del país. En efecto, explicó, un empleado que presta determinados servicios, recibe cada mes una remuneración compuesta por diversos elementos, tanto fijos como variables. Esa descripción corresponde al esquema básico y regular sobre el cual se estructuran las relaciones laborales. Sin embargo, advirtió, existen trabajadores que, por muchos años, han llevado sobre sí la carga de la incertidumbre absoluta en torno a la determinación y pago de una parte importante de sus remuneraciones. Entre ellos, se registran casos emblemáticos que revelan la ejecución de prácticas del todo reñidas con el principio de protección remuneracional, como por ejemplo, la venta de un aporte previsional voluntario (APV) a una persona que, con el tiempo, por hacer uso del producto adquirido al acogerse a jubilación, genera consecuencialmente la pérdida de la comisión para el vendedor que realizó la operación. Este tipo de ejemplos, junto a muchos otros, demuestran que es preciso hacerse cargo de estos casos y, en ese entendido, el Ejecutivo valora que la Comisión haya tomado conocimiento de los mismos y que se haya hecho eco de la necesidad de resolver la problemática que se verifica en esta materia.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente forma:


1. Intercálase el siguiente artículo 54 bis nuevo:


“Artículo 54 bis.- Las remuneraciones devengadas se incorporan al patrimonio del trabajador, teniéndose por no escrita cualquier cláusula que implique su devolución, reintegro o compensación  por parte del trabajador al empleador, ante la ocurrencia de hechos posteriores a la oportunidad en que la remuneración se devengó.


Con todo, se podrán pactar premios o bonos por hechos futuros, tales como la permanencia  durante un tiempo determinado del cliente que ha contratado un servicio o producto a la empresa o bien la puntualidad del mismo en los pagos del referido servicio u otros.


El empleador no podrá condicionar la contratación de un trabajador o su permanencia en el empleo, a la suscripción de instrumentos representativos de obligaciones, tales como pagarés en cualquiera de sus formas, letras de cambios o compromisos de pago de cualquier naturaleza, para responder de remuneraciones ya devengadas.”.


2. Incorpórase en el inciso primero del artículo 55, las siguientes oraciones a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.):


“En caso que la remuneración del trabajador se componga total o parcialmente de comisiones e independientemente de las condiciones de pago que la empresa pacte con el cliente, éstas deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las demás remuneraciones ordinarias del período en que se efectuaron las operaciones u ocurrieron los hechos que les dieron origen, salvo que, por razones técnicas ello no sea posible, caso en el cual deberán ser liquidadas y pagadas conjuntamente con las remuneraciones del mes siguiente. La cláusula que difiera el pago de comisiones al trabajador, sobrepasando los límites establecidos en este artículo, se tendrá por no escrita.”.


Artículos transitorios


Artículo 1°.- Los contratos de trabajo celebrados con anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán ajustarse a sus términos a contar del día primero del mes subsiguiente al de su publicación, en lo relativo a las condiciones y plazo del pago de las remuneraciones variables,  sin que dichos nuevos parámetros de pago puedan derivar en una remuneración inferior a la percibida por las mismas operaciones que le dieron origen.


Artículo 2°.- En caso que el sistema de comisiones se encuentre pactado en un contrato colectivo, los parámetros de plazo y condiciones de pago de las remuneraciones variables deberán ajustarse al término de la vigencia de éste. Con todo, si dicho contrato se renovare en forma anticipada, el nuevo instrumento deberá considerar el referido ajuste de los parámetros de pago.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de marzo, 1 de abril y 3 de junio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) (Jorge Pizarro Soto), y señores Pedro Muñoz Aburto (Presidente Accidental), Andrés Allamand Zavala, Juan Pablo Letelier Morel y Víctor Pérez Varela (Evelyn Matthei Fornet).


Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2009.

 (Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FACULTA AL FISCO PARA COMPRAR Y VENDER PROPIEDADES PARTICULARES AFECTADAS POR SITUACIONES DE CATÁSTROFES

(6010-12)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones que celebró la Comisión, concurrieron las autoridades que a continuación se indican: la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete; la Ministra de Bienes Nacionales, señora Rommy Schmidt; la Jefe de la División Jurídica del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia; la Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales , señora Pilar Vives; el Jefe de la División de Bienes Nacionales, señor Pablo Mecklenburg; el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN), señor Alejandro Vio; el Geólogo de SERNAGEOMIN, señor Luis Lara; el Alcalde de la comuna de Chaitén, señor  Pedro Vásquez y el Alcalde de la comuna de Futaleufú, señor  Arturo Carvallo.


Asimismo, asistieron, la Arquitecto de la Cámara Chilena de la Construcción, señora Pilar Giménez; la Ex Delegada Presidencial, señorita Paula Narváez; el Geólogo-Vulcanólogo, Profesor Titular de la Universidad de Chile, señor Oscar González-Ferrán; el Geofísico, señor Luis Donoso; y los dirigentes, señores Raúl Vera y Pedro Gallardo.

Concurrió, además, el Honorable Diputado señor Claudio Alvarado.


NORMAS DE QUÓRUM.-  


Los artículos 1° y 11, son de quórum calificado de acuerdo a lo establecido en el número 23º, inciso segundo, del artículo 19 de la Constitución Política, por cuanto establecen requisitos para la adquisición de algunos bienes, por exigirlo así el interés nacional.
- - -
A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República, artículo 19, N°s 23 y 24.

b) Decreto Ley N° 1.939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.


c) Decreto Ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la pequeña propiedad y para la constitución del dominio sobre ella.

d) Ley N° 14.171, artículo 68, permite que los actos y contratos señalados en dicha ley, puedan otorgarse por escritura privada ante notario, debiendo proceder a su protocolización de oficio, dentro de 30 días corridos desde que sea suscrita y dejando constancia en el original y copia.


e) Ley N° 16.282, que fija disposiciones para casos de sismos o catástrofes.


f) Ley N° 16.391, artículo 61, que señala que los instrumentos públicos que contengan actos o contratos en que sean partes el Ministerio de Vivienda y las Instituciones de Previsión Social, entre otras, podrán extenderse en registros impresos, mecanografiados o litografiados  y podrán celebrar sus actos o contratos de acuerdo al artículo 68 de la ley N° 14.171.


g) Decreto Ley N° 2.186, de 1978, que aprueba la Ley Orgánica Constitucional de Procedimiento de Expropiaciones, artículo 4°, que señala que todo procedimiento de expropiaciones se debe iniciar con el nombramiento de una Comisión de tres miembros  encargada de determinar el monto provisional de la indemnización.


h) Código Civil, Libro Cuarto, Título XXIII, Párrafo 11, Del Pacto de Retroventa.


i) Código Penal, artículo 473.


j) Decreto Supremo N° 27, de 2001, del Ministerio de Bienes Nacionales, que reglamenta el artículo 85 del Decreto Ley N° 1.939, de 1977.  


k) Decreto Supremo N° 128, de 1987, que aprueba el Límite Urbano de la localidad de Chaitén.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA

Expresa el Mensaje, que es de público conocimiento que, desde el día 2 de mayo de 2008, las comunas de Chaitén y Futaleufú  de la Provincia de Palena, Región de Los Lagos, se han visto afectadas por la erupción del Volcán Chaitén, fenómeno que ha provocado daños de consideración,  tanto en las edificaciones, terrenos y predios del lugar, como en la flora, fauna y en el medio ambiente de dichas zonas, lo que llevó al Gobierno a declarar el área señalada, conforme a la ley N° 16.282, zona afectada por catástrofe, a través del Decreto Supremo N° 588, del Ministerio del Interior, publicado en el Diario Oficial de 14 de mayo de 2008. 


A consecuencia de lo anterior, el Gobierno ha adoptado medidas extraordinarias destinadas a enfrentar y paliar esta situación, otorgando soluciones a los habitantes de dicha zona que han sido evacuados, o que han debido abandonar sus actividades y deberes cotidianos, añadiendo la Primera Mandataria en su Mensaje, que estas circunstancias han generado y podrían continuar generando, además, grandes pérdidas materiales, sin perjuicio del consecuente daño psicológico a los damnificados.

Por ello, la presente iniciativa legal tuvo, originalmente, como objetivo generar instrumentos normativos que permitan a la Administración solucionar una serie de problemas que pueden presentarse en la práctica, en situaciones de emergencia respecto de zonas afectadas por catástrofes, sismos o por cualquier otro hecho de similar naturaleza que provoque calamidad pública, declaradas por la autoridad. 


Posteriormente, el Ejecutivo presentó una Indicación Sustitutiva reformulando la iniciativa legal, acotando las facultades que se otorgan al Fisco de Chile, para que, a través del Ministerio de Bienes Nacionales efectúe la compra y recompra solamente de los predios urbanos de Chaitén, y de determinadas propiedades rurales de las comunas de Chaitén y Futaleufú, y en la medida que estas últimas hubieren resultado con pérdidas cuantiosas. 
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

La iniciativa tiene por finalidad ir en ayuda de los habitantes de la zona de Chaitén, quienes después de la erupción del volcán del mismo nombre, ocurrida el día 2 de mayo de 2008 han debido, para evitar mayores consecuencias, abandonar sus propiedades.


Para cumplir con tal propósito se faculta al Fisco de Chile, para comprar inmuebles particulares urbanos de la comuna de Chaitén, e inmuebles rurales de propiedad particular de las comunas de Chaitén y Futaleufú. Estos últimos, en la parte o cabida que hayan sufrido cuantiosas pérdidas en los suelos, en las cubiertas vegetales, en la aptitud del suelo para la crianza de animales, en las construcciones destinadas a tal fin, o en otras construcciones o mejoras efectuadas por sus dueños, todo ello previa certificación del Servicio Agrícola y Ganadero o de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.

Estructura del proyecto


Consta de 20 artículos permanentes, mediante los cuales se establecen los requisitos y procedimientos que facultan al Fisco para que, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, compre inmuebles particulares ubicados en el radio urbano de Chaitén, e inmuebles rurales de dicha comuna y de la de Futaleufú, Provincia de Palena, Región de Los Lagos. 


En relación a los predios rurales de propiedades particulares se autoriza la compra sólo en la extensión o cabida que hubiere resultado afectada por la erupción del volcán Chaitén o por las secuelas de la misma con cuantiosas pérdidas en los suelos, en las cubiertas vegetales, en la aptitud del suelo para la crianza de animales o de las construcciones destinadas a tal fin, o en otras construcciones introducidas o efectuadas en estos predios, pérdidas que serán certificadas por el Servicio Agrícola y Ganadero  o la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.


Producida la compra, el dominio del bien raíz quedará radicado de pleno derecho y por el solo ministerio de la ley, en el patrimonio del Fisco de Chile.


La iniciativa establece el plazo de tres meses para que los interesados ingresen la solicitud de compra al Ministerio de Bienes Nacionales, debiendo adjuntar los antecedentes necesarios para transferir al Fisco los inmuebles de su dominio. A su vez, el Ministerio dispondrá de seis meses para tramitar la solicitud, plazo que se contará desde que se certifique que los títulos y los demás antecedentes del bien raíz se encuentran conformes.


El precio de compraventa se expresará en unidades de fomento, y no podrá ser inferior al valor comercial que estos inmuebles tenían antes de la erupción del Volcán Chaitén, ocurrida el 2 de mayo de 2008. Para su determinación, el Ministerio de Bienes Nacionales pondrá los antecedentes a disposición de la comisión que se constituirá para estos efectos, integrada por tres peritos elegidos por sorteo de la lista constituida de acuerdo al artículo 4° del Decreto Ley N° 2.186, de 1978, Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones.


Asimismo, el proyecto de ley contempla la posibilidad de recompra, otorgando a los antiguos propietarios la primera opción para ello. La recompra procederá una vez que los predios se revaloricen  como consecuencia de las condiciones medioambientales del sector, o a raíz de inversiones que en el futuro se desarrollen en el lugar, y siempre que el inmueble pudiere ser utilizado de manera productiva o bien reúna condiciones suficientes para su habitabilidad, según se trate de inmuebles rurales o urbanos. Las condiciones señaladas serán certificadas por la Secretaría Ministerial Regional de Agricultura o la Dirección de Obras Municipales que correspondiere.

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Ministra de Bienes Nacionales, señora Rommy Schmidt comenzó su exposición señalando que originalmente el Mensaje  facultaba al Fisco para comprar o permutar inmuebles rurales de propietarios particulares, situados en zonas declaradas afectadas  por sismo o catástrofe, y siempre que hubieren sufrido pérdidas cuantiosas, estableciendo, asimismo, para el antiguo propietario la primera opción para adquirir el predio a través de recompra.

.


Acotó que el Mensaje consideraba una facultad de carácter genérico, que agregaba un Párrafo II, nuevo, al Título II del decreto ley N° 1.939, de 1977, sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, 

Luego se refirió a la Indicación Sustitutiva, señalando que la misma acotó el universo de beneficiarios, facultando al Fisco para comprar sólo la propiedad particular urbana de la comuna de Chaitén y la propiedad particular rural de las comunas de Chaitén y Futaleufú. En cuanto a estas últimas sólo se pueden adquirir si sufren pérdidas cuantiosas.

Precisó, entonces, que se reemplazó la facultad genérica otorgada al Fisco por una facultad particular para las comunas de Chaitén y Futaleufú, en los términos que ya se ha señalado.


Enseguida, la señora Ministra aludió a las características de la compra, precisando que se pueden adquirir inmuebles urbanos de propiedad particular, existan o ya no existan y cualquiera sea su estado de uso o daño, destacando que el Fisco no puede comprar inmuebles que sean del Estado.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Allamand, acerca de los motivos por las cuales no se consideró el mecanismo de la expropiación, la Ministra señora Schmidt aseveró que se hubiera tenido que dictar una ley especial, ya que las leyes actualmente en vigor, que otorgan facultades expropiatorias al Ministerio de la Vivienda, al Ministerio de Obras Públicas y al Ministerio de Bienes Nacionales, no son aplicables para el caso específico de las aludidas comunas de Chaitén y Futaleufú.

Añadió que se analizó la posibilidad de enviar a tramitación un proyecto de ley que autorizara a expropiar las viviendas referidas, desechándose esta  alternativa por cuanto no era mirada con simpatía por la comunidad de Chaitén, puesto que sus habitantes no eran partidarios de medidas obligatorias, sino de tener la posibilidad de vender o no.

Puntualizó, asimismo, que el Gobierno carece de  facultad para obligar a los ciudadanos a residir o no residir en un determinado lugar del país, de manera que, conjugándose ambos factores se descartó tal posibilidad.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Longueira respecto de si se puede lograr igual propósito con las leyes vigentes que otorgan facultades expropiatorias, la señora Ministra contestó que no, puesto que para ello se debe dictar una ley especial, ya que la posibilidad de expropiar para los fines perseguidos en este proyecto no está dentro de las causales de expropiación que se otorgan a los Ministerios de la Vivienda y Urbanismo, de Obras Públicas y de Bienes Nacionales, que consideran la expropiación para fines específicos.


Precisando lo anterior, la asesora jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, señora Pilar Vives refirió que la facultad expropiatoria del Ministerio de Obras Públicas se otorga, necesariamente, para que el Estado realice obras públicas, agregando que en este caso particular el Estado no iba a realizar obra alguna; tratándose del Ministerio de la Vivienda, la facultad se otorga para el desarrollo de proyectos inmobiliarios y, en el caso del Ministerio de Bienes Nacionales, se otorga para la instalación  de oficinas de la administración pública.

El Honorable Senador señor Allamand acotó que sus inquietudes obedecen a que se está frente a una materia sensible en términos del precedente que se crea, atendido que, la regla general, impide al Estado comprar como si se tratara de un particular, correspondiendo que la adquisición de un bien la efectúe mediante la expropiación.


Agregó el Honorable Senador señor Allamand que en relación al derecho de dominio el texto constitucional es preciso, al garantizar en el artículo 19 N° 24 el derecho de propiedad, cautelando que nadie pueda ser privado de ella, del bien sobre  que recae o de alguno de los atributos  o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación, y siempre que lo sea por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador.



Por lo anterior, prosiguió, es preciso acotar la iniciativa en estudio, de manera que  no pueda en el futuro utilizarse  como precedente para que el Fisco mediante la compraventa de un terreno realice una obra pública, sin usar la facultad que corresponde, cual es la expropiación.


A su vez, la señora Ministra de Bienes Nacionales aseveró que el ejemplo dado por el Honorable Senador señor Allamand es ilustrativo, en el sentido que en el caso de Chaitén no se puede expropiar, ya que el Estado no pretende realizar obra alguna, lo que es contrario al principio expropiatorio. Añadió que el Fisco  usa la ley que lo faculta para expropiar precisamente, por la importancia y el interés de bien público que reviste la obra a ejecutar.

Reiteró que en este caso el Fisco no va a ejecutar obra alguna, y que la compra obedece a la necesidad de compensar a los damnificados por el desastre, -que no se sabe cuánto va a durar- a los que se les está solicitando que abandonen el lugar, a fin de evitar una catástrofe que ponga en peligro sus vidas.

Continuó, la señora Ministra aseverando que, dada la incertidumbre existente, a este universo acotado de  propietarios  se le quiere dar un instrumento que les permita  reiniciar sus vidas  en otro lugar, sin tener que sufrir tanto deterioro al comenzar, cancelándose sus propiedades al valor que éstas tenían antes del 2 de mayo de 2008, y como si hubiera ocurrido en tiempos de normalidad.


Luego arguyó que si bien el Fisco tiene la facultad para adquirir propiedades, mediante las facultades que le otorga el decreto ley N°1.939, de  1977,  en este caso particular, no podría comprar los inmuebles, ya que en algunos casos éstos no existen, o bien tendría que adquirirlos al valor actual, con el consiguiente perjuicio económico para los pobladores de Chaitén, añadiendo que, por el contrario, lo que se pretende es reconocer el valor que los inmuebles tenían antes de la erupción.


El Honorable Senador señor Horvath consultó qué instrumentos jurídicos se utilizaron en el caso del Volcán Hudson, ya que allí existió una situación similar, en la cual el Fisco compró a $10.000 la hectárea y, posteriormente, hubo que dictar una ley especial para que los propietarios originales pudieran recomprar sus predios, ya que al cabo de 2 años costaban diez veces más que el precio en el que habían sido comprados por el Fisco.


Opinó, además, que lo que se ha realizado en la zona afectada ha sido un completo desastre, ya que con una mejor política y un adecuado monitoreo Chaitén estaría reviviendo, puesto que el daño no ha sido por el Volcán sino que por el arrastre de las cenizas.



A la afirmación del Honorable Senador señor Horvath, la señora Ministro contestó que el arrastre de las cenizas es una secuela de la erupción  y que, rehacer la comuna de Chaitén es además de gravoso, altamente riesgoso ya que la erupción aún sigue vigente.


La asesora jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales señora Pilar Vives, refiriéndose a la situación que se produjo en el Volcán Hudson, afirmó que a consecuencia de la erupción del volcán, la ceniza volcánica revitalizó el suelo. Agregó que el Fisco no adquiere estos inmuebles para obtener una ganancia cuando se revitalicen estos suelos,  sino que, por el contrario, establece la primera opción de recompra a los antiguos propietarios cuando cesare el riesgo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira aseveró que la ciudad de Chaitén se pondrá de pié, ya que  es la puerta de entrada natural de la Patagonia chilena, de manera que esta iniciativa legal, en su concepto, es el instrumento para construir otra ciudad, decisión que se adoptó con fundamentos técnicos que no comparte.



La señora Ministra de Bienes Nacionales continuó señalando que el proyecto considera la  compra de inmuebles urbanos de propiedad particular ubicados en Chaitén, y de los inmuebles rurales de las comunas de Chaitén y Futaleufú, agregando que en el caso de los últimos sólo en la cabida afectada por cuantiosas pérdidas en los suelos; en las cubiertas vegetales; en la aptitud del suelo para crianza de animales; en las construcciones destinadas a tal fin, o en otras construcciones  o mejoras efectuadas por sus dueños.



Explicó que las pérdidas se certificarán por el Servicio Agrícola y Ganadero  o por la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura.


Continuó la Secretaria de Estado, señalando que el precio será el valor comercial que tenía el inmueble antes del 2 de mayo de 2008, expresado en unidades de fomento, y que la determinación comercial del precio la efectuará una Comisión de Peritos, elegidos por sorteo de la  lista de peritos  a que se refiere el artículo 4° del decreto ley N° 2.186, de 1978, que aprueba la Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones. 


Refirió que se otorga un plazo de 10 días, desde la notificación,  para que las partes puedan reclamar del precio ante la misma Comisión, afirmando que si no hay acuerdo en el precio no existirá compraventa. 


Enseguida aludió a la base con que cuenta la Comisión de Peritos para realizar la tasación, a saber: el Catastro del Ministerio de Bienes Nacionales, títulos y planos del Conservador de Bienes Raíces, fotografías  y antecedentes de edificación del Servicio de Impuestos Internos, y antecedentes que aporten los propios solicitantes, más el valor comercial referencial anterior a la erupción. En este sentido, aseveró que el trabajo está ya avanzado, puesto que el Servicio de Impuestos Internos pondrá a disposición los antecedentes de que disponía para efectuar el reavalúo de los predios.



En cuanto al plazo para solicitar la compra, señaló que éste es de 3 meses desde la publicación de la presente iniciativa legal,  y que el Ministerio de Bienes Nacionales dispone de 6 meses para tramitar la compraventa, contado desde que se certifique la conformidad de los títulos.


El Honorable Senador señor Longueira manifestó que el proyecto no considera mecanismos que permitan garantizar que se cancele el mismo valor a los dueños de predios que tengan las mismas características, puesto que no contempla la publicidad de la cantidad que se  ha pagado por ellos. 

La señora Ministra aseveró que existe un trabajo previo que permitirá que esto no ocurra, señalando que aún cuando pudieren existir situaciones complejas, hay diversos elementos que permiten objetivizar la situación.


El Honorable Senador señor Allamand aseveró que si se hiciera pública la nómina de precios asignada a cada propiedad se establecería un verdadero control, consultando, a la vez, si un particular puede impugnar o reclamar por el  precio pagado a otro propietario.


Agregó que el procedimiento de la expropiación otorga mayor protección, ya que cualquier afectado puede reclamar si otro particular al que se le ha expropiado un bien raíz con características iguales o similares al suyo, se le cancela un precio mayor.



A su vez, el Honorable Senador señor Longueira afirmó que en el proceso de expropiación existe una instancia judicial  que permite reclamar del monto de lo pagado.



Al respecto, la señora Ministra aclaró que la Secretaría de Estado a su cargo no es la que fija el precio, ya que siendo una compraventa, ésta es el fruto de un acuerdo de voluntades, añadiendo que de ninguna manera un tercero, que no es parte, podría tener derecho alguno a alegar como ocurre en cualquier otro contrato.



Además, señaló que la Comisión de Peritos está formada por profesionales con experiencia en tasación de inmuebles, la que, además, dispondrá de determinados elementos para verificar el valor comercial  del inmueble y sus edificaciones.



Respecto a las aseveraciones referidas al monto distinto de tasación de propiedades similares, señaló que si ello llega a ocurrir, la Comisión de Peritos tendría que revaluar y si al particular no le satisface el precio fijado, siempre está facultado para no vender.



Ante lo señalado por la señora Ministra, el Honorable Senador señor Allamand afirmó que realmente sería una garantía para el propietario que en el proyecto se consignare que el Fisco está obligado a comprar al mismo valor, en el caso de propiedades iguales o similares.


Al respecto, el Honorable Senador señor Longueira afirmó que el Fisco en los procesos de expropiación paga razonablemente bien, y que para los particulares constituye una garantía la posibilidad de reclamar ante los Tribunales de Justicia, solicitando se consigne en este proyecto una norma en tal sentido, sugiriendo se analice en la discusión particular.



La asesora jurídica, señora Pilar Vives afirmó que la racionalidad de este proyecto de ley es siempre la compra, y que ésta se efectúa en base a parámetros objetivos, relatando que existe una instancia para aportar mayores antecedentes, manifestando que, además,  siempre existe la posibilidad de recurrir de protección por actos arbitrarios de la autoridad.


Enseguida, el Honorable Senador señor Longueira consultó por el número o porcentaje de viviendas vendidas que dejarían conforme al Ministerio de Bienes Nacionales, ya que si sólo se interesara por vender el  10% o 15% de las propiedades, el valor de la compraventa debiera bajar sustancialmente, por cuanto el Fisco ya no tendría motivo para comprar.



Puntualizó que le llama la atención que el Gobierno no tenga una meta al respecto.


Al respecto, la señora Ministra señaló que aún cuando tal situación ocurriera, el Fisco no puede reconstruir en Chaitén, ya que el volcán todavía se encuentra en erupción. 



Aseveró que antes del inicio de la tramitación de este proyecto, existía un 50% de la población dispuesta a vender sus propiedades, estimando que tal número debiera haber aumentado.

En la siguiente sesión expuso la Ministra de la Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete
, quién se refirió, en primer término a la manera cómo se llegó  a determinar la localización de la futura capital de la Provincia de Palena.

Relató que el Gobierno Regional de Los Lagos contrató un estudio a la Escuela de Arquitectura de la Universidad Católica, que en conjunto con la Universidad Austral de Valdivia efectuó un levantamiento de la situación existente en Chaitén, a la vez que procedieron a evaluar la pertinencia de mantener Chaitén en su ubicación existente y/o determinar los lugares más aptos y seguros para una relocalización de la ciudad.


Refirió que en consideración a las recomendaciones contenidas en el estudio, se decidió relocalizar la nueva ciudad en el sector de Santa Bárbara, por reunir las mejores condiciones de acuerdo a la metodología MEAL (Modelo Estratégico para el Análisis de Localizaciones), utilizado por los profesionales de la Consultoría. La referida decisión fue tomada en reunión con diversas autoridades, efectuada en el Ministerio del Interior.

Señaló que los sectores más favorables dentro de  los cinco analizados a través de MEAL (Modelo Estratégico para el Análisis de Localizaciones), fueron Bahía Pumalín y el sector de Santa Bárbara en que se proyectará la nueva ciudad.

Añadió la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo que se descartó la opción de Pumalín, por cuanto ello significaba, en primer lugar, distanciarse de la localización original de Chaitén, a la vez que requería de un mayor plazo para lograr implementar una nueva ciudad, atendida la presencia de un ecosistema de bosque y de humedal, que exigía la realización previa de estudios hidrológicos de detalle, que pudieran despejar los riesgos asociados a presencia de terrenos húmedos en el área, ya sea por existencia de acumulaciones de aguas lluvia y/o fluctuación de las mareas. 

Asimismo, refirió que Bahía Pumalín tenía otras desventajas, tales como un mayor costo  de la red vial y extensión de servicios, especialmente, mencionó aquellos costos asociados a la ampliación de la red interconectada local de distribución eléctrica. Asimismo, aseveró que los costos y plazos de construcción, en general, se encarecerían por la distancia e inexistencia de infraestructura de transportes, a lo que se añadía la circunstancia que la propiedad del suelo, en su mayoría, está en manos de privados.

Enseguida se refirió al segundo informe de diciembre de 2008, sobre relocalización de la ciudad de Chaitén, que estableció las ventajas comparativas de la caleta Santa Bárbara, a saber: su mejor conectividad, ubicada  al lado de la ruta 7; asimismo, la proximidad a la misma ciudad de Chaitén, a una distancia de aproximadamente 12 Km.;  la topografía adecuada para recibir construcciones e infraestructura, y la disponibilidad de terreno fiscal.

Relató que S.E. la Presidenta de la República mandató al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para liderar el proceso de relocalización de la comuna de Chaitén, en la localidad de Santa Bárbara, que cuenta actualmente con un villorrio de 11 casas y 3 familias habitando.

Posteriormente, el Ministerio del Interior dictó la Resolución Exenta Nº 2035 del 2 de abril del presente año, mediante la cual autoriza la ejecución de instalaciones provisorias en la localidad de Santa Bárbara,  y el  Ministerio de Hacienda procedió a dictar el decreto que dispone la utilización de un total de $1.150 millones de pesos para la instalación de infraestructura provisoria en la señalada localidad.

Añadió que durante el mes de abril del año en curso, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo con la colaboración de la Intendencia Regional, inició diversas reuniones de coordinación con todos los servicios y unidades técnicas involucradas en dicha tarea. Además, se hicieron visitas técnicas a terreno para evaluar los grados de avance de la instalación de infraestructura provisoria, destacando la entrega, el día 20 de abril, de un terreno de 800 mts2 aproximadamente, donde se dispondrán instalaciones provisorias de Carabineros de Chile y el Municipio de Chaitén, grupos de generación eléctrica, y antenas para las telecomunicaciones. 

Luego detalló los elementos con que contará dicho terreno, a saber:

- Contenedores distribuidos en dependencias de Carabineros de Chile y Municipalidad. Dichas dependencia contaran con servicios de telefonía fija, internet, agua y luz. El costo asciende a $335 millones.

- Luz Eléctrica, señalando que el trabajo preparativo del terreno se inició en un espacio de 20 x 10 mts2, donde se instalarán 2 generadores para luz eléctrica. Añadió que la distribución será de responsabilidad de la empresa Edelaysen S.A, y que el costo total de la instalación de carabineros y municipalidad, y la provisión de luz eléctrica será de $500 millones.


- Agua. Al costado del terreno donde se emplazarán las instalaciones provisorias, se dispone de un pozo profundo que permitirá la distribución de agua potable, en una primera fase, a Carabineros y al Municipio, para, posteriormente, distribuir al caserío existente en la localidad de Santa Bárbara. El costo asciende a $29 millones.

- Telecomunicaciones. A inicios del mes de abril, el Ministerio de Vivienda junto al Subsecretario de Telecomunicaciones, don Pablo Bello, efectúo una reunión con las compañías prestadoras de servicio de telecomunicaciones. Producto de ello, los días 21 y 22 de abril, las compañías de telefonía se dirigieron a la localidad de Santa Bárbara a enterarse en detalle sobre el lugar dispuesto para la instalación de antenas provisorias para las telecomunicaciones, lo que permitirá contar con telefonía móvil, fija e internet en el lugar. El costo total asciende a $6 millones.



Luego la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo señaló que se está trabajando a pasos acelerados para poder generar un Plan Maestro, el que será sometido a consulta del Alcalde y el Concejo, para su aprobación. Agregó que el Plan Maestro corresponde al Plano Regulador, en el que se definirán los límites urbanos que tendrá la nueva ciudad, que considera un centro cívico, un barrio residencial, un barrio de pescadores artesanales- que es una de las vocaciones existentes en la zona-, y un barrio turístico.

Agregó que la adopción de las decisiones sobre los temas referidos es de competencia del Alcalde y su Concejo Municipal, anunciando que pronto iniciarán el trabajo sobre esta propuesta, esperando que la misma esté aprobada en el mes de diciembre del año en curso, para así comenzar la urbanización de la nueva ciudad.

Enseguida, se refirió a la evaluación efectuada el día 20 de mayo del año en curso, señalando que el estado de avance de las obras es el siguiente:

a) Instalación de contenedores:

Señaló que las instalaciones provisionales destinadas a las dependencias de Carabineros, vale decir los 20 contenedores se encuentran instalados con su cubierta y fundaciones; además de los arranques de agua potable y electricidad y las conexiones a la planta de tratamiento de aguas servidas. Se trabaja en las terminaciones interiores y detalles finales.

Agregó que en  lo que respecta a las dependencias provisionales del municipio, al día miércoles 20 de mayo, se encontraban instalados 6 contenedores y las fundaciones de los 8 contenedores restantes, aseverando que se trabaja en las terminaciones interiores. Respecto de las conexiones de agua potable, aguas servidas y electricidad, ya están dispuestos los arranques y empalmes correspondientes desde el día 20 de mayo.

b) Agua Potable y Planta de Tratamiento:

Señaló que el día martes 19 de mayo, se realizaron las pruebas finales de la red, comprobándose que el sistema opera en su totalidad, tanto en las etapas de captación, clorado, impulsión y red de distribución; estando habilitados los arranques con sus respectivos medidores para las dependencias de los servicios públicos de Santa Bárbara.

La planta de tratamiento de aguas servidas que contempla el complejo se encuentra en su última fase de instalación e implementación y dentro de las próximas horas estará totalmente operativa.

c) Energía Eléctrica:

El sistema de generación autónoma de electricidad, funciona totalmente y se concluyó la instalación de los postes, que además de permitir la distribución de la energía eléctrica para las instalaciones provisionales, le proporciona alumbrado. Cabe destacar que, además, se instaló la postación y alumbrado para el villorrio de Santa Bárbara y que la localidad cuenta con alumbrado público.

d) Telecomunicaciones:

Desde el día lunes 18 de mayo se encuentran plenamente operativos los servicios de telefonía móvil y datos 3G de las 3 compañías que operan a nivel nacional y dentro de los próximos días dos operadores de telefonía fija regional, habilitarán sus servicios, en los que trabajan actualmente.

e) Pista de Aterrizaje:

Refirió que en un tramo de la Ruta 7, a partir del “Cruce Camahueto”, la Dirección de Vialidad trabaja en el ensanchamiento de una faja de 680 metros  de largo, que permitirá la operación de aeronaves Twin Otter de la Fuerza Aérea, que estará  operativa en el transcurso del mes de julio.


f) Otros Servicios:

La Armada, el Servicio de Salud, y la Dirección General de Aeronáutica Civil han efectuado sus requerimientos, habiéndoseles asignado los espacios necesarios para su instalación dentro del mismo complejo. Para esto mismo se dispuso de los arranques y conexiones que requerirán.

Finalmente, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, se refirió a los plazos, aseverando que es preciso considerar una serie de factores tanto climáticos como de logística al momento de definir plazos en la finalización de las obras, las que ya se encuentran en ejecución; sin embargo, refirió que las instalaciones ya referidas podrían estar concluidas a fines de este mes.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Longueira, acerca de la extensión de la nueva ciudad, la señora Ministra aseveró que podría alcanzar a 50 hectáreas, y que se propone hacer una ciudad moderna, que será la puerta de entrada a la Patagonia, añadiendo que será una apuesta más competitiva de la que existía, que permitirá competir con ciudades vecinas de Argentina, las  que tienen un desarrollo espectacular y con las cuales nuestro país no ha podido competir por falta de conectividad.


Agregó que en la localidad se cuenta con 270 hectáreas de dominio fiscal, que incluyen tanto terrenos planos como quebradas, aseverando que es precisamente la geografía del lugar la que permitirá contar con una capital provincial con enormes potencialidades.


Concluyó aseverando que si el Plan Maestro se aprobare en el mes de diciembre del año en curso, se podría comenzar la urbanización de la nueva ciudad, hacer los microlotes e iniciar la construcción del centro cívico.


La ex Delegada Presidencial,  señorita Paula Narváez se refirió al proceso de intervención que ocurrió debido a la emergencia del Volcán Chaitén, aseverando que la dimensión persona, la dimensión familia y la dimensión comunidad, fue un aspecto que le correspondió abordar desde la delegación presidencial, durante un año.


Puso de relieve la importancia del proyecto de ley en estudio, ya que permitirá la compra de los bienes inmuebles de las familias y personas, expresando que corresponde a un proyecto largamente anhelado por la comunidad que vivió y sufrió directamente esta emergencia.


Aseveró que al ocurrir la erupción, el día 2 de mayo de 2008 y luego el aluvión, el día 13 del mismo mes, la desesperación de las familias no sólo tenía que ver con la crítica situación que estaban viviendo, sino que, además, con la angustia e incertidumbre acerca de lo que ocurriría con las propiedades que tenían en Chaitén.


Agregó que aún cuando la realidad no es homogénea, en cuanto al grado de destrucción o de habitabilidad de las propiedades, sucedió que, simultáneamente, al anuncio del Gobierno de relocalización de la ciudad de Chaitén, la comunidad organizada comenzó a requerir una respuesta sobre el destino de sus bienes inmuebles, que representan  el fruto del sacrificio, trabajo e inversión de toda una vida.


Por ello, reafirmó que la solución que el Estado plantea a través de este proyecto, es de toda justicia, ya que constituye una compensación por las pérdidas materiales sufridas por los ciudadanos de Chaitén.


Enseguida, explicó que en el área norte de la ciudad se encuentran ubicadas 12 manzanas  que no sufrieron mayores daños, las que fueron objeto de estudio a fin de analizar su eventual recuperación. Sin embargo, los informes de las universidades y de SERNAGEOMIN concluyeron que existían serios riesgos para mantener la zona habitada, lo que se vio corroborado el pasado 19 de febrero, oportunidad en que el material piroclástico llegó muy cerca del sector. 


Expresó su comprensión hacia los particulares cuyas casas, ubicadas en el sector norte, están en buen estado, a la vez que instó a comprender a quienes lo han perdido todo, a aquellos cuyas casas se quedaron en el lecho del río, por lo que no serán jamás compradas por particulares, permitiendo que el Fisco las compre al valor que tenían antes de la tragedia.


En la siguiente sesión, exhibió un video del lugar, en el que se aprecian los estragos causados por la erupción y por el desborde del Río Blanco.


El Jefe del Programa de Riesgos Volcánicos del Servicio Nacional de Geología y Minería, don Luis Lara
   efectuó una síntesis de la erupción sobre la base  de los procesos que se han observado, afirmando que la erupción ocurrió en un lugar del que se conocía poco en términos de sismicidad o de actividad volcánica, no obstante la existencia de varios volcanes y algunos indicios de antecedentes previos.


Añadió que, en comparación con otros lugares del país, el conocimiento era escaso, no encontrándose tampoco el lugar bajo la cobertura de redes de monitoreo que permitieran detectar, tempranamente, alguna situación anómala. Sin embargó, afirmo, que sí existían indicios de sismicidad en el área del volcán.


Luego señaló que la erupción tuvo dos etapas: la primera, en la que apareció la columna eruptiva muy intensa, que dispersaba material piroclástico en un sector bastante grande, y que fue la fase más dañina; y la segunda etapa, que se inició a partir del 10 de mayo, manteniéndose hasta hoy, y que básicamente consiste en la emisión de una lava muy viscosa que se acumula al centro del emisor, no existiendo, en consecuencia, esa dispersión de material piroclástico que provocaba el viento.


Agregó que la cantidad de material que está brotando en la superficie es una de las más altas registradas  en el mundo, a pesar que la erupción aún no alcanza la duración que se ha experimentado en otros lugares. Agregó que la velocidad a la cual ha crecido el domo del volcán alcanza a un promedio de 20m3 por segundo, la cual expresó que es comparable a la velocidad con que creció el domo interno que originó la erupción del Monte Santa Elena el año 1980 en Estados Unidos.


Aseveró que este crecimiento acelerado produce una estructura volcánica muy inestable, con paredes abruptas  y susceptibles de desplomarse  en pequeños desprendimientos diarios, aún cuando puede ocasionar desprendimientos mayores, que es precisamente lo que ocurrió el 27 de febrero del año en curso, provocando que el material alcanzara varios kilómetros a la redonda, llegando al valle, e incluso a la carretera.


Luego refirió que como parte de las evaluaciones efectuadas durante la crisis del mes de mayo de 2008, se realizó una zonificación de los peligros  a gran escala, ya que las consecuencias del evento en esa semana alcanzaron a toda la Provincia de Palena.


Enseguida, manifestó que a solicitud del Gobierno de la Región de Los Lagos, se efectuaron evaluaciones específicas, intentando responder las preguntas acerca de la conveniencia de que la población volviera a la ciudad de Chaitén, o definitivamente encontrar otros lugares para emplazar la ciudad en el largo plazo.


Indicó que la zonificación realizada mostró que el valle del Río Chaitén y el lugar donde se encuentra la ciudad de Chaitén son de alta peligrosidad, porque han estado y están expuestos a una serie de procesos volcánicos.


Refirió que una evidencia interesante que se logró apreciar, debido a que las quebradas que se formaron en la ciudad permitieron ver el subsuelo, es la existencia de depósitos muy similares a los que se generaron en la erupción, los cuales al ser fechados con carbono 14, evidenciaron una data del siglo XVII, demostrando este vestigio que algo similar ocurrió en una etapa relativamente reciente.


Aseveró que los estudios geológicos efectuados llevaron a adoptar la decisión de abandonar la ciudad de Chaitén, no sólo por el daño evidente que presentaba, sino que por la circunstancia de que la erupción aún continúa, y que el colapso del domo constituye una situación de riesgo latente, existiendo situaciones de gran complejidad como es la removilización de material, sin tener la certeza de cuándo concluirá la erupción, ya que la dinámica de estos procesos puede tomar años.


El Alcalde de Futaleufú, don Arturo Carvallo relató que la situación ocurrida inicialmente afectó de distinta manera a las comunas de Chaitén y Futaleufú, ya que en Chaitén la población debió ser evacuada debido al alto riesgo a que estaba expuesta, añadiendo que, en el caso de su comuna,  toda la ceniza  volcánica cayó en suelos productivos, con el consiguiente perjuicio económico para sus propietarios.


Agregó  que el proyecto de ley en estudio favorece la venta de las propiedades agrícolas dañadas, constituyendo una valiosa ayuda para sus propietarios, los cuales podrán adquirir tierras en otro lugar de la Provincia, y continuar dedicándose a la ganadería, que es su fuente tradicional de sustento. 


Finalmente, abogó por resolver la falta de conectividad terrestre, la que de concretarse permitirá el desarrollo de la zona austral, uniendo la Provincia de Palena con la ciudad de Puerto Montt.



En relación al aspecto señalado anteriormente, el Honorable Senador señor Horvath manifestó que el proyecto de continuidad existe, cuenta con estudio de impacto ambiental, el proyecto de ingeniería está aprobado por el Ministerio de Obras Públicas,  agregando que el presupuesto está aprobado hace 2 años, de manera que sólo falta la decisión del Gobierno para realizar el camino continuo a Puerto Montt. 


El Alcalde de Chaitén, don Pedro Vásquez  expresó que el retorno y la reconstrucción de Chaitén comenzaron  el mismo día que salieron del lugar, puesto que existe una comunidad viva que siempre quiere retornar a su tierra.


Agregó que el retorno requiere de apoyo para esta comunidad que se encuentra desplazada, afirmando que el proyecto de ley marca el inicio del retorno  y de la reconstrucción, aseverando que es un proceso de largo plazo, puesto que deben realizarse estudios de impacto ambiental, de análisis y proyectos que permitan construir una ciudad de calidad que sea un ejemplo a nivel nacional e internacional. Por ello, instó a la pronta aprobación de esta iniciativa.


Finalmente, expresó su preocupación por la falta de conexión aérea en la zona, que ha afectado seriamente al turismo y comercio, instando a las autoridades a otorgar una solución antes de la temporada del verano, para no continuar menoscabando tales actividades.


El Honorable Diputado señor Alvarado hizo presente la importancia de este proyecto, y la necesidad que se apruebe a la brevedad posible, ya que es una medida que pide insistentemente la comunidad desplazada desde los inicios de la tragedia. 


Refirió que hay familias que lo perdieron todo, y por lo tanto requieren una compensación económica que les permita reemprender o reiniciar sus actividades en la localidad de Santa Bárbara, añadiendo que también hay otro grupo de personas, que ha optado por permanecer en el lugar en que actualmente están desplazadas, las cuales también contarán con esta fuente de recursos.


Concluyó señalando que la iniciativa no sólo da solución a quienes tenían el título de dominio inscrito, sino que, además considera las propiedades con solicitud de saneamiento en trámite, y  aquellas sobre las cuales existen derechos sucesorios.


El dirigente señor José Gallardo señaló que representa aproximadamente a 600 familias desplazadas, la mayoría de las cuales se encuentra en Puerto Montt, Chiloé o Futaleufú y cuyo mayor anhelo es que este proyecto sea realidad, por lo que solicitó la pronta aprobación de la iniciativa.

A continuación expuso la arquitecto, señora Pilar Giménez, en representación de la Cámara Chilena de la Construcción, quien manifestó que la situación que se ha producido en Chaitén es del mayor interés para la Cámara, principalmente porque alguno de sus asociados viven en dicha localidad, agregando que cuentan con delegaciones regionales en Puerto Montt.

Agregó que en el último tiempo han tratado de acopiar antecedentes para poder aportar en esta discusión, señalando que tuvieron como invitado en su organización al señor Héctor López, quien les habría explicado con detalles las iniciativas que está tomando el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Asimismo, recibieron a representantes de la Universidad Católica los que les habrían indicado las sugerencias que formularon para poder mantener la localidad de Chaitén.

Enseguida, hizo presente la necesidad que tiene la entidad gremial que representa, de contar con el sustento técnico para comprender las decisiones que se están tomando, agregó que para la Cámara no ha sido fácil acceder a dicha información.

Anotó, luego, que entre sus asociados han surgidos dudas que no dicen relación directa con temas de construcción, sino más bien con determinar sobre lo adecuado o no de las decisiones adoptadas.

Acotó, a continuación,  que entre las principales dudas que se han manifestado,  está la de preguntarse por qué no se ha evaluado la posibilidad de mantener y conservar como habitable la zona norte de Chaitén que aparentemente no tiene el nivel de daños que sufrió la zona sur. Reiteró que respecto de este punto han recibido diversas opiniones, pero no han contado con la información técnica necesaria para evaluarla. 

Agregó que le parece razonable plantear el crecimiento hacia las zonas que se consideran de menor riesgo, sin embargo estima que la indicada zona norte de Chaitén puede cumplir el papel de una plataforma que permita ese crecimiento; porque, como se señaló, la nueva ciudad es un proyecto a largo plazo que tomará varios años en consolidarse, expresando su preocupación por el desconocimiento de los antecedentes, que permitan avalar o descartar tal posibilidad.

Luego indicó que en relación a la localización de la nueva ciudad, que sería Santa Bárbara, también han escuchado opiniones de expertos que indican que esta localidad se encuentra en el delta del Río Rayas y que por tanto tendría el mismo nivel de riesgo de Chaitén. Por ello, insistió, en la necesidad de contar con los argumentos técnicos que permitan evaluar la situación relativa al emplazamiento de la nueva ciudad.

Finalmente, señaló, que en relación al proyecto de ley que se discute en esta Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, la entidad que representa no tiene objeciones que formular, agregando que le parece una iniciativa que está bien planteada, en el sentido que da la oportunidad a quien lo desee para poder vender libremente su propiedad.

El Honorable Senador señor Longueira hizo presente que, a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, le interesa conocer todos los antecedentes involucrados en la toma de decisiones respecto a la nueva localización de Chaitén y no exclusivamente los aspectos propios del proyecto de ley en estudio; puso de relieve que es necesario conocer cuánto del daño de la comuna de Chaitén se debe a la actividad volcánica y cuánto a la falta de inversiones, por ejemplo, en el encauzamiento del río.

A continuación, el Presidente otorgó la palabra al señor Oscar González-Ferrán, quien comenzó señalando que el año 1988, a raíz de una consulta del Honorable Senador señor Horvath, por el inicio de las actividades volcánicas en la zona de Chaitén, le entregó los antecedentes con que contaba sobre dicha situación y luego le formuló algunos planteamientos relativos a las alternativas que se podían considerar. Desde ese punto de vista, anotó, que se analizaron cuáles eran las áreas menos peligrosas y aquellas en las que se podrían eventualmente refugiar los habitantes de la zona indicada.

Enseguida manifestó que, en julio de 2008, preparó un informe, conjuntamente con el señor Luis Donoso, en el que concluían que el área más protegida, analizando todo el comportamiento de peligros naturales asociados a la actividad volcánica, aluvional, de cenizas, etc., era la zona comprendida entre Santa Bárbara, Fandango y el mismo Chaitén.

Agregó que, en 1988, visitó esa zona porque se había producido una crisis sísmica importante y recorrió y sobrevoló todo el sector, advirtiendo que se había desprendido un bloque del glaciar del volcán Michinmahuida, el que provocó una avalancha por el río Soledad hasta la localidad de Los Amarillos, indicando, además, que en su recorrido encontró el domo del volcán Chaitén que ya mostraba actividad y era un eventual peligro. Por ello señaló que ya desde aquél año se sabía de la situación de peligro volcánico.

A continuación expresó que, dadas las características propias del volcán Chaitén, era posible esperar una activación peligrosa del mismo. Las características de este volcán lo hacían altamente explosivo por su contenido de óxido de sílice, es decir, provoca un magma o lava muy viscosa donde los gases con mucha dificultad tratan de salir, por lo que los gases al llegar a la superficie se despresurizan y revientan como un balón de gas.

Enseguida indicó que el domo del volcán no es demasiado grande, el diámetro del cráter es pequeño. Agregó que los vientos predominantes en la zona son del suroeste, por lo que la ceniza se va hacia la zona nor-noroeste, o sea, hacia Argentina.

Manifestó luego que se ha señalado que una primera erupción se habría producido hace 9.000 años, lo que en su concepto no es posible porque en esta zona las glaciaciones se producen cada 6.000 años, y que, de haberse producido una erupción las señaladas glaciaciones habrían borrado y suavizado los bordes de la caldera explosiva. Razón por la que él estimaba que el ciclo eruptivo del Chaitén es de menos de 5.000 años. Luego señaló que se advierten muestras de un segundo ciclo eruptivo y luego otra tercera de menor entidad.

Finalmente expresó que existen indicios de una cuarta erupción que según sus estimaciones no puede haberse producido más allá de 600 años.

Expresó enseguida que a nivel internacional hay una estimación de que los ciclos eruptivos se repiten con una regularidad de entre 600 a 1.000 años, por lo que la actividad del volcán Chaitén se puede estimar que se produce desde hace unos 3.600 años, lo que sí coincide con los glaciares de la zona.

A continuación el señor González-Ferrán manifestó que en los mapas se puede advertir que el río Blanco es una caja fácil de descarga y que, además, existe un delta de depósitos de erupciones anteriores.

Enseguida indicó que en la zona de Fandango y de Santa Bárbara existe un escudo de rocas viejas, que siempre podrá frenar cualquier descarga de flujos de aluviones, ya que no se advierten evidencias de depósitos en los últimos 5.000 años, por lo que la parte más favorable y protegida es la señalada.

En síntesis indicó que, dado que la zona se encuentra protegida por los macizos que la rodean, y además que la actividad volcánica del Chaitén se encuentra en un ciclo que podría volver a producir una erupción en los próximos 600 años, la zona norte de Chaitén puede ser habitable por algunas décadas aún. Un proceso parecido se ha producido en Indonesia y en Japón, a través, de establecimientos de diques o grandes muros que canalizan los aluviones que pueden suceder.

Enseguida el expositor consultó a la Ministra de Vivienda y Urbanismo, cuál era la cota sobre el nivel del mar en que se deseaba construir la nueva localidad en el sector de Santa Bárbara, a lo que la señora Ministra contestó que se encuentra muy cerca de la ruta 7, y piensa que debe estar sobre los 20 o 25 metros. 

Ante esto manifestó que dada la altura que alcanzan las olas en una actividad de tsunami asociada a erupciones volcánicas o sismos de gran magnitud, le parecía más adecuado que cualquier localización se realice sobre los 30 metros del nivel del mar.

El Honorable Senador señor Longueira consultó al expositor su opinión respecto a la pregunta formulada por la señora Pilar Giménez, en relación a si la zona de Santa Bárbara se vería o no afectada por su ubicación por el delta del río Rayas.

El señor González-Ferrán, contestó que efectivamente se encuentra dentro del delta del señalado río y afectará necesariamente a la nueva localidad.

Enseguida expuso el Geofísico, señor Luis Donoso, quien manifestó que expondría sobre el impacto económico de los desastres naturales.

En primer lugar señaló que los elementos claves en el manejo de desastres, considerando los aspectos desde la menor a la mayor inversión, son la identificación de los riesgos, la mitigación, la transferencia del riesgo, la preparación, la respuesta a la emergencia, y la rehabilitación y restauración.

Estos son los elementos básicos que se deben tomar en cuenta en cualquier estructura de gobierno.

La primera fase se relaciona con los estudios de carácter geofísico que cada país debe desarrollar para identificar cuáles son sus potenciales riesgos naturales.

La segunda fase comprende aspectos de impacto económico tales como la mitigación del daño y la recuperación de la zona y poblaciones afectadas y cómo ello se expresa en términos del PIB nacional.

Desde el punto de vista del crecimiento del país hay antecedentes que permiten comparar la situación de un país desarrollado y otro en desarrollo. 

Señaló que en el caso de un país desarrollado, dada la situación de producirse un desastre, se afecta la formación de capital y cómo se recupera, en este caso se recobran los sistemas productivos; y, en el caso de los países en desarrollo se recuperan los servicios o insumos básicos.

Añadió que en términos comparativos Chile, por su propia naturaleza y por la dinámica de los procesos que lo afectan tiene enormes vulnerabilidades, es así como, en un documento del año 2005 del Banco Mundial, se  expresa que parte importante del territorio se encuentra expuesto a 3 o 5 riesgos naturales y que, además, nos encontramos en el percentil más alto de la exposición de capital como país.

Indicó enseguida que dos tercios del PIB se encuentran expuestos a riesgos naturales en forma importante. A modo ejemplar señaló que se estima que en el terremoto de 1985 se perdió entre el 2 a 3 por ciento del PIB.

A continuación expresó que entre las recomendaciones está desarrollar procesos y políticas acordes al valor esperado del riesgo que se asume, ello obligaría entre otras cosas a establecer la cartografía de riesgo y determinar los indicadores de vulnerabilidad para una inversión dada. 

Enseguida se refirió a los modelos de apoyo financiero, señalando que existen varios, pero puso de relieve la postura del FEMA (Agencia Federal para el Manejo de Emergencias de Estados Unidos de América), el cual plantea que los programas de apoyo de emergencia no ofrecen como finalidad reponer las viviendas o pertenencias, perdidas o dañadas, al estado en que se encontraban antes de ocurrido el desastre, sino simplemente buscan dar la ayuda necesaria para satisfacer las necesidades esenciales de los individuos y sus familias y dar los primeros pasos hacia la recuperación.

El expositor luego puso de relieve la necesidad de fortalecer y crear instituciones con funciones especificas para identificar las variables de riesgo, su evolución, su mitigación, el manejo de crisis y la rehabilitación de sistemas productivos. Agregó que se alegraba que haya un proyecto de un sistema de red de monitoreo vulcanológico, sin embargo, hizo notar que hace años se espera la creación de una red sismológica nacional, aseverando que tampoco existe un sistema de alerta temprana para variables hidrometeorológicas.

Finalizó señalando que es de particular importancia dar prioridad a las variables de manejo de crisis y, particularmente, de la rehabilitación de sistemas productivos.

El Honorable Senador señor Longueira señaló que le hace sentido que, tal como indicara el señor González-Ferrán, se pensara en una relocalización de la zona de Santa Bárbara considerando los aspectos de seguridad ya expuestos. Señaló que le parece lógico que se piense en una ubicación más cercana a la zona norte de Chaitén y también a una mayor altura respecto del nivel del mar.

Enseguida consultó si en los planes de reubicación se tenía o no contemplado desplazar el muelle de Chaitén, porque en su concepto es esta infraestructura la que le da vitalidad a la economía de esa comunidad.

Acotó finalmente que el sentido del proyecto en estudio, y unido a este la decisión ya adoptada de no desarrollar ninguna política pública que implique la permanencia de la población en Chaitén, es precisamente que el mayor número de posibles beneficiarios se acoja a la venta de sus propiedades y se trasladen a una nueva localización, en especial Santa Bárbara. Por ello consulta qué sucederá mientras se instala la nueva localidad, dado que según su conocimiento hay pobladores que están realizando acciones tendientes a permanecer en Chaitén, ya sea abriendo pozos, instalando generadores de electricidad, etc. Preguntó, asimismo, qué inversión pública se hará en la zona norte de Chaitén considerando que el desplazamiento de la población no se podrá hacer de modo inmediato. 

El Honorable Senador señor Horvath manifestó que para los ayseninos la Provincia de Palena es la puerta de entrada, esto significa que lo que suceda allí no es indiferente para los habitantes de Aysén.

Hizo presente enseguida que, en su concepto, Chaitén no puede desaparecer fundamentalmente porque es necesario preservar la continuidad territorial y es indispensable conservar el Camino Austral que pasa por medio de Chaitén.

Agregó luego que para la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales es indispensable contar con la información de cuánto se ha gastado e invertido en la operación fruto de la erupción volcánica. Consultó qué monto se ha entregado a los evacuados, cuáles han sido los movimientos, los servicios y ayudas que se han distribuido, etc.

La Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete, expresó que las decisiones adoptadas en relación al tema de Chaitén lo han sido en conjunto y considerando siempre la opinión de los expertos; especialmente relevante es el estudio que se encargó a la Universidad Católica.


Agregó que de acuerdo a los antecedentes de que dispone y a lo aportado por SERNAGEOMIN, por vulcanólogos y expertos internacionales  se adoptó la decisión que Chaitén no era viable y por ello cuando se tomó la decisión de relocalizar en Santa Bárbara, también se tuvo presente que la primera localidad que se vio era Fandango, pero hubo un informe de SERNAGEOMIN y de otros expertos que señalaban que en el lugar existía remoción de masas y que era altamente probable de que hubiera  desprendimiento de cerro, descartándose la relocalización en Fandango. 




A consecuencias de ello, se decidió hacerlo más cerca de Chaitén, en la localidad de Santa Bárbara, donde según estudios fundados de expertos y geólogos el delta del río Raya no generaba peligro alguno para Santa Bárbara.




Respecto a la consulta que efectuó el Honorable Senador señor Longueira sobre lo que ocurrirá con el muelle, la señora Ministra de la Vivienda, afirmó que se ha contemplado la creación de un nuevo puerto para Santa Bárbara, cuya planificación está a cargo del Ministerio de Obras Públicas. Además, señaló, se contempla la habilitación de un nuevo aeropuerto, el que estará ubicado a 3 km.  de la localidad, en un lugar ya definido por la Dirección General de Aeronáutica Civil, donde los vientos no permiten el embancamiento, de manera  que se podrá aterrizar allí a  cualquier hora del día.





La señora Ministra, hizo especial hincapié en la necesidad de que la ciudad tenga sustentabilidad económica, añadiendo que la nueva capital de la Provincia  será construida de una manera  diferente, creando las condiciones para que en ella existan fuentes de trabajo, de manera de asegurar que la población y las futuras generaciones permanezcan  ahí, considerando también el carácter estratégico que tiene el lugar, debido a su condición de ciudad limítrofe con Argentina.




El Honorable Senador señor Longueira pidió información acerca de la manera cómo se venderá Santa Bárbara, la dimensión de los terrenos en que se construirá,  consultando, además, si existirá algún tipo de prioridad para las personas que vivían en Chaitén.




La señora Ministra de la Vivienda y Urbanismo expresó que el Ministerio presentará una propuesta que permita fijar los límites urbanos a la nueva ciudad, que será sometida a la aprobación del Municipio, añadiendo que serán los propios vecinos quienes definirán el tamaño de sus terrenos y que, para ello contarán con los recursos que obtendrán por la venta de sus propiedades en Chaitén.




Añadió que se debe dictar una normativa  que otorgue prioridad a los vecinos de Chaitén para comprar terrenos, evitando así la especulación de foráneos.




Enseguida, la señora Ministra se refirió a lo aseverado por el señor González-Ferrán, señalando que no existe lugar alguno en nuestra costa que no esté expuesto a la posibilidad de un tsunami y que tenga la altura ideal a la que se aludió en su exposición.




Continuó señalando que  la responsabilidad del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo es enorme en relación a la localización, recalcando que el estudio efectuado por las mencionadas universidades les merece toda la confianza, puesto que se han tomado todas las precauciones de los riesgos que pudieren existir, aseverando que el lugar es seguro para las personas, no sólo porque no tiene remoción de masas, sino que, además es asoleado y presenta un escudo de defensa enorme constituido por los cerros que están atrás, pasando el Río Raya por el costado de Santa Bárbara, no siendo posible que pudiera algún día impactar a la ciudad como se aseveró en esta sesión.





A lo anterior agregó que el mayor desarrollo de la ciudad estará en altura, y que una vez que se construyan el puerto y el aeropuerto, habrá una ciudad más habitable que la existente  actualmente en Chaitén Norte, lugar en el que hay familias que aún continúan viviendo en situación de riesgo. Relató que los camiones se embancan en Chaitén Norte, por la existencia de aguas subterráneas que han dejado muy débil y movediza la superficie, provocando hundimientos en el sector, por lo que no se puede hablar de seguridad para sus habitantes.
















Enseguida, la señora Ministra de Bienes Nacionales se refirió a la afirmación del Honorable Senador señor Horvath, quién aseveró que en el Informe Financiero, que acompaña al proyecto, el gasto se calcula sobre la base del pago del valor del avalúo fiscal de la propiedad.




Al respecto, la señora Ministra afirmó que efectivamente es así, añadiendo que se debe tener presente que el Fisco no comprará la totalidad de las propiedades rurales de Futaleufú y Chaitén, sino sólo aquellas que estén seriamente afectadas por la erupción. De esta manera, prosiguió, se producirá una suerte de compensación respecto de las cifras planteadas sólo respecto del avalúo fiscal a la valoración comercial que tengan los predios que, definitivamente, se vendan.





Sobre este aspecto, concluyó señalando que es probable que finalmente las cifras se acerquen al monto de $ 30.000 millones que señala el Informe Financiero, añadiendo que de momento no es posible otorgar una mayor certeza respecto al gasto en que se incurrirá.



Luego la señora Ministra de Bienes Nacionales, se refirió a la continuidad de la conectividad territorial en la Provincia de Palena, señalando que esa materia fue uno de los parámetros que consideró el Gobierno para la construcción de esta nueva ciudad.



Respecto a la reinstalación del muelle, aseveró que ya se adoptó la decisión de cambiar la capitanía de puerto, y que el lugar dependerá del estudio que al respecto realice la Dirección de Obras Portuarias, el que aún no está licitado.




Enseguida la señora Paula Narváez, ex Delegada Presidencial expresó que el proyecto Santa Bárbara es una realidad que se está concretando, añadiendo que existe una vinculación directa entre la comunidad y el territorio, vinculación que se cortó geográfica y físicamente  por la emergencia de la erupción del volcán Chaitén, pero no emocionalmente, señalando que una vez que el Gobierno anunció la relocalización en Santa Bárbara se produjo la reconexión con el territorio.




Manifestó que previo a la decisión del Gobierno de relocalizar la ciudad, sólo un 23% de las familias desplazadas tenía la intención de reinstalarse, aseverando que ese porcentaje subió a un 48% una vez que se anunció la relocalización, estimándose que una vez que esté terminada la nueva ciudad la intención de reinstalarse aumentará considerablemente. 



Lo anterior ocurre, agregó, porque las familias adoptan sus decisiones con un criterio de realidad, advirtiendo que existen aproximadamente 50 personas que se han resistido a abandonar sus casas, lo que es normal, pero que en el largo plazo se cambiarán cuando la nueva ciudad esté instalada.



Luego se refirió a los trabajos realizados en Chaitén Norte, señalando que el Cuerpo Militar del Trabajo, el Ministerio de Obras Públicas y la Dirección de Vialidad realizaron trabajos de encauzamiento del Río Blanco, trabajos de pretil de la ribera norte de calle Pillán para evitar que las casas fueran arrasadas, lo que corrobora que las Autoridades, en un primer momento, apostaron por Chaitén Norte.


Añadió que también se realizaron trabajos para generar una contención de todo el material que corría por la calle Pillán y que estaba provocando un proceso de enbancamiento del puerto, afirmando que tales obras fueron vitales para que, a partir del 19 de agosto, las barcazas pudieran entrar en operaciones y abastecer a la zona norte de Aysén y sur de la Provincia de Palena.


En relación a los planteamientos efectuados por la representante de la Cámara Chilena de la Construcción, la señora Paula Narváez expresó que el Gobierno Regional de Los Lagos estableció cláusulas de confidencialidad en la entrega de los documentos  al encargar el estudio a la Universidad Católica, advirtiendo que en la medida que se avanzaba en las etapas de revisión que la contraparte técnica realizaba, el informe se daba a conocer como corresponde.



Finalmente, se refirió a la información pedida por los Honorables Senadores señores Horvath y Longueira, afirmando que el monto de los recursos utilizados al cierre de la Delegación Presidencial, el 5 de mayo pasado, ascienden a $43.510.000 (cuarenta y tres mil quinientos diez millones), que incluye los gastos en que incurrió la Oficina Nacional de Emergencia, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, que puso a disposición de los desplazados  de Chaitén un subsidio de 670 unidades de fomento por familia, el Ministerio de Agricultura y el Ministerio de Educación.


El Honorable Senador señor Horvath reiteró que se observa una increíble desproporción entre los recursos que el Estado puso a disposición de los evacuados y los que asignó para realizar obras en Chaitén, añadiendo que el pretil del que habló la ex Delegada Presidencial son sólo unas pocas rocas que se pusieron ahí, motivo por el cual solicitó oficiar al Ministerio de Obras Públicas, a fin de que informe en detalle el monto de lo que presupuesta invertir directa o indirectamente  en mejorar la continuidad territorial.



Enseguida, la señora Ministra de la Vivienda y Urbanismo señaló que existe un subsidio especial para 1.800 familias  desplazadas de Chaitén, precisando  que se han solicitado aproximadamente 600 subsidios, ya que el resto de las familias no lo está utilizando porque optaron por el ahorro para destinarlos a la construcción de sus nuevas viviendas en Santa Bárbara.




El Director Nacional de SERNAGEOMIN destacó que la nueva relocalización de Chaitén constituye un ejemplo de una acertada decisión gubernamental, adoptada con excelente información geológica.




Ante la consulta del Honorable Senador señor Longueira acerca de si es preciso comprar propiedades particulares en Santa Bárbara, la señora Ministra de Bienes Nacionales señaló que existen 270 hectáreas de dominio fiscal en el lugar, aclarando que el emplazamiento propuesto por el estudio de la Universidad Católica para el sector residencial se encuentra preferentemente en propiedad privada. 

El Honorable Senador señor Horvath, anunció su voto favorable en general a la iniciativa, no obstante hizo presente que se debieran cumplir algunas condiciones mínimas, tales como solicitar al Ejecutivo garantía respecto a la realización de obras en Chaitén, en las defensas del río Chaitén y servicios básicos mínimos; como asimismo,  respecto a asegurar  la continuidad territorial, para evitar la desconexión del sur de la provincia de Palena con la Región de Aysén, y la continuidad hacia Puerto Montt, y la construcción en un período breve del nuevo Chaitén, ubicado entre Fandango y Santa Bárbara. 



El Presidente de la Comisión puso en votación la idea de legislar la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Horvath y Longueira.
- - - 


En mérito del acuerdo antes consignado, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales,  propone la aprobación en general del proyecto de ley, cuyo texto se consigna a continuación y que corresponde al texto remitido por la Honorable Cámara de Diputados:
PROYECTO DE LEY:


 “Artículo 1º.- El Fisco de Chile, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, podrá comprar los inmuebles urbanos de propietarios particulares situados en la comuna de Chaitén, hayan o no resultado éstos afectados por la erupción del volcán Chaitén y,o por las secuelas de dicha catástrofe. Así también, podrá comprar aquella parte, extensión o cabida de los inmuebles rurales de propietarios particulares ubicados en las comunas de Chaitén y de Futaleufú, que hayan sufrido cuantiosas pérdidas por la erupción del volcán Chaitén y,o por las secuelas de dicha catástrofe, ya sea en los suelos, en las cubiertas vegetales, en la aptitud del suelo para la crianza de animales, en las construcciones o mejoras destinadas a tal fin, o en otras construcciones o mejoras efectuadas o introducidas por sus dueños en estos predios.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por propiedades urbanas todas aquellas que se encontraban antes de la erupción del día 2 de mayo de 2008 en el radio que comprende el límite urbano definido por decreto N° 128, de 1987, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y además, las que se hallan o se hallaban individualizadas en los planos X-5-919-CR; X-5-848-SR; X-5-1488-CR; X-5-1581-CR; X-5-2014-CR, y X-5-2055-SR, así como los inmuebles que se originen en subdivisiones o transferencias derivadas de dichos planos. Asimismo,  por propiedades rurales, se entenderán todas aquellas que se encontraban hasta antes del 2 de mayo de 2008, fuera de dicho radio.  La existencia de cuantiosas pérdidas que hubieren podido sufrir estas últimas será determinada y certificada por el Servicio Agrícola y Ganadero o por la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura, según procediere, en plazo máximo de treinta días corridos contados desde que esa institución es requerida. 


Artículo 2º.- La adquisición de estos inmuebles se efectuará a los propietarios particulares que sean dueños de éstos al momento de publicarse esta ley, a sus sucesores, conforme a las normas del derecho común o a quienes estén en vías de ser propietarios o poseedores regulares, al amparo de lo que prescribe el artículo siguiente.


El plazo para ingresar la solicitud de compra en el Ministerio de Bienes Nacionales será de tres meses, contado desde la publicación de esta ley. Para ello, el afectado deberá concurrir al referido Ministerio, adjuntando los antecedentes necesarios para vender el inmueble de su dominio al Fisco de Chile y se considerará administrativamente que ha ingresado dicha solicitud una vez que el Ministerio de Bienes Nacionales certifique que los títulos de la propiedad se encuentran ajustados a derecho. 


El Ministerio de Bienes Nacionales tendrá el término de seis meses para tramitar la compra del bien raíz, contado desde que se certifica que los títulos y demás antecedentes de la propiedad a adquirir, se encuentran conformes.


No obstante, si durante el plazo de tres meses a que se refiere el inciso segundo de este artículo, quienes sean sucesores de una determinada persona difunta propietaria del inmueble, no han obtenido la resolución por la cual se les concede la posesión efectiva de la herencia, podrá cualquiera que integre la comunidad hereditaria presentar la solicitud u oferta de venta dentro del referido plazo,  pero el Ministerio de Bienes Nacionales no le dará curso mientras no se acredite haber obtenido la posesión efectiva de la herencia y mientras no se haya inscrito ésta en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, debiendo la sucesión en este caso designar además, un mandatario común para efectos de recibir el pago del precio.


También se recibirán en este plazo de tres meses, las solicitudes de quienes se encuentran regularizando el dominio conforme a lo que establecen los decretos leyes N° 2.695, de 1979, y N° 1.939, de 1977. Sin embargo, el Ministerio de Bienes Nacionales no dará curso al procedimiento de compra mientras no se haya inscrito el título en el Conservador de Bienes Raíces competente, al amparo de lo que dispone el artículo siguiente. 


Artículo 3º.- Respecto de las propiedades que son objeto de una solicitud de regularización por parte de un particular, se presumirá para los efectos de esta ley que es propietario del inmueble respectivo quien acredite las siguientes circunstancias:


a) Haber presentado con antelación a la erupción del volcán Chaitén ocurrida el 2 de mayo de 2008, la correspondiente solicitud de regularización de títulos ante la Oficina Provincial o Secretaría Regional del Ministerio de Bienes Nacionales competente y cumplir con los requisitos que la normativa específica establece.


b) Tratándose de solicitantes de títulos gratuitos de propiedad fiscal, se deberá acreditar haber ejercido la ocupación de la propiedad  de manera continua y efectiva en los últimos cinco años contados hacia atrás desde el 2 de mayo de 2008. En estas circunstancias, no será necesario haber extendido el acta de radicación a la que alude el decreto ley N° 1.939, de 1977, ni será aplicable la prohibición de gravar y enajenar a que se refiere dicho texto legal, así como tampoco la que contempla la ley N° 19.776, para efectos de otorgar el título gratuito sin estas exigencias.


c) Si la propiedad a regularizar es particular, el solicitante debe haber estado por sí o por otra persona en su nombre, en posesión material continua y exclusiva del inmueble en los últimos cinco años contados hacia atrás desde el 2 de mayo de 2008,  ejerciendo dicha posesión además,  sin violencia ni clandestinidad. Este hecho se debe haber comprobado o verificado en terreno por el Ministerio de Bienes Nacionales, con anterioridad a esta ley. 


En estos casos, practicada la inscripción a que se refiere el artículo 14 del decreto ley N° 2.695, de 1979, no será aplicable lo que disponen los incisos primero y segundo del artículo 17 del decreto ley citado.


d) De la misma manera, si la propiedad a regularizar es particular, el solicitante tampoco debe tener juicio pendiente en su contra e iniciado con antelación al 2 de mayo de 2008,  que afecte el dominio o posesión del inmueble en cuestión, entablado por un tercero que invoque asimismo dominio o posesión. Este hecho se comprobará mediante declaración jurada notarial del solicitante.


Artículo 4º.- La adquisición se hará como especie o cuerpo cierto, y en el estado en que se encontraban los inmuebles antes de la erupción del volcán Chaitén  ocurrida el 2 de mayo de 2008. Lo expuesto, no obstante que con posterioridad a la fecha indicada, éstos no existan o hubieren sido destruidos, inundados o hubieren sufrido alguna modificación significativa producto de la catástrofe o de sus secuelas.


Artículo 5º.- Para efectuar la adquisición o compra del inmueble,  el Ministerio de Bienes Nacionales deberá realizar, previamente, el correspondiente estudio de títulos.


Artículo 6º.- Todo aquel que maliciosamente obtuviere el reconocimiento de la calidad de titular del dominio del inmueble que es objeto de la adquisición del Fisco en virtud de estas circunstancias, mediante actos de engaño o simulación, o valiéndose de documentos o pruebas falsas, será sancionado con las penas del artículo 473 del Código Penal. La sanción podrá ser aumentada en un grado por la agravante de tratarse de bienes situados en zonas declaradas como afectadas por sismos o catástrofes.


Artículo 7º.- El precio de compra que el Fisco de Chile pague por los  inmuebles urbanos o rurales de propiedad particular que adquiera en las condiciones descritas, se expresará en unidades de fomento y será pagado al contado.


El precio de compraventa no podrá ser inferior al valor comercial que estos inmuebles tenían antes de la erupción del volcán Chaitén ocurrida el 2 de mayo de 2008 y para la determinación de su monto, el Ministerio de Bienes Nacionales pondrá los antecedentes necesarios a disposición de la comisión que se constituirá para estos efectos, integrada por tres peritos elegidos por sorteo de la lista constituida de acuerdo al artículo 4° del decreto ley N° 2.186, de 1978, Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones. En los casos en que no fuere posible tasar las propiedades porque éstas o parte de ellas ya no existen o han sido destruidas a raíz de la catástrofe o de sus secuelas, el valor de compra será el valor comercial referencial que estos inmuebles puedan haber tenido antes de la erupción del volcán aludido.


Esta comisión tendrá un plazo máximo de treinta días corridos, para determinar el valor comercial de los inmuebles a adquirir, lo que constará en acta o dictamen suscrito por todos sus integrantes, el que se notificará personalmente al vendedor y al Ministerio de Bienes Nacionales, o mediante carta certificada a este último. La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día siguiente a su expedición.  El  dictamen que determine el monto o valor comercial de las propiedades deberá contener a su vez la tasación de los bienes y los criterios usados en dicha tasación.


El Fisco o el vendedor tendrán un plazo de diez días corridos a contar de la notificación para reclamar ante la comisión de peritos el monto del precio de compra fijado por ella, exponiendo lo que estimen conveniente a sus derechos y acompañando los antecedentes en que se fundan.


La remuneración de los peritos será de cargo del Ministerio de Bienes Nacionales, así como cualquier otro gasto que sea necesario efectuar para la aplicación de la presente ley. 


Artículo 8°.- Para efectos de tasar el inmueble a adquirir, la comisión de peritos considerará los antecedentes de títulos que existan respecto del terreno. Para la tasación de las edificaciones o construcciones en el estado en que éstas se encontraban antes de la erupción del volcán Chaitén del 2 de mayo de 2008,  se estará a los antecedentes que las partes aporten o que de ellas existan. 


Artículo 9°.-  Determinado el precio de compraventa por la comisión de peritos a que alude el artículo precedente y estando las partes de acuerdo en las condiciones o modalidades de la venta, el Ministerio de Bienes Nacionales expedirá un decreto supremo que autorice la compra de los inmuebles.


Artículo 10.- El dominio del bien adquirido quedará radicado de pleno derecho y por el sólo ministerio de la ley en el patrimonio del Fisco mediante la competente inscripción del título en el conservador de bienes raíces respectivo, una vez pagado el precio de la compraventa y que se hayan cancelado o extinguido, respectivamente,  los gravámenes u otros derechos reales que afecten o limiten a la propiedad, si los hubiere, con excepción de las servidumbres. No obstante si la propiedad que compra el Fisco en virtud de esta ley, tiene su origen en la aplicación del decreto ley N° 2.695, de 1979, no regirá respecto de ella la exigencia que para su adquisición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales, deban haberse cancelado o extinguido previamente los  gravámenes u otros derechos reales que las puedan afectar o limitar.


Artículo 11.- Los particulares que de acuerdo a las normas de los artículos precedentes hubieren vendido al Fisco inmuebles de su dominio ubicados en el área urbana o rural de la comuna de Chaitén, o en el área rural de la comuna de Futaleufú, tendrán la primera opción para  recomprar las mismas propiedades, solicitando a la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales correspondiente la celebración de un nuevo contrato de compraventa entre ellos o su sucesión hereditaria y el Fisco. Lo expuesto, en la medida que al cabo del tiempo, los inmuebles objeto de la recompra se hubieren revalorizado en virtud de las mejoras en las condiciones medioambientales del sector o a raíz de inversiones que en el futuro se desarrollen en el lugar y siempre que en uno u otro caso, estos inmuebles pudieren ser utilizados de manera productiva, para fines silvoagropecuarios, o en condiciones suficientes que permitan su habitabilidad, según sea el mérito de cada caso.


Artículo 12.- Para los efectos de lo indicado en el artículo precedente, el posible uso productivo o con fines silvoagropecuarios del inmueble rural deberá ser certificado por la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura. Por su parte, las condiciones suficientes de habitabilidad del predio urbano o rural serán certificadas por la Dirección de Obras Municipales respectiva. 


Esta certificación podrá otorgarse de oficio por las instituciones mencionadas, o a petición del Ministerio de Bienes Nacionales, del anterior propietario del inmueble o de sus herederos. 


Si el informe o la certificación que otorgue la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura o la Dirección de Obras Municipales respectiva, en su caso, declara recuperado el terreno para uso productivo o con fines silvoagropecuarios, revalorizado el inmueble o en condiciones suficientes de habitabilidad, el Ministerio de Bienes Nacionales dictará una resolución administrativa mediante la cual se pronunciará respecto de la disponibilidad y prescindibilidad de la propiedad, la que deberá ser publicada en el Diario Oficial, sin perjuicio de su registro en el sitio web institucional. 

Artículo 13.- Publicada la resolución que declara factible la recompra, el solicitante o sus herederos tendrán derecho a iniciar la tramitación de la solicitud correspondiente dentro del plazo de seis meses, contados desde la referida publicación en el Diario Oficial. 


Vencido este plazo, el solicitante o sus herederos no podrán hacer uso de este beneficio y deberán sujetarse a las normas ordinarias sobre la materia.


Artículo 14.- El precio de recompra que los anteriores propietarios o sus herederos paguen por los referidos inmuebles no podrá ser inferior al valor comercial que para estos efectos determine la Comisión Especial de Enajenaciones Regional de acuerdo al artículo 85 del decreto ley N° 1.939, de 1977 y al decreto supremo N° 27, de 2001, del Ministerio de Bienes Nacionales, previa tasación que deberá practicar el Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales. Con todo, el precio mínimo de recompra en estas especiales circunstancias será la cantidad de dinero que el Fisco originalmente pagó y que cada propietario recibió, reajustado de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha del contrato original y el mes anterior a la fecha de la nueva escritura, o el avalúo fiscal vigente de la propiedad al momento de celebrarse la escritura de recompra, el mayor valor en cualquiera de los dos casos. 


Se podrán, además, fijar las condiciones y modalidades que se estimen adecuadas para cautelar el interés fiscal.


Artículo 15.- En las circunstancias descritas de compra y recompra no serán aplicables las disposiciones del Párrafo 11, del Título XXIII, del Libro Cuarto del Código Civil y el Fisco, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, declarará la factibilidad de la venta a sus antiguos propietarios si el inmueble fiscal es prescindible para los fines del Estado y éste se encuentra disponible.


Artículo 16.- Los beneficios y demás derechos que se consagran en la presente ley sólo podrán ser ejercidos por los solicitantes o sus herederos, previa declaración jurada de no ser parte en ningún juicio pendiente en que se discuta la posesión o el dominio de la propiedad solicitada en recompra.


Artículo 17.- El inmueble urbano o rural así adquirido por recompra al Fisco, no podrá enajenarse antes del plazo de 5 años, contado desde la respectiva inscripción de dominio a favor de los adquirentes de esta nueva compraventa. Dichos inmuebles, asimismo, se adquirirán por las personas señaladas, sujeto a la obligación del respectivo adquirente de radicarse en éstos por el período de 5 años, contado desde la correspondiente inscripción de dominio de la nueva compraventa a su favor. Con todo, a los herederos que adquieran el inmueble por sucesión por causa de muerte de quien en su momento ya ejerció la primera opción de recompra de la propiedad y que por consiguiente, inscribió a su nombre el nuevo contrato de compraventa, no le será aplicable la mencionada carga al dominio.


Para los efectos de este artículo, se entenderá que cesa la obligación de radicación si el Ministerio de Bienes Nacionales autoriza antes del plazo indicado la transferencia del inmueble. Sin perjuicio de lo anterior, el cumplimiento de la obligación de radicación se verificará si en estas propiedades habita el adquirente o cualquier otra persona a su nombre o bien, si los terrenos son trabajados personalmente por el adquirente o por personas distintas que obran bajo su dependencia.


Artículo 18.- Los actos y contratos a que se refiere esta ley  podrán otorgarse por escritura privada firmada ante notario, debiendo éste proceder a protocolizarla de oficio dentro de los 15 días corridos desde que sea suscrita, dejando constancia en el original y copia. Mientras no se efectúe esta protocolización el acto o contrato respectivo no surtirá efecto alguno y carecerá de todo efecto legal sin necesidad de que su nulidad o ineficacia sea declarada por sentencia judicial. Para todos los efectos legales, el referido documento se considerará  como escritura pública desde la fecha de su protocolización y las copias autorizadas del mismo tendrán mérito ejecutivo. En todo lo demás, regirá a su respecto las normas del artículo 68 de la ley N° 14.171 y del artículo 61 de la ley N° 16.391.


Así también, los Notarios, Conservadores, Archiveros, los empleados públicos y, en general, todos aquellos funcionarios que puedan contribuir en razón de sus cargos, al cumplimiento de las funciones que se otorgan por la presente ley, estarán obligados a proporcionar los documentos y copias de instrumentos públicos que les sean requeridos dentro del término de quince días contado desde que estos antecedentes les hayan sido solicitados y sólo podrán cobrar por ellos el costo de reproducción de los mismos. 


Por el trámite de inscripción de dominio, el Conservador de Bienes Raíces no deberá cobrar una cantidad que supere el uno por mil del precio del contrato y el valor de las subinscripciones, cancelaciones, alzamientos y anotaciones que procedan no podrá superar los $ 2.000. 


Artículo 19.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, será financiado con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio de Bienes Nacionales. Por otra parte, las sumas provenientes de la recompra o del nuevo contrato de compraventa que se celebre entre el Fisco y los anteriores propietarios o sus herederos, de los inmuebles objeto de la presente ley, se imputarán, destinarán, distribuirán e ingresarán directamente a Rentas Generales de la Nación.


Artículo 20.- La forma, modalidades y procedimientos generales a que diere lugar la aplicación de la presente ley serán establecidas por decreto supremo del Ministerio de Bienes Nacionales.”. 

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de mayo y 1° y 2 de junio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pablo Longueira Montes (Presidente), Andrés Allamand Zavala y Antonio Horvath Kiss.


Sala de la Comisión, a  5 de junio de 2009.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario
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NUEVO INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIONES DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA

(4716-07)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra emitir un nuevo informe complementario a su segundo informe, referido al proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple”.




A la sesión en que la Comisión trató nuevamente esta iniciativa, asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Larraín, el señor Contralor General de la República, don Ramiro Mendoza Zúñiga; el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; el Jefe de la División Jurídica de la Contraloría, señor Julio Palavicini Magnere; la señora Contralora Regional de Valparaíso, doña Dorothy Pérez Gutiérrez y los asesores del Ministro Secretario General de la Presidencia, señora Verónica García de Cortázar Galleguillos y señor Marco Opazo Godoy. 





La reforma constitucional objeto de este informe se encuentra en el trámite de discusión en particular y respecto de ésta se han elaborado un segundo informe y un informe complementario de los que se dio cuenta en sesiones de los días 6 y 13 de mayo recién pasado, respectivamente.

ANTECEDENTES





El día 13 de mayo del año en curso, la Sala del Senado inició la discusión en particular de esta iniciativa. En dicha oportunidad y, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento del Senado, el señor Presidente de la Corporación dio por aprobados los números 1 (en lo que dice relación con los incisos tercero, sexto y séptimos que se propone agregar al artículo 8° de la Constitución Política), 2 y 5 de su artículo único.





Las demás modificaciones que había aprobado esta Comisión en su informe complementario de su segundo informe, quedaron pendientes de votación.




Posteriormente, en sesión del día 20 de mayo recién pasado, la Sala de la Corporación acogió, unánimemente, una indicación que formuló el Honorable Senador señor Espina para volver este proyecto a la Comisión, con el propósito de analizar algunas de sus normas e intentar generar un acuerdo que recoja las inquietudes que plantearon diversos señores Senadores en la sesión del día 13 de mayo, particularmente sobre su artículo 8°.





El Presidente del Senado propuso a la Sala devolver el proyecto de reforma constitucional a la Comisión, haciendo presente que si se pidiera reabrir el debate, regirían las normas que sobre el particular establece el Reglamento de la Corporación.





El día 2 de junio próximo pasado, esta Comisión acordó, según se detalla más adelante, por la unanimidad de sus miembros, reabrir la discusión del proyecto despachado en particular, dando cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 185 del Reglamento del Senado, toda vez que se trata de un proyecto que estaba totalmente aprobado por la Comisión.





Como consecuencia de lo anterior, se procedió a adoptar una serie de acuerdos que se consignan en los acápites siguientes. 

NORMAS DE QUÓRUM





Hacemos presente que si la Sala acuerda  reabrir el debate sobre las normas enmendadas en este nuevo informe complementario, las que recaen en el número 1 del artículo único deberán aprobarse por las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio; en tanto que las que inciden en los números 3 y 5, del referido artículo, deben aprobarse por las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127, por estar relacionadas con los Capítulos I y V, respectivamente, de la Constitución Política de la República. 

DEBATE EN LA COMISIÓN





En cumplimiento del acuerdo del Senado en orden a reconsiderar el proyecto de reforma constitucional ya despachado en su totalidad por esta Comisión y con el fin de intentar alcanzar un nuevo acuerdo en este asunto, la Comisión analizó, en el orden de su numeración, el articulado ya aprobado por ella.





Primeramente, abordó las modificaciones al artículo 8°.





Como se recordará, el mencionado informe complementario propuso introducir cinco incisos nuevos al artículo 8° de la Constitución Política de la República. El primero de ellos propone que los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República, y los municipales, estén impedidos de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado. El mismo inciso agrega que, en especial, no podrán participar en actividades de proselitismo político o en la promoción de candidaturas a cargo de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia.




Al comenzar el estudio de este precepto, la Comisión tuvo presente que en el debate en la Sala de este proyecto, algunos Honorables señores Senadores expresaron diversas observaciones respecto de esta y otras normas aprobadas por la Comisión.





Los referidos reparos fueron planteados, en lo fundamental, por los Honorables Senadores señores García y Núñez.





El Honorable Senador señor García propuso eliminar, del mencionado inciso, la frase “durante su jornada de trabajo”, ya que, a su juicio, algunas autoridades públicas, tanto nacionales como regionales, como, por ejemplo, Ministros, Intendentes, Gobernadores y Secretarios Regionales Ministeriales, están permanentemente a disposición de la comunidad y, por lo tanto, la prohibición de realizar cualquier actividad política no debiera restringirse sólo al horario en que oficialmente desempeñan sus cargos.





Por su parte, el Honorable Senador Núñez objetó que la norma aprobada prohibiera a los funcionarios públicos realizar cualquier tipo de “actividad política”. Dicho reparo, se funda en dos órdenes de razones. En primer lugar, porque la forma en que está redactado dicho precepto  expresa una opinión negativa en contra de quehacer político -actitud que él no comparte-  y, en segundo lugar, porque, tal como está construida la primera oración de este inciso, se incurre en un error conceptual.




Respecto de esto último, recordó que los funcionarios públicos -al ejercer las distintas atribuciones de gobierno o administración que les confiere el ordenamiento jurídico- realizan, de manera permanente, una actividad política, pues esta última se vincula evidentemente con la dirección de los distintos órganos estatales. En consecuencia, resulta inconducente prohibir todo tipo de actividad política en la Administración del Estado.





Sin perjuicio, de lo anterior, la Comisión tuvo en cuenta que la palabra “política” es un término de carácter polisémico, que ha sido debatido desde la antigüedad hasta nuestros días. Al intentar definir su sentido ha de tenerse en cuenta el contexto en que dicha palabra se utiliza.





El Diccionario de la Real Academia de la Lengua entrega, en lo que interesa a este informe, a lo menos cuatro conceptos de política: 1.- Arte, doctrina u opinión referente al gobierno de los Estados; 2.-Actividad de quienes rigen o aspiran a regir los asuntos públicos; 3.- Actividad del ciudadano cuando interviene en los asuntos públicos con su opinión, con su voto, o de cualquier otro modo, y 4.-Arte o traza con que se conduce un asunto o se emplean medios para alcanzar un fin determinado.





En síntesis, la política comprende las actividades relacionadas con la conducción del Estado, con los planes y programas que elaboran los Ministerios (por ejemplo, las denominadas políticas públicas) y en general con cualquier actividad mediante la cual los grupos humanos adoptan decisiones sobre asuntos de interés colectivo.





Una manifestación de la política es la que se relaciona con el quehacer de los partidos políticos y las actividades electorales y proselitistas que desarrollan los candidatos que quieren ocupar un cargo de elección popular. 





En relación con estas observaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, recordó que los nuevos incisos tercero, sexto y séptimos que se agregan al artículo 8° forman parte de un consenso unánime alcanzado por los cinco miembros de esta Comisión. A raíz de lo anterior, agregó, el Senado las aprobó sin debate, por disponerlo así las normas reglamentarias que regulan los efectos de los acuerdos unánimes de toda Comisión.





Siendo así, expresó que si ahora se decide modificar la redacción del inciso tercero, que se agrega al artículo 8° constitucional, la nueva proposición debe contar con el respaldo de las distintas corrientes que componen el Senado pues, de lo contrario, él preferiría mantener el texto ya aprobado.





Seguidamente, hizo notar que, más allá de las críticas mencionadas, en realidad, las modificaciones en estudio sólo reproducen textos de preceptos legales actualmente vigentes. A modo de ejemplo, dijo, el nuevo inciso tercero que se agrega al artículo 8° es idéntico al actual artículo 19 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado y a otras normas de los estatutos de los funcionarios públicos y municipales.





En consecuencia, recalcó, la modificación en debate no introduce una novedad en nuestro ordenamiento jurídico, toda vez que, como ha explicado, ya existe la prohibición de realizar actividades políticas dentro de la Administración. Lo que busca la enmienda en discusión, aclaró, es dar rango constitucional a la referida prohibición.





No obstante, consideró atendibles algunos de los comentarios formulados en Sala, por lo que en su condición de Presidente de la Comisión solicitó que este proyecto volviera a ella con el fin de intentar alcanzar un nuevo acuerdo respecto de sus normas. Informó que, de conformidad a lo anterior, se ha estimado importante invitar al señor Contralor General de la República con el propósito de conocer los criterios que sobre la materia ha manifestado dicha Institución, órgano constitucionalmente llamado a interpretar la legislación que regula la Función Pública.





A continuación, hizo uso de la palabra el Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza Zúñiga.





Agradeció que la Comisión haya invitado a la Institución a su cargo a participar en este debate, lo que él estima como una consideración positiva del trabajo que la Contraloría desarrolla en materia de fiscalización y de interpretación de las normas que regulan la relación que debe existir entre los funcionarios públicos y la actividad política.





Precisó que, a su vez, para ese Alto Órgano de Control es muy relevante poder participar en esta discusión por cuanto las normas que la Comisión proponga probablemente lleguen a ser herramientas esenciales en el cumplimiento de sus funciones, las cuales se traducen, precisamente, en verificar el cumplimiento de esos preceptos por parte de la Administración.





Como consideración de orden general, destacó que el proyecto en debate es una nueva expresión de un creciente proceso de “constitucionalización” o de escalamiento de normas legales, consistente en trasladar desde el nivel legal hasta el texto de la Carta Fundamental disposiciones que ya existen en nuestro ordenamiento jurídico, lo que está llevando a que nuestra Constitución pase a ser un texto extenso.





Al efecto, recordó que, además del mencionado artículo 19 de la ley Nº 18.575, ha de tenerse en cuenta el artículo 78 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, que dispone que el funcionario público estará afecto, entre otras prohibiciones, a la de “Realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones”. Igualmente, agregó, el artículo 82 de la ley
Nº 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, consagra para los funcionarios de ese ámbito una prohibición idéntica a la anterior, y el artículo 27 de la ley Nº 19.884, preceptúa que “Los funcionarios públicos no podrán realizar actividad política dentro del horario dedicado a la Administración del Estado, ni usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones”.





Sobre esta materia, destacó, la jurisprudencia administrativa ha sostenido, como criterios centrales, que los funcionarios públicos y municipales “están impedidos de realizar actividades de carácter político contingente y, en tal virtud no pueden hacer proselitismo o propaganda política, apoyar candidaturas políticas, promover o intervenir en campañas o participar en reuniones o proclamaciones para tales fines, ejercer coacción, sobre los empleados o los administrados con el mismo objeto y, en general, valerse de la autoridad o cargo para favorecer o perjudicar, por cualquier medio, tendencias o partidos políticos”. Con todo, “tratándose de actividades desarrolladas al margen del desempeño de su cargo, el empleado, en su calidad de ciudadano, se encuentra plenamente habilitado para ejercer los derechos políticos consagrados en el artículo 13 de la Carta Fundamental, pudiendo emitir libremente sus opiniones y realizar actividades de esta naturaleza, sin perjuicio de la existencia de prohibiciones especiales”, citando al respecto los dictámenes números 17.161/99 y 46.200/00, entre otros.


Manifestó que, por lo tanto, los funcionarios se encuentran habilitados para emitir libremente sus opiniones políticas y realizar actividades de esta índole, afiliarse a partidos políticos, integrar juntas inscriptoras electorales, desempeñarse como vocal de mesa receptora de sufragios y optar a cargos de elección popular, salvo las excepciones previstas especialmente por el ordenamiento jurídico. Fundó esta aseveración en los dictámenes Nºs. 30.584/87, 24.350/88 y 22.889/89, entre otros.





De esta forma, reiteró, queda claro que las prohibiciones que se busca consagrar en la Constitución Política ya son parte de nuestro ordenamiento y la indicada en el párrafo anterior, es la forma en que la Contraloría ha entendido deben ser aplicados los preceptos que las consagran.





Agregó que la Contraloría ha entendido que cuando la ley se refiere a “actividad política” no se trata de aquella que resulta del natural ejercicio de una opción política o del ejercicio del poder. Lo que está prohibido, a su juicio y de acuerdo a los términos de las prohibiciones establecidas en los cuerpos legales mencionados, es la actividad política contingente al interior de la Administración.





Por lo anterior, recalcó, en su opinión, el proyecto en análisis solamente persigue constitucionalizar normas que ya existen y están vigentes. Si el nuevo texto despierta dudas, sugirió calificar la actividad política como “contigente” o “partidista”, de manera de generar un marco de mayor certeza en el entendimiento que se dará en el futuro al nuevo precepto constitucional que se apruebe.





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Viera-Gallo, consultó al señor Contralor General acerca de la situación producida en el ámbito de las actividades gremiales desarrolladas por los funcionarios públicos, que muchas veces presentan sus listas de candidatos a cargos directivos identificando a aquéllos con determinados partidos políticos.





El señor Contralor General precisó que lo expresado por él anteriormente dice relación con el desempeño de los funcionarios en tanto tales y en cuanto se trate de actividades políticas contingentes. En cambio, distinguió, las actividades sindicales o de asociaciones gremiales dicen relación con otras normas y otros estatutos que están fuera de la competencia de la Contraloría. 




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, pidió que se explicitara el sentido y los alcances de agregar las palabras “partidista” y “contingente” al texto del nuevo inciso tercero del artículo 8° de la Constitución.





El señor Contralor General afirmó que la expresión “partidista” está referida directa y exclusivamente a las actividades, principios e intereses de los partidos políticos; en cambio, lo “contigente” va más allá de los partidos, involucra -como se explica en los dictámenes de la Contraloría- un ámbito más amplio que lo partidista, se asimila al concepto de política entendida como interés, opinión o participación en los asuntos colectivos o de la comunidad.





La Senadora señora Alvear preguntó cuál es posición de la Contraloría General respecto de los grupos no formales o asociaciones de hecho que existen al interior de la Administración y que se encuentran integrados por funcionarios que se vinculan en esos grupos no en función de la contingencia pero sí por una común adscripción a un determinado partido político.





El señor Contralor General al contestar la cuestión planteada precisó que a partir de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 1° de la Carta Fundamental, que reconoce y ampara los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus funciones, debe entenderse que ese grupo de profesionales reunido por una común vinculación a un partido político tiene derecho a ejercer su autonomía, pero en cuanto funcionarios no pueden utilizar los bienes de la institución para ejercer los derechos que le reconoce la Constitución.





Lo anterior, expresó, pone de relieve la utilidad de usar la voz “contingente” en el precepto en análisis, como lo hacen las leyes N°s 18.834 y 18.883, por ejemplo.





Seguidamente, se refirió al precepto que se pretende agregar como inciso cuarto del artículo 8º.





Dicha norma -referida a gastos en publicidad y difusión- señala que “Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, las empresas públicas y las municipalidades, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan”.





Hizo presente que una norma idéntica a ésta surgió, junto con otras referidas a materias vinculadas, en las leyes de presupuestos, a partir del año 1992. Desde entonces, recordó, se vinieron estableciendo en nuestro país preceptos similares contenidos en diversas leyes de presupuestos del sector público, como, por ejemplo, en el artículo 20 de la ley Nº 19.103, que consultó normas sobre restricción de los gastos sobre publicidad y difusión de los órganos y servicios de la Administración del Estado. Dichas normas disponían que “los ministerios, las intendencias, las gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la administración del estado, no podrán incurrir en otros gastos por publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquellos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan”. Tal situación, informó el señor Contralor, se mantuvo sin cambios significativos hasta el año 2003, en que se dictan las leyes Nºs. 19.884 y 19.896.





En estos cuerpos normativos, manifestó, se consagran estas restricciones con criterios de mayor radicalidad y de permanencia, y no año a año como ocurría en las referidas leyes de presupuestos.





En efecto, el artículo 53 de la ley Nº 19.884 dispone que “Durante el período de campaña electoral, los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, las empresas públicas y las municipalidades, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que se otorgan”.





Por su parte, el artículo 3º de la ley Nº 19.896, preceptúa que “los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones, y servicios públicos que integran la Administración del Estado, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan”.





El inciso segundo de este artículo establece que  “Cuando no existan todavía prestaciones concretas que corresponda otorgar, el Poder Ejecutivo, a través de sus organismos dependientes o relacionados con él por intermedio de alguna de las Secretarías de Estado, sólo podrá informar sobre el contenido de los programas y acciones que resuelva propiciar, utilizando los medios idóneos a tal efecto. En el caso de las iniciativas de ley, deberá señalar su sujeción a la aprobación legislativa correspondiente”.





Sobre lo anterior, el señor Contralor General connotó dos circunstancias especiales. Por una parte, que este nuevo inciso cuarto no contempla la restricción a los períodos de campaña, como lo hace la ley Nº 19.884. Por otro lado, dicho texto es exactamente igual al inciso primero del artículo 3° de la ley Nº 19.896.





En consecuencia, resaltó que no constitucionalizar la restricción referida al período de campañas electorales y las limitaciones consagradas en el inciso segundo del artículo 3° de la ley Nº 19.896, sobre prestaciones concretas cuando todavía no existe una ley a la cual hacer la imputación en materia de gastos en publicidad, hará surgir dudas en materia de interpretación y aplicación de normas presupuestarias en materia de publicidad. Se podría sostener, por ejemplo, que a partir de esta constitucionalización del precepto legal, se produciría una suerte de derogación tácita de los preceptos legales existentes que no fueron trasladados al texto de la Carta Fundamental.





En seguida, expuso la jurisprudencia administrativa existente sobre esta última materia. Ella consta, básicamente en los siguientes dictámenes:





- El Nº 47311/02, confirmado por dictamen
Nº 25.406/03, señala que los gastos destinados a publicidad y difusión, conforme al artículo 16 de la ley Nº 19.744, de Presupuestos del Sector Público para el año 2002, deben ser necesarios para el cumplimiento de las funciones que desarrolla el respectivo Ministerio. No se cumple ese requisito si lo que se difunde es un plan con respecto al cual aún no se ha dictado el ordenamiento que permita su aplicación, y que por lo tanto es indefinido. No es procedente que los ministerios, las intendencias, las gobernaciones y los órganos y servicios públicos incurran en ese tipo de desembolsos respecto de proyectos que la autoridad administrativa pretende desarrollar, pero que no han sido formalmente implementados.




- El Nº 35.881/03 expresa que los gastos son procedentes si se realizan en ejercicio de la función que corresponde al respectivo Ministerio y tienen por objeto informar a la ciudadanía acerca de las políticas públicas implementadas en el sector, por lo cual dicen relación con las funciones que el ordenamiento jurídico asigna a las correspondientes entidades públicas.





- El Nº 1.185/04 dictamina que no hay fundamento para aprobar asignaciones presupuestarias relacionadas con gastos en publicidad y difusión que son improcedentes a la luz de lo dispuesto por el artículo 16 de la ley Nº 19.842, de Presupuestos del Sector Público para el año 2003; no son necesarios para el cumplimiento de las funciones del ministerio; no tienen por objeto informar a los usuarios sobre las pertinentes prestaciones, y que la norma presupuestaria no autoriza incurrir en gastos cuyos objetivos son investigar el parecer de la ciudadanía o de los contribuyentes sobre proyectos en estudio y vencer su resistencia a un nuevo sistema de transporte.





Luego, el señor Contralor General se refirió al nuevo inciso sexto que se propone agregar al artículo 8°, referido a las declaraciones de intereses y patrimonio que deben efectuar ciertas autoridades. 





Sobre este punto, afirmó que este inciso contiene una de las ideas centrales del proyecto, cual es dar publicidad a las declaraciones indicadas y, además, tendría la virtud de aclarar los efectos surgidos a raíz del reproche o reparo formulado por el Tribunal Constitucional.





En efecto, agregó, cuando el Tribunal se pronunció sobre la modificación que introdujo estas declaraciones en la Ley de Bases de la Administración del Estado, lo hizo con un criterio restrictivo respecto de la publicidad de dichas declaraciones. Si bien declaró que las declaraciones eran públicas, dictaminó que quien tenga interés en conocerlas debe concurrir a verlas a la Contraloría, lugar donde ellas se depositan y mantienen. Por esta razón, acotó, la Contraloría no ha podido ingresar a su página web estos documentos, lo que constituye un contrasentido con la función primordial de ese Órgano de Control que es, justamente, transparentar la acción de la Administración.





En este sentido, afirmó, la nueva norma viene a superar la barrera de acceso a estos documentos establecida en la sentencia del Tribunal Constitucional.





Explicó que, de acuerdo con los artículos 57 y 60 A de la referida Ley de Bases, deben presentar declaraciones de patrimonio las autoridades que enumera el inciso primero del artículo 57 y las “demás autoridades y funcionarios directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente”. La declaración de patrimonio deben presentarla, adicionalmente, los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas.





Según este proyecto, sostuvo, la presentación pública de la declaración de intereses y patrimonio sólo sería aplicable a las autoridades y no a los demás funcionarios mencionados en el inciso segundo del artículo 57 de la Nº 18.575. Es decir, la referencia nominada de los sujetos a los cuales se aplica este precepto es claramente insuficiente. En su opinión, esto puede generar una dificultad en la aplicación de la reforma constitucional en trámite y en la obtención de los objetivos tenidos en cuenta para su incorporación.





En resumen, concluyó, la norma debería referirse no sólo a las autoridades si no que tendría que incluir, también, a los funcionarios que se indiquen en la ley orgánica constitucional respectiva.




El Honorable Senador señor Gómez expresó que el tema de la transparencia presenta diversos aspectos de la mayor relevancia. Uno de ellos, señaló, dice relación con la penetración del narcotráfico en diferentes instituciones. En este sentido, recalcó, sería conveniente extender la obligación de efectuar declaraciones de intereses y de patrimonio y no restringirla a ciertos niveles. Aseveró que actualmente una de las grandes dificultades que existen en el ámbito de la prevención del delito en el campo penitenciario consiste en que no es posible explicar el volumen de recursos con que cuentan funcionarios que razonablemente no los debieran tener y que tampoco se encuentran obligados a declararlos.





Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Muñoz Aburto adhirieron a esta inquietud y manifestaron que debería estudiarse la posibilidad de ampliar la obligación de efectuar estas declaraciones a las policías, los funcionarios del Ministerio Público y los servicios fiscalizadores. Si se trata de precaver la infiltración en los servicios mencionados, destacaron, existe un universo de funcionarios que no hacen declaración alguna pero les afecta un mayor riesgo de ser implicados por redes de corrupción.





Frente a la dificultad de controlar una gran cantidad de declaraciones, resaltaron que ellas, en todo caso, podrían ser muy útiles cuando se trate de investigar ciertos delitos y determinar si el patrimonio de funcionarios involucrados corresponde a los ingresos públicos que hayan obtenido en su carrera profesional.





Sobre este punto, el Ministro señor Viera-Gallo informó que, a raíz de los planteamientos expresados por el señor Contralor General de la República, el Gobierno presentará, en el proyecto de ley sobre fideicomiso que actualmente se encuentra en la Cámara de Diputados, las indicaciones necesarias para corregir los reparos expresados por la Contraloría. Uno de ellos, quizá el más grave, es que no está contemplada la obligación de formular una declaración “de salida”, es decir, cuando el funcionario deja el cargo público que ha desempeñado, lo que vuelve ineficaz la declaración efectuada al asumir la función.





Sin embargo, aclaró, para avanzar en la tramitación de esa iniciativa se ha entendido que es preciso, previamente, el despacho de la reforma constitucional que ahora se analiza.





En este sentido, el Honorable Senador señor Gómez sugirió a la Comisión ponderar la posibilidad de que todos los funcionarios públicos, sin restricciones de niveles jerárquicos, tengan la obligación de efectuar la declaración de intereses y patrimonio, aunque sean públicas solamente las correspondientes hasta un cierto rango.





A continuación, el señor Contralor General formuló algunos comentarios acerca del artículo 37 bis que el proyecto agrega a la Constitución Política, sobre incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los Ministros de Estado.




Recordó, en primer lugar, que el inciso primero de esta nueva norma dispone que a los Secretarios de Estado les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el artículo 58. Es decir, por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo o función, incompatible que desempeñe.





Asimismo, que en su inciso segundo se establece que “Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros de Estado estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades”.





Manifestó que la modificación tiene por objeto hacer aplicables a los Ministros de Estado las incompatibilidades parlamentarias del artículo 58, esto es, las relacionadas con el desempeño de empleos o comisiones retribuidas con fondos del Fisco, estatales, y de empresas del Estado en que el Fisco tenga aporte de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza, y con las funciones de directores o consejeros en las entidades y empresas estatales a que se refiere la norma. Destacó, además, que el inciso segundo se refiere a las causales de cesación en el cargo contempladas para los parlamentarios por el inciso segundo del artículo 60.





Hizo presente que diversas leyes permiten a los Ministros de Estado integrar directorios de empresas públicas. Para tal efecto, el artículo 1º de la ley Nº 19.863 estableció una incompatibilidad de remuneraciones y, al mismo tiempo, creó una Asignación de Director Superior, con porcentajes diferenciados, para el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y determinados Jefes de Servicio. Posteriormente, mediante la ley Nº 19.882, se agregó a los Gobernadores, al Director del Servicio Nacional de la Mujer y al Director del Instituto Nacional de Deportes; la ley Nº 19.917 incorporó al Presidente del Consejo Nacional de Cultura y de las Artes, y la ley Nº 20.173 incluyó al Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.





Sin embargo, agregó, el inciso cuarto del citado artículo 1º establece una incompatibilidad de dicha asignación con la percepción de cualquier emolumento, pago o beneficio de origen privado o público, distinto de los que contemplan los respectivos regímenes de remuneraciones.





En lo que interesa a este informe, precisó que el inciso quinto del mismo precepto consagra diversas excepciones a dicha incompatibilidad, entre las que se encuentra la integración de directorios o consejos de empresas, o entidades del Estado, con la salvedad de que dichas autoridades y los demás funcionarios no podrán integrar más de un directorio o consejo de empresas o entidades del Estado, con derecho a percibir dieta o remuneración.





Hizo notar que de la historia fidedigna del establecimiento del artículo 1º de la esta ley, aparece que en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, “luego de debatirse el fundamento de la designación de personas idóneas en los directorios de las empresas y los procedimientos vigentes para su nombramiento, se sugirió establecer que las dietas no pudieran superar un determinado nivel, sin hacer diferencia si se trata de ministros, subsecretarios y demás funcionarios” (Sesión Nº 42, de 14 de enero de 2003).





Atendido lo anterior, el Ejecutivo, recogiendo los planteamientos efectuados en la Comisión, formuló, entre otras, una indicación para sustituir el inciso final del artículo 1º del Mensaje, que seguía al inciso donde se establecían las excepciones a la mencionada incompatibilidad, por los siguientes: “Las autoridades a que se refiere este artículo y los demás funcionarios públicos, no podrán integrar más de un directorio o consejo de empresas o entidades del Estado, con derecho a percibir dieta o remuneración.





Con todo, la dieta o remuneración que les corresponda en su calidad de directores o consejeros, no podrá exceder mensualmente del equivalente en pesos de veinticuatro unidades tributarias mensuales”.





Continuó narrando que el referido texto, aprobado por la Comisión de Hacienda y en definitiva por la Cámara de Diputados, pasó al Senado en segundo trámite constitucional, cuya Comisión de Hacienda resolvió, sin que manifestara una intención de alterar el sentido de la disposición en cuestión, refundir en un inciso el precepto que establecía las excepciones a la incompatibilidad de remuneraciones y la norma introducida por la citada indicación del Ejecutivo acerca de la imposibilidad de integrar más de un directorio con derecho a percibir dieta o remuneración, resultando el inciso quinto del artículo 1º de la ley Nº 19.863 aprobado en definitiva y en actual vigor.





Señaló que, de esta forma, se desprende que la intención del legislador al establecer un límite en la percepción de dietas por la integración de directorios de empresas, se refiere tanto a las autoridades de gobierno mencionadas en los incisos primero y segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.863 como a los demás funcionarios públicos, en condiciones de igualdad entre ellos.





No obstante, no prohibió la participación de los Ministros de Estado en los directorios de diversas empresas públicas, sino que sólo estableció una incompatibilidad de remuneraciones.





De esta forma, aseguró, el nuevo artículo 37 bis propuesto afectaría a un conjunto de organismos pluripersonales que son órganos de administración, particularmente en el sector de las empresas públicas y de los servicios públicos con administración colegiada.





Puso de relieve que en muchos casos los Ministros están llamados por ley a integrar esos organismos; por lo tanto no podrían negarse a hacerlo. En cambio, si se aprueba esta reforma constitucional, se produce una prohibición de integración y un cese en esos cargos que deberían ser provistos por los Ministros.





El Honorable Senador señor Chadwick opinó que probablemente sería mejor despachar previamente el proyecto de ley relativo a los gobiernos corporativos de las empresas públicas, y resolver en él, caso a caso, antes que consagrar una prohibición general a nivel constitucional.





El Ministro señor Viera-Gallo señaló que si se tratara sólo de los gobiernos corporativos de las empresas públicas, el Gobierno no se opondría a la norma. Por el contrario, vería bien que los Ministros de Estados no integren esos órganos.





Sin embargo, manifestó que le alarma que los Secretarios de Estado no puedan integrar ciertos Consejos Ministeriales, como los que existen en ámbitos como el del medioambiente, la energía, la infancia y otros. Según esta norma, ello no podría ocurrir porque les está impedido a los Parlamentarios.





La Honorable Senadora señora Alvear manifestó una duda acerca de la forma en que esta misma norma puede incidir en la conformación de diversos Consejos que el Gobierno crea periódicamente para abordar determinadas situaciones o problemas. Señaló que normalmente algunos Parlamentarios son llamados a integrar esos organismos, como la Comisión de Ética Pública o la Comisión sobre Pobreza. Ello, agregó, no podría ocurrir si se aprueba este artículo 37 bis con la redacción que el precepto tiene actualmente, a pesar de que los Parlamentarios no reciban remuneración por su participación en dichas entidades.





El señor Contralor General aclaró que el organismo que dirige nunca ha dificultado ni ha puesto reparos a la incorporación de Parlamentarios en estos organismos, en la medida en que tengan una naturaleza asesora y no resolutiva o ejecutiva.





No obstante, coincidió en que, si se aprueba la nueva norma, el escenario sería distinto, habría una incompatibilidad muy amplia para que los Ministros puedan integrarse como directores o consejeros a los órganos colegiados previstos en la ley.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, hizo notar que la dificultad observada podría sortearse si la referencia al artículo 58 se restringe a su inciso primero.





Luego, el señor Contralor General llamó la atención sobre la restricción de la causal de cese en el cargo de diputado o senador prevista en el inciso segundo del artículo 60 de la Carta Fundamental, consistente en ejercitar “cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales …“, eliminando de la frase la expresión “administrativas”. Así, la prohibición quedaría limitada a la influencia o intervención ante autoridades judiciales.





Indicó que esta enmienda persigue precisar el ámbito de la actividad parlamentaria. En su opinión, las proposiciones que los Parlamentarios formulan a un Ministro u otra autoridad administrativa acerca de determinadas situaciones corresponden al ejercicio de un rol natural que asumen representantes de la ciudadanía y no constituyen, propiamente, influencias indebidas.





La Honorable Senadora señora Alvear y el Ministro señor Viera-Gallo coincidieron en la conveniencia de eliminar la expresión “administrativas” por cuanto, en la práctica, los Parlamentarios intervienen de buena fe en asuntos de esta naturaleza, convencidos de que se trata de una participación “debida”. Además, muchas veces lo hacen llamados por terceros, por el prestigio y el conocimiento que tienen de un determinado asunto, contribuyendo muy positivamente a solucionarlos.





Finalmente, el señor Contralor General de la República hizo notar que, en atención a que recientemente se introdujo una nueva disposición transitoria vigesimocuarta al texto de la Constitución Política, como consecuencia de la reciente publicación de la ley Nº 20.352, de 30 de mayo de 2009, que reformó la Constitución Política de la República, con el fin de autorizar  al Estado de Chile para reconocer el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, el artículo transitorio del proyecto en análisis debiera numerarse con la expresión “vigesimoquinta”.

REAPERTURA DEL DEBATE




A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, recordó una vez más el estado de tramitación de esta iniciativa en la Comisión, así como el acuerdo de la Sala de volverla a Comisión.





Agregó que dados los antecedentes recibidos y teniendo en consideración las nuevas inquietudes recién debatidas así como el acuerdo adoptado por la Sala del Senado el día 20 de mayo próximo pasado, correspondía, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 185 del Reglamento del Senado, someter a votación la reapertura del debate, con el fin de reconsiderar las normas ya aprobadas.





Puesta en votación dicha reapertura fue acordada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
-.-.-.-




Reabierto el debate, ofreció a los miembros de la Comisión el uso de la palabra para sugerir las modificaciones concretas que deseen formular a las diversas redacciones contenidas en el informe anterior recaído en esta iniciativa.





En primer lugar, respecto del inciso tercero nuevo que se propone incorporar al artículo 8° de la Constitución Política, el Honorable Senador señor Larraín sugirió, como forma de atender los cuestionamientos planteados en la Sala y resolver las diferencias de opinión a que ha dado lugar la redacción de este precepto, suprimir en el texto del nuevo inciso tercero la frase “estarán impedidos de realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado. Por lo tanto”.





En relación con esta proposición, el señor Contralor General de la República señaló que con dicha enmienda se aclara lo que está prohibido, quedando la norma concordante con lo que ha sido la jurisprudencia administrativa del Órgano Contralor.





En razón con lo anterior, los Honorables Senadores señores Espina y Gómez coincidieron en que los alcaldes, por la relevancia de los gobiernos locales, deben estar incluidos entre los funcionarios a quienes les afecta la prohibición de intervenir en política contingente.





Respecto de esta norma, la Honorable Senadora señora Alvear preguntó si a juicio de la Contraloría General de la República, la referencia a los funcionarios municipales también incluye a los Alcaldes.





Por su parte, los Honorables Senadores señores Chadwick y Gómez le solicitaron que precisara el alcance de la expresión “funcionarios públicos”.





El señor Contralor General de la República manifestó que sobre este último punto la jurisprudencia de la Contraloría ha evolucionado. Precisó, sin embargo, que los alcaldes sí son funcionarios municipales, si bien están sujetos a normas especiales de responsabilidad, atendida la circunstancia de que son elegidos por sufragio universal.





Añadió, que la redacción propuesta por el Honorable Senador señor Larraín está de acuerdo con los criterios sostenidos por la Contraloría en esta materia, e incluso, orienta y aclara la normativa existente.





El Ministro, señor Viera-Gallo, solicitó dejar constancia de que esta norma se aprobaría en el entendido de que el adjetivo posesivo “su” no se refiere a los bienes personales del funcionario sino que a los bienes públicos que le están confiados en razón de su cargo.





Teniendo en cuenta estas consideraciones  la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, acordó sustituir el inciso tercero por otro nuevo que consigne la proposición formulada por el Honorable Senador señor Larraín y que sustituya la expresión “proselitismo político” que originalmente contenía, por otra que prohíba el “proselitismo político partidista.”.




En seguida, el Honorable Senador señor Gómez expresó que no le parece adecuado consultar en el texto constitucional normas sobre gastos en publicidad y difusión. En su opinión, debe ser la ley la que regule las formas y requisitos que la Administración debe cumplir y los procedimientos que debe seguir en el ejercicio de sus funciones.





El Honorable Senador señor Espina señaló que era necesario mantener el precepto ya aprobado como inciso cuarto, pero agregando, con el fin de precisar su redacción, la frase “, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados en la ley”.





Luego de un breve debate sobre el particular, la Comisión acordó, por dos votos a favor y una abstención, finalizar el inciso cuarto, nuevo, que se agrega al artículo 8° con la frase sugerida por el Honorable Senador señor Espina. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina. Se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.





En relación con el inciso sexto, nuevo, que se agrega al aludido artículo 8°, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión concordó con la proposición de extender a los funcionarios que determine la ley orgánica constitucional respectiva la obligación de declarar intereses y patrimonio en forma pública, que se establece respecto de las autoridades. Votaron favorablemente la incorporación de la frase “y funcionarios” los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.





Asimismo, y en conformidad con el debate reseñado al tratar el artículo 37 bis, nuevo, que se agrega a la Carta Fundamental, la misma unanimidad anterior resolvió reemplazar en este precepto la mención al artículo 58 por otra circunscrita sólo al inciso primero de dicho precepto.




Este acuerdo se alcanzó con el objeto de precisar que no existe incompatibilidad entre la condición de Ministro de Estado y las funciones que se establecen en el inciso segundo del artículo 58 de la Constitución Política de la República.




Por último, con la misma votación, se resolvió numerar la disposición transitoria del proyecto con la expresión “vigesimoquinta”.




Con esta enmienda formal se procura mantener en forma correlativa la numeración de las disposiciones transitorias del actual texto de la Constitución Política de la República.
-.-.-.-




En mérito de los antecedentes y acuerdos precedentemente señalados, la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento propone a la Sala aprobar las siguientes enmiendas al texto que se contiene en el informe complementario de su segundo informe:

Artículo único

Nº 1





Introducir las siguientes enmiendas a los nuevos incisos que se agregan al artículo 8°:





Uno) Sustituir el inciso tercero, por el siguiente:


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”. (Unanimidad 5x0).





Dos) Intercalar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “otorgan”, la frase: “, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados en la ley”. (Mayoría de votos 2x1abstención).





Tres) Intercalar, en el inciso sexto, a continuación de la palabra “autoridades”, la frase: “y funcionarios”. (Unanimidad 4x0).

Nº 3





Intercalar, en el artículo 37 bis, entre el vocablo “el” y la palabra “artículo”, la frase: “inciso primero del”. (Unanimidad 4x0).

Nº 5





Sustituir la expresión “VIGESIMOCUARTA” por” VIGESIMOQUINTA”. (Unanimidad 4x0).

-.-.-





De aprobarse las enmiendas acordadas precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, os propone aprobar el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional


Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República en el siguiente sentido:


1. Agréganse en el artículo 8°, como incisos tercero a séptimos, nuevos, los siguientes:


“En cumplimiento del principio de probidad, los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo, ni podrán usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.


Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, las empresas públicas y las municipalidades, no podrán incurrir en otros gastos por concepto de publicidad  y difusión que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones y en aquéllos que tengan por objeto informar a los usuarios sobre la forma de acceder a las prestaciones que otorgan, sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley. 


La infracción a lo establecido en los dos incisos anteriores constituye una vulneración grave al principio de probidad. 


El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Senadores y Diputados, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.


Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.

2. Modifícase el inciso quinto del número 15° del artículo 19 en el siguiente sentido:


Reemplázase la oración “Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan  y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”, por “Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para  la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca la ley. Aquéllos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos al respectivo cargo. La misma ley regulará las demás materias que les conciernan  y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.


3. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:


"Artículo 37 bis.- A los Ministros de Estado les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro de Estado cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.


Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros de Estado estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.".


4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Suprímense en el inciso segundo las expresiones "contra el Fisco".


b) Suprímese el inciso tercero.


c) Elimínense, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, las palabras “administrativas o”. 


5. Agrégase la siguiente disposición transitoria:


"VIGESIMOQUINTA.- La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.".”.

-.-.-.-




Acordado en sesión celebrada el día 3 de junio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alberto Espina Otero (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.





Sala de la Comisión, a 5 de junio de 2009.

· (Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LETELIER, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO EXTRAJUDICIAL EN CASOS DE DIVORCIO POR MUTUO ACUERDO DE LOS CÓNYUGES

(6557-07)

Honorable Senado:

Antecedentes

Nuestro actual ordenamiento jurídico establece la necesidad de intervención judicial para la declaración de los divorcios relativos a matrimonios contraídos bajo nuestras leyes, situación que hace necesario hacer funcionar todo el aparataje jurisdiccional del Estado para obtener la solución final, que no es más que la sentencia judicial que disuelve el vínculo matrimonial de los recurrentes.


Es preciso señalar que los nuevos tribunales de familia tienen un alto número de causas que no permiten un funcionamiento expedito de los mismos, debido a gran número de presentaciones que se realizan en los señalados tribunales. Sin perjuicio de lo anterior, es evidente que en algunas presentaciones o solicitudes es indispensable la intervención jurisdiccional del Estado, debido a la naturaleza de los derechos que son materia de controversia, como sería el caso de la tuición de un menor, fijación de pensión alimenticia, derecho de visitas, etc., sin embargo, otras solicitudes no revisten la importancia de los ejemplos señalados precedentemente, y dentro de estos casos el que resalta con mayor nitidez dice relación con los divorcios de mutuo acuerdo, en el evento que no existan hijos comunes entre los cónyuges.


En un divorcio de común acuerdo, a diferencia de un divorcio unilateral, debe existir un acuerdo previo y total entre los cónyuges antes de recurrir al tribunal. Este acuerdo previo debe recaer en la causal de divorcio, en la fecha de cese de convivencia y la procedencia de la compensación económica, y en el evento que proceda, en el monto de la misma. De esta manera, creemos que es discutible el carácter contencioso de este tipo de divorcios, por cuanto, necesariamente debe existir un acuerdo entre las partes, de lo contrario, debería aplicarse las  normas del divorcio unilateral, el cual si tiene un carácter contencioso.

Legislación Comparada

En Sudamérica 2 países tienen solución administrativa para divorcios. En efecto, en Brasil
 para abordar a este tipo de solución se requiere un período se separación, similar a lo que nuestra legislación denomina como cese de convivencia, superior a un año. Además se requiere que cónyuges no tengan hijos menores de edad ni afectos a alguna incapacidad. Cumplidos estos requisitos el divorcio se materializa mediante escritura pública, donde se declara el divorcio y la división de bienes comunes, posteriormente se homologa el divorcio en la libreta de matrimonio y se registra el trámite propiamente tal.


El otro país sudamericano que estable procedimientos extrajudiciales para divorcios de común acuerdo es Perú
, que otorga a las notarías, a los alcaldes distritales y provinciales, competencia en el procedimiento no contencioso de separación convencional y divorcio ulterior. Para acceder a este tipo de procedimiento se requiere no tener hijos menores de edad ni mayores con incapacidad o en caso de tenerlos contar con sentencia judicial firme o acta de conciliación emitida conforme a la ley, respecto de los regímenes de patria potestad, alimentos y tenencia. Además, se debe carecer de bienes sujetos al régimen de sociedad de gananciales, o si los hubiera contar con la escritura pública inscrita en los Registros Públicos, de sustitución o liquidación del régimen patrimonial.

Ideas Matrices        

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer un mecanismo extrajudicial para los divorcios de mutuo acuerdo, respecto de los cónyuges que no tengan hijos comunes menores de edad ni sujetos a otra incapacidad. Esta solución extrajudicial para los divorcios de mutuo acuerdo permitirá solucionar de una forma más expedita, evitando que el Estado deba hacer funcionar todo el mecanismo jurisdiccional, conflictos que son bastante frecuentes en nuestra sociedad, garantizando la tutela de los derechos de los intervinientes o solicitantes.


La solución extrajudicial señalada en este proyecto se concreta en el otorgamiento de escritura pública por los solicitantes, quienes deben señalar en ella la causal de divorcio, la procedencia o no de compensación económica, su monto y forma de pago en el evento de proceder y la liquidación del régimen matrimonial si procede. Esta escritura deberá contener las exigencias de contenido señaladas anteriormente para ser autorizada por el correspondiente notario. Una vez autorizada la escritura pública, deberá subinscribirse al margen del acta matrimonial correspondiente, momento en que comenzará a producir sus efectos jurídicos la declaración de divorcio respectiva.   

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente:

Proyecto de ley
Artículo Único. Modifíquese la ley Nº 19.947 en los siguientes sentidos:

1. Agréguese un nuevo artículo 55º bis del siguiente tenor: “No obstante lo señalado en el artículo anterior, los cónyuges que deseen divorciarse de mutuo acuerdo y que no tengan hijos comunes menores de edad o sujetos a otra incapacidad de carácter absoluta o relativa, deberán sujetarse al procedimiento extrajudicial señalado en este artículo.


Los cónyuges solicitantes deberán otorgar escritura pública que deberá contener las siguientes menciones:

1. Expresión del consentimiento de poner término al matrimonio por vía de divorcio, señalando la causal específica que se invoca.

2. Declaración de no tener hijos comunes menores de edad o sujetos a otra incapacidad de carácter absoluta o relativa.

3. La procedencia o no de compensación económica, y en el evento de que ésta proceda su monto y forma de pago.

4. La liquidación del régimen matrimonial, si es que procede.


Una vez otorgada la referida escritura pública, ésta deberá subinscribirse al margen del acta matrimonial correspondiente en el Servicio de Registro Civil, momento en el cual el divorcio comenzará a producir sus efectos.  

2. En el inciso 1º del artículo 59º entre la palabra “declare” y el  punto aparte “.” agréguese la siguiente frase “o bien desde que se subinscribe en el acta matrimonial correspondiente la escritura pública en el caso del artículo 55º bis”. 

3. En el artículo 63º a continuación de la palabra “tribunal” y antes de punto aparte “.” agréguese una “,” y la frase “con excepción de lo dispuesto en el artículo 55º bis”.
(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LETELIER, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE PRÁCTICAS DISCRIMINATORIAS EN EL PAGO DE SERVICIOS O PRODUCTOS EN ATENCIÓN AL MEDIO DE PAGO UTILIZADO

(6558-03)

Honorable Senado:

Antecedentes 

Las relaciones jurídicas que nacen de la interacción entre proveedores y consumidores, nuestro ordenamiento jurídico, las regula a través de la ley del consumidor
, en donde, entre otras cosas, se regulan los derechos y deberes de proveedores y consumidores. De esta manera nuestro sistema jurídico se ha hecho cargo de dicha situación fáctica, sin embargo, es necesario señalar que dicho cuerpo legal es susceptible de perfeccionamiento en diversos aspectos.


En este sentido, debemos señalar que en la actualidad se ha hecho frecuente que las multitiendas, casas comerciales o cadenas de supermercados, quienes manejan un porcentaje importante del universo total del mercado, establecen una serie de promociones destinadas a incentivar el uso de las tarjetas de créditos pertenecientes a dichas multitiendas, casas comerciales o cadenas de supermercados. Este incentivo se manifiesta a través promociones que significan una serie de beneficios para el consumidor por el hecho de comprar con la correspondiente tarjeta de crédito, como son el pagar un precio especial o de oferta o recibir un producto adicional por la referida compra.


De esta forma, se trata de dirigir o inducir la voluntad de los consumidores para que ocupen un determinado medio de pago, en desmedro de otros que pueden resultar más económicos y convenientes para ellos. Es decir, los proveedores (multitiendas, casas comerciales o cadenas de supermercados) condicionan la elección del medio de pago por parte de los consumidores, excluyendo de determinados beneficios o lisa y llanamente no aceptando ciertos medios de pagos, como en algunos casos ocurrió con las tarjetas de crédito bancarias. La situación anteriormente descrita constituye una abierta discriminación en materia económica, tendiente a incentivar el uso de determinados medios de pago que favorecen claramente a los proveedores y perjudican económicamente a los consumidores, por cuanto, incentivan en forma directa el sobreendeudamiento de los consumidores a través del dinero plástico. Es más, en muchas oportunidades nos encontramos con consumidores a quienes se les hace entrega de tarjetas de créditos con un cupo muy superior al aconsejable, de acuerdo a sus ingresos y patrimonio. Esto trae como consecuencia que, en forma frecuente, ciertos deudores no puedan hacer pago del crédito adeudado, el cual se ve aumentado por gastos de cobranza, judiciales y extrajudiciales, llegando a sumas que hacen imposible la extinción de la obligación. Todo lo señalado, repercute directamente en el grupo familiar del deudor, el cual se ve expuesto a situaciones traumáticas como son el embargo, el retiro de bienes y el remate.        

Cabe tener presente que la propia ley del consumidor
 dispone como una prerrogativa del consumidor, el derecho a no ser discriminado por parte de proveedores de bienes y servicios, estableciendo un precedente legal importante respecto de las discriminaciones de las cuales puede ser objeto el consumidor por parte de los proveedores, lo cual se produce claramente en la situación descrita en este proyecto. 
Ideas matrices

El presente proyecto tiene por objeto prohibir cualquier discriminación que puedan sufrir los consumidores, por parte de los proveedores, debido al medio de pago que utilicen. Esta prohibición se materializará complementando el derecho de los consumidores a no ser discriminados por los proveedores de bienes y servicios, mediante la inserción de una norma prohibitiva que impida a los proveedores realizar prácticas tendientes a establecer diferencias en los precios o beneficios que ofrezca el o los proveedores en función del medio de pago que se utilice. De esta forma ningún proveedor podrá establecer algún tipo de oferta que induzca, a través de alguna promoción, la utilización de algún medio de pago en particular. 

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo Único.  Agréguese un nuevo artículo 13 bis a la Ley N° 19.496 del siguiente tenor: 

“Artículo 13 bis: El o los proveedores no podrán, de modo alguno, realizar prácticas tendientes a discriminar económicamente a los consumidores, en función del medio de pago que utilicen al momento de cancelar por el servicio o producto respectivo, a través de algún tipo de precio preferencial, beneficio, oferta o promoción que induzca o incentive la utilización de un medio de pago en particular”.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LETELIER, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SUSPENDE INDEFINIDAMENTE LA INSCRIPCIÓN DE TAXIS COLECTIVOS EN EL REGISTRO NACIONAL DE TRANSPORTE DE PASAJEROS

(6559-15)

Honorable Senado:

Antecedentes 

En el año 2005 se publico la ley Nº 20.076
 que estableció la suspensión por un plazo de 5 años de la inscripción de los taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros, por cuanto se consideró que el parque automotriz estaba alcanzando un número preocupante, y en consecuencia, agudizándose los problemas de congestión vehicular y contaminación atmosférica.


Sin embargo, la situación anteriormente descrita, no ha mejorado en modo alguno, no siendo aconsejable dejar que esta suspensión termine en la fecha presupuestada en la ley 20.076, esto es el día 15 de noviembre de 2010. De esta forma, es absolutamente necesario prolongar en forma indefinida la suspensión de inscripción establecida en la normativa actual, hasta que los problemas de congestión vehicular y contaminación atmosférica tengan una solución efectiva, que permita a la comunidad mirar con tranquilidad el futuro medio ambiental de nuestra sociedad.
Ideas matrices

El presente proyecto tiene por objeto prolongar en forma indefinida la suspensión para inscribir taxis, en cualquiera de sus modalidades, en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros, la cual tiene vigencia hasta el 15 de noviembre de 2010.
Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo Único. Modifíquese el inciso 1º del artículo único de la ley 20.076 sustituyendo la frase “por el plazo de cinco años” por la siguiente “en forma indefinida”

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “ESTATUTO DE ROMA QUE CREÓ LA CORTE PENAL INTERNACIONAL”

(6560-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidente de la República, de 8 de junio de 2009, con urgencia calificada de “suma”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión del 9 de junio de 2009, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





Al estudio del proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Ministro subrogante, señor Alberto Van Klaveren; el Director del Área Jurídica, señor Claudio Troncoso, y el Jefe de Gabinete, señor Rodrigo Olsen. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; la Asesora de la División Jurídica, señora Valeria Lübbert, y el Asesor del Ministro, señor Marco Opazo.

----------





Os hacemos presente que el proyecto de acuerdo debe ser aprobado con quórum orgánico constitucional, por cuanto sus normas inciden en la organización y atribuciones de los tribunales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 54, N° 1), 77, inciso primero, y 66, inciso segundo, todos de la Constitución Política de la República. Asimismo, los artículos 72, 73 y 93 deben ser aprobados con quórum calificado, por cuanto se refieren a información confidencial, de acuerdo a los artículos 54, N° 1), 8°, inciso segundo, y 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.
----------





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.





La Comisión deja constancia que, para una adecuada comprensión del proyecto en estudio, se debe tener presente la discusión efectuada en el proyecto de reforma constitucional que faculta al Estado de Chile para reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional (Boletines N°s 2.912-07 y 3.491-07).

----------

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República.- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Ley N° 20.352, reforma constitucional que autoriza al Estado de Chile para reconocer el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional.





2.- Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.- El Mensaje señala que la tramitación de este Tratado ha sido larga y ha debido superar numerosos obstáculos, para lo cual fue necesario construir importantes consensos. En efecto, este Tratado, se envió al Congreso Nacional para su aprobación en enero de 1999, ingresando a la Cámara de Diputados, la cual lo aprobó por una amplia mayoría en enero del 2002.




Agrega el Ejecutivo que, sin embargo, el 4 de marzo de ese año, un grupo de Honorables Diputados presentó un requerimiento ante el Tribunal Constitucional. Añade que dicho Tribunal, por sentencia de abril del año 2002, declaró que para que el tratado fuere aprobado por el Congreso y posteriormente ratificado por el Presidente de la República se requería de reforma constitucional previa.




Indica que, en atención a lo señalado por el Tribunal Constitucional, en abril del 2002, el Gobierno de la época envió un proyecto de reforma constitucional al Senado, habilitando al Estado chileno para ratificar el tratado. Asimismo, con miras a lograr los consensos necesarios para la ratificación, se presentaron iniciativas para tipificar los delitos de competencia de la Corte Penal Internacional. En esta tipificación se trabajó con tesón en un nuevo texto que armonizara las indicaciones presentadas por Senadores de oposición y las presentadas por el Ejecutivo.




El Mensaje señala que hoy, tanto la reforma constitucional habilitante como el proyecto que tipificó los delitos sancionados por el Tratado, han sido aprobados por el Congreso, encontrándose la primera ya publicada y vigente, y el segundo en vísperas de ello.




Así, considerando que desde la fecha de ingreso del presente Tratado hasta hoy, han pasado más de 10 años, y un arduo trabajo para lograr su aprobación, es un verdadero orgullo para el Gobierno que, en conjunto con las diversas fuerzas políticas representadas en el Congreso, hayan logrado los consensos necesarios para ello.




Expresa el Gobierno que, una vez salvados los obstáculos para aprobar el Tratado, el Ejecutivo reactivó la tramitación del mismo en el Senado, considerando que ello era perfectamente posible, pues lo tramitado ante la Cámara de Diputados era completamente válido, aún cuando el Tribunal Constitucional haya acogido el requerimiento interpuesto que suspendió su tramitación, toda vez que la sentencia no produciría efectos anulatorios sino únicamente suspensivos, al exigir reforma constitucional previa a la aprobación del Convenio por el Congreso, y no respecto de cada una de sus Cámara por separado. Así, y en consideración al principio de utilidad del trámite legislativo, el Ejecutivo procedió a continuar con la tramitación del acuerdo que había sido suspendida con el requerimiento. Sin embargo, al reiniciarse la tramitación y durante su discusión en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado, surgieron dudas sobre la validez de lo tramitado en la Cámara de Diputados con anterioridad a la reforma constitucional habilitante. Tales dudas subsistieron en la Comisión de Constitución del Senado.




En consideración a lo anterior, y en el anhelo de evitar el más mínimo cuestionamiento posterior que pueda enlodar los consensos alcanzados para la ratificación del tratado, el Ejecutivo decidió retirar dicha iniciativa e ingresar el presente proyecto de acuerdo para su aprobación por el Congreso.





A continuación, al fundar la iniciativa el Ejecutivo expresa que el 17 de julio de 1998 se adoptó en la ciudad de Roma el Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI), instrumento que consta de 128 artículos, aprobado por una mayoría de 120 Estados de entre los más de 150 presentes en la Conferencia Diplomática de Roma.




El Mensaje señala que la adopción de este instrumento constituye un paso muy importante en el proceso de estructuración jurídica de la comunidad internacional. Añade que durante muchos años se buscó establecer un órgano jurisdiccional penal permanente de carácter internacional destinado a hacer efectivas las responsabilidades penales individuales de los autores de determinados y graves delitos internacionales.





Agrega que intentos anteriores, como son los casos de Nuremberg y Tokio, que condujeron al establecimiento de órganos jurisdiccionales de naturaleza ad hoc, fueron objeto de muchas críticas. Refiere el Ejecutivo que una de dichas críticas señalaba que estos órganos fueron establecidos por los vencedores para castigar a los vencidos. Al mismo tiempo, se adujo que habían sido creados con posterioridad a los hechos que se sancionaban.




Indica el Gobierno que intentos más recientes nos remiten a los tribunales, también de naturaleza ad hoc, creados por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para sancionar delitos cometidos en el territorio de la ex Yugoslavia y de Ruanda. Ambos órganos poseen un ámbito de competencia temporal, personal y territorial limitados, pero, tampoco han estado exentos de críticas, entre ellas, la relativa a la efectiva competencia del Consejo de Seguridad para establecerlos.




El Estatuto de la Corte Penal Internacional, adoptado bajo la forma jurídica de un tratado internacional, intenta superar estos cuestionamientos. Añade el Ejecutivo que su texto es el fruto de una negociación diplomática que fue precedida por un trabajo de cerca de cuatro años, en el marco de la Organización de las Naciones Unidas.





Señala el Mensaje que el año 1994, la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas presentó a la Asamblea General un proyecto de artículos conteniendo el Estatuto de una Corte Penal Internacional. La referida Asamblea creó inicialmente un Comité Ad Hoc, abierto a todos los Estados, y luego un Comité Preparatorio de la Conferencia igualmente amplio, quien elaboró los textos y proposiciones que se llevaron a la Conferencia de Roma.





Destaca el Gobierno que nuestro país participó desde sus inicios en los referidos trabajos, apoyando claramente el establecimiento de este órgano.




A continuación, el Mensaje explica los principales contenidos del Tratado.





1. El órgano.




La CPI se crea como un órgano independiente y autónomo. Aunque sus vínculos serán muy estrechos y deberán regularse en un acuerdo que se celebrará en el futuro, no forma parte de las Naciones Unidas. Así, por ejemplo, un órgano de las Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad, puede someter determinadas situaciones al conocimiento de la Corte (artículo 13). Este mismo órgano, de acuerdo con el artículo 16, está facultado para requerir la suspensión de un determinado procedimiento. En materia financiera, también hay una vinculación estrecha entre ambos entes (artículo 115, b). A su vez, tratándose de enmiendas al Estatuto o, de las Conferencias de Revisión, se asigna un rol importante al Secretario General de las Naciones Unidas (artículos 121 y 123).




En lo que se refiere a su relación con el Consejo de Seguridad, como se ha señalado, se le otorgó la facultad de remitir casos al Fiscal, actuando en el marco de sus competencias. Dicha facultad busca, de alguna manera, podrá desincentivar la creación por el Consejo de nuevos tribunales ad hoc, con las consiguientes implicancias financieras y de permanencia de los órganos creados. Sin embargo, es del caso precisar que considerando que el Estatuto no modifica norma alguna de la Carta, tal facultad del Consejo no se ve afectada por el establecimiento de la Corte.




El Consejo posee, a su vez, otra facultad en relación con el funcionamiento de la Corte. En efecto, de acuerdo con el artículo 16, puede adoptar una resolución, según lo previsto en el Capítulo VII, en virtud de la cual puede requerir a aquélla la suspensión, por un plazo que no podrá exceder de 12 meses, de la investigación o el enjuiciamiento que hayan iniciado. La Corte debe observar este requerimiento, no pudiendo oponerse a él.





Cabe señalar, sin embargo, que dicha decisión debe adoptarla el Consejo, de acuerdo al sistema de votación. Lo anterior implica que para que ella sea adoptada, deben concurrir a lo menos los votos afirmativos de sus cinco Miembros Permanentes. Por ello, el ejercicio de esta facultad está sujeto a una alta exigencia de consenso, lo que sin duda limitará el alcance de la misma. Pese a lo conveniente o inconveniente que una facultad de esta naturaleza pudiere considerarse, ella marca una importante diferencia con las normas sobre relación del Consejo con la Corte, contenidas en el proyecto de la Comisión de Derecho Internacional. En éste, no se contemplaba someter a la Corte una cuestión que estuviera sujeta al conocimiento del Consejo en virtud de sus funciones de acuerdo a la Carta, a menos que el Consejo lo autorizara. Hoy, la Corte puede funcionar independientemente del Consejo y éste podrá impedir ese funcionamiento, a través de una resolución en los términos indicados. Claramente se puede observar un importante cambio en el rol del Consejo.




La sede de la CPI será la ciudad de La Haya, en Holanda. No obstante, podrá celebrar sesiones en otro lugar cuando lo considere conveniente. Tendrá personalidad jurídica internacional y la capacidad jurídica necesaria para el desempeño de sus funciones, pudiendo ejercerlas en el territorio de cualquier Estado Parte y previo acuerdo en el territorio de cualquier otro Estado.




Los órganos de que está provista la Corte son: la Presidencia, la Sala de Apelaciones, la de Primera Instancia y la Sala de Cuestiones Preliminares. Junto a ellas se incluyen la Fiscalía y la Secretaría.




2. La Fiscalía.





La Fiscalía es, sin lugar a dudas, uno de los órganos básicos de la estructura de la Corte. Dicho órgano es elegido por la Asamblea de los Estados Partes. El Fiscal dura 9 años en el cargo, sin derecho a reelección. La remoción del Fiscal le corresponde a la misma Asamblea.




El Fiscal, de acuerdo con el Estatuto, tiene poder de iniciativa en materia de investigación de los delitos de competencia de aquélla. Con la información que reciba de distintas fuentes, puede determinar que hay motivo suficiente para iniciar una investigación. Si ese es el caso, debe solicitar una autorización para el inicio efectivo de la investigación a la Sala de Cuestiones Preliminares. Con la autorización de ésta, puede dar inicio a la misma.




Con la información proporcionada y debidamente evaluada, la iniciará, salvo que llegue a la conclusión que no existe fundamento para ella. Para lo anterior, tendrá en cuenta: a) Si la información en su poder es fundamento razonable para creer que se ha cometido un delito; b) Si la causa es o sería admisible, de acuerdo con las normas de procedimiento que antes se mencionaron; c) Si existen razones para creer que una investigación no redundará en el interés de la justicia. En este último caso, se comunicará a la Sala de Cuestiones Preliminares.




En el proceso de investigación, el Fiscal podrá, de acuerdo con el artículo 54.2, realizar investigaciones en el territorio de un Estado. Esto en conformidad con la Parte IX, que es aquella que regula los temas de Cooperación y Asistencia Judicial; o según lo autorice la Sala de Cuestiones Preliminares, de acuerdo con el artículo 57.3.d). Esta Sala puede autorizar al Fiscal a adoptar medidas de investigación en un Estado Parte sin haber obtenido cooperación de éste, de conformidad a las normas de la Parte IX del Estatuto.




Resulta interesante, según el Mensaje, formular ciertas consideraciones en torno al poder de iniciativa del Fiscal. De no existir, sólo los Estados Partes y el Consejo de Seguridad podrían actuar ante la Corte, lo que constituiría una limitación a la plena eficacia de la misma. En efecto, el Consejo de Seguridad se podría ver entrabado por el sistema de votación.




La facultad de iniciativa del Fiscal está, en todo caso, sujeta a ciertos controles. Así, sobre la base de los antecedentes proporcionados por diversas fuentes, éste puede considerar plausible iniciar una investigación. En tal circunstancia, deberá solicitar la autorización correspondiente a la Sala de Cuestiones Preliminares, la que podrá consentir o bien negársela. El Fiscal, sin embargo, podría directamente, sobre la base de la información recibida, considerar que no hay mérito para iniciar una investigación, decisión que puede adoptar por sí solo.




3. La Asamblea de los Estados Partes.




Importante resulta mencionar a una entidad que, sin ser órgano de la Corte, tiene un rol destacado en su funcionamiento. Se trata de la llamada Asamblea de los Estados Partes.





Atendida su composición, su naturaleza es principalmente política. Se reunirá una vez al año en la Sede de la Corte o en la Sede de las Naciones Unidas y, cuando las condiciones lo requieran, celebrará sesiones extraordinarias.





Diversas disposiciones del Estatuto se refieren a las facultades de esta instancia intergubernamental. En efecto, participa en la elección de los magistrados y del Fiscal; examinará y aprobará, cuando corresponda, la recomendación de la Comisión Preparatoria; y, examina y decide el presupuesto de la Corte, y examina las cuestiones relativas a la falta de cooperación de los Estados con ella.




En este órgano, cada Estado Parte tiene derecho a estar representado. Los Estados que sólo hayan suscrito el Acta Final de la Conferencia o el Estatuto, podrán integrarse a él en calidad de observadores.





La elección de los magistrados, 18 en total, se efectuará por votación secreta en la Asamblea de los Estados Partes. Se requieren 2/3 de los Estados presentes y votantes. Los magistrados permanecerán en sus cargos 9 años sin derecho a reelección. Un Estado Parte puede proponer candidatos que no sean nacionales suyos. En todo caso, deben ser nacionales de otro Estado Parte.




En el seno de la Corte deben estar representados los principales sistemas jurídicos del mundo, debiendo alcanzarse una distribución geográfica equitativa, así como una representación equilibrada de hombres y de mujeres. Las condiciones que deben reunir los magistrados son la de una reconocida competencia en materias de derecho penal, derecho internacional humanitario y derechos humanos, además de las generales de independencia y de idoneidad y alta condición moral.




4. Financiamiento.




Respecto del financiamiento, el Estatuto establece que los gastos de la Corte y los de la Asamblea de los Estados Partes se sufragarán con cargo a las cuotas de los Estados Partes, como fuente principal. También se costeará con fondos procedentes de las Naciones Unidas aprobados por la Asamblea General, particularmente respecto a los gastos efectuados por la Corte con motivo de la remisión de determinadas situaciones por parte del Consejo de Seguridad.




5. El principio de complementaridad.




El funcionamiento de la Corte está basado en el denominado principio de complementariedad. Dicho principio se encuentra expresamente mencionado en el párrafo 10 del Preámbulo y en el artículo 1 del Estatuto. En diversas disposiciones es posible ver implícitamente recogido este mismo principio.





Este principio determina, en definitiva, las relaciones de la Corte con los sistemas judiciales penales nacionales. De acuerdo con aquél, este Tribunal está llamado a complementar los referidos sistemas nacionales en los casos en que ellos no puedan funcionar en un determinado momento, como consecuencia de situaciones de disturbios internos graves, o bien en aquellos casos en que funcionando, no estén en condiciones de administrar una justicia imparcial e independiente.





La Corte, en consecuencia, no sustituye a los tribunales nacionales ni se convierte en una instancia de apelación de sus resoluciones. Tanto es así, que el párrafo 6 del antes mencionado Preámbulo, señala que "es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales". De allí que, no obstante el establecimiento de la Corte, serán los sistemas penales nacionales los llamados prioritariamente a conocer y sancionar las conductas constitutivas de delitos de competencia de la misma. Por consiguiente, en la medida que el sistema judicial de un Estado se atenga a las normas internacionales y sancione real y efectivamente a los autores de los delitos dentro de su competencia, ésta no debería inmiscuirse en el funcionamiento de esos tribunales nacionales ni cuestionar sus procedimientos. Para ese Estado, la creación del referido Tribunal Internacional no debería implicar ningún tipo de efecto en el funcionamiento de sus propios tribunales, salvo tratándose de solicitudes de asistencia que les pueda dirigir la Corte.




La Corte debe declarar si un caso sometido ante ella es o no es admisible, atendiendo a una serie de factores, entre los cuales puede mencionarse el criterio de la complementariedad. Así, deberá manifestar inadmisible un caso ante ella si éste está siendo investigado o juzgado por un Estado que tiene jurisdicción sobre él. Igual declaración deberá formular cuando el caso haya sido investigado por un Estado con jurisdicción y ese Estado hubiera decidido no enjuiciar a la persona o personas acusadas, a menos que esta decisión sea el resultado de una falta de real de voluntad o de capacidad para enjuiciar.





Si por otra parte, la persona acusada hubiera sido enjuiciada en relación con la materia que es objeto de la demanda y el procedimiento ante la Corte no resulta procedente, en razón del principio "non bis in idem", deberá declarar el caso inadmisible. Sobre este particular, cabe señalar que no siempre que haya habido un juicio previo a nivel de un Estado, la Corte deberá inhibirse de conocer nuevamente. En efecto, tal como lo dispone el artículo 20.3., ésta no enjuiciará a nadie que haya sido encausado por otro tribunal, a menos que el proceso en ese otro tribunal: "a) Obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad por crímenes de la competencia de la Corte; o b) No hubiere sido instruido en forma independiente o imparcial, de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas por el derecho internacional, o lo hubiere sido de alguna manera que en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la intención de someter a la persona a la acción de la justicia.




La admisibilidad o la jurisdicción de la Corte pueden ser cuestionadas, ya sea por el acusado o por la persona a que se ha requerido comparecer ante ésta, de acuerdo con el artículo 58. Igualmente, puede hacer esta impugnación el Estado que tiene jurisdicción, señalando que está investigando o juzgando o lo ha investigado o procesado. En los procedimientos sobre jurisdicción o admisibilidad, también pueden formular observaciones aquellos que pueden someter un caso ante la Corte, como son los Estados o el Consejo de Seguridad.




6. El principio de cooperación.




Los Estados Partes, de conformidad con el Estatuto, cooperarán plenamente con la Corte en relación con la investigación y el enjuiciamiento, en los casos en los que ésta le formule solicitudes de cooperación. Respecto de los Estados no Partes, podrá solicitarles cooperación sobre la base de acuerdos especiales con ellos.




Si un Estado Parte se niega a prestarle la cooperación, y después de constatar esa falta de cooperación, la Corte enviará la cuestión a la Asamblea de los Estados Partes o al Consejo de Seguridad, en el caso de que éste le hubiera remitido el asunto.




Por su parte, los Estados se asegurarán que en sus ordenamientos internos se contemplen los procedimientos necesarios para poder dar curso a las solicitudes de asistencia que formule la Corte.




7. Competencia.





a. Crímenes.




Respecto de los crímenes de competencia de la Corte, se puede señalar que ellos constituyen un grupo limitado de conductas consideradas como más graves internacionalmente. De lo preceptuado se desprende que no todo crimen internacional debe considerarse contenido dentro de la competencia de la Corte. A su vez, cabe indicar que el Estatuto contiene la descripción universalmente aceptada de los distintos delitos. Por tanto, no se intentó innovar.




La lista de crímenes de competencia de la Corte, se encuentra contenida en el artículo 5. Ellos son: genocidio, crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad y agresión.




i. Genocidio. Respecto del genocidio, el Estatuto toma la definición de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, de 1948, contenida en su artículo II, instrumento del que nuestro país es Parte.





Según explica el Mensaje ciertas proposiciones en orden a ampliar la figura del genocidio a los casos en que las conductas constitutivas de este delito se dirigieron contra grupos políticos o sociales, además de los grupos mencionados en el artículo II, esto es, grupo nacional, étnico, racial o religioso, no lograron el apoyo suficiente. Se consideró que ello podría haber abierto un debate innecesario con resultados no fáciles de prever. Este delito no exige que se cometa en el marco de una situación de guerra. Igualmente, se puede cometer en tiempos de paz. A su vez y de acuerdo a lo señalado en el artículo IV de la Convención, este delito puede tener como autores a "gobernantes, funcionarios o particulares".




ii. Crímenes de lesa humanidad. Los crímenes de lesa humanidad incluyen una larga y variada gama de comportamientos especialmente reprochables, entre ellas, la tortura, el asesinato, la desaparición forzada de personas, la persecución de un grupo fundada en motivos políticos y el apartheid. Estas conductas deben cometerse como parte de un amplio y sistemático ataque dirigido contra una población civil cualquiera. Se trata de delitos que pueden ser cometidos tanto en tiempos de paz como en tiempos de guerra. No es requisito que los autores de estas conductas sean funcionarios estatales ni que deba concurrir una especial motivación en los autores en el sentido de una discriminación sobre bases políticas, religiosas, raciales u otras, salvo en el caso de la figura de la persecución.




iii.
Crímenes de guerra. Respecto de los crímenes de guerra, se puede señalar que el Estatuto califica como tales a los cometidos tanto en el marco de conflictos armados internacionales como no internacional. No existe una justificación para no optar por esta alternativa. No hacerlo implicaría, por otra parte, dejar fuera de toda sanción internacional a conductas cometidas en conflictos sin carácter internacional, calidad que han tenido la mayor parte de los conflictos armados luego de la Segunda Guerra Mundial. No hay fundamento para dar tratamientos distintos a conductas que son similares. Hoy es posible considerar como delitos las violaciones al artículo 3 común de los Convenios de Ginebra de 1949, que se aplican a los conflictos armados sin carácter internacional que excedan un cierto umbral. Normas del Protocolo Adicional II, de 1977, permiten concluir en los términos que lo hace el Estatuto.




En relación a la exigencia que los crímenes de guerra se cometan como parte de un plan o una política o como parte de una comisión en gran escala, el Estatuto adoptó aquí una redacción transaccional. En efecto, en su artículo 8 dispone que la Corte tendrá jurisdicción respecto de los crímenes de guerra, "en particular" cuando ellos se cometen como parte de un plan o política o como parte de una perpetración a gran escala. Esta expresión permite concluir que las exigencias de un plan o política no son esenciales.




iv.
Agresión. Finalmente, en lo que dice relación con el delito de agresión, cabe señalar que si bien es cierto se incluyó en la lista de los delitos de competencia de la Corte a que se refiere el artículo 5, esta misma norma, en su párrafo 2, dispone que mientras no se convenga en una definición del delito de agresión, ésta no ejercerá jurisdicción respecto de él. Esta fue una solución de transacción entre el punto de vista que pretendía excluirlo de su competencia y la de aquellos que pretendieron adoptar una definición del mismo, la que no alcanzó el suficiente grado de acuerdo. En consecuencia, deberá seguirse debatiendo en torno a la definición de este delito, y una vez alcanzada, será incorporada al Estatuto, de acuerdo a las normas sobre Enmiendas y Revisión del Estatuto contenidas en los artículos 121 y 123.





b. Oportunidad de la comisión.





Por otra parte, cabe señalar que la competencia temporal de la Corte se limita a los delitos a que se refiere el referido artículo 5, "cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto". A su vez, ninguna persona será criminalmente responsable por conductas anteriores a la entrada en vigencia del Estatuto.





c. Competencia automática.





La competencia del Tribunal tiene la calidad de inherente o automática. Esto significa que todo Estado que se haga Parte, reconoce la jurisdicción de la Corte respecto de los delitos mencionados en el referido artículo 5. No cabe, por tanto, la posibilidad de que un Estado, al hacerse Parte de este instrumento, declare que no acepta la jurisdicción de la Corte respecto de alguno de los delitos allí contenidos. Esta norma tiene una excepción contenida en el artículo 124. En su virtud, cualquier Estado puede declarar, al hacerse parte del Estatuto, que no reconoce la competencia de aquélla respecto de los crímenes de guerra por siete años contados desde esa fecha, en los casos en que dichos crímenes se cometan en su territorio o por sus nacionales. Esta declaración puede ser retirada en cualquier momento.




Para que la Corte pueda ejercer jurisdicción en un caso concreto, se requiere que cualquiera de los siguientes Estados sea Parte en el Estatuto: a) el Estado en cuyo territorio se cometió el delito; o b) el Estado de la nacionalidad de los acusados. Es importante señalar que basta que cualquiera de ellos sea Parte. No se exige la calidad de Parte a otros Estados que pudieren tener alguna relación con las conductas llevadas a cabo. Un Estado no Parte en cuyo territorio se comete alguno de los delitos de competencia de la Corte y cuyos nacionales sean acusados de la perpetración de los mismos, puede reconocer la competencia de la Corte sobre una base ad hoc. En todo caso, cabe precisar que el Consejo de Seguridad no está sujeto a las condiciones mencionadas. En efecto, éste, actuando en el marco de sus competencias de acuerdo con el Capítulo VII de la Carta, puede remitir al Fiscal una determinada situación en la que parezca haberse cometido alguno de los delitos de competencia de la Corte, sin necesidad de considerar si el Estado en cuyo territorio se habrían cometido éstos, es Parte del Estatuto, o si el Estado de la Nacionalidad de los acusados lo es.




La Corte podrá ejercer jurisdicción con respecto de los autores de los delitos dentro de su competencia en los casos en que: a) un Estado Parte le remite una situación al Fiscal; b) el Consejo de Seguridad actuando en el marco de sus competencias de acuerdo con el capítulo VII de la Carta le remite una situación al Fiscal; o, c) en el caso que éste haya iniciado una investigación por propia iniciativa respecto de los mismos delitos. Estos son los tres entes que pueden poner en marcha la maquinaria judicial de la Corte. Los particulares en general o las víctimas en particular no pueden directamente poner en ejecución dichos mecanismos.




8. Normativa conforme a la cual resuelve.





El Tribunal, al fallar un determinado caso, está obligado a aplicar, en primer lugar, su Estatuto, los elementos de los delitos a los que se refiere el artículo 9, y las Reglas de Procedimiento y Prueba. Estos dos últimos instrumentos, deben adoptarse en el futuro por los Estados Partes reunidos en Asamblea.





En segundo lugar, y cuando proceda, la Corte debe aplicar los tratados y los principios y normas de derecho internacional aplicables, incluidos los principios establecidos del derecho internacional de los conflictos armados. En su defecto, debe observar los principios generales del derecho, que ella extraiga del derecho interno de los sistemas jurídicos del mundo, incluido, cuando proceda, el derecho interno de los Estados que normalmente ejercerían jurisdicción sobre el crimen en cuestión, siempre que esos principios no fueren incompatibles con las normas del Estatuto, ni con el derecho internacional. Por tanto, la Corte no aplica el derecho interno de ningún Estado en particular.





9. Principios de derecho penal que lo rigen.





De acuerdo con el Estatuto, la Corte debe atenerse a una serie de principios fundamentales de derecho penal. Entre ellos, se pueden mencionar los siguientes:




a. No hay crimen ni pena sin ley. En virtud de este principio, nadie es penalmente responsable si su conducta no constituye un delito en el momento de llevarse a cabo. Al mismo tiempo, el que sea declarado culpable sólo podrá ser penado en conformidad con las normas del Estatuto.




b. Irretroactividad en relación con las personas. Nadie será penalmente responsable por una conducta anterior a su entrada en vigor.




c. Responsabilidad penal individual. La Corte sólo ejercerá jurisdicción respecto de personas naturales. Los menores de 18 años al momento de la comisión del delito, se excluyen de la competencia de la Corte.





El cargo oficial es irrelevante, por lo que cualquiera sea el cargo del autor del delito (Jefe de Estado o de gobierno, miembro de un gobierno o del Parlamento) la responsabilidad debe ser aplicada, ya que ellos no eximen de responsabilidad penal. En lo relativo a la responsabilidad de los jefes y otros superiores, el jefe militar o el que actúe en los hechos como tal, será penalmente responsable de los delitos cometidos por sus subordinados en el caso de no haber ejercido sobre ellos un control apropiado, en el caso de que hubiere sabido o debido saber que ellos estaban cometiendo delitos o los iban a cometer y no hubiere adoptado las medidas razonables para prevenirlos o reprimirlos. Un concepto similar se aplica en el caso de la relación entre superior y subordinado en el ámbito no militar.





d. Los delitos de competencia de la Corte son imprescriptibles.




e. Inimputabilidad. No es penalmente responsable quien, al momento de cometer el delito padeciere de una enfermedad o deficiencia mental que lo prive de su capacidad para apreciar la ilicitud o naturaleza de su conducta o estuviere en estado de intoxicación que lo prive de la correcta apreciación de su conducta, salvo que sea voluntario.




f. Los límites de la obediencia. Respecto al cumplimiento de órdenes superiores, el que ha cometido un delito en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, no será eximido de responsabilidad penal. Sin embargo, el subordinado se podrá eximir de responsabilidad penal si estuviere por ley obligado a cumplir la orden del superior o del gobierno, o no supiera que la orden era ilícita, o la orden no fuera manifiestamente ilícita. En todo caso, para los efectos del Estatuto la orden de cometer genocidio o crímenes de lesa humanidad es siempre ilícita.




10. Las penas que puede aplicar y la ejecución de las mismas.





Las penas que puede llegar a aplicar la Corte son: la reclusión por un número determinado de años que no exceda los 30; la reclusión a perpetuidad, cuando lo justifique la extrema gravedad de un delito y las circunstancias personales del condenado; multas y decomiso de bienes. En relación con la pena de muerte, tema que fue ampliamente debatido, si bien no se estableció como una de las penas aplicables por la Corte, este silencio no deberá interponerse como que impida su aplicación por los Estados que la contemplen entre las penas previstas en sus legislaciones nacionales.




En lo relativo a la ejecución de las penas, si ellas son privativas de libertad, se cumplirán en el Estado designado por la Corte, sobre la base de una lista de Estados que hayan manifestado que están dispuestos a recibir a los condenados. Las penas serán obligatorias para los Estados Partes, los cuales, en caso alguno podrán modificarlas.





La revisión de la sentencia le corresponderá a la Corte, la cual vigilará su ejecución. Las condiciones de reclusión se regirán por la ley del Estado de ejecución y se ajustarán a las normas generalmente aceptadas en las convenciones internacionales y no serán ni más ni menos favorables que las que se aplican a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de reclusión. Este último no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte y sólo ésta podrá decidir una rebaja de la pena.




11. Enmiendas y reservas.





Entre las cláusulas finales, merece destacarse la contenida en el artículo 120, en virtud de la cual se señala que el Estatuto no podrá ser objeto de reservas. Esta es una norma de trascendencia destinada a preservar la unidad e integridad del texto del Estatuto, las que, tratándose de un órgano judicial, adquieren una gran relevancia. En materia de enmiendas, se contempla una regla general, según la cual, luego de siete años contados desde la entrada en vigencia del Estatuto, cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas al mismo.




Si no se obtiene un consenso respecto de la propuesta de enmiendas, ya sea en la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de Revisión, se requerirá una mayoría de dos tercios de los Estados Partes para su aprobación. Las enmiendas entrarán en vigor, para todos los Estados Partes, un año después que los 7/8 de éstos hayan depositado ante el Secretario General de las Naciones Unidas sus instrumentos de ratificación o de adhesión. Los Estados que no hubieran aceptado las enmiendas, podrá retirarse del Estatuto con efecto inmediato, no obstante lo previsto en el artículo 127.1, que regula el régimen de denuncia del Estatuto.




La otra regla relativa a las enmiendas, se refiere especialmente a las que se pueden introducir a los artículos 5, 6, 7 y 8. Estas enmiendas se rigen por las mismas normas mencionadas precedentemente, con la particularidad, sin embargo, que ellas entrarán en vigencia sólo para los Estados que las hubiesen aceptado. Un tercer régimen de enmiendas, es el que se ocupa de las cláusulas de naturaleza institucional. Estas cláusulas tiene un tratamiento especial, que se justifica frente al complejo sistema de enmiendas que antes mencionamos. Entre estas normas de naturaleza institucional, se encuentran los artículos 35, 36, 37 y 28, entre otros.




12. Entrada en vigencia.


El Mensaje señala que el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional entró en vigor el 1° de julio  de 2002, de acuerdo a su artículo 126.1 una vez depositados 60 instrumentos de ratificación o de adhesión ante el Secretario General de las Naciones Unidas. Agrega que para los Estados que ratifiquen o adhieran después de su entrada en vigor, éste regirá, para cada Estado, el primer día del mes siguiente a aquel en que se depositó el instrumento de ratificación o de adhesión. Finalmente, expresa que, a la fecha, el Estatuto de Roma cuenta con 108 Estados partes, lo que evidencia de su vocación universal.


3.- Instrumento Internacional.- El Convenio en informe consta de 128 artículos, cuyo texto es el siguiente:

“ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

PREÁMBULO





Los Estados Partes en el presente Estatuto,





Conscientes de que todos los pueblos están unidos por estrechos lazos y sus culturas configuran un patrimonio común y observando con preocupación que este delicado mosaico puede romperse en cualquier momento,





Teniendo presente que, en este siglo, millones de niños, mujeres y hombres han sido víctimas de atrocidades que desafían la imaginación y conmueven profundamente la conciencia de la humanidad,





Reconociendo que esos graves crímenes constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad,





Afirmando que los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia,





Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y a contribuir así a la prevención de nuevos crímenes,





Recordando que es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales,





Reafirmando los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, que los Estados se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas,





Destacando, en este contexto, que nada de lo dispuesto en el presente Estatuto deberá entenderse en el sentido de que autorice a un Estado Parte a intervenir en una situación de conflicto armado o en los asuntos internos de otro Estado,





Decididos, a los efectos de la consecución de esos fines y en interés de las generaciones presentes y futuras, a establecer una Corte Penal Internacional de carácter permanente, independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas que tenga competencia sobre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto,





Destacando que la Corte Penal Internacional establecida en virtud del presente Estatuto será complementaria de las jurisdicciones penales nacionales,





Decididos a garantizar que la justicia internacional sea respetada y puesta en práctica en forma duradera,





Han convenido en lo siguiente:

PARTE I. DEL ESTABLECIMIENTO DE LA CORTE

Artículo 1

La Corte




Se instituye por el presente una Corte Penal Internacional ("la Corte"). La Corte será una institución permanente, estará facultada para ejercer su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional de conformidad con el presente Estatuto y tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales. La competencia y el funcionamiento de la Corte se regirán por las disposiciones del presente Estatuto.

Artículo 2
Relación de la Corte con las Naciones Unidas




La Corte estará vinculada con las Naciones Unidas por un acuerdo que deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de ésta.

Artículo 3
Sede de la Corte




1. La sede de la Corte estará en La Haya, Países Bajos ("el Estado anfitrión").





2. La Corte concertará con el Estado anfitrión un acuerdo relativo a la sede que deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de ésta.





3. La Corte podrá celebrar sesiones en otro lugar cuando lo considere conveniente, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto.

Artículo 4
Condición jurídica y atribuciones de la Corte




1. La Corte tendrá personalidad jurídica internacional. Tendrá también la capacidad jurídica que sea necesaria para el desempeño de sus funciones y la realización de sus propósitos.





2. La Corte podrá ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto en el territorio de cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el territorio de cualquier otro Estado.

PARTE II. DE LA COMPETENCIA, LA ADMISIBILIDAD Y EL

DERECHO APLICABLE

Artículo 5

Crímenes de la competencia de la Corte




1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes:





a) El crimen de genocidio;





b) Los crímenes de lesa humanidad;





c) Los crímenes de guerra;





d) El crimen de agresión.





2. La Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez que se apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en que se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará. Esa disposición será compatible con las disposiciones pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo 6
Genocidio




A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "genocidio" cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:





a) Matanza de miembros del grupo;





b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;





c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;





d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;





e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.

Artículo 7
Crímenes de lesa humanidad




1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque:





a) Asesinato;





b) Exterminio;





c) Esclavitud;





d) Deportación o traslado forzoso de población;





e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional;





f) Tortura;





g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable;





h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte;





i) Desaparición forzada de personas;





j) El crimen de apartheid;





k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física.





2. A los efectos del párrafo 1:





a) Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de conducta que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de cometer ese ataque o para promover esa política;





b) El "exterminio" comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, entre otras, la privación del acceso a alimentos o medicinas, entre otras, encaminadas a causar la destrucción de parte de una población;





c) Por "esclavitud" se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atributos en el tráfico de personas, en particular mujeres y niños;





d) Por "deportación o traslado forzoso de población" se entenderá el desplazamiento forzoso de las personas afectadas, por expulsión u otros actos coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;





e) Por "tortura" se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas;





f) Por "embarazo forzado" se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica de una población o de cometer otras violaciones graves del derecho internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a las normas de derecho interno relativas al embarazo;





g) Por "persecución" se entenderá la privación intencional y grave de derechos fundamentales en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del grupo o de la colectividad;





h) Por "el crimen de apartheid" se entenderán los actos inhumanos de carácter similar a los mencionados en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales y con la intención de mantener ese régimen;





i) Por "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a admitir tal privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por un período prolongado.





3. A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término "género" se refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la sociedad. El término "género" no tendrá más acepción que la que antecede.

Artículo 8
Crímenes de guerra





1. La Corte tendrá competencia respecto de los crímenes de guerra en particular cuando se cometan como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes.





2. A los efectos del presente Estatuto, se entiende por "crímenes de guerra":





a) Infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos contra personas o bienes protegidos por las disposiciones del Convenio de Ginebra pertinente:





i) El homicidio intencional;





ii) La tortura o los tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos;





iii) El hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad física o la salud;





iv) La destrucción y la apropiación de bienes, no justificadas por necesidades militares, y efectuadas a gran escala, ilícita y arbitrariamente;





v) El hecho de forzar a un prisionero de guerra o a otra persona protegida a servir en las fuerzas de una Potencia enemiga;





vi) El hecho de privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a otra persona protegida de su derecho a ser juzgado legítima e imparcialmente;





vii) La deportación o el traslado ilegal o el confinamiento ilegal;





viii) La toma de rehenes;





b) Otras violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos armados internacionales dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:





i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra personas civiles que no participen directamente en las hostilidades;





ii) Dirigir intencionalmente ataques contra bienes civiles, es decir, bienes que no son objetivos militares;





iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados;





iv) Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que causará pérdidas incidentales de vidas, lesiones a civiles o daños a bienes de carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural que serían manifiestamente excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa de conjunto que se prevea;





v) Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o edificios que no estén defendidos y que no sean objetivos militares;





vi) Causar la muerte o lesiones a un combatiente que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya rendido a discreción;





vii) Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias militares o el uniforme del enemigo o de las Naciones Unidas, así como los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves;





viii) El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia ocupante de parte de su población civil al territorio que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio;





ix) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la educación, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares;





x) Someter a personas que estén en poder de una parte adversa a mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven a cabo en su interés, y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;





xi) Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación o al ejército enemigo;





xii) Declarar que no se dará cuartel;





xiii) Destruir o apoderarse de bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra lo hagan imperativo;





xiv) Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y acciones de los nacionales de la parte enemiga;





xv) Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque hubieran estado al servicio del beligerante antes del inicio de la guerra;





xvi) Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto;





xvii) Emplear veneno o armas envenenadas;





xviii) Emplear gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogos;





xix) Emplear balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte interior o que tenga incisiones;





xx) Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia naturaleza, causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios o surtan efectos indiscriminados en violación del derecho internacional de los conflictos armados, a condición de que esas armas o esos proyectiles, materiales o métodos de guerra, sean objeto de una prohibición completa y estén incluidos en un anexo del presente Estatuto en virtud de una enmienda aprobada de conformidad con las disposiciones que, sobre el particular, figuran en los artículos 121 y 123;





xxi) Cometer atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes;





xxii) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual que también constituya una infracción grave de los Convenios de Ginebra;





xxiii) Utilizar la presencia de una persona civil u otra persona protegida para poner ciertos puntos, zonas o fuerzas militares a cubierto de operaciones militares;





xxiv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de transporte sanitarios, y contra personal que utilice los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;





xxv) Hacer padecer intencionalmente hambre a la población civil como método de hacer la guerra, privándola de los objetos indispensables para su supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de socorro de conformidad con los Convenios de Ginebra;





xxvi) Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para participar activamente en las hostilidades;





c) En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, las violaciones graves del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos cometidos contra personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa:





i) Los atentatos contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles y la tortura;





ii) Los ultrajes contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes;





iii) La toma de rehenes;





iv) Las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal regularmente constituido, con todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables.





d) El párrafo 2 c) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole internacional, y por consiguiente, no se aplica a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia u otros actos análogos.





e) Otras violaciones graves de las leyes y los usos aplicables en los conflictos armados que no sean de índole internacional, dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:





i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil como tal o contra civiles que no participen directamente en las hostilidades;





ii) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y medios de transporte sanitarios y contra el personal que utilicen los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;





iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados;





iv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados a la religión, la educación, las artes, las ciencias o la beneficencia, los monumentos históricos, los hospitales y otros lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, a condición de que no sean objetivos militares;





v) Saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es tomada por asalto;





vi) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual que constituya también una violación grave del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra;





vii) Reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas o grupos o utilizarlos para participar activamente en hostilidades;





viii) Ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a menos que así lo exija la seguridad de los civiles de que se trate o por razones militares imperativas;





ix) Matar o herir a traición a un combatiente adversario;





x) Declarar que no se dará cuartel;





xi) Someter a las personas que estén en poder de otra parte en el conflicto a mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de cualquier tipo que no estén justificados en razón del tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona de que se trate ni se lleven a cabo en su interés, y que provoquen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;





xii) Destruir o apoderarse de bienes de un adversario, a menos que las necesidades del conflicto lo hagan imperativo;





f) El párrafo 2 e) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole internacional, y, por consiguiente, no se aplica a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia u otros actos análogos. Se aplica a los conflictos armados que tienen lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto armado prolongado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos.





3. Nada de lo dispuesto en los párrafos 2 c) y e) afectará a la responsabilidad que incumbe a todo gobierno de mantener o restablecer el orden público en el Estado o de defender la unidad e integridad territorial del Estado por cualquier medio legítimo.

Artículo 9

Elementos de los crímenes




1. Los Elementos de los crímenes, que ayudarán a la Corte a interpretar y aplicar los artículos 6, 7 y 8 del presente Estatuto, serán aprobados por una mayoría de dos tercios de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes.





2. Podrán proponer enmiendas a los Elementos de los crímenes:





a) Cualquier Estado Parte;





b) Los magistrados, por mayoría absoluta;





c) El Fiscal.





Las enmiendas serán aprobadas por una mayoría de dos tercios de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes.





3. Los Elementos de los crímenes y sus enmiendas serán compatibles con lo dispuesto en el presente Estatuto.

Artículo 10




Nada de lo dispuesto en la presente parte se interpretará en el sentido de que limite o menoscabe de alguna manera las normas existentes o en desarrollo del derecho internacional para fines distintos del presente Estatuto.

Artículo 11

Competencia temporal




1. La Corte tendrá competencia únicamente respecto de crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto.





2. Si un Estado se hace Parte en el presente Estatuto después de su entrada en vigor, la Corte podrá ejercer su competencia únicamente con respecto a los crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto respecto de ese Estado, a menos que éste haya hecho una declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12.

Artículo 12
Condiciones previas para el ejercicio de la competencia




1. El Estado que pase a ser Parte en el presente Estatuto acepta por ello la competencia de la Corte respecto de los crímenes a que se refiere el artículo 5.





2. En el caso de los apartados a) o c) del artículo 13, la Corte podrá ejercer su competencia si uno o varios de los Estados siguientes son Partes en el presente Estatuto o han aceptado la competencia de la Corte de conformidad con el párrafo 3:





a) El Estado en cuyo territorio haya tenido lugar la conducta de que se trate, o si el crimen se hubiere cometido a bordo de un buque o de una aeronave, el Estado de matrícula del buque o la aeronave;





b) El Estado del que sea nacional el acusado del crimen.





3. Si la aceptación de un Estado que no sea Parte en el presente Estatuto fuere necesaria de conformidad con el párrafo 2, dicho Estado podrá, mediante declaración depositada en poder del Secretario, consentir en que la Corte ejerza su competencia respecto del crimen de que se trate. El Estado aceptante cooperará con la Corte sin demora ni excepción de conformidad con la Parte IX.

Artículo 13

Ejercicio de la competencia




La Corte podrá ejercer su competencia respecto de cualquiera de los crímenes a que se refiere el artículo 5 de conformidad con las disposiciones del presente Estatuto si:





a) Un Estado Parte remite al Fiscal, de conformidad con el artículo 14, una situación en que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes;





b) El Consejo de Seguridad, actuando con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, remite al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes; o





c) El Fiscal ha iniciado una investigación respecto de un crimen de ese tipo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.

Artículo 14

Remisión de una situación por un Estado Parte




1. Todo Estado Parte podrá remitir al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o varios crímenes de la competencia de la Corte y pedir al Fiscal que investigue la situación a los fines de determinar si se ha de acusar de la comisión de tales crímenes a una o varias personas determinadas.





2. En la medida de lo posible, en la remisión se especificarán las circunstancias pertinentes y se adjuntará la documentación justificativa de que disponga el Estado denunciante.

Artículo 15

El Fiscal




1. El Fiscal podrá iniciar de oficio una investigación sobre la base de información acerca de un crimen de la competencia de la Corte.





2. El Fiscal analizará la veracidad de la información recibida. Con tal fin, podrá recabar más información de los Estados, los órganos de las Naciones Unidas, las organizaciones intergubernamentales o no gubernamentales u otras fuentes fidedignas que considere apropiadas y podrá recibir testimonios escritos u orales en la sede de la Corte.





3. El Fiscal, si llegare a la conclusión de que existe fundamento suficiente para abrir una investigación, presentará a la Sala de Cuestiones Preliminares una petición de autorización para ello, junto con la documentación justificativa que haya reunido. Las víctimas podrán presentar observaciones a la Sala de Cuestiones Preliminares, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





4. Si, tras haber examinado la petición y la documentación que la justifique, la Sala de Cuestiones Preliminares considerare que hay fundamento suficiente para abrir una investigación y que el asunto parece corresponder a la competencia de la Corte, autorizará el inicio de la investigación, sin perjuicio de las resoluciones que pueda adoptar posteriormente la Corte con respecto a su competencia y la admisibilidad de la causa.





5. La negativa de la Sala de Cuestiones Preliminares a autorizar la investigación no impedirá que el Fiscal presente ulteriormente otra petición basada en nuevos hechos o pruebas relacionados con la misma situación.





6. Si, después del examen preliminar a que se refieren los párrafos 1 y 2, el Fiscal llega a la conclusión de que la información presentada no constituye fundamento suficiente para una investigación, informará de ello a quienes la hubieren presentado. Ello no impedirá que el Fiscal examine a la luz de hechos o pruebas nuevos, otra información que reciba en relación con la misma situación.

Artículo 16

Suspensión de la investigación o el enjuiciamiento




En caso de que el Consejo de Seguridad, de conformidad con una resolución aprobada con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, pida a la Corte que no inicie o que suspenda por un plazo de doce meses la investigación o el enjuiciamiento que haya iniciado, la Corte procederá a esa suspensión; la petición podrá ser renovada por el Consejo de Seguridad en las mismas condiciones.

Artículo 17

Cuestiones de admisibilidad




1. La Corte teniendo en cuenta el décimo párrafo del preámbulo y el artículo 1, resolverá la inadmisibilidad de un asunto cuando:





a) El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento por un Estado que tenga jurisdicción sobre él salvo que éste no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo;





b) El asunto haya sido objeto de investigación por un Estado que tenga jurisdicción sobre él y éste haya decidido no incoar acción penal contra la persona de que se trate, salvo que la decisión haya obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo;





c) La persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por la conducta a que se refiere la denuncia, y la Corte no pueda adelantar el juicio con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 20;





d) El asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas por la Corte.





2. A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, la Corte examinará, teniendo en cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías reconocidos por el derecho internacional, si se da una o varias de las siguientes circunstancias, según el caso:





a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada con el propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte, según lo dispuesto en el artículo 5;





b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia;





c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o imparcial y haya sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que se trate ante la justicia.





3. A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, la Corte examinará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicio.

Artículo 18

Decisiones preliminares relativas a la admisibilidad




1. Cuando se haya remitido a la Corte una situación en virtud del artículo 13 a) y el Fiscal haya determinado que existen fundamentos razonables para comenzar una investigación, o el Fiscal inicie una investigación en virtud de los artículos 13 c) y 15, éste lo notificará a todos los Estados Partes y a aquellos Estados que, teniendo en cuenta la información disponible, ejercerían normalmente la jurisdicción sobre los crímenes de que se trate. El Fiscal podrá hacer la notificación a esos Estados con carácter confidencial y, cuando lo considere necesario a fin de proteger personas, impedir la destrucción de pruebas o impedir la fuga de personas, podrá limitar el alcance de la información proporcionada a los Estados.





2. Dentro del mes siguiente a la recepción de dicha notificación, el Estado podrá informar a la Corte que está llevando o ha llevado a cabo una investigación en relación con sus nacionales u otras personas bajo su jurisdicción respecto de actos criminales que puedan constituir crímenes contemplados en el artículo 5 y a los que se refiera la información proporcionada en la notificación a los Estados. A petición de dicho Estado, el Fiscal se inhibirá de su competencia en favor del Estado en relación con la investigación sobre las personas antes mencionadas, a menos que la Sala de Cuestiones Preliminares decida, a petición del Fiscal autorizar la investigación.




3. El Fiscal podrá volver a examinar la cuestión de la inhibición de su competencia al cabo de seis meses a partir de la fecha de la inhibición o cuando se haya producido un cambio significativo de circunstancias en vista de que el Estado no está dispuesto a llevar a cabo la investigación o no puede realmente hacerlo.





4. El Estado de que se trate o el Fiscal podrán apelar ante la Sala de Apelaciones de la decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares, de conformidad con el artículo 82. La apelación podrá sustanciarse en forma sumaria.





5. Cuando el Fiscal se haya inhibido de su competencia en relación con la investigación con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2, podrá pedir al Estado de que se trate que le informe periódicamente de la marcha de sus investigaciones y del juicio ulterior. Los Estados Partes responderán a esas peticiones sin dilaciones indebidas.





6. El Fiscal podrá, hasta que la Sala de Cuestiones Preliminares haya emitido su decisión, o en cualquier momento si se hubiere inhibido de su competencia en virtud de este artículo, pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares, con carácter excepcional, que le autorice a llevar adelante las indagaciones que estime necesarias cuando exista una oportunidad única de obtener pruebas importantes o exista un riesgo significativo de que esas pruebas no estén disponibles ulteriormente.





7. El Estado que haya apelado una decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares en virtud del presente artículo podrá impugnar la admisibilidad de un asunto en virtud del artículo 19, haciendo valer hechos nuevos importantes o un cambio significativo de las circunstancias.

Artículo 19
Impugnación de la competencia de la Corte

o de la admisibilidad de la causa




1. La Corte se cerciorará de ser competente en todas las causas que le sean sometidas. La Corte podrá determinar de oficio la admisibilidad de una causa de conformidad con el artículo 17.





2. Podrán impugnar la admisibilidad de la causa, por uno de los motivos mencionados en el artículo 17, o impugnar la competencia de la Corte:





a) El acusado o la persona contra la cual se haya dictado una orden de detención o una orden de comparecencia con arreglo al artículo 58;





b) Un Estado que tenga jurisdicción en la causa porque está investigándola o enjuiciándola o lo ha hecho antes; o





c) Un Estado cuya aceptación se requiera de conformidad con el artículo 12.





3. El Fiscal podrá pedir a la Corte que se pronuncie sobre una cuestión de competencia o de admisibilidad. En las actuaciones relativas a la competencia o la admisibilidad, podrán presentar asimismo observaciones a la Corte quienes hayan remitido la situación de conformidad con el artículo 13 y las víctimas.





4. La admisibilidad de una causa o la competencia de la Corte sólo podrán ser impugnadas una sola vez por cualquiera de las personas o los Estados a que se hace referencia en el párrafo 2. La impugnación se hará antes del juicio o a su inicio. En circunstancias excepcionales, la Corte podrá autorizar que la impugnación se haga más de una vez o en una fase ulterior del juicio. Las impugnaciones a la admisibilidad de una causa hechas al inicio del juicio, o posteriormente con la autorización de la Corte, sólo podrán fundarse en el párrafo 1 c) del artículo 17.





5. El Estado a que se hace referencia en los apartados b) y c) del párrafo 2 del presente artículo hará la impugnación lo antes posible.





6. Antes de la confirmación de los cargos, la impugnación de la admisibilidad de una causa o de la competencia de la Corte será asignada a la Sala de Cuestiones Preliminares. Después de confirmados los cargos, será asignada a la Sala de Primera Instancia. Las decisiones relativas a la competencia o la admisibilidad podrán ser recurridas ante la Sala de Apelaciones de conformidad con el artículo 82.





7. Si la impugnación es hecha por el Estado a que se hace referencia en los apartados b) o c) del párrafo 2, el Fiscal suspenderá la investigación hasta que la Corte resuelva de conformidad con el artículo 17.





8. Hasta antes de que la Corte se pronuncie, el Fiscal podrá pedirle autorización para:





a) Practicar las indagaciones necesarias de la índole mencionada en el párrafo 6 del artículo 18;





b) Tomar declaración a un testigo o recibir su testimonio, o completar la recolección y el examen de las pruebas que hubiere iniciado antes de la impugnación; y





c) Impedir, en cooperación con los Estados que corresponda, que eludan la acción de la justicia personas respecto de las cuales el Fiscal haya pedido ya una orden de detención en virtud del artículo 58.





9. La impugnación no afectará a la validez de ningún acto realizado por el Fiscal, ni de ninguna orden o mandamiento dictado por la Corte, antes de ella.





10. Si la Corte hubiere declarado inadmisible una causa de conformidad con el artículo 17, el Fiscal podrá pedir que se revise esa decisión cuando se haya cerciorado cabalmente de que han aparecido nuevos hechos que invalidan los motivos por los cuales la causa había sido considerada inadmisible de conformidad con dicho artículo.





11. El Fiscal, si habida cuenta de las cuestiones a que se refiere el artículo 17 suspende una investigación, podrá pedir que el Estado de que se trate ponga a su disposición información sobre las actuaciones. A petición de ese Estado, dicha información será confidencial. El Fiscal, si decide posteriormente abrir una investigación, notificará su decisión al Estado cuyas actuaciones hayan dado origen a la suspensión.

Artículo 20
Cosa juzgada




1. Salvo que en el presente Estatuto se disponga otra cosa, nadie será procesado por la Corte en razón de conductas constitutivas de crímenes por los cuales ya hubiere sido condenado o absuelto por la Corte.





2. Nadie será procesado por otro tribunal en razón de uno de los crímenes mencionados en el artículo 5 por el cual la Corte ya le hubiere condenado o absuelto.





3. La Corte no procesará a nadie que haya sido procesado por otro tribunal en razón de hechos también prohibidos en virtud de los artículos 6, 7 u 8 a menos que el proceso en el otro tribunal:





a) Obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte; o





b) No hubiere sido instruido en forma independiente o imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas por el derecho internacional o lo hubiere sido de alguna manera que, en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la intención de someter a la persona a la acción de la justicia.
Artículo 21
Derecho aplicable




1. La Corte aplicará:





a) En primer lugar, el presente Estatuto, los Elementos de los crímenes y sus Reglas de Procedimiento y Prueba;





b) En segundo lugar, cuando proceda, los tratados aplicables, los principios y normas del derecho internacional, incluidos los principios establecidos del derecho internacional de los conflictos armados;





c) En su defecto, los principios generales del derecho que derive la Corte del derecho interno de los sistemas jurídicos del mundo, incluido, cuando proceda, el derecho interno de los Estados que normalmente ejercerían jurisdicción sobre el crimen, siempre que esos principios no sean incompatibles con el presente Estatuto ni con el derecho internacional ni las normas y estándares internacionalmente reconocidos.





2. La Corte podrá aplicar principios y normas de derecho respecto de los cuales hubiere hecho una interpretación en decisiones anteriores.





3. La aplicación e interpretación del derecho de conformidad con el presente artículo deberá ser compatible con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, sin distinción alguna basada en motivos como el género, definido en el párrafo 3 del artículo 7, la edad, la raza, el color, el idioma, la religión o el credo, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, el nacimiento u otra condición.

PARTE III. DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DE DERECHO PENAL

Artículo 22
Nullum crimen sine lege




1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que la conducta de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen de la competencia de la Corte.





2. La definición de crimen será interpretada estrictamente y no se hará extensiva por analogía. En caso de ambigüedad, será interpretada en favor de la persona objeto de investigación, enjuiciamiento o condena.





3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a la tipificación de una conducta como crimen de derecho internacional independientemente del presente Estatuto.

Artículo 23
Nulla poena sine lege




Quien sea declarado culpable por la Corte únicamente podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto.

Artículo 24
Irretroactividad ratione personae




1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor.





2. De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se dicte la sentencia definitiva, se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la investigación, el enjuiciamiento o la condena.

Artículo 25
Responsabilidad penal individual




1. De conformidad con el presente Estatuto, la Corte tendrá competencia respecto de las personas naturales.





2. Quien cometa un crimen de la competencia de la Corte será responsable individualmente y podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto.





3. De conformidad con el presente Estatuto, será penalmente responsable y podrá ser penado por la comisión de un crimen de la competencia de la Corte quien:




a) Cometa ese crimen por sí solo, con otro o por conducto de otro, sea éste o no penalmente responsable;





b) Ordene, proponga o induzca la comisión de ese crimen, ya sea consumado o en grado de tentativa; 





c) Con el propósito de facilitar la comisión de ese crimen, sea cómplice o encubridor o colabore de algún modo en la comisión o la tentativa de comisión del crimen, incluso suministrando los medios para su comisión;




d) Contribuya de algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del crimen por un grupo de personas que tengan una finalidad común. La contribución deberá ser intencional y se hará:





i) Con el propósito de llevar a cabo la actividad o propósito delictivo del grupo, cuando una u otro entrañe la comisión de un crimen de la competencia de la Corte; o





ii) A sabiendas de que el grupo tiene la intención de cometer el crimen;





e) Respecto del crimen de genocidio, haga una instigación directa y pública a que se cometa;





f) Intente cometer ese crimen mediante actos que supongan un paso importante para su ejecución, aunque el crimen no se consume debido a circunstancias ajenas a su voluntad. Sin embargo, quien desista de la comisión del crimen o impida de otra forma que se consume no podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto por la tentativa si renunciare íntegra y voluntariamente al propósito delictivo.





4. Nada de lo dispuesto en el presente Estatuto respecto de la responsabilidad penal de las personas naturales afectará a la responsabilidad del Estado conforme al derecho internacional.

Artículo 26
Exclusión de los menores de 18 años de la competencia de la Corte





La Corte no será competente respecto de los que fueren menores de 18 años en el momento de la presunta comisión del crimen.

Artículo 27
Improcedencia del cargo oficial




1. El presente Estatuto será aplicable por igual a todos sin distinción alguna basada en el cargo oficial. En particular, el cargo oficial de una persona, sea Jefe de Estado o de Gobierno, miembro de un gobierno o parlamento, representante elegido o funcionario de gobierno, en ningún caso la eximirá de responsabilidad penal ni constituirá per se motivo para reducir la pena.





2. Las inmunidades y las normas de procedimiento especiales que conlleve el cargo oficial de una persona, con arreglo al derecho interno o al derecho internacional, no obstarán para que la Corte ejerza su competencia sobre ella.
Artículo 28
Responsabilidad de los jefes y otros superiores




Además de otras causales de responsabilidad penal de conformidad con el presente Estatuto por crímenes de la competencia de la Corte:





a) El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será penalmente responsable por los crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:





i) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos; y





ii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.





b) En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas en el apartado a), el superior será penalmente responsable por los crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando:





i) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información que indicase claramente que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos;





ii) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo; y





iii) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.

Artículo 29
Imprescriptibilidad




Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán.

Artículo 30
Elemento de intencionalidad




1. Salvo disposición en contrario, una persona será penalmente responsable y podrá ser penada por un crimen de la competencia de la Corte únicamente si los elementos materiales del crimen se realizan con intención y conocimiento de los elementos materiales del crimen.





2. A los efectos del presente artículo, se entiende que actúa intencionalmente quien:





a) En relación con una conducta, se propone incurrir en ella;





b) En relación con una consecuencia, se propone causarla o es consciente de que se producirá en el curso normal de los acontecimientos.





3. A los efectos del presente artículo, por "conocimiento" se entiende la conciencia de que existe una circunstancia o se va a producir una consecuencia en el curso normal de los acontecimientos. Las palabras "a sabiendas" y "con conocimiento" se entenderán en el mismo sentido.

Artículo 31
Circunstancias eximentes de responsabilidad penal




1. Sin perjuicio de las demás circunstancias eximentes de responsabilidad penal establecidas en el presente Estatuto, no será penalmente responsable quien, en el momento de incurrir en una conducta:





a) Padeciere de una enfermedad o deficiencia mental que le prive de su capacidad para apreciar la ilicitud o naturaleza de su conducta, o de su capacidad para controlar esa conducta a fin de no transgredir la ley;





b) Estuviere en un estado de intoxicación que le prive de su capacidad para apreciar la ilicitud o naturaleza de su conducta, o de su capacidad para controlar esa conducta a fin de no transgredir la ley, salvo que se haya intoxicado voluntariamente a sabiendas de que, como resultado de la intoxicación, probablemente incurriría en una conducta tipificada como crimen de la competencia de la Corte, o haya hecho caso omiso del riesgo de que ello ocurriere;





c) Actuare razonablemente en defensa propia o de un tercero o, en el caso de los crímenes de guerra, de un bien que fuese esencial para su supervivencia o la de un tercero o de un bien que fuese esencial para realizar una misión militar, contra un uso inminente e ilícito de la fuerza, en forma proporcional al grado de peligro para él, un tercero o los bienes protegidos. El hecho de participar en una fuerza que realizare una operación de defensa no bastará para constituir una circunstancia eximente de la responsabilidad penal de conformidad con el presente apartado;





d) Hubiere incurrido en una conducta que presuntamente constituya un crimen de la competencia de la Corte como consecuencia de coacción dimanante de una amenaza de muerte inminente o de lesiones corporales graves continuadas o inminentes para él u otra persona, y en que se vea compelido a actuar necesaria y razonablemente para evitar esa amenaza, siempre que no tuviera la intención de causar un daño mayor que el que se proponía evitar. Esa amenaza podrá:





i) Haber sido hecha por otras personas; o





ii) Estar constituida por otras circunstancias ajenas a su control.





2. La Corte determinará si las circunstancias eximentes de responsabilidad penal admitidas por el presente Estatuto son aplicables en la causa de que esté conociendo.





3. En el juicio, la Corte podrá tener en cuenta una circunstancia eximente de responsabilidad penal distinta de las indicadas en el párrafo 1 siempre que dicha circunstancia se desprenda del derecho aplicable de conformidad con el artículo 21. El procedimiento para el examen de una eximente de este tipo se establecerá en las Reglas de Procedimiento y Prueba.

Artículo 32
Error de hecho o error de derecho




1. El error de hecho eximirá de responsabilidad penal únicamente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por el crimen.





2. El error de derecho acerca de si un determinado tipo de conducta constituye un crimen de la competencia de la Corte no se considerará eximente. Con todo, el error de derecho podrá considerarse eximente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido por ese crimen o si queda comprendido en lo dispuesto en el artículo 33 del presente Estatuto.

Artículo 33
Órdenes superiores y disposiciones legales




1. Quien hubiere cometido un crimen de la competencia de la Corte en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o civil, no será eximido de responsabilidad penal a menos que:





a) Estuviere obligado por ley a obedecer órdenes emitidas por el gobierno o el superior de que se trate;





b) No supiera que la orden era ilícita; y





c) La orden no fuera manifiestamente ilícita.





2. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio o crímenes de lesa humanidad son manifiestamente ilícitas.

PARTE IV. DE LA COMPOSICIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA CORTE

Artículo 34
Órganos de la Corte




La Corte estará compuesta de los órganos siguientes:





a) La Presidencia;





b) Una Sección de Apelaciones, una Sección de Primera Instancia y una Sección de Cuestiones Preliminares;





c) La Fiscalía;





d) La Secretaría.

Artículo 35
Desempeño del cargo de magistrado




1. Todos los magistrados serán elegidos miembros de la Corte en régimen de dedicación exclusiva y estarán disponibles para desempeñar su cargo en ese régimen desde que comience su mandato.





2. Los magistrados que constituyan la Presidencia desempeñarán sus cargos en régimen de dedicación exclusiva tan pronto como sean elegidos.





3. La Presidencia podrá, en función del volumen de trabajo de la Corte, y en consulta con los miembros de ésta, decidir por cuánto tiempo será necesario que los demás magistrados desempeñen sus cargos en régimen de dedicación exclusiva. Las decisiones que se adopten en ese sentido se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40.





4. Las disposiciones financieras relativas a los magistrados que no deban desempeñar sus cargos en régimen de dedicación exclusiva serán adoptadas de conformidad con el artículo 49.

Artículo 36

Condiciones que han de reunir los magistrados,

candidaturas y elección de los magistrados




1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, la Corte estará compuesta de 18 magistrados.





2. a) La Presidencia, actuando en nombre de la Corte, podrá proponer que aumente el número de magistrados indicado en el párrafo 1 y señalará las razones por las cuales considera necesario y apropiado ese aumento. El Secretario distribuirá prontamente la propuesta a todos los Estados Partes;





b) La propuesta será examinada en una sesión de la Asamblea de los Estados Partes que habrá de convocarse de conformidad con el artículo 112. La propuesta, que deberá ser aprobada en la sesión por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes, entrará en vigor en la fecha en que decida la Asamblea;





c) i) Una vez que se haya aprobado una propuesta para aumentar el número de magistrados con arreglo al apartado b), la elección de los nuevos magistrados se llevará a cabo en el siguiente período de sesiones de la Asamblea de los Estados Partes, de conformidad con los párrafos 3 a 8 del presente artículo y con el párrafo 2 del artículo 37;





ii) Una vez que se haya aprobado y haya entrado en vigor una propuesta para aumentar el número de magistrados con arreglo a los apartados b) y c) i), la Presidencia podrá en cualquier momento, si el volumen de trabajo de la Corte lo justifica, proponer que se reduzca el número de magistrados, siempre que ese número no sea inferior al indicado en el párrafo 1. La propuesta será examinada de conformidad con el procedimiento establecido en los apartados a) y b). De ser aprobada, el número de magistrados se reducirá progresivamente a medida que expiren los mandatos y hasta que se llegue al número debido.





3. a) Los magistrados serán elegidos entre personas de alta consideración moral, imparcialidad e integridad que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más altas funciones judiciales en sus respectivos países;





b) Los candidatos a magistrados deberán tener:





i) Reconocida competencia en derecho y procedimiento penales y la necesaria experiencia en causas penales en calidad de magistrado, fiscal, abogado u otra función similar; o





ii) Reconocida competencia en materias pertinentes de derecho internacional, tales como el derecho internacional humanitario y las normas de derechos humanos, así como gran experiencia en funciones jurídicas profesionales que tengan relación con la labor judicial de la Corte;





c) Los candidatos a magistrado deberán tener un excelente conocimiento y dominio de por lo menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte.




4. a) Cualquier Estado Parte en el presente Estatuto podrá proponer candidatos en las elecciones para magistrado de la Corte mediante:





i) El procedimiento previsto para proponer candidatos a los más altos cargos judiciales del país; o





ii) El procedimiento previsto en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia para proponer candidatos a esa Corte.





Las propuestas deberán ir acompañadas de una exposición detallada acerca del grado en que el candidato cumple los requisitos enunciados en el párrafo 3;





b) Un Estado Parte podrá proponer un candidato que no tenga necesariamente su nacionalidad, pero que en todo caso sea nacional de un Estado Parte;





c) La Asamblea de los Estados Partes podrá decidir que se establezca un comité asesor para las candidaturas. En ese caso, la Asamblea de los Estados Partes determinará la composición y el mandato del comité.





5. A los efectos de la elección se harán dos listas de candidatos:





La lista A, con los nombres de los candidatos que reúnan los requisitos enunciados en el apartado b) i) del párrafo 3; y





La lista B, con los nombres de los candidatos que reúnan los requisitos enunciados en el apartado b) ii) del párrafo 3.





El candidato que reúna los requisitos requeridos para ambas listas podrá elegir en cuál desea figurar. En la primera elección de miembros de la Corte, por lo menos nueve magistrados serán elegidos entre los candidatos de la lista A y por lo menos cinco serán elegidos entre los de la lista B. Las elecciones subsiguientes se organizarán de manera que se mantenga en la Corte una proporción equivalente de magistrados de ambas listas.





6. a) Los magistrados serán elegidos por votación secreta en una sesión de la Asamblea de los Estados Partes convocada con ese fin con arreglo al artículo 112. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 7, serán elegidos los 18 candidatos que obtengan el mayor número de votos y una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes;





b) En el caso de que en la primera votación no resulte elegido un número suficiente de magistrados, se procederá a nuevas votaciones de conformidad con los procedimientos establecidos en el apartado a) hasta cubrir los puestos restantes.





7. No podrá haber dos magistrados que sean nacionales del mismo Estado. Toda persona que, para ser elegida magistrado, pudiera ser considerada nacional de más de un Estado, será considerada nacional del Estado donde ejerza habitualmente sus derechos civiles y políticos.





8. a) Al seleccionar a los magistrados, los Estados Partes tendrán en cuenta la necesidad de que en la composición de la Corte haya:





i) Representación de los principales sistemas jurídicos del mundo;





ii) Distribución geográfica equitativa; y





iii) Representación equilibrada de magistrados mujeres y hombres;





b) Los Estados Partes tendrán también en cuenta la necesidad de que haya en la Corte magistrados que sean juristas especializados en temas concretos que incluyan, entre otros, la violencia contra las mujeres o los niños.





9. a) Con sujeción a lo dispuesto en el apartado b), los magistrados serán elegidos por un mandato de nueve años y, con sujeción al apartado c) y al párrafo 2 del artículo 37, no podrán ser reelegidos;





b) En la primera elección, un tercio de los magistrados elegidos será seleccionado por sorteo para desempeñar un mandato de tres años, un tercio de los magistrados será seleccionado por sorteo para desempeñar un mandato de seis años y el resto desempeñará un mandato de nueve años;





c) Un magistrado seleccionado para desempeñar un mandato de tres años de conformidad con el apartado b) podrá ser reelegido por un mandato completo.





10. No obstante lo dispuesto en el párrafo 9, un magistrado asignado a una Sala de Primera Instancia o una Sala de Apelaciones de conformidad con el artículo 39 seguirá en funciones a fin de llevar a término el juicio o la apelación de los que haya comenzado a conocer en esa Sala.

Artículo 37

Vacantes





1. En caso de producirse una vacante se celebrará una elección de conformidad con el artículo 36 para cubrirla.





2. El magistrado elegido para cubrir una vacante desempeñará el cargo por el resto del mandato de su predecesor y, si éste fuera de tres años o menos, podrá ser reelegido por un mandato completo con arreglo al artículo 36.

Artículo 38
Presidencia




1. El Presidente, el Vicepresidente primero y el Vicepresidente segundo serán elegidos por mayoría absoluta de los magistrados. Cada uno desempeñará su cargo por un período de tres años o hasta el término de su mandato como magistrado, si éste se produjere antes. Podrán ser reelegidos una vez.





2. El Vicepresidente primero sustituirá al Presidente cuando éste se halle en la imposibilidad de ejercer sus funciones o haya sido recusado. El Vicepresidente segundo sustituirá al Presidente cuando éste y el Vicepresidente primero se hallen en la imposibilidad de ejercer sus funciones o hayan sido recusados.





3. El Presidente, el Vicepresidente primero y el Vicepresidente segundo constituirán la Presidencia, que estará encargada de:





a) La correcta administración de la Corte, con excepción de la Fiscalía; y





b) Las demás funciones que se le confieren de conformidad con el presente Estatuto.





4. En el desempeño de sus funciones enunciadas en el párrafo 3 a), la Presidencia actuará en coordinación con el Fiscal y recabará su aprobación en todos los asuntos de interés mutuo.

Artículo 39
Las Salas




1. Tan pronto como sea posible después de la elección de los magistrados, la Corte se organizará en las secciones indicadas en el artículo 34 b). La Sección de Apelaciones se compondrá del Presidente y otros cuatro magistrados, la Sección de Primera Instancia de no menos de seis magistrados y la Sección de Cuestiones Preliminares de no menos de seis magistrados. Los magistrados serán asignados a las secciones según la naturaleza de las funciones que corresponderán a cada una y sus respectivas calificaciones y experiencia, de manera que en cada sección haya una combinación apropiada de especialistas en derecho y procedimiento penales y en derecho internacional. La Sección de Primera Instancia y la Sección de Cuestiones Preliminares estarán integradas predominantemente por magistrados que tengan experiencia en procedimiento penal.





2. a) Las funciones judiciales de la Corte serán realizadas en cada sección por las Salas;





b) i) La Sala de Apelaciones se compondrá de todos los magistrados de la Sección de Apelaciones;





ii) Las funciones de la Sala de Primera Instancia serán realizadas por tres magistrados de la Sección de Primera Instancia;





iii) Las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares serán realizadas por tres magistrados de la Sección de Cuestiones Preliminares o por un solo magistrado de dicha Sección, de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba;





c) Nada de lo dispuesto en el presente párrafo obstará a que se constituyan simultáneamente más de una Sala de Primera Instancia o Sala de Cuestiones Preliminares cuando la gestión eficiente del trabajo de la Corte así lo requiera.





3. a) Los magistrados asignados a las Secciones de Primera Instancia y de Cuestiones Preliminares desempeñarán el cargo en esas Secciones por un período de tres años, y posteriormente hasta llevar a término cualquier causa de la que hayan empezado a conocer en la sección de que se trate;





b) Los magistrados asignados a la Sección de Apelaciones desempeñarán el cargo en esa Sección durante todo su mandato.





4. Los magistrados asignados a la Sección de Apelaciones desempeñarán el cargo únicamente en esa Sección. Nada de lo dispuesto en el presente artículo obstará, sin embargo, a que se asignen temporalmente magistrados de la Sección de Primera Instancia a la Sección de Cuestiones Preliminares, o a la inversa, si la Presidencia considera que la gestión eficiente del trabajo de la Corte así lo requiere, pero en ningún caso podrá formar parte de la Sala de Primera Instancia que conozca de una causa un magistrado que haya participado en la etapa preliminar.

Artículo 40
Independencia de los magistrados




1. Los magistrados serán independientes en el desempeño de sus funciones.





2. Los magistrados no realizarán actividad alguna que pueda ser incompatible con el ejercicio de sus funciones judiciales o menoscabar la confianza en su independencia.





3. Los magistrados que tengan que desempeñar sus cargos en régimen de dedicación exclusiva en la sede de la Corte no podrán desempeñar ninguna otra ocupación de carácter profesional.





4. Las cuestiones relativas a la aplicación de los párrafos 2 y 3 serán dirimidas por mayoría absoluta de los magistrados. El magistrado al que se refiera una de estas cuestiones no participará en la adopción de la decisión.

Artículo 41
Dispensa y recusación de los magistrados




1. La Presidencia podrá, a petición de un magistrado, dispensarlo del ejercicio de alguna de las funciones que le confiere el presente Estatuto, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





2. a) Un magistrado no participará en ninguna causa en que, por cualquier motivo, pueda razonablemente ponerse en duda su imparcialidad. Un magistrado será recusado de conformidad con lo dispuesto en el presente párrafo, entre otras razones, si hubiese intervenido anteriormente, en cualquier calidad, en una causa de la que la Corte estuviere conociendo o en una causa penal conexa sustanciada a nivel nacional y que guardare relación con la persona objeto de investigación o enjuiciamiento. Un magistrado será también recusado por los demás motivos que se establezcan en las Reglas de Procedimiento y Prueba;





b) El Fiscal o la persona objeto de investigación o enjuiciamiento podrá pedir la recusación de un magistrado con arreglo a lo dispuesto en el presente párrafo;





c) Las cuestiones relativas a la recusación de un magistrado serán dirimidas por mayoría absoluta de los magistrados. El magistrado cuya recusación se pida tendrá derecho a hacer observaciones sobre la cuestión, pero no tomará parte en la decisión.

Artículo 42
La Fiscalía




1. La Fiscalía actuará en forma independiente como órgano separado de la Corte. Estará encargada de recibir remisiones e información corroborada sobre crímenes de la competencia de la Corte para examinarlas y realizar investigaciones o ejercitar la acción penal ante la Corte. Los miembros de la Fiscalía no solicitarán ni cumplirán instrucciones de fuentes ajenas a la Corte.





2. La Fiscalía estará dirigida por el Fiscal. El Fiscal tendrá plena autoridad para dirigir y administrar la Fiscalía, con inclusión del personal, las instalaciones y otros recursos. El Fiscal contará con la ayuda de uno o más fiscales adjuntos, que podrán desempeñar cualquiera de las funciones que le correspondan de conformidad con el presente Estatuto. El Fiscal y los fiscales adjuntos tendrán que ser de diferentes nacionalidades y desempeñarán su cargo en régimen de dedicación exclusiva.





3. El Fiscal y los fiscales adjuntos serán personas que gocen de alta consideración moral, que posean un alto nivel de competencia y tengan extensa experiencia práctica en el ejercicio de la acción penal o la sustanciación de causas penales. Deberán tener un excelente conocimiento y dominio de al menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte.





4. El Fiscal será elegido en votación secreta y por mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes. Los fiscales adjuntos serán elegidos en la misma forma de una lista de candidatos presentada por el Fiscal. El Fiscal propondrá tres candidatos para cada puesto de fiscal adjunto que deba cubrirse. Salvo que en el momento de la elección se fije un período más breve, el Fiscal y los fiscales adjuntos desempeñarán su cargo por un período de nueve años y no podrán ser reelegidos.





5. El Fiscal y los fiscales adjuntos no realizarán actividad alguna que pueda interferir en el ejercicio de sus funciones o menoscabar la confianza en su independencia. No podrán desempeñar ninguna otra ocupación de carácter profesional.





6. La Presidencia podrá, a petición del Fiscal o de un fiscal adjunto, dispensarlos de intervenir en una causa determinada.





7. El Fiscal y los fiscales adjuntos no participarán en ningún asunto en que, por cualquier motivo, pueda razonablemente ponerse en duda su imparcialidad. Serán recusados de conformidad con lo dispuesto en el presente párrafo, entre otras razones, si hubiesen intervenido anteriormente, en cualquier calidad, en una causa de que la Corte estuviere conociendo o en una causa penal conexa sustanciada a nivel nacional y que guardare relación con la persona objeto de investigación o enjuiciamiento.





8. Las cuestiones relativas a la recusación del Fiscal o de un fiscal adjunto serán dirimidas por la Sala de Apelaciones:





a) La persona objeto de investigación o enjuiciamiento podrá en cualquier momento pedir la recusación del Fiscal o de un fiscal adjunto por los motivos establecidos en el presente artículo;





b) El Fiscal o el fiscal adjunto, según proceda, tendrán derecho a hacer observaciones sobre la cuestión.





9. El Fiscal nombrará asesores jurídicos especialistas en determinados temas como, por ejemplo, violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños.

Artículo 43

La Secretaría




1. La Secretaría, sin perjuicio de las funciones y atribuciones del Fiscal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42, estará encargada de los aspectos no judiciales de la administración de la Corte y de prestarle servicios.





2. La Secretaría será dirigida por el Secretario, que será el principal funcionario administrativo de la Corte. El Secretario ejercerá sus funciones bajo la autoridad del Presidente de la Corte.





3. El Secretario y el Secretario Adjunto deberán ser personas que gocen de consideración moral y tener un alto nivel de competencia y un excelente conocimiento y dominio de al menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte.





4. Los magistrados elegirán al Secretario en votación secreta por mayoría absoluta y teniendo en cuenta las recomendaciones de la Asamblea de los Estados Partes. De ser necesario elegirán, por recomendación del Secretario y con arreglo al mismo procedimiento, un Secretario Adjunto.





5. El Secretario será elegido por un período de cinco años en régimen de dedicación exclusiva y podrá ser reelegido una sola vez. El Secretario Adjunto será elegido por un período de cinco años, o por uno más breve, si así lo deciden los magistrados por mayoría absoluta, en el entendimiento de que prestará sus servicios según sea necesario.





6. El Secretario establecerá una Dependencia de Víctimas y Testigos dentro de la Secretaría. Esta Dependencia, en consulta con la Fiscalía, adoptará medidas de protección y dispositivos de seguridad y prestará asesoramiento y otro tipo de asistencia a testigos y víctimas que comparezcan ante la Corte, y a otras personas que estén en peligro en razón del testimonio prestado. La Dependencia contará con personal especializado para atender a las víctimas de traumas, incluidos los relacionados con delitos de violencia sexual.

Artículo 44
El personal




1. El Fiscal y el Secretario nombrarán los funcionarios calificados que sean necesarios en sus respectivas oficinas. En el caso del Fiscal, ello incluirá el nombramiento de investigadores.





2. En el nombramiento de los funcionarios, el Fiscal y el Secretario velarán por el más alto grado de eficiencia, competencia e integridad y tendrán en cuenta, mutatis mutandis, los criterios establecidos en el párrafo 8 del artículo 36.





3. El Secretario, con la anuencia de la Presidencia y del Fiscal, propondrá un reglamento del personal que establecerá las condiciones en que el personal de la Corte será designado, remunerado o separado del servicio. El Reglamento del Personal estará sujeto a la aprobación de la Asamblea de los Estados Partes.





4. La Corte podrá, en circunstancias excepcionales, recurrir a la pericia de personal proporcionado gratuitamente por Estados Partes, organizaciones intergubernamentales u organizaciones no gubernamentales para que colabore en la labor de cualquiera de los órganos de la Corte. El Fiscal podrá aceptar ofertas de esa índole en nombre de la Fiscalía. El personal proporcionado gratuitamente será empleado de conformidad con directrices que ha de establecer la Asamblea de los Estados Partes.

Artículo 45
Promesa solemne




Antes de asumir las obligaciones del cargo de conformidad con el presente Estatuto, los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario y el secretario adjunto declararán solemnemente y en sesión pública que ejercerán sus atribuciones con toda imparcialidad y conciencia.

Artículo 46
Separación del cargo




1. Un magistrado, el fiscal, un fiscal adjunto, el secretario o el secretario adjunto será separado del cargo si se adopta una decisión a tal efecto de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2 cuando se determine que:





a) Ha incurrido en falta grave o en incumplimiento grave de las funciones que le confiere el presente Estatuto y según lo establecido en las Reglas de procedimiento y prueba; o




b) Está imposibilitado de desempeñar las funciones descritas en el presente Estatuto.





2. La decisión de separar del cargo a un magistrado, el fiscal o un fiscal adjunto de conformidad con el párrafo 1 será adoptada por la Asamblea de los Estados Partes en votación secreta:





a) En el caso de un magistrado, por mayoría de dos tercios de los Estados Partes y previa recomendación aprobada por mayoría de dos tercios de los demás magistrados;





b) En el caso del fiscal, por mayoría absoluta de los Estados Partes;





c) En el caso de un fiscal adjunto, por mayoría absoluta de los Estados Partes y previa recomendación del fiscal.





3. La decisión de separar del cargo al secretario o a un secretario adjunto será adoptada por mayoría absoluta de los magistrados.





4. El magistrado, fiscal, fiscal adjunto, secretario o secretario adjunto cuya conducta o cuya idoneidad para el ejercicio de las funciones del cargo de conformidad con el presente Estatuto haya sido impugnada en virtud del presente artículo podrá presentar y obtener pruebas y presentar escritos de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba; sin embargo, no podrá participar por ningún otro concepto en el examen de la cuestión.

Artículo 47
Medidas disciplinarias




El magistrado, fiscal, fiscal adjunto, secretario o secretario adjunto que haya incurrido en una falta menos grave que la establecida en el párrafo 1 del artículo 46 será objeto de medidas disciplinarias de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.

Artículo 48
Privilegios e inmunidades




1. La Corte gozará en el territorio de cada Estado Parte de los privilegios e inmunidades que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones.





2. Los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos y el Secretario gozarán, cuando actúen en el desempeño de sus funciones o en relación con ellas, de los mismos privilegios e inmunidades reconocidos a los jefes de las misiones diplomáticas y, una vez expirado su mandato, seguirán gozando de absoluta inmunidad judicial por las declaraciones hechas oralmente o por escrito y los actos realizados en el desempeño de sus funciones oficiales.





3. El Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía y el personal de la Secretaría gozarán de los privilegios e inmunidades y de las facilidades necesarias para el cumplimiento de sus funciones, de conformidad con el acuerdo sobre los privilegios e inmunidades de la Corte.





4. Los abogados, peritos, testigos u otras personas cuya presencia se requiera en la sede de la Corte serán objeto del tratamiento que sea necesario para el funcionamiento adecuado de la Corte, de conformidad con el acuerdo sobre los privilegios e inmunidades de la Corte.





5. Se podrá renunciar a los privilegios e inmunidades:





a) En el caso de un magistrado o el Fiscal, por decisión de la mayoría absoluta de los magistrados;





b) En el caso del Secretario, por la Presidencia;





c) En el caso de los Fiscales Adjuntos y el personal de la Fiscalía, por el Fiscal;





d) En el caso del Secretario Adjunto y el personal de la Secretaría, por el Secretario.

Artículo 49
Sueldos, estipendios y dietas




Los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario y el secretario adjunto percibirán los sueldos, estipendios y dietas que decida la Asamblea de los Estados Partes. Esos sueldos y estipendios no serán reducidos en el curso de su mandato.

Artículo 50
Idiomas oficiales y de trabajo




1. Los idiomas oficiales de la Corte serán el árabe, el chino, el español, el francés, el inglés y el ruso. Las sentencias de la Corte, así como las otras decisiones que resuelvan cuestiones fundamentales de que conozca la Corte, serán publicadas en los idiomas oficiales. La Presidencia, de conformidad con los criterios establecidos en las Reglas de Procedimiento y Prueba, determinará cuáles son las decisiones que resuelven cuestiones fundamentales a los efectos del presente párrafo.





2. Los idiomas de trabajo de la Corte serán el francés y el inglés. En las Reglas de Procedimiento y Prueba se determinará en qué casos podrá utilizarse como idioma de trabajo otros idiomas oficiales.





3. La Corte autorizará a cualquiera de las partes o cualquiera de los Estados a que se haya permitido intervenir en un procedimiento, previa solicitud de ellos, a utilizar un idioma distinto del francés o el inglés, siempre que considere que esta autorización está adecuadamente justificada.

Artículo 51
Reglas de Procedimiento y Prueba




1. Las Reglas de Procedimiento y Prueba entrarán en vigor tras su aprobación por mayoría de dos tercios de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes.





2. Podrán proponer enmiendas a las Reglas de Procedimiento y Prueba:





a) Cualquier Estado Parte;





b) Los magistrados, por mayoría absoluta; o





c) El Fiscal.





Las enmiendas entrarán en vigor tras su aprobación en la Asamblea de los Estados Partes por mayoría de dos tercios.





3. Una vez aprobadas las Reglas de Procedimiento y Prueba, en casos urgentes y cuando éstas no resuelvan una situación concreta suscitada en la Corte, los magistrados podrán, por una mayoría de dos tercios, establecer reglas provisionales que se aplicarán hasta que la Asamblea de los Estados Partes las apruebe, enmiende o rechace en su siguiente período ordinario o extraordinario de sesiones.





4. Las Reglas de Procedimiento y Prueba, las enmiendas a ellas y las reglas provisionales deberán estar en consonancia con el presente Estatuto. Las enmiendas a las Reglas de Procedimiento y Prueba, así como las reglas provisionales, no se aplicarán retroactivamente en detrimento de la persona que sea objeto de la investigación o el enjuiciamiento o que haya sido condenada.





5. En caso de conflicto entre las disposiciones del Estatuto y las de las Reglas de Procedimiento y Prueba, prevalecerá el Estatuto.

Artículo 52
Reglamento de la Corte




1. Los magistrados, de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba, aprobarán por mayoría absoluta el Reglamento de la Corte que sea necesario para su funcionamiento ordinario.





2. Se consultará al Fiscal y al Secretario en la preparación del Reglamento y de cualquier enmienda a él.





3. El Reglamento y sus enmiendas entrarán en vigor al momento de su aprobación, a menos que los magistrados decidan otra cosa. Inmediatamente después de su aprobación, serán distribuidos a los Estados Partes para recabar sus observaciones. Se mantendrán en vigor si en un plazo de seis meses no se han recibido objeciones de una mayoría de los Estados Partes.

PARTE V. DE LA INVESTIGACIÓN Y EL ENJUICIAMIENTO

Artículo 53
Inicio de una investigación




1. El Fiscal, después de evaluar la información de que disponga, iniciará una investigación a menos que determine que no existe fundamento razonable para proceder a ella con arreglo al presente Estatuto. Al decidir si ha de iniciar una investigación, el Fiscal tendrá en cuenta si:





a) La información de que dispone constituye fundamento razonable para creer que se ha cometido o se está cometiendo un crimen de la competencia de la Corte;





b) La causa es o sería admisible de conformidad con el artículo 17;





c) Existen razones sustanciales para creer que, aun teniendo en cuenta la gravedad del crimen y los intereses de las víctimas, una investigación no redundaría en interés de la justicia.





El Fiscal, si determinare que no hay fundamento razonable para proceder a la investigación y la determinación se basare únicamente en el apartado c), lo comunicará a la Sala de Cuestiones Preliminares.





2. Si, tras la investigación, el Fiscal llega a la conclusión de que no hay fundamento suficiente para el enjuiciamiento, ya que:





a) No existe una base suficiente de hecho o de derecho para pedir una orden de detención o de comparecencia de conformidad con el artículo 58;





b) La causa es inadmisible de conformidad con el artículo 17; o





c) El enjuiciamiento no redundaría en interés de la justicia, teniendo en cuenta todas las circunstancias, entre ellas la gravedad del crimen, los intereses de las víctimas y la edad o enfermedad del presunto autor y su participación en el presunto crimen; notificará su conclusión motivada a la Sala de Cuestiones Preliminares y al Estado que haya remitido el asunto de conformidad con el artículo 14 o al Consejo de Seguridad si se trata de un caso previsto en el párrafo b) del artículo 13.





3. a) A petición del Estado que haya remitido el asunto con arreglo al artículo 14 o del Consejo de Seguridad de conformidad con el párrafo b) del artículo 13, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá examinar la decisión del Fiscal de no proceder a la investigación de conformidad con el párrafo 1 o el párrafo 2 y pedir al Fiscal que reconsidere esa decisión;





b) Además, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá, de oficio, revisar una decisión del Fiscal de no proceder a la investigación si dicha decisión se basare únicamente en el párrafo 1 c) o el párrafo 2 c). En ese caso, la decisión del Fiscal únicamente surtirá efecto si es confirmada por la Sala de Cuestiones Preliminares.





4. El Fiscal podrá reconsiderar en cualquier momento su decisión de iniciar una investigación o enjuiciamiento sobre la base de nuevos hechos o nuevas informaciones.

Artículo 54
Funciones y atribuciones del Fiscal con respecto

a las investigaciones




1. El Fiscal:





a) A fin de establecer la veracidad de los hechos, ampliará la investigación a todos los hechos y las pruebas que sean pertinentes para determinar si hay responsabilidad penal de conformidad con el presente Estatuto y, a esos efectos, investigará tanto las circunstancias incriminantes como las eximentes;





b) Adoptará medidas adecuadas para asegurar la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento de los crímenes de la competencia de la Corte. A esos efectos, respetará los intereses y las circunstancias personales de víctimas y testigos, entre otros la edad, el género, definido en el párrafo 3 del artículo 7, y la salud, y tendrá en cuenta la naturaleza de los crímenes, en particular los de violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños; y





c) Respetará plenamente los derechos que confiere a las personas el presente Estatuto.





2. El Fiscal podrá realizar investigaciones en el territorio de un Estado:





a) De conformidad con las disposiciones de la Parte IX; o





b) Según lo autorice la Sala de Cuestiones Preliminares de conformidad con el párrafo 3 d) del artículo 57.





3. El Fiscal podrá:





a) Reunir y examinar pruebas;





b) Hacer comparecer e interrogar a las personas objeto de investigación, las víctimas y los testigos;





c) Solicitar la cooperación de un Estado u organización o acuerdo intergubernamental de conformidad con su respectiva competencia o mandato;





d) Concertar las disposiciones o los acuerdos compatibles con el presente Estatuto que sean necesarios para facilitar la cooperación de un Estado, una organización intergubernamental o una persona;




e) Convenir en que no divulgará en ninguna etapa del procedimiento los documentos o la información que obtenga a condición de preservar su carácter confidencial y únicamente a los efectos de obtener nuevas pruebas, salvo con el acuerdo de quien haya facilitado la información; y





f) Adoptar o pedir que se adopten las medidas necesarias para asegurar el carácter confidencial de la información, la protección de una persona o la preservación de las pruebas.

Artículo 55
Derechos de las personas durante la investigación




1. En las investigaciones realizadas de conformidad con el presente Estatuto:





a) Nadie será obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable;





b) Nadie será sometido a forma alguna de coacción, intimidación o amenaza, a torturas ni a otros tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes;





c) Quien haya de ser interrogado en un idioma que no sea el que comprende y habla perfectamente contará, sin cargo alguno, con los servicios de un intérprete competente y las traducciones que sean necesarias a los efectos de cumplir el requisito de equidad; y





d) Nadie será sometido a arresto o detención arbitrarios ni será privado de su libertad salvo por los motivos previstos en el presente Estatuto y de conformidad con los procedimientos establecidos en él.





2. Cuando haya motivos para creer que una persona ha cometido un crimen de la competencia de la Corte y esa persona haya de ser interrogada por el Fiscal o por las autoridades nacionales, en cumplimiento de una solicitud hecha de conformidad con lo dispuesto en la Parte IX, tendrá además los derechos siguientes, de los que será informada antes del interrogatorio:





a) A ser informada de que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de la competencia de la Corte;





b) A guardar silencio, sin que ello pueda tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia;





c) A ser asistida por un abogado defensor de su elección o, si no lo tuviere, a que se le asigne un defensor de oficio, siempre que fuere necesario en interés de la justicia y, en cualquier caso, sin cargo si careciere de medios suficientes; y





d) A ser interrogada en presencia de su abogado, a menos que haya renunciado voluntariamente a su derecho a asistencia letrada.

Artículo 56
Disposiciones que podrá adoptar la Sala de Cuestiones
Preliminares cuando se presente una oportunidad única
de proceder a una investigación




1. a) El Fiscal, cuando considere que se presenta una oportunidad única de proceder a una investigación, que tal vez no se repita a los fines de un juicio, de recibir el testimonio o la declaración de un testigo o de examinar, reunir o verificar pruebas, lo comunicará a la Sala de Cuestiones Preliminares;





b) La Sala, a petición del Fiscal, podrá adoptar las medidas que sean necesarias para velar por la eficiencia e integridad de las actuaciones y, en particular, para proteger los derechos de la defensa;





c) A menos que la Sala de Cuestiones Preliminares ordene otra cosa, el Fiscal proporcionará la información correspondiente a la persona que ha sido detenida o que ha comparecido en virtud de una citación en relación con la investigación a que se refiere el apartado a), a fin de que pueda ser oída.





2. Las medidas a que se hace referencia en el apartado b) del párrafo 1 podrán consistir en:




a) Formular recomendaciones o dictar ordenanzas respecto del procedimiento que habrá de seguirse;





b) Ordenar que quede constancia de las actuaciones;





c) Nombrar a un experto para que preste asistencia;





d) Autorizar al abogado defensor del detenido o de quien haya comparecido ante la Corte en virtud de una citación a que participe o, en caso de que aún no se hayan producido esa detención o comparecencia o no se haya designado abogado, a nombrar otro para que comparezca y represente los intereses de la defensa;





e) Encomendar a uno de sus miembros o, de ser necesario, a otro magistrado de la Sección de Cuestiones Preliminares o la Sección de Primera Instancia que formule recomendaciones o dicte ordenanzas respecto de la reunión y preservación de las pruebas o del interrogatorio de personas;





f) Adoptar todas las medidas que sean necesarias para reunir o preservar las pruebas.





3. a) La Sala de Cuestiones Preliminares, cuando considere que el Fiscal no ha solicitado medidas previstas en el presente artículo que, a su juicio, sean esenciales para la defensa en juicio, le consultará si se justificaba no haberlas solicitado. La Sala podrá adoptar de oficio esas medidas si, tras la consulta, llegare a la conclusión de que no había justificación para no solicitarlas.





b) El Fiscal podrá apelar de la decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares de actuar de oficio con arreglo al presente párrafo. La apelación se sustanciará en un procedimiento sumario.





4. La admisibilidad o la forma en que quedará constancia de las pruebas reunidas o preservadas para el juicio de conformidad con el presente artículo se regirá en el juicio por lo dispuesto en el artículo 69 y la Sala de Primera Instancia decidirá cómo ha de ponderar esas pruebas.

Artículo 57
Funciones y atribuciones de la Sala de Cuestiones Preliminares




1. A menos que el presente Estatuto disponga otra cosa, la Sala de Cuestiones Preliminares ejercerá sus funciones de conformidad con las disposiciones del presente artículo.





2. a) Las providencias u órdenes que la Sala de Cuestiones Preliminares dicte en virtud de los artículos 15, 18 ó 19, el párrafo 2 del artículo 54, el párrafo 7 del artículo 61 o el artículo 72 deberán ser aprobadas por la mayoría de los magistrados que la componen;





b) En todos los demás casos, un magistrado de la Sala de Cuestiones Preliminares podrá ejercer las funciones establecidas en el presente Estatuto, a menos que las Reglas de Procedimiento y Prueba dispongan otra cosa o así lo acuerde, por mayoría, la Sala de Cuestiones Preliminares.





3. Además de otras funciones que le confiere el presente Estatuto, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá:





a) A petición del Fiscal, dictar las providencias y órdenes que sean necesarias a los fines de una investigación;





b) A petición de quien haya sido detenido o haya comparecido en virtud de una orden de comparecencia expedida con arreglo al artículo 58, dictar esas órdenes, incluidas medidas tales como las indicadas en el artículo 56 o solicitar con arreglo a la Parte IX la cooperación que sea necesaria para ayudarle a preparar su defensa;





c) Cuando sea necesario, asegurar la protección y el respeto de la intimidad de víctimas y testigos, la preservación de pruebas, la protección de personas detenidas o que hayan comparecido en virtud de una orden de comparencia, así como la protección de información que afecte a la seguridad nacional;





d) Autorizar al Fiscal a adoptar determinadas medidas de investigación en el territorio de un Estado Parte sin haber obtenido la cooperación de éste con arreglo a la Parte IX en el caso de que la Sala haya determinado, de ser posible teniendo en cuenta las opiniones del Estado de que se trate, que dicho Estado manifiestamente no está en condiciones de cumplir una solicitud de cooperación debido a que no existe autoridad u órgano alguno de su sistema judicial competente para cumplir una solicitud de cooperación con arreglo a la Parte IX.





e) Cuando se haya dictado una orden de detención o de comparecencia con arreglo al artículo 58, y habida cuenta del valor de las pruebas y de los derechos de las partes de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba, recabar la cooperación de los Estados con arreglo al párrafo 1 k) del artículo 93 para adoptar medidas cautelares a los efectos de un decomiso que, en particular, beneficie en última instancia a las víctimas.

Artículo 58

Orden de detención u orden de comparecencia dictada

por la Sala de Cuestiones Preliminares




1. En cualquier momento después de iniciada la investigación, la Sala de Cuestiones Preliminares dictará, a solicitud del Fiscal, una orden de detención contra una persona si, tras examinar la solicitud y las pruebas y otra información presentadas por el Fiscal, estuviere convencida de que:





a) Hay motivo razonable para creer que ha cometido un crimen de la competencia de la Corte; y





b) La detención parece necesaria para:





i) Asegurar que la persona comparezca en juicio;





ii) Asegurar que la persona no obstruya ni ponga en peligro la investigación ni las actuaciones de la Corte; o





iii) En su caso, impedir que la persona siga cometiendo ese crimen o un crimen conexo que sea de la competencia de la Corte y tenga su origen en las mismas circunstancias.





2. La solicitud del Fiscal consignará:





a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación;





b) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte que presuntamente haya cometido;





c) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes;





d) Un resumen de las pruebas y cualquier otra información que constituya motivo razonable para creer que la persona cometió esos crímenes; y





e) La razón por la cual el Fiscal crea necesaria la detención.





3. La orden de detención consignará:





a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación;





b) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte por el que se pide su detención; y





c) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes.





4. La orden de detención seguirá en vigor mientras la Corte no disponga lo contrario.





5. La Corte, sobre la base de la orden de detención, podrá solicitar la detención provisional o la detención y entrega de la persona de conformidad con la Parte IX del presente Estatuto.





6. El Fiscal podrá pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares que enmiende la orden de detención para modificar la referencia al crimen indicado en ésta o agregar otros. La Sala de Cuestiones Preliminares enmendará la orden si estuviere convencida de que hay motivo razonable para creer que la persona cometió los crímenes en la forma que se indica en esa modificación o adición.





7. El Fiscal podrá pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares que, en lugar de una orden de detención, dicte una orden de comparecencia. La Sala, de estar convencida de que hay motivo razonable para creer que la persona ha cometido el crimen que se le imputa y que bastará con una orden de comparecencia para asegurar que comparezca efectivamente, dictará, con o sin las condiciones limitativas de la libertad (distintas de la detención) que prevea el derecho interno, una orden para que la persona comparezca. La orden de comparecencia consignará:





a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación;





b) La fecha de la comparecencia;





c) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte que presuntamente haya cometido; y





d) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes.





La notificación de la orden será personal.

Artículo 59
Procedimiento de detención en el Estado de detención




1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de detención provisional o de detención y entrega tomará inmediatamente las medidas necesarias para la detención de conformidad con su derecho interno y con lo dispuesto en la Parte IX del presente Estatuto.





2. El detenido será llevado sin demora ante la autoridad judicial competente del Estado de detención, que determinará si, de conformidad con el derecho de ese Estado:





a) La orden le es aplicable;





b) La detención se llevó a cabo conforme a derecho; y





c) Se han respetado los derechos del detenido.





3. El detenido tendrá derecho a solicitar de la autoridad competente del Estado de detención la libertad provisional antes de su entrega.





4. Al decidir la solicitud, la autoridad competente del Estado de detención examinará si, dada la gravedad de los presuntos crímenes, hay circunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provisional y si existen las salvaguardias necesarias para que el Estado de detención pueda cumplir su obligación de entregar la persona a la Corte. Esa autoridad no podrá examinar si la orden de detención fue dictada conforme a derecho con arreglo a los apartados a) y b) del párrafo 1 del artículo 58.





5. La solicitud de libertad provisional será notificada a la Sala de Cuestiones Preliminares, que hará recomendaciones a la autoridad competente del Estado de detención. Antes de adoptar su decisión, la autoridad competente del Estado de detención tendrá plenamente en cuenta esas recomendaciones, incluidas las relativas a medidas para impedir la evasión de la persona.





6. De concederse la libertad provisional, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá solicitar informes periódicos al respecto.





7. Una vez que el Estado de detención haya ordenado la entrega, el detenido será puesto a disposición de la Corte tan pronto como sea posible.

Artículo 60

Primeras diligencias en la Corte




1. Una vez que el imputado haya sido entregado a la Corte o haya comparecido voluntariamente o en cumplimiento de una orden de comparecencia, la Sala de Cuestiones Preliminares se asegurará de que ha sido informado de los crímenes que le son imputados y de los derechos que le reconoce el presente Estatuto, incluido el de pedir la libertad provisional.





2. Quien sea objeto de una orden de detención podrá pedir la libertad provisional. Si la Sala de Cuestiones Preliminares está convencida de que se dan las condiciones enunciadas en el párrafo 1 del artículo 58, se mantendrá la detención. En caso contrario, la Sala de Cuestiones Preliminares pondrá en libertad al detenido, con o sin condiciones.





3. La Sala de Cuestiones Preliminares revisará periódicamente su decisión en cuanto a la puesta en libertad o la detención, y podrá hacerlo en cualquier momento en que lo solicite el Fiscal o el detenido. Sobre la base de la revisión, la Sala podrá modificar su decisión en cuanto a la detención, la puesta en libertad o las condiciones de ésta, si está convencida de que es necesario en razón de un cambio en las circunstancias.





4. La Sala de Cuestiones Preliminares se asegurará de que la detención en espera de juicio no se prolongue excesivamente a causa de una demora inexcusable del Fiscal. Si se produjere dicha demora, la Corte considerará la posibilidad de poner en libertad al detenido, con o sin condiciones.





5. De ser necesario, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá dictar una orden de detención para hacer comparecer a una persona que haya sido puesta en libertad.

Artículo 61
Confirmación de los cargos antes del juicio




1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 y dentro de un plazo razonable tras la entrega de la persona a la Corte o su comparecencia voluntaria ante ésta, la Sala de Cuestiones Preliminares celebrará una audiencia para confirmar los cargos sobre la base de los cuales el Fiscal tiene la intención de pedir el procesamiento. La audiencia se celebrará en presencia del Fiscal y del imputado, así como de su defensor.





2. La Sala de Cuestiones Preliminares, a solicitud del Fiscal o de oficio, podrá celebrar una audiencia en ausencia del acusado para confirmar los cargos en los cuales el Fiscal se basa para pedir el enjuiciamiento cuando el imputado:





a) Haya renunciado a su derecho a estar presente; o





b) Haya huido o no sea posible encontrarlo y se hayan tomado todas las medidas razonables para asegurar su comparecencia ante la Corte e informarle de los cargos y de que se celebrará una audiencia para confirmarlos,





En este caso, el imputado estará representado por un defensor cuando la Sala de Cuestiones Preliminares resuelva que ello redunda en interés de la justicia.





3. Dentro de un plazo razonable antes de la audiencia:





a) Se proporcionará al imputado un ejemplar del documento en que se formulen los cargos por los cuales el Fiscal se proponga enjuiciarlo; y





b) Se le informará de las pruebas que el Fiscal se proponga presentar en la audiencia.





La Sala de Cuestiones Preliminares podrá dictar providencias respecto de la revelación de información a los efectos de la audiencia.





4. Antes de la audiencia, el Fiscal podrá proseguir la investigación y modificar o retirar los cargos. Se dará al imputado aviso con antelación razonable a la audiencia de cualquier modificación de los cargos o de su retiro. En caso de retirarse cargos, el Fiscal comunicará las razones a la Sala de Cuestiones Preliminares.





5. En la audiencia, el Fiscal presentará respecto de cada cargo pruebas suficientes de que hay motivos fundados para creer que el imputado cometió el crimen que se le imputa. El Fiscal podrá presentar pruebas documentales o un resumen de las pruebas y no será necesario que llame a los testigos que han de declarar en el juicio.





6. En la audiencia, el imputado podrá:





a) Impugnar los cargos;





b) Impugnar las pruebas presentadas por el Fiscal; y





c) Presentar pruebas.





7. La Sala de Cuestiones Preliminares determinará, sobre la base de la audiencia, si existen pruebas suficientes de que hay motivos fundados para creer que el imputado cometió cada crimen que se le imputa. Según cual sea esa determinación, la Sala de Cuestiones Preliminares:





a) Confirmará los cargos respecto de los cuales haya determinado que existen pruebas suficientes y asignará al acusado a una Sala de Primera Instancia para su enjuiciamiento por los cargos confirmados;





b) No confirmará los cargos respecto de los cuales haya determinado que las pruebas son insuficientes;





c) Levantará la audiencia y pedirá al Fiscal que considere la posibilidad de:





i) Presentar nuevas pruebas o llevar a cabo nuevas investigaciones en relación con un determinado cargo; o





ii) Modificar un cargo en razón de que las pruebas presentadas parecen indicar la comisión de un crimen distinto que sea de la competencia de la Corte.





8. La no confirmación de un cargo por parte de la Sala de Cuestiones Preliminares no obstará para que el Fiscal la pida nuevamente a condición de que presente pruebas adicionales.





9. Una vez confirmados los cargos y antes de comenzar el juicio, el Fiscal, con autorización de la Sala de Cuestiones Preliminares y previa notificación al acusado, podrá modificar los cargos. El Fiscal, si se propusiera presentar nuevos cargos o sustituirlos por otros más graves, deberá pedir una audiencia de conformidad con el presente artículo para confirmarlos. Una vez comenzado el juicio, el Fiscal, con autorización de la Sala de Primera Instancia, podrá retirar los cargos.





10. Toda orden ya dictada dejará de tener efecto con respecto a los cargos que no hayan sido confirmados por la Sala de Cuestiones Preliminares o hayan sido retirados por el Fiscal.





11. Una vez confirmados los cargos de conformidad con el presente artículo, la Presidencia constituirá una Sala de Primera Instancia que, con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 9 del presente artículo y en el párrafo 4 del artículo 64, se encargará de la siguiente fase del procedimiento y podrá ejercer las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares que sean pertinentes y apropiadas en ese procedimiento.

PARTE VI. DEL JUICIO

Artículo 62
Lugar del juicio




A menos que se decida otra cosa, el juicio se celebrará en la sede de la Corte.

Artículo 63
Presencia del acusado en el juicio




1. El acusado estará presente durante el juicio.





2. Si el acusado, estando presente en la Corte, perturbare continuamente el juicio, la Sala de Primera Instancia podrá disponer que salga de ella y observe el proceso y dé instrucciones a su defensor desde fuera, utilizando, en caso necesario, tecnologías de comunicación. Esas medidas se adoptarán únicamente en circunstancias excepcionales, después de que se haya demostrado que no hay otras posibilidades razonables y adecuadas, y únicamente durante el tiempo que sea estrictamente necesario.

Artículo 64

Funciones y atribuciones de la Sala de Primera Instancia




1. Las funciones y atribuciones de la Sala de Primera Instancia enunciadas en el presente artículo deberán ejercerse de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba.





2. La Sala de Primera Instancia velará por que el juicio sea justo y expedito y se sustancie con pleno respeto de los derechos del acusado y teniendo debidamente en cuenta la protección de las víctimas y de los testigos.





3. La Sala de Primera Instancia a la que se asigne una causa de conformidad con el presente Estatuto:





a) Celebrará consultas con las partes y adoptará los procedimientos que sean necesarios para que el juicio se sustancie de manera justa y expedita;





b) Determinará el idioma o los idiomas que habrán de utilizarse en el juicio; y





c) Con sujeción a cualesquiera otras disposiciones pertinentes del presente Estatuto, dispondrá la divulgación de los documentos o de la información que no se hayan divulgado anteriormente, con suficiente antelación al comienzo del juicio como para permitir su preparación adecuada.





4. La Sala de Primera Instancia podrá, en caso de ser necesario para su funcionamiento eficaz e imparcial, remitir cuestiones preliminares a la Sala de Cuestiones Preliminares o, de ser necesario, a otro magistrado de la Sección de Cuestiones Preliminares que esté disponible.





5. Al notificar a las partes, la Sala de Primera Instancia podrá, según proceda, indicar que se deberán acumular o separar los cargos cuando haya más de un acusado.





6. Al desempeñar sus funciones antes del juicio o en el curso de éste, la Sala de Primera Instancia podrá, de ser necesario:





a) Ejercer cualquiera de las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares indicadas en el párrafo 11 del artículo 61;





b) Ordenar la comparecencia y la declaración de testigos y la presentación de documentos y otras pruebas recabando, de ser necesario, la asistencia de los Estados con arreglo a lo dispuesto en el presente Estatuto;





c) Adoptar medidas para la protección de la información confidencial;





d) Ordenar la presentación de pruebas adicionales a las ya reunidas con antelación al juicio o a las presentadas durante el juicio por las partes;





e) Adoptar medidas para la protección del acusado, de los testigos y de las víctimas; y





f) Dirimir cualesquiera otras cuestiones pertinentes.





7. El juicio será público. Sin embargo, la Sala de Primera Instancia podrá decidir que determinadas diligencias se efectúen a puerta cerrada, de conformidad con el artículo 68, debido a circunstancias especiales o para proteger la información de carácter confidencial o restringida que haya de presentarse en la práctica de la prueba.





8. a) Al comenzar el juicio, la Sala de Primera Instancia dará lectura ante el acusado de los cargos confirmados anteriormente por la Sala de Cuestiones Preliminares. La Sala de Primera Instancia se cerciorará de que el acusado comprende la naturaleza de los cargos. Dará al acusado la oportunidad de declararse culpable de conformidad con el artículo 65 o de declararse inocente;





b) Durante el juicio, el magistrado presidente podrá impartir directivas para la sustanciación del juicio, en particular para que éste sea justo e imparcial. Con sujeción a las directivas que imparta el magistrado presidente, las partes podrán presentar pruebas de conformidad con las disposiciones del presente Estatuto.





9. La Sala de Primera Instancia podrá, a petición de una de las partes o de oficio, entre otras cosas:





a) Decidir sobre la admisibilidad o pertinencia de las pruebas;





b) Tomar todas las medidas necesarias para mantener el orden en las audiencias.





10. La Sala de Primera Instancia hará que el Secretario lleve y conserve un expediente completo del juicio, en el que se consignen fielmente las diligencias practicadas.

Artículo 65
Procedimiento en caso de declaración de culpabilidad




1. Si el acusado se declara culpable en las condiciones indicadas en el párrafo 8 a) del artículo 64, la Sala de Primera Instancia determinará:




a) Si el acusado comprende la naturaleza y las consecuencias de la declaración de culpabilidad;





b) Si esa declaración ha sido formulada voluntariamente tras suficiente consulta con el abogado defensor; y





c) Si la declaración de culpabilidad está corroborada por los hechos de la causa conforme a:





i) Los cargos presentados por el Fiscal y aceptados por el acusado;





ii) Las piezas complementarias de los cargos presentados por el Fiscal y aceptados por el acusado; y





iii) Otras pruebas, como declaraciones de testigos, presentadas por el Fiscal o el acusado.





2. La Sala de Primera Instancia, de constatar que se cumplen las condiciones a que se hace referencia en el párrafo 1, considerará que la declaración de culpabilidad, junto con las pruebas adicionales presentadas, constituye un reconocimiento de todos los hechos esenciales que configuran el crimen del cual se ha declarado culpable el acusado y podrá condenarlo por ese crimen.





3. La Sala de Primera Instancia, de constatar que no se cumplen las condiciones a que se hace referencia en el párrafo 1, tendrá la declaración de culpabilidad por no formulada y, en ese caso, ordenará que prosiga el juicio con arreglo al procedimiento ordinario estipulado en el presente Estatuto y podrá remitir la causa a otra Sala de Primera Instancia.





4. La Sala de Primera Instancia, cuando considere necesaria en interés de la justicia y en particular en interés de las víctimas, una presentación más completa de los hechos de la causa, podrá:





a) Pedir al Fiscal que presente pruebas adicionales, inclusive declaraciones de testigos; u





b) Ordenar que prosiga el juicio con arreglo al procedimiento ordinario estipulado en el presente Estatuto, en cuyo caso tendrá la declaración de culpabilidad por no formulada y podrá remitir la causa a otra Sala de Primera Instancia.





5. Las consultas que celebren el Fiscal y la defensa respecto de la modificación de los cargos, la declaración de culpabilidad o la pena que habrá de imponerse no serán obligatorias para la Corte.

Artículo 66

Presunción de inocencia




1. Se presumirá que toda persona es inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte de conformidad con el derecho aplicable.





2. Incumbirá al Fiscal probar la culpabilidad del acusado.





3. Para dictar sentencia condenatoria, la Corte deberá estar convencida de la culpabilidad del acusado más allá de toda duda razonable.

Artículo 67

Derechos del acusado




1. En la determinación de cualquier cargo, el acusado tendrá derecho a ser oído públicamente, habida cuenta de las disposiciones del presente Estatuto, y a una audiencia justa e imparcial, así como a las siguientes garantías mínimas en pie de plena igualdad:





a) A ser informado sin demora y en forma detallada, en un idioma que comprenda y hable perfectamente, de la naturaleza, la causa y el contenido de los cargos que se le imputan;





b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse libre y confidencialmente con un defensor de su elección;





c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;





d) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 63, el acusado tendrá derecho a hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistido por un defensor de su elección; a ser informado, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente si careciere de medios suficientes para pagarlo;





e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo. El acusado tendrá derecho también a oponer excepciones y a presentar cualquier otra prueba admisible de conformidad con el presente Estatuto;





f) A ser asistido gratuitamente por un intérprete competente y a obtener las traducciones necesarias para satisfacer los requisitos de equidad, si en las actuaciones ante la Corte o en los documentos presentados a la Corte se emplea un idioma que no comprende y no habla;





g) A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable y a guardar silencio, sin que ello pueda tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia;





h) A declarar de palabra o por escrito en su defensa sin prestar juramento; y





i) A que no se invierta la carga de la prueba ni le sea impuesta la carga de presentar contrapruebas.





2. Además de cualquier otra divulgación de información estipulada en el presente Estatuto, el Fiscal divulgará a la defensa, tan pronto como sea posible, las pruebas que obren en su poder o estén bajo su control y que, a su juicio, indiquen o tiendan a indicar la inocencia del acusado, o a atenuar su culpabilidad, o que puedan afectar a la credibilidad de las pruebas de cargo. En caso de duda acerca de la aplicación de este párrafo, la Corte decidirá.

Artículo 68
Protección de las víctimas y los testigos y su
participación en las actuaciones




1. La Corte adoptará las medidas adecuadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos. Con este fin, la Corte tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, definido en el párrafo 3 del artículo 7, y la salud, así como la índole del crimen, en particular cuando éste entrañe violencia sexual o por razones de género, o violencia contra niños. En especial, el Fiscal adoptará estas medidas en el curso de la investigación y el enjuiciamiento de tales crímenes. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles con éstos.





2. Como excepción al principio del carácter público de las audiencias establecido en el artículo 67, las Salas de la Corte podrán, a fin de proteger a las víctimas y los testigos o a un acusado, decretar que una parte del juicio se celebre a puerta cerrada o permitir la presentación de pruebas por medios electrónicos u otros medios especiales. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso de una víctima de agresión sexual o de un menor de edad que sea víctima o testigo, salvo decisión en contrario adoptada por la Corte atendiendo a todas las circunstancias, especialmente la opinión de la víctima o el testigo.





3. La Corte permitirá, en las fases del juicio que considere conveniente, que se presenten y tengan en cuenta las opiniones y observaciones de las víctimas si se vieren afectados sus intereses personales y de una manera que no redunde en detrimento de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni sea incompatible con éstos. Los representantes legales de las víctimas podrán presentar dichas opiniones y observaciones cuando la Corte lo considere conveniente y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





4. La Dependencia de Víctimas y Testigos podrá asesorar al Fiscal y a la Corte acerca de las medidas adecuadas de protección, los dispositivos de seguridad, el asesoramiento y la asistencia a que se hace referencia en el párrafo 6 del artículo 43.





5. Cuando la divulgación de pruebas o información de conformidad con el presente Estatuto entrañare un peligro grave para la seguridad de un testigo o de su familia, el Fiscal podrá, a los efectos de cualquier diligencia anterior al juicio, no presentan dichas pruebas o información y presentar en cambio un resumen de éstas. Las medidas de esta índole no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles con éstos.





6. Todo Estado podrá solicitar que se adopten las medidas necesarias respecto de la protección de sus funcionarios o agentes, así como de la protección de información de carácter confidencial o restringido.

Artículo 69
Práctica de las pruebas




1. Antes de declarar, cada testigo se comprometerá, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, a decir verdad en su testimonio.





2. La prueba testimonial deberá rendirse en persona en el juicio, salvo cuando se apliquen las medidas establecidas en el artículo 68 o en las Reglas de Procedimiento y Prueba. Asimismo, la Corte podrá permitir al testigo que preste testimonio oralmente o por medio de una grabación de vídeo o audio, así como que se presenten documentos o transcripciones escritas, con sujeción al presente Estatuto y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado ni serán incompatibles con éstos.





3. Las partes podrán presentar pruebas pertinentes a la causa, de conformidad con el artículo 64. La Corte estará facultada para pedir todas las pruebas que considere necesarias para determinar la veracidad de los hechos.





4. La Corte podrá decidir sobre la pertinencia o admisibilidad de cualquier prueba, teniendo en cuenta, entre otras cosas, su valor probatorio y cualquier perjuicio que pueda suponer para un juicio justo o para la justa evaluación del testimonio de un testigo, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





5. La Corte respetará los privilegios de confidencialidad establecidos en las Reglas de Procedimiento y Prueba.





6. La Corte no exigirá prueba de los hechos de dominio público, pero podrá incorporarlos en autos.





7. No serán admisibles las pruebas obtenidas como resultado de una violación del presente Estatuto o de las normas de derechos humanos internacionalmente reconocidas cuando:





a) Esa violación suscite serias dudas sobre la fiabilidad de las pruebas; o





b) Su admisión atente contra la integridad del juicio o redunde en grave desmedro de él.





8. La Corte, al decidir sobre la pertinencia o la admisibilidad de las pruebas presentadas por un Estado, no podrá pronunciarse sobre la aplicación del derecho interno de ese Estado.

Artículo 70
Delitos contra la administración de justicia




1. La Corte tendrá competencia para conocer de los siguientes delitos contra la administración de justicia, siempre y cuando se cometan intencionalmente:





a) Dar falso testimonio cuando se esté obligado a decir verdad de conformidad con el párrafo 1 del artículo 69;





b) Presentar pruebas a sabiendas de que son falsas o han sido falsificadas;





c) Corromper a un testigo, obstruir su comparecencia o testimonio o interferir en ellos, tomar represalias contra un testigo por su declaración, destruir o alterar pruebas o interferir en las diligencias de prueba;





d) Poner trabas, intimidar o corromper a un funcionario de la Corte para obligarlo o inducirlo a que no cumpla sus funciones o a que lo haga de manera indebida;





e) Tomar represalias contra un funcionario de la Corte en razón de funciones que haya desempeñado él u otro funcionario; y





f) Solicitar o aceptar un soborno en calidad de funcionario de la Corte y en relación con sus funciones oficiales.





2. Las Reglas de Procedimiento y Prueba establecerán los principios y procedimientos que regulen el ejercicio por la Corte de su competencia sobre los delitos a que se hace referencia en el presente artículo. Las condiciones de la cooperación internacional con la Corte respecto de las actuaciones que realice de conformidad con el presente artículo se regirán por el derecho interno del Estado requerido.





3. En caso de decisión condenatoria, la Corte podrá imponer una pena de reclusión no superior a cinco años o una multa, o ambas penas, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





4. a) Todo Estado Parte hará extensivas sus leyes penales que castiguen los delitos contra la integridad de su propio procedimiento de investigación o enjuiciamiento a los delitos contra la administración de justicia a que se hace referencia en el presente artículo y sean cometidos en su territorio o por uno de sus nacionales;





b) A solicitud de la Corte, el Estado Parte, siempre que lo considere apropiado, someterá el asunto a sus autoridades competentes a los efectos del enjuiciamiento. Esas autoridades conocerán de tales asuntos con diligencia y asignarán medios suficientes para que las causas se sustancien en forma eficaz.

Artículo 71

Sanciones por faltas de conducta en la Corte




1. En caso de faltas de conducta de personas presentes en la Corte, tales como perturbar las audiencias o negarse deliberadamente a cumplir sus órdenes, la Corte podrá imponer sanciones administrativas, que no entrañen privación de la libertad, como expulsión temporal o permanente de la sala, multa u otras medidas similares establecidas en las Reglas de Procedimiento y Prueba.





2. El procedimiento para imponer las medidas a que se refiere el párrafo 1 se regirá por las Reglas de Procedimiento y Prueba.

Artículo 72

Protección de información que afecte a la seguridad nacional





1. El presente artículo será aplicable en todos los casos en que la divulgación de información o documentos de un Estado pueda, a juicio de éste, afectar a los intereses de su seguridad nacional. Esos casos son los comprendidos en el ámbito de los párrafos 2 y 3 del artículo 56, el párrafo 3 del artículo 61, el párrafo 3 del artículo 64, el párrafo 2 del artículo 67, el párrafo 6 del artículo 68, el párrafo 6 del artículo 87 y el artículo 93, así como los que se presenten en cualquier otra fase del procedimiento en el contexto de esa divulgación. 





2. El presente artículo se aplicará también cuando una persona a quien se haya solicitado información o pruebas se niegue a presentarlas o haya pedido un pronunciamiento del Estado porque su divulgación afectaría a los intereses de la seguridad nacional del Estado, y el Estado de que se trate confirme que, a su juicio, esa divulgación afectaría a los intereses de su seguridad nacional.





3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a los privilegios de confidencialidad a que se refieren los apartados e) y f) del párrafo 3 del artículo 54 ni la aplicación del artículo 73.





4. Si un Estado tiene conocimiento de que información o documentos suyos están siendo divulgados o pueden serlo en cualquier fase del procedimiento y estima que esa divulgación afectaría a sus intereses de seguridad nacional, tendrá derecho a pedir que la cuestión se resuelva de conformidad con el presente artículo.





5. El Estado a cuyo juicio la divulgación de información afectaría a sus intereses de seguridad nacional adoptará, actuando en conjunto con el Fiscal, la defensa, la Sala de Cuestiones Preliminares o la Sala de Primera Instancia según sea el caso, todas las medidas razonables para resolver la cuestión por medio de la cooperación. Esas medidas podrán ser, entre otras, las siguientes:





a) La modificación o aclaración de la solicitud;





b) Una decisión de la Corte respecto de la pertinencia de la información o de las pruebas solicitadas, o una decisión sobre si las pruebas, aunque pertinentes, pudieran obtenerse o se hubieran obtenido de una fuente distinta del Estado;





c) La obtención de la información o las pruebas de una fuente distinta o en una forma diferente; o





d) Un acuerdo sobre las condiciones en que se preste la asistencia, que incluya, entre otras cosas, la presentación de resúmenes o exposiciones, restricciones a la divulgación, la utilización de procedimientos a puerta cerrada o ex parte, u otras medidas de protección permitidas con arreglo al Estatuto o las Reglas de Procedimiento y Prueba.





6. Una vez que se hayan adoptado todas las medidas razonables para resolver la cuestión por medio de la cooperación, el Estado, si considera que la información o los documentos no pueden proporcionarse ni divulgarse por medio alguno ni bajo ninguna condición sin perjuicio de sus intereses de seguridad nacional, notificará al Fiscal o a la Corte las razones concretas de su decisión, a menos que la indicación concreta de esas razones perjudique necesariamente los intereses de seguridad nacional del Estado.





7. Posteriormente, si la Corte decide que la prueba es pertinente y necesaria para determinar la culpabilidad o la inocencia del acusado, podrá adoptar las disposiciones siguientes:





a) Cuando se solicite la divulgación de la información o del documento de conformidad con una solicitud de cooperación con arreglo a la Parte IX del presente Estatuto o en las circunstancias a que se refiere el párrafo 2 del presente artículo, y el Estado hiciere valer para denegarla el motivo indicado en el párrafo 4 del artículo 93:





i) La Corte podrá, antes de adoptar una de las conclusiones a que se refiere el inciso ii) del apartado a) del párrafo 7, solicitar nuevas consultas con el fin de oír las razones del Estado. La Corte, si el Estado lo solicita, celebrará las consultas a puerta cerrada y ex parte;





ii) Si la Corte llega a la conclusión de que, al hacer valer el motivo de denegación indicado en el párrafo 4 del artículo 93, dadas las circunstancias del caso, el Estado requerido no está actuando de conformidad con las obligaciones que le impone el presente Estatuto, podrá remitir la cuestión de conformidad con el párrafo 7 del artículo 87, especificando las razones de su conclusión; y





iii) La Corte, en el juicio del acusado, podrá extraer las inferencias respecto de la existencia o inexistencia de un hecho que sean apropiadas en razón de las circunstancias; o





b) En todas las demás circunstancias:





i) Ordenar la divulgación; o





ii) Si no ordena la divulgación, en el juicio del acusado, extraer las inferencias respecto de la existencia o inexistencia de un hecho que sean apropiadas en razón de las circunstancias.

Artículo 73

Información o documentos de terceros




Si la Corte pide a un Estado Parte que le proporcione información o un documento que esté bajo su custodia, posesión o control y que le haya sido divulgado por un Estado, una organización intergubernamental o una organización internacional a título confidencial, éste recabará el consentimiento de su autor para divulgar la información o el documento. Si el autor es un Estado Parte, deberá consentir en divulgar dicha información o documento o comprometerse a resolver la cuestión con la Corte, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 72. Si el autor no es un Estado Parte y no consiente en divulgar la información o el documento, el Estado requerido comunicará a la Corte que no puede proporcionar la información o el documento de que se trate en razón de la obligación contraída con su autor de preservar su carácter confidencial.

Artículo 74
Requisitos para el fallo




1. Todos los magistrados de la Sala de Primera Instancia estarán presentes en cada fase del juicio y en todas sus deliberaciones. La Presidencia podrá designar para cada causa y según estén disponibles uno o varios magistrados suplentes para que asistan a todas las fases del juicio y sustituyan a cualquier miembro de la Sala de Primera Instancia que se vea imposibilitado para seguir participando en el juicio.





2. La Sala de Primera Instancia fundamentará su fallo en su evaluación de las pruebas y de la totalidad del juicio. El fallo se referirá únicamente a los hechos y las circunstancias descritos en los cargos o las modificaciones a los cargos, en su caso. La Corte podrá fundamentar su fallo únicamente en las pruebas presentadas y examinadas ante ella en el juicio.





3. Los magistrados procurarán adoptar su fallo por unanimidad, pero, de no ser posible, éste será adoptado por mayoría.





4. Las deliberaciones de la Sala de Primera Instancia serán secretas.





5. El fallo constará por escrito e incluirá una exposición fundada y completa de la evaluación de las pruebas y las conclusiones. La Sala de Primera Instancia dictará un fallo. Cuando no haya unanimidad, el fallo de la Sala de Primera Instancia incluirá las opiniones de la mayoría y de la minoría. La lectura del fallo o de un resumen de éste se hará en sesión pública.

Artículo 75
Reparación a las víctimas




1. La Corte establecerá principios aplicables a la reparación, incluidas la restitución, la indemnización y la rehabilitación, que ha de otorgarse a las víctimas o a sus causahabientes. Sobre esta base, la Corte, previa solicitud o de oficio en circunstancias excepcionales, podrá determinar en su decisión el alcance y la magnitud de los daños, pérdidas o perjuicios causados a las víctimas o a sus causahabientes, indicando los principios en que se funda.




2. La Corte podrá dictar directamente una decisión contra el condenado en la que indique la reparación adecuada que ha de otorgarse a las víctimas, incluidas la restitución, la indemnización y la rehabilitación. Cuando proceda, la Corte podrá ordenar que la indemnización otorgada a título de reparación se pague por conducto del Fondo Fiduciario previsto en el artículo 79.





3. La Corte, antes de tomar una decisión con arreglo a este artículo, podrá solicitar y tendrá en cuenta las observaciones formuladas por el condenado, las víctimas, otras personas o Estados que tengan un interés, o las que se formulen en su nombre.





4. Al ejercer sus atribuciones de conformidad con el presente artículo, la Corte, una vez que una persona sea declarada culpable de un crimen de su competencia, podrá determinar si, a fin de dar efecto a una decisión que dicte de conformidad con este artículo, es necesario solicitar medidas de conformidad con el párrafo 1 del artículo 93.





5. Los Estados Partes darán efecto a la decisión dictada con arreglo a este artículo como si las disposiciones del artículo 109 se aplicaran al presente artículo.





6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de las víctimas con arreglo al derecho interno o el derecho internacional.

Artículo 76
Fallo condenatorio




1. En caso de que se dicte un fallo condenatorio, la Sala de Primera Instancia fijará la pena que proceda imponer, para lo cual tendrá en cuenta las pruebas practicadas y las conclusiones relativas a la pena que se hayan hecho en el proceso.





2. Salvo en el caso en que sea aplicable el artículo 65, la Sala de Primera Instancia podrá convocar de oficio una nueva audiencia, y tendrá que hacerlo si lo solicitan el Fiscal o el acusado antes de que concluya la instancia, a fin de practicar diligencias de prueba o escuchar conclusiones adicionales relativas a la pena, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





3. En el caso en que sea aplicable el párrafo 2, en la audiencia a que se hace referencia en ese párrafo o, de ser necesario, en una audiencia adicional se escucharán las observaciones que se hagan en virtud del artículo 75.





4. La pena será impuesta en audiencia pública y, de ser posible, en presencia del acusado.

PARTE VII. DE LAS PENAS

Artículo 77
Penas aplicables




1. La Corte podrá, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 110, imponer a la persona declarada culpable de uno de los crímenes a que se hace referencia en el artículo 5 del presente Estatuto una de las penas siguientes:





a) La reclusión por un número determinado de años que no exceda de 30 años; o





b) La reclusión a perpetuidad cuando lo justifiquen la extrema gravedad del crimen y las circunstancias personales del condenado.





2. Además de la reclusión, la Corte podrá imponer:





a) Una multa con arreglo a los criterios enunciados en las Reglas de Procedimiento y Prueba;





b) El decomiso del producto, los bienes y los haberes procedentes directa o indirectamente de dicho crimen, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.

Artículo 78

Imposición de la pena




1. Al imponer una pena, la Corte tendrá en cuenta, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, factores tales como la gravedad del crimen y las circunstancias personales del condenado.





2. La Corte, al imponer una pena de reclusión, abonará el tiempo que, por orden suya, haya estado detenido el condenado.  La Corte podrá abonar cualquier otro período de detención cumplido en relación con la conducta constitutiva del delito.





3. Cuando una persona haya sido declarada culpable de más de un crimen, la Corte impondrá una pena para cada uno de ellos y una pena común en la que se especifique la duración total de la reclusión. La pena no será inferior a la más alta de cada una de las penas impuestas y no excederá de 30 años de reclusión o de una pena de reclusión a perpetuidad de conformidad con el párrafo 1 b) del artículo 77.

Artículo 79
Fondo fiduciario




1. Por decisión de la Asamblea de los Estados Partes se establecerá un fondo fiduciario en beneficio de las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte y de sus familias.





2. La Corte podrá ordenar que las sumas y los bienes que reciba a título de multa o decomiso sean transferidos al Fondo Fiduciario.





3. El Fondo Fiduciario será administrado según los criterios que fije la Asamblea de los Estados Partes.

Artículo 80
El Estatuto, la aplicación de penas por los países

y la legislación nacional




Nada de lo dispuesto en la presente parte se entenderá en perjuicio de la aplicación por los Estados de las penas prescritas por su legislación nacional ni de la legislación de los Estados en que no existan las penas prescritas en la presente parte.

PARTE VIII. DE LA APELACIÓN Y LA REVISIÓN

Artículo 81
Apelación del fallo condenatorio o absolutorio o de la pena




1. Los fallos dictados de conformidad con el artículo 74 serán apelables de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, según se dispone a continuación:





a) El Fiscal podrá apelar por alguno de los motivos siguientes:





i) Vicio de procedimiento;





ii) Error de hecho; o





iii) Error de derecho;





b) El condenado, o el Fiscal en su nombre, podrá apelar por alguno de los motivos siguientes:





i) Vicio de procedimiento;





ii) Error de hecho;





iii) Error de derecho; 





iv) Cualquier otro motivo que afecte a la justicia o a la regularidad del proceso o del fallo.





2. a) El Fiscal o el condenado podrán apelar de una pena impuesta, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, en razón de una desproporción entre el crimen y la pena;





b) La Corte, si al conocer de la apelación de una pena impuesta, considerase que hay fundamentos para revocar la condena en todo o parte, podrá invitar al Fiscal y al condenado a que presenten sus argumentos de conformidad con los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 81 y podrá dictar una decisión respecto de la condena de conformidad con el artículo 83;





c) Este procedimiento también será aplicable cuando la Corte, al conocer de una apelación contra el fallo condenatorio únicamente, considere que hay fundamentos para reducir la pena en virtud del párrafo 2 a).





3. a) Salvo que la Sala de Primera Instancia ordene otra cosa, el condenado permanecerá privado de libertad mientras se falla la apelación;





b) Cuando la duración de la detención fuese mayor que la de la pena de prisión impuesta, el condenado será puesto en libertad; sin embargo, si el Fiscal también apelase, esa libertad podrá quedar sujeta a las condiciones enunciadas en el apartado siguiente;





c) Si la sentencia fuere absolutoria, el acusado será puesto en libertad de inmediato, con sujeción a las normas siguientes:





i) En circunstancias excepcionales y teniendo en cuenta entre otras cosas, el riesgo concreto de fuga, la gravedad del delito y las probabilidades de que se dé lugar a la apelación, la Sala de Primera Instancia, a solicitud del Fiscal, podrá decretar que siga privado de la libertad mientras dure la apelación;





ii) Las decisiones dictadas por la Sala de Primera Instancia en virtud del inciso precedente serán apelables de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





4. Con sujeción a lo dispuesto en los apartados a) y b) del párrafo 3, la ejecución del fallo o de la pena será suspendida durante el plazo fijado para la apelación y mientras dure el procedimiento de apelación.

Artículo 82
Apelación de otras decisiones




1. Cualquiera de las partes podrá apelar, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, de las siguientes decisiones:





a) Una decisión relativa a la competencia o la admisibilidad;





b) Una decisión por la que se autorice o deniegue la libertad de la persona objeto de investigación o enjuiciamiento;





c) Una decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares de actuar de oficio de conformidad con el párrafo 3 del artículo 56;





d) Una decisión relativa a una cuestión que afecte de forma significativa a la justicia y a la prontitud con que se sustancia el proceso o a su resultado y respecto de la cual, en opinión de la Sala de Cuestiones Preliminares o la Sala de Primera Instancia, una resolución inmediata de la Sala de Apelaciones pueda acelerar materialmente el proceso.





2. El Estado de que se trate o el Fiscal, con la autorización de la Sala de Cuestiones Preliminares, podrá apelar de una decisión adoptada por esta Sala de conformidad con el párrafo 3 d) del artículo 57. La apelación será sustanciada en procedimiento sumario.





3. La apelación no suspenderá por sí misma el procedimiento a menos que la Sala de Apelaciones así lo resuelva, previa solicitud y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





4. El representante legal de las víctimas, el condenado o el propietario de buena fe de bienes afectados por una providencia dictada en virtud del artículo 75 podrán apelar, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, de la decisión por la cual se conceda reparación.

Artículo 83
Procedimiento de apelación




1. A los efectos del procedimiento establecido en el artículo 81 y en el presente artículo, la Sala de Apelaciones tendrá todas las atribuciones de la Sala de Primera Instancia.





2. La Sala de Apelaciones, si decide que las actuaciones apeladas fueron injustas y que ello afecta a la regularidad del fallo o la pena o que el fallo o la pena apelados adolecen efectivamente de errores de hecho o de derecho o de vicios de procedimiento, podrá:





a) Revocar o enmendar el fallo o la pena; o





b) Decretar la celebración de un nuevo juicio en otra Sala de Primera Instancia.





A estos efectos, la Sala de Apelaciones podrá devolver una cuestión de hecho a la Sala de Primera Instancia original para que la examine y le informe según corresponda, o podrá ella misma pedir pruebas para dirimirla. El fallo o la pena apelados únicamente por el condenado, o por el Fiscal en nombre de éste, no podrán ser modificados en perjuicio suyo.





3. La Sala de Apelaciones, si al conocer de una apelación contra la pena, considera que hay una desproporción entre el crimen y la pena, podrá modificar ésta de conformidad con lo dispuesto en la Parte VII.





4. La sentencia de la Sala de Apelaciones será aprobada por mayoría de los magistrados que la componen y anunciada en audiencia pública. La sentencia enunciará las razones en que se funda. De no haber unanimidad, consignará las opiniones de la mayoría y de la minoría, si bien un magistrado podrá emitir una opinión separada o disidente sobre una cuestión de derecho.





5. La Sala de Apelaciones podrá dictar sentencia en ausencia de la persona absuelta o condenada.

Artículo 84

Revisión del fallo condenatorio o de la pena




1. El condenado o, después de su fallecimiento, el cónyuge, los hijos, los padres o quien estuviera vivo al momento de la muerte del acusado y tuviera instrucciones escritas del acusado de hacerlo, o el Fiscal en su nombre, podrá pedir a la Sala de Apelaciones que revise el fallo definitivo condenatorio o la pena por las siguientes causas:





a) Se hubieren descubierto nuevas pruebas que:





i) No se hallaban disponibles a la época del juicio por motivos que no cabría imputar total o parcialmente a la parte que formula la solicitud; y





ii) Son suficientemente importantes como para que, de haberse valorado en el juicio, probablemente hubieran dado lugar a otro veredicto;





b) Se acabare de descubrir que un elemento de prueba decisivo, apreciado en el juicio y del cual depende la condena, era falso o habría sido objeto de adulteración o falsificación;





c) Uno o más de los magistrados que intervinieron en el fallo condenatorio o en la confirmación de los cargos han incurrido, en esa causa, en una falta grave o un incumplimiento grave de magnitud suficiente para justificar su separación del cargo de conformidad con el artículo 46.





2. La Sala de Apelaciones rechazará la solicitud si la considera infundada. Si determina que la solicitud es atendible, podrá, según corresponda:





a) Convocar nuevamente a la Sala de Primera Instancia original;





b) Constituir una nueva Sala de Primera Instancia; o





c) Mantener su competencia respecto del asunto,





para, tras oír a las partes en la manera establecida en las Reglas de Procedimiento y Prueba, determinar si ha de revisarse la sentencia.

Artículo 85
Indemnización del detenido o condenado




1. El que haya sido ilegalmente detenido o recluido tendrá el derecho efectivo a ser indemnizado.





2. El que por decisión final hubiera sido condenado por un crimen y hubiere cumplido pena por tal motivo será indemnizado conforme a la ley de ser anulada posteriormente su condena en razón de hechos nuevos que demuestren concluyentemente que hubo un error judicial, salvo que la falta de conocimiento oportuno de esos hechos le fuera total o parcialmente imputable.





3. En circunstancias excepcionales, la Corte, si determina la existencia de hechos concluyentes que muestran que hubo un error judicial grave y manifiesto tendrá la facultad discrecional de otorgar una indemnización, de conformidad con los criterios establecidos en las Reglas de Procedimiento y Prueba, a quien hubiere sido puesto en libertad en virtud de una sentencia definitiva absolutoria o de un sobreseimiento de la causa por esa razón.

PARTE IX. DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y LA ASISTENCIA JUDICIAL

Artículo 86
Obligación general de cooperar




Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto, cooperarán plenamente con la Corte en relación con la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de su competencia.

Artículo 87
Solicitudes de cooperación: disposiciones generales




1. a) La Corte estará facultada para formular solicitudes de cooperación a los Estados Partes. Éstas se transmitirán por vía diplomática o por cualquier otro conducto adecuado que haya designado cada Estado Parte a la fecha de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.





Cada Estado Parte podrá cambiar posteriormente esa designación de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





b) Cuando proceda, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado a), las solicitudes podrán transmitirse también por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal o de cualquier organización regional competente.





2. Las solicitudes de cooperación y los documentos que las justifiquen estarán redactados en un idioma oficial del Estado requerido, o acompañados de una traducción a ese idioma, o a uno de los idiomas de trabajo de la Corte, según la elección que haya hecho el Estado a la fecha de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.





El Estado Parte podrá cambiar posteriormente esa elección de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





3. El Estado requerido preservará el carácter confidencial de toda solicitud de cooperación y de los documentos que las justifiquen, salvo en la medida en que su divulgación sea necesaria para tramitarla.





4. Con respecto a las solicitudes de asistencia presentadas de conformidad con la presente Parte, la Corte podrá adoptar todas las medidas, incluidas las relativas a la protección de la información, que sean necesarias para proteger la seguridad y el bienestar físico o psicológico de las víctimas, los posibles testigos y sus familiares. La Corte podrá solicitar que toda información comunicada en virtud de la presente Parte sea transmitida y procesada de manera que se proteja la seguridad y el bienestar físico o psicológico de las víctimas, los posibles testigos y sus familiares.





5. a) La Corte podrá invitar a cualquier Estado que no sea parte en el presente Estatuto a prestar la asistencia prevista en la presente Parte sobre la base de un arreglo especial, un acuerdo con ese Estado o de cualquier otra manera adecuada.





b) Cuando un Estado que no sea parte en el presente Estatuto y que haya celebrado un arreglo especial o un acuerdo con la Corte se niegue a cooperar en la ejecución de las solicitudes a que se refieran tal arreglo o acuerdo, la Corte podrá informar de ello a la Asamblea de los Estados Partes o al Consejo de Seguridad, si éste le hubiese remitido el asunto.





6. La Corte podrá solicitar de cualquier organización intergubernamental que le proporcione información o documentos. Asimismo, la Corte podrá solicitar otras formas de cooperación y asistencia que se hayan acordado con cualquiera de esas organizaciones, de conformidad con su competencia o mandato.





7. Cuando, en contravención de lo dispuesto en el presente Estatuto, un Estado Parte se niegue a dar curso a una solicitud de cooperación formulada por la Corte, impidiéndole ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con el presente Estatuto, ésta podrá hacer una constatación en ese sentido y remitir la cuestión a la Asamblea de los Estados Partes o al Consejo de Seguridad, si éste le hubiese remitido el asunto.

Artículo 88
Procedimientos aplicables en el derecho interno




Los Estados Partes se asegurarán de que en el derecho interno existan procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación especificadas en la presente parte.

Artículo 89
Entrega de personas a la Corte




1. La Corte podrá transmitir, junto con los antecedentes que la justifiquen de conformidad con el artículo 91, una solicitud de detención y entrega de una persona a todo Estado en cuyo territorio pueda hallarse y solicitará la cooperación de ese Estado. Los Estados Partes cumplirán las solicitudes de detención y entrega de conformidad con las disposiciones de la presente parte y el procedimiento establecido en su derecho interno.





2. Cuando la persona cuya entrega se pida la impugne ante un tribunal nacional oponiendo la excepción de cosa juzgada de conformidad con el artículo 20, el Estado requerido celebrará de inmediato consultas con la Corte para determinar si ha habido una decisión sobre la admisibilidad de la causa. Si la causa es admisible, el Estado requerido cumplirá la solicitud. Si está pendiente la decisión sobre la admisibilidad, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución de la solicitud de entrega hasta que la Corte adopte esa decisión.





3. a) El Estado Parte autorizará de conformidad con su derecho procesal el tránsito por su territorio de una persona que otro Estado entregue a la Corte, salvo cuando el tránsito por ese Estado obstaculice o demore la entrega;





b) La solicitud de la Corte de que se autorice ese tránsito será transmitida de conformidad con el artículo 87 y contendrá:





i) Una descripción de la persona que será transportada;





ii) Una breve exposición de los hechos de la causa y su tipificación; y





iii) La orden de detención y entrega;





c) La persona transportada permanecerá detenida durante el tránsito;





d) No se requerirá autorización alguna cuando la persona sea transportada por vía aérea y no se prevea aterrizar en el territorio del Estado de tránsito;





e) En caso de aterrizaje imprevisto en el territorio del Estado de tránsito, éste podrá pedir a la Corte que presente una solicitud de tránsito con arreglo a lo dispuesto en el apartado b). El Estado de tránsito detendrá a la persona transportada mientras se recibe la solicitud de la Corte y se efectúa el tránsito; sin embargo, la detención no podrá prolongarse más de 96 horas contadas desde el aterrizaje imprevisto si la solicitud no es recibida dentro de ese plazo.





4. Si la persona buscada está siendo enjuiciada o cumple condena en el Estado requerido por un crimen distinto de aquel por el cual se pide su entrega a la Corte, el Estado requerido, después de haber decidido conceder la entrega, celebrará consultas con la Corte.

Artículo 90
Solicitudes concurrentes




1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de la Corte relativa a la entrega de una persona de conformidad con el artículo 89, y reciba además una solicitud de cualquier otro Estado relativa a la extradición de la misma persona por la misma conducta que constituya la base del crimen en razón del cual la Corte ha pedido la entrega, notificará a la Corte y al Estado requirente ese hecho.





2. Si el Estado requirente es un Estado Parte, el Estado requerido dará prioridad a la solicitud de la Corte cuando ésta:





a) Haya determinado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 18 ó 19, que la causa respecto de la cual se solicita la entrega es admisible y en su decisión haya tenido en cuenta la investigación o el enjuiciamiento que lleva a cabo el Estado requirente con respecto a la solicitud de extradición que éste ha presentado; o





b) Adopte la decisión a que se refiere el apartado a) como consecuencia de la notificación efectuada por el Estado requerido de conformidad con el párrafo 1.





3. Cuando no se haya adoptado la decisión a que se hace referencia en el párrafo 2 a), el Estado requerido tendrá la facultad discrecional, hasta que se dicte la decisión de la Corte prevista en el párrafo 2 b), de dar curso a la solicitud de extradición presentada por el Estado requirente, pero no la hará efectiva hasta que la Corte haya resuelto que la causa es inadmisible. La Corte adoptará su decisión en procedimiento sumario.





4. Si el Estado requirente no es parte en el presente Estatuto, el Estado requerido, en caso de que no esté obligado por alguna norma internacional a conceder la extradición al Estado requirente, dará prioridad a la solicitud de entrega que le haya hecho la Corte si ésta ha determinado que la causa era admisible.





5. Cuando la Corte no haya determinado la admisibilidad de una causa de conformidad con el párrafo 4, el Estado requerido tendrá la facultad discrecional de dar curso a la solicitud de extradición que le haya hecho el Estado requirente.





6. En los casos en que sea aplicable el párrafo 4, y salvo que el Estado requerido esté obligado por alguna norma internacional a extraditar la persona al Estado requirente que no sea parte en el presente Estatuto, el Estado requerido decidirá si hace la entrega a la Corte o concede la extradición al Estado requirente. Para tomar esta decisión, el Estado requerido tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, entre otros:





a) Las fechas respectivas de las solicitudes;





b) Los intereses del Estado requirente y, cuando proceda, si el crimen se cometió en su territorio y cuál es la nacionalidad de las víctimas y de la persona cuya entrega o extradición se ha solicitado; y





c) La posibilidad de que la Corte y el Estado requirente lleguen posteriormente a un acuerdo respecto de la entrega.





7. Cuando el Estado Parte que reciba una solicitud de la Corte de entrega de una persona reciba también una solicitud de otro Estado relativa a la extradición de la misma persona por una conducta distinta de la que constituye el crimen en razón del cual la Corte solicita la entrega:





a) El Estado requerido, si no está obligado por ninguna norma internacional a conceder la extradición al Estado requirente, dará preferencia a la solicitud de la Corte;





b) El Estado requerido, si está obligado por una norma internacional a conceder la extradición al Estado requirente, decidirá si entrega la persona a la Corte o la extradita al Estado requirente. En esta decisión, el Estado requerido tendrá en cuenta todos los factores pertinentes y, entre otros, los enumerados en el párrafo 6, pero tendrá especialmente en cuenta la naturaleza y la gravedad relativas de la conducta de que se trate.





8. Cuando, como consecuencia de una notificación efectuada con arreglo al presente artículo, la Corte haya determinado la inadmisibilidad de una causa y posteriormente se deniegue la extradición al Estado requirente, el Estado requerido notificará su decisión a la Corte.

Artículo 91
Contenido de la solicitud de detención y entrega




1. La solicitud de detención y entrega deberá formularse por escrito. En caso de urgencia, se podrá hacer por cualquier otro medio que permita dejar constancia escrita, a condición de que la solicitud sea confirmada en la forma indicada en el párrafo 1 a) del artículo 87.





2. La solicitud de detención y entrega de una persona respecto de la cual la Sala de Cuestiones Preliminares haya dictado una orden de detención de conformidad con el artículo 58 deberá contener los elementos siguientes o ir acompañada de:





a) Información suficiente para la identificación de la persona buscada y datos sobre su probable paradero;





b) Una copia de la orden de detención; y





c) Los documentos, las declaraciones o la información que sean necesarios para cumplir los requisitos de procedimiento del Estado requerido relativos a la entrega; sin embargo, esos requisitos no podrán ser más onerosos que los aplicables a las solicitudes de extradición conforme a tratados o acuerdos celebrados por el Estado requerido y otros Estados y, de ser posible, serán menos onerosos, habida cuenta del carácter específico de la Corte.





3. La solicitud de detención y entrega del condenado deberá contener los siguientes elementos o ir acompañada de:





a) Copia de la orden de detención dictada en su contra;





b) Copia de la sentencia condenatoria;





c) Datos que demuestren que la persona buscada es aquella a la que se refiere la sentencia condenatoria; y





d) Si la persona que se busca ha sido condenado a una pena, copia de la sentencia y, en el caso de una pena de reclusión, una indicación de la parte de la pena que se ha cumplido y de la que queda por cumplir.





4. A solicitud de la Corte, un Estado Parte consultará con ésta, en general o con respecto a un asunto concreto, sobre las disposiciones de su derecho interno que puedan ser aplicables de conformidad con el apartado c) del párrafo 2 del presente artículo. En esas consultas, el Estado Parte comunicará a la Corte los requisitos específicos de su derecho interno.

Artículo 92

Detención provisional




1. En caso de urgencia, la Corte podrá solicitar la detención provisional de la persona buscada hasta que se presente la solicitud de entrega y los documentos que la justifiquen de conformidad con el artículo 91.





2. La solicitud de detención provisional deberá hacerse por cualquier medio que permita dejar constancia escrita y contendrá:





a) Información suficiente para identificar a la persona buscada y datos sobre su probable paradero;





b) Una exposición concisa de los crímenes por los que se pida la detención y de los hechos que presuntamente serían constitutivos de esos crímenes, inclusive, de ser posible, la indicación de la fecha y el lugar en que se cometieron;





c) Una declaración de que existe una orden de detención o una decisión final condenatoria respecto de la persona buscada; y





d) Una declaración de que se presentará una solicitud de entrega de la persona buscada.





3. La persona sometida a detención provisional podrá ser puesta en libertad si el Estado requerido no hubiere recibido la solicitud de entrega y los documentos que la justifiquen, de conformidad con el artículo 91, dentro del plazo fijado en las Reglas de Procedimiento y Prueba. Sin embargo, el detenido podrá consentir en la entrega antes de que se cumpla dicho plazo siempre que lo permita el derecho interno del Estado requerido. En ese caso, el Estado requerido procederá a entregar al detenido a la Corte tan pronto como sea posible.





4. El hecho de que la persona buscada haya sido puesta en libertad de conformidad con el párrafo 3 no obstará para que sea nuevamente detenida y entregada una vez que el Estado requerido reciba la solicitud de entrega y los documentos que la justifiquen.

Artículo 93

Otras formas de cooperación




1. Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en la presente Parte y con los procedimientos de su derecho interno, deberán cumplir las solicitudes de asistencia formuladas por la Corte en relación con investigaciones o enjuiciamientos penales a fin de:





a) Identificar y buscar personas u objetos;





b) Practicar pruebas, incluidos los testimonios bajo juramento, y producir pruebas, incluidos los dictámenes e informes periciales que requiera la Corte;





c) Interrogar a una persona objeto de investigación o enjuiciamiento;





d) Notificar documentos, inclusive los documentos judiciales;





e) Facilitar la comparecencia voluntaria ante la Corte de testigos o expertos;





f) Proceder al traslado provisional de personas, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 7;





g) Realizar inspecciones oculares, inclusive la exhumación y el examen de cadáveres y fosas comunes;





h) Practicar allanamientos y decomisos;





i) Transmitir registros y documentos, inclusive registros y documentos oficiales;





j) Proteger a víctimas y testigos y preservar pruebas;





k) Identificar, determinar el paradero o inmovilizar el producto y los bienes y haberes obtenidos del crimen y de los instrumentos del crimen, o incautarse de ellos, con miras a su decomiso ulterior y sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe; y





l) Cualquier otro tipo de asistencia no prohibida por la legislación del Estado requerido y destinada a facilitar la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de la competencia de la Corte.





2. La Corte podrá dar seguridades a los testigos o expertos que comparezcan ante ella de que no serán enjuiciados o detenidos ni se restringirá su libertad personal por un acto u omisión anterior a su salida del Estado requerido.





3. Cuando la ejecución de una determinada medida de asistencia detallada en una solicitud presentada de conformidad con el párrafo 1 estuviera prohibida en el Estado requerido por un principio fundamental de derecho ya existente y de aplicación general, el Estado requerido celebrará sin demora consultas con la Corte para tratar de resolver la cuestión. En las consultas se debería considerar si se puede prestar la asistencia de otra manera o con sujeción a condiciones. Si, después de celebrar consultas, no se pudiera resolver la cuestión, la Corte modificará la solicitud según sea necesario.





4. El Estado Parte podrá no dar lugar a una solicitud de asistencia, en su totalidad o en parte, de conformidad con el artículo 72 y únicamente si la solicitud se refiere a la presentación de documentos o la divulgación de pruebas que afecten a su seguridad nacional.





5. Antes de denegar una solicitud de asistencia de conformidad con el párrafo 1 l), el Estado requerido considerará si se puede prestar la asistencia con sujeción a ciertas condiciones, o si es posible hacerlo en una fecha posterior o de otra manera. La Corte o el Fiscal, si aceptan la asistencia sujeta a condiciones, tendrán que cumplirlas.





6. Si no se da lugar a una solicitud de asistencia, el Estado Parte requerido deberá comunicar sin demora los motivos a la Corte o al Fiscal.





7. a) La Corte podrá solicitar el traslado provisional de un detenido a los fines de su identificación o de que preste testimonio o asistencia de otra índole. El traslado podrá realizarse siempre que:





i) El detenido dé, libremente y con conocimiento de causa, su consentimiento; y





ii) El Estado requerido lo acepte, con sujeción a las condiciones que hubiere acordado con la Corte.





b) La persona trasladada permanecerá detenida.  Una vez cumplidos los fines del traslado, la Corte la devolverá sin dilación al Estado requerido.





8. a) La Corte velará por la protección del carácter confidencial de los documentos y de la información, salvo en la medida en que éstos sean necesarios para la investigación y las diligencias pedidas en la solicitud.





b) El Estado requerido podrá, cuando sea necesario, transmitir al Fiscal documentos o información con carácter confidencial. El Fiscal únicamente podrá utilizarlos para reunir nuevas pruebas.





c) El Estado requerido podrá, de oficio o a solicitud del Fiscal, autorizar la divulgación ulterior de estos documentos o información, los cuales podrán utilizarse como medios de prueba de conformidad con lo dispuesto en las partes V y VI y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.





9. a) i) El Estado Parte que reciba solicitudes concurrentes de la Corte y de otro Estado de conformidad con una obligación internacional y que no se refieran a la entrega o la extradición, procurará, en consulta con la Corte y el otro Estado, atender ambas solicitudes, de ser necesario postergando o condicionando una de ellas.





ii) Si esto no fuera posible, la cuestión de las solicitudes concurrentes se resolverá de conformidad con los principios enunciados en el artículo 90.





b) Sin embargo, cuando la solicitud de la Corte se refiera a información, bienes o personas que estén sometidos al control de un tercer Estado o de una organización internacional en virtud de un acuerdo internacional, el Estado requerido lo comunicará a la Corte y la Corte dirigirá su solicitud al tercer Estado o a la organización internacional.





10. a) A solicitud de un Estado Parte que lleve a cabo una investigación o sustancie un juicio por una conducta que constituya un crimen de la competencia de la Corte o que constituya un crimen grave con arreglo al derecho interno del Estado requirente, la Corte podrá cooperar con él y prestarle asistencia;





b) i) La asistencia prestada de conformidad con el apartado a) podrá comprender, entre otras cosas:





a. La transmisión de declaraciones, documentos u otros elementos de prueba obtenidos en el curso de una investigación o de un proceso sustanciado por la Corte; y





b. El interrogatorio de una persona detenida por orden de la Corte;





ii) En el caso de la asistencia prevista en el apartado b) i) a.:





a. Si los documentos u otros elementos de prueba se hubieren obtenido con la asistencia de un Estado, su transmisión estará subordinada al consentimiento de dicho Estado;





b. Si las declaraciones, los documentos u otros elementos de prueba hubieren sido proporcionados por un testigo o un perito, su transmisión estará subordinada a lo dispuesto en el artículo 68.





c) La Corte podrá, de conformidad con el presente párrafo y en las condiciones enunciadas en él, acceder a una solicitud de asistencia presentada por un Estado que no sea parte en el presente Estatuto.

Artículo 94
Aplazamiento de la ejecución de una solicitud de asistencia con

respecto a una investigación o un enjuiciamiento en curso




1. Si la ejecución inmediata de una solicitud de asistencia interfiriere una investigación o enjuiciamiento en curso de un asunto distinto de aquel al que se refiera la solicitud, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución por el tiempo que acuerde con la Corte. No obstante, el aplazamiento no excederá de lo necesario para concluir la investigación o el enjuiciamiento de que se trate en el Estado requerido. Antes de tomar la decisión de aplazar la ejecución de la solicitud, el Estado requerido debería considerar si se podrá prestar inmediatamente la asistencia con sujeción a ciertas condiciones.





2. Si, de conformidad con el párrafo 1, se decidiere aplazar la ejecución de una solicitud de asistencia, el Fiscal podrá en todo caso pedir que se adopten las medidas necesarias para preservar pruebas de conformidad con el párrafo 1 j) del artículo 93.

Artículo 95
Aplazamiento de la ejecución de una solicitud por

haberse impugnado la admisibilidad de la causa




Cuando la Corte proceda a examinar una impugnación de la admisibilidad de una causa de conformidad con los artículos 18 ó 19, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución de una solicitud hecha de conformidad con esta Parte hasta que la Corte se pronuncie sobre la impugnación, a menos que ésta haya resuelto expresamente que el Fiscal podrá continuar recogiendo pruebas conforme a lo previsto en los artículos 18 ó 19.

Artículo 96

Contenido de la solicitud relativa a otras formas de asistencia

de conformidad con el artículo 93




1. La solicitud relativa a otras formas de asistencia a que se hace referencia en el artículo 93 deberá hacerse por escrito. En caso de urgencia, se podrá hacer por cualquier otro medio que permita dejar constancia escrita, a condición de que la solicitud sea confirmada en la forma indicada en el párrafo 1 a) del artículo 87.





2. La solicitud deberá contener los siguientes elementos o estar acompañada de, según proceda:





a) Una exposición concisa de su propósito y de la asistencia solicitada, incluidos los fundamentos jurídicos y los motivos de la solicitud;





b) La información más detallada posible acerca del paradero o la identificación de la persona o el lugar objeto de la búsqueda o la identificación, de forma que se pueda prestar la asistencia solicitada;





c) Una exposición concisa de los hechos esenciales que fundamentan la solicitud;





d) Las razones y la indicación detallada de cualquier procedimiento que deba seguirse o requisito que deba cumplirse;





e) Cualquier información que pueda ser necesaria conforme al derecho interno del Estado requerido para cumplir la solicitud; y





f) Cualquier otra información pertinente para que pueda prestarse la asistencia solicitada.





3. A solicitud de la Corte, todo Estado Parte consultará con la Corte, en general o respecto de un asunto concreto, sobre las disposiciones de su derecho interno que puedan ser aplicables de conformidad con el párrafo 2 e). En esas consultas, los Estados Partes comunicarán a la Corte las disposiciones específicas de su derecho interno.





4. Las disposiciones del presente artículo serán también aplicables, según proceda, con respecto a las solicitudes de asistencia hechas a la Corte.

Artículo 97

Consultas con la Corte




El Estado Parte que reciba una solicitud de conformidad con la presente parte celebrará sin dilación consultas con la Corte si considera que la solicitud le plantea problemas que puedan obstaculizar o impedir su cumplimiento. Esos problemas podrían ser, entre otros:





a) Que la información fuese insuficiente para cumplir la solicitud;





b) Que, en el caso de una solicitud de entrega, la persona no pudiera ser localizada, pese a los intentos realizados, o que en la investigación realizada se hubiere determinado claramente que la persona en el Estado requerido no es la indicada en la solicitud; o





c) Que el cumplimiento de la solicitud en su forma actual obligare al Estado requerido a no cumplir una obligación preexistente en virtud de un tratado con otro Estado.

Artículo 98
Cooperación con respecto a la renuncia a la inmunidad

y consentimiento a la entrega




1. La Corte no dará curso a una solicitud de entrega o de asistencia en virtud de la cual el Estado requerido deba actuar en forma incompatible con las obligaciones que le imponga el derecho internacional con respecto a la inmunidad de un Estado o la inmunidad diplomática de una persona o un bien de un tercer Estado, salvo que la Corte obtenga anteriormente la cooperación de ese tercer Estado para la renuncia a la inmunidad.





2. La Corte no dará curso a una solicitud de entrega en virtud de la cual el Estado requerido deba actuar en forma incompatible con las obligaciones que le imponga un acuerdo internacional conforme al cual se requiera el consentimiento del Estado que envíe para entregar a la Corte a una persona sujeta a la jurisdicción de ese Estado, a menos que ésta obtenga primero la cooperación del Estado que envíe para que dé su consentimiento a la entrega.

Artículo 99
Cumplimiento de las solicitudes a que se hace referencia

en los artículos 93 y 96




1. Las solicitudes de asistencia se cumplirán de conformidad con el procedimiento aplicable en el derecho interno del Estado requerido y, salvo si ese derecho lo prohíbe, en la forma especificada en la solicitud, incluidos los procedimientos indicados en ella y la autorización a las personas especificadas en ella para estar presentes y prestar asistencia en el trámite.





2. En el caso de una solicitud urgente y cuando la Corte lo pida, los documentos o pruebas incluidos en la respuesta serán transmitidos con urgencia.





3. Las respuestas del Estado requerido serán transmitidas en su idioma y forma original.





4. Sin perjuicio de los demás artículos de la presente parte, cuando resulte necesario en el caso de una solicitud que pueda ejecutarse sin necesidad de medidas coercitivas, en particular la entrevista a una persona o la recepción de pruebas de una persona voluntariamente, aun cuando sea sin la presencia de las autoridades del Estado Parte requerido si ello fuere esencial para la ejecución de la solicitud, y el reconocimiento de un lugar u otro recinto que no entrañe un cambio en él, el Fiscal podrá ejecutar directamente la solicitud en el territorio de un Estado según se indica a continuación:





a) Cuando el Estado Parte requerido fuere un Estado en cuyo territorio se hubiera cometido presuntamente el crimen, y hubiere habido una decisión de admisibilidad de conformidad con los artículos 18 ó 19, el Fiscal podrá ejecutar directamente la solicitud tras celebrar todas las consultas posibles con el Estado Parte requerido;





b) En los demás casos, el Fiscal podrá ejecutar la solicitud tras celebrar consultas con el Estado Parte requerido y con sujeción a cualquier condición u observación razonable que imponga o haga ese Estado Parte. Cuando el Estado Parte requerido considere que hay problemas para la ejecución de una solicitud de conformidad con el presente apartado, celebrará consultas sin demora con la Corte para resolver la cuestión.





5. Las disposiciones en virtud de las cuales una persona que sea oída o interrogada por la Corte con arreglo al artículo 72 podrá hacer valer las restricciones previstas para impedir la divulgación de información confidencial relacionada con la seguridad nacional serán igualmente aplicables al cumplimiento de las solicitudes de asistencia a que se hace referencia en el presente artículo.

Artículo 100
Gastos




1. Los gastos ordinarios que se deriven del cumplimiento de las solicitudes en el territorio del Estado requerido correrán a cargo de éste, con excepción de los siguientes, que correrán a cargo de la Corte:





a) Gastos relacionados con el viaje y la seguridad de los testigos y peritos, o el traslado, con arreglo al artículo 93, de personas detenidas;





b) Gastos de traducción, interpretación y transcripción;





c) Gastos de viaje y dietas de los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario, el secretario adjunto y los funcionarios de cualquier órgano de la Corte;





d) Costo de los informes o dictámenes periciales solicitados por la Corte;





e) Gastos relacionados con el transporte de la persona que entregue a la Corte un Estado de detención; y





f) Previa consulta, todos los gastos extraordinarios que puedan ser resultado del cumplimiento de una solicitud.





2. Las disposiciones del párrafo 1 serán aplicables, según proceda, a las solicitudes hechas por los Estados Partes a la Corte. En ese caso, los gastos ordinarios que se deriven de su cumplimiento correrán a cargo de la Corte.

Artículo 101
Principio de la especialidad




1. Quien haya sido entregado a la Corte en virtud del presente Estatuto no será procesado, castigado o detenido por una conducta anterior a su entrega, a menos que ésta constituya la base del delito por el cual haya sido entregado.





2. La Corte podrá pedir al Estado que hizo la entrega que la dispense del cumplimiento de los requisitos establecidos en el párrafo 1 y, si fuere necesario, proporcionará información adicional de conformidad con el artículo 91. Los Estados Partes estarán facultados para dar esa dispensa a la Corte y procurarán hacerlo.

Artículo 102
Términos empleados




A los efectos del presente Estatuto:





a) Por "entrega" se entenderá la entrega de una persona por un Estado a la Corte de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto;





b) Por "extradición" se entenderá la entrega de una persona por un Estado a otro Estado de conformidad con lo dispuesto en un tratado o convención o en el derecho interno.

PARTE X. DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA

Artículo 103

Función de los Estados en la ejecución de las
penas privativas de libertad




1. a) La pena privativa de libertad se cumplirá en un Estado designado por la Corte sobre la base de una lista de Estados que hayan manifestado a la Corte que están dispuestos a recibir condenados;





b) En el momento de declarar que está dispuesto a recibir condenados, el Estado podrá poner condiciones a reserva de que sean aceptadas por la Corte y estén en conformidad con la presente Parte;





c) El Estado designado en un caso determinado indicará sin demora a la Corte si acepta la designación.





2. a) El Estado de ejecución de la pena notificará a la Corte cualesquiera circunstancias, incluido el cumplimiento de las condiciones aceptadas con arreglo al párrafo 1, que pudieren afectar materialmente a las condiciones o la duración de la privación de libertad. Las circunstancias conocidas o previsibles deberán ponerse en conocimiento de la Corte con una antelación mínima de 45 días. Durante este período, el Estado de ejecución no adoptará medida alguna que redunde en perjuicio de lo dispuesto en el artículo 110;





b) La Corte, si no puede aceptar las circunstancias a que se hace referencia en el apartado a), lo notificará al Estado de ejecución y procederá de conformidad con el párrafo 1 del artículo 104.





3. La Corte, al ejercer su facultad discrecional de efectuar la designación prevista en el párrafo 1, tendrá en cuenta:





a) El principio de que los Estados Partes deben compartir la responsabilidad por la ejecución de las penas privativas de libertad de conformidad con los principios de distribución equitativa que establezcan las Reglas de Procedimiento y Prueba;





b) La aplicación de normas de tratados internacionales generalmente aceptadas sobre el tratamiento de los reclusos;





c) La opinión del condenado;





d) La nacionalidad del condenado; y





e) Otros factores relativos a las circunstancias del crimen o del condenado, o a la ejecución eficaz de la pena, según procedan en la designación del Estado de ejecución.





4. De no designarse un Estado de conformidad con el párrafo 1, la pena privativa de libertad se cumplirá en el establecimiento penitenciario que designe el Estado anfitrión, de conformidad con las condiciones estipuladas en el acuerdo relativo a la sede a que se hace referencia en el párrafo 2 del artículo 3. En ese caso, los gastos que entrañe la ejecución de la pena privativa de libertad serán sufragados por la Corte.

Artículo 104
Cambio en la designación del Estado de ejecución




1. La Corte podrá en todo momento decidir el traslado del condenado a una prisión de un Estado distinto del Estado de ejecución.





2. El condenado podrá en todo momento solicitar de la Corte su traslado del Estado de ejecución.

Artículo 105
Ejecución de la pena




1. Con sujeción a las condiciones que haya establecido un Estado de conformidad con el párrafo 1 b) del artículo 103, la pena privativa de libertad tendrá carácter obligatorio para los Estados Partes, los cuales no podrán modificarla en caso alguno.





2. La decisión relativa a cualquier solicitud de apelación o revisión incumbirá exclusivamente a la Corte. El Estado de ejecución no pondrá obstáculos para que el condenado presente una solicitud de esa índole.

Artículo 106
Supervisión de la ejecución de la pena

y condiciones de reclusión




1. La ejecución de una pena privativa de libertad estará sujeta a la supervisión de la Corte y se ajustará a las normas generalmente aceptadas de las convenciones internacionales sobre el tratamiento de los reclusos.





2. Las condiciones de reclusión se regirán por la legislación del Estado de ejecución y se ajustarán a las normas generalmente aceptadas de las convenciones internacionales sobre el tratamiento de los reclusos; en todo caso, no serán ni más ni menos favorables que las aplicadas a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de ejecución.





3. La comunicación entre el condenado y la Corte será irrestricta y confidencial.

Artículo 107
Traslado una vez cumplida la pena




1. Una vez cumplida la pena, quien no sea nacional del Estado de ejecución podrá, de conformidad con la legislación de dicho Estado, ser trasladado al Estado que esté obligado a aceptarlo o a otro Estado que esté dispuesto a hacerlo, teniendo en cuenta si quiere ser trasladado a éste, a menos que el Estado de ejecución lo autorice a permanecer en su territorio.





2. Los gastos derivados del traslado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, de no ser sufragados por un Estado, correrán por cuenta de la Corte.





3. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 108, el Estado de ejecución también podrá, de conformidad con su derecho interno, extraditar o entregar por cualquier otra vía a la persona a un Estado que haya pedido la extradición o entrega para someterla a juicio o para que cumpla una pena.

Artículo 108
Limitaciones al enjuiciamiento o la sanción por otros delitos




1. El condenado que se halle bajo la custodia del Estado de ejecución no será sometido a enjuiciamiento, sanción o extradición a un tercer Estado por una conducta anterior a su entrega al Estado de ejecución, a menos que, a petición de éste, la Corte haya aprobado el enjuiciamiento, la sanción o la extradición.





2. La Corte dirimirá la cuestión tras haber oído al condenado.





3. El párrafo 1 del presente artículo no será aplicable si el condenado permanece de manera voluntaria durante más de 30 días en el territorio del Estado de ejecución después de haber cumplido la totalidad de la pena impuesta por la Corte o si regresa al territorio de ese Estado después de haber salido de él.

Artículo 109
Ejecución de multas y órdenes de decomiso




1. Los Estados Partes harán efectivas las multas u órdenes de decomiso decretadas por la Corte en virtud de la Parte VII, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe y de conformidad con el procedimiento establecido en su derecho interno.





2. El Estado Parte que no pueda hacer efectiva la orden de decomiso adoptará medidas para cobrar el valor del producto, los bienes o los haberes cuyo decomiso hubiere decretado la Corte, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.





3. Los bienes, o el producto de la venta de bienes inmuebles o, según proceda, la venta de otros bienes que el Estado Parte obtenga al ejecutar una decisión de la Corte serán transferidos a la Corte.

Artículo 110

Examen de una reducción de la pena




1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte.





2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al recluso.





3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. El examen no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos.





4. Al proceder al examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera que concurren uno o más de los siguientes factores:





a) Si el recluso ha manifestado desde el principio y de manera continua su voluntad de cooperar con la Corte en sus investigaciones y enjuiciamientos;





b) Si el recluso ha facilitado de manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes de la Corte en otros casos, en particular ayudando a ésta en la localización de los bienes sobre los que recaigan las multas, las órdenes de decomiso o de reparación que puedan usarse en beneficio de las víctimas; o





c) Otros factores indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba que permitan determinar un cambio en las circunstancias suficientemente claro e importante como para justificar la reducción de la pena.





5. La Corte, si en su examen inicial con arreglo al párrafo 3, determina que no procede reducir la pena, volverá a examinar la cuestión con la periodicidad y con arreglo a los criterios indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba.

Artículo 111
Evasión




Si un condenado se evade y huye del Estado de ejecución, éste podrá, tras consultar a la Corte, pedir al Estado en que se encuentre que lo entregue de conformidad con los acuerdos bilaterales y multilaterales vigentes, o podrá pedir a la Corte que solicite la entrega de conformidad con la Parte IX. La Corte, si solicita la entrega, podrá resolver que el condenado sea enviado al Estado en que cumplía su pena o a otro Estado que indique.

PARTE XI. DE LA ASAMBLEA DE LOS ESTADOS PARTES

Artículo 112

Asamblea de los Estados Partes




1. Se instituye una Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto. Cada Estado Parte tendrá un representante en la Asamblea que podrá hacerse acompañar de suplentes y asesores. Otros Estados signatarios del presente Estatuto o del Acta Final podrán participar en la Asamblea a título de observadores.





2. La Asamblea:





a) Examinará y aprobará, según proceda, las recomendaciones de la Comisión Preparatoria;





b) Ejercerá su supervisión respecto de la Presidencia, el Fiscal y la Secretaría en las cuestiones relativas a la administración de la Corte;





c) Examinará los informes y las actividades de la Mesa establecida en el párrafo 3 y adoptará las medidas que procedan a ese respecto;





d) Examinará y decidirá el presupuesto de la Corte;





e) Decidirá si corresponde, de conformidad con el artículo 36, modificar el número de magistrados;





f) Examinará cuestiones relativas a la falta de cooperación de conformidad con los párrafos 5 y 7 del artículo 87;





g) Desempeñará las demás funciones que procedan en virtud del presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba.





3. a) La Asamblea tendrá una Mesa, que estará compuesta de un Presidente, dos Vicepresidentes y 18 miembros elegidos por la Asamblea por períodos de tres años;





b) La Mesa tendrá carácter representativo, teniendo en cuenta, en particular, el principio de la distribución geográfica equitativa y la representación adecuada de los principales sistemas jurídicos del mundo;





c) La Mesa se reunirá con la periodicidad que sea necesaria, pero por lo menos una vez al año, y prestará asistencia a la Asamblea en el desempeño de sus funciones.





4. La Asamblea podrá establecer los órganos subsidiarios que considere necesarios, incluido un mecanismo de supervisión independiente que se encargará de la inspección, la evaluación y la investigación de la Corte a fin de mejorar su eficiencia y economía.





5. El Presidente de la Corte, el Fiscal y el Secretario o sus representantes podrán, cuando proceda, participar en las sesiones de la Asamblea y de la Mesa.





6. La Asamblea se reunirá en la sede de la Corte o en la Sede de las Naciones Unidas una vez al año y, cuando las circunstancias lo exijan, celebrará períodos extraordinarios de sesiones. Salvo que se indique otra cosa en el presente Estatuto, los períodos extraordinarios de sesiones serán convocados por la Mesa de oficio o a petición de un tercio de los Estados Partes.





7. Cada Estado Parte tendrá un voto. La Asamblea y la Mesa harán todo lo posible por adoptar sus decisiones por consenso. Si no se pudiere llegar a un consenso y salvo que en el presente Estatuto se disponga otra cosa:





a) Las decisiones sobre cuestiones de fondo serán aprobadas por mayoría de dos tercios de los presentes y votantes, a condición de que una mayoría absoluta de los Estados Partes constituirá el quórum para la votación;





b) Las decisiones sobre cuestiones de procedimiento se tomarán por mayoría simple de los Estados Partes presentes y votantes.





8. El Estado Parte que esté en mora en el pago de sus contribuciones financieras a los gastos de la Corte no tendrá voto en la Asamblea ni en la Mesa cuando la suma adeudada sea igual o superior al total de las contribuciones adeudadas por los dos años anteriores completos. La Asamblea podrá, sin embargo, permitir que dicho Estado vote en ella y en la Mesa si llegare a la conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad del Estado Parte.





9. La Asamblea aprobará su propio reglamento.





10. Los idiomas oficiales y de trabajo de la Asamblea serán los de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

PARTE XII.  DE LA FINANCIACIÓN

Artículo 113

Reglamento Financiero




Salvo que se prevea expresamente otra cosa, todas las cuestiones financieras relacionadas con la Corte y con las reuniones de la Asamblea de los Estados Partes, inclusive su Mesa y sus órganos subsidiarios, se regirán por el presente Estatuto y por el Reglamento Financiero y Reglamentación Financiera Detallada que apruebe la Asamblea de los Estados Partes.

Artículo 114
Pago de los gastos




Los gastos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes, incluidos los de su Mesa y órganos subsidiarios, se sufragarán con fondos de la Corte.

Artículo 115

Fondos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes




Los gastos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes, inclusive su Mesa y sus órganos subsidiarios, previstos en el presupuesto aprobado por la Asamblea de los Estados Partes, se sufragarán con cargo a:





a) Cuotas de los Estados Partes;





b) Fondos procedentes de las Naciones Unidas, con sujeción a la aprobación de la Asamblea General, en particular respecto de los gastos efectuados en relación con cuestiones remitidas por el Consejo de Seguridad.

Artículo 116
Contribuciones voluntarias




Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 115, la Corte podrá recibir y utilizar, en calidad de fondos adicionales, contribuciones voluntarias de gobiernos, organizaciones internacionales, particulares, sociedades y otras entidades, de conformidad con los criterios en la materia que adopte la Asamblea de los Estados Partes.

Artículo 117

Prorrateo de las cuotas




Las cuotas de los Estados Partes se prorratearán de conformidad con una escala de cuotas convenida basada en la escala adoptada por las Naciones Unidas para su presupuesto ordinario y ajustada de conformidad con los principios en que se basa dicha escala.

Artículo 118

Comprobación anual de cuentas




Los registros, los libros y las cuentas de la Corte, incluidos sus estados financieros anuales, serán verificados anualmente por un auditor independiente.

PARTE XIII. CLÁUSULAS FINALES

Artículo 119

Solución de controversias




1. Las controversias relativas a las funciones judiciales de la Corte serán dirimidas por ella.





2. Cualquier otra controversia que surja entre dos o más Estados Partes respecto de la interpretación o aplicación del presente Estatuto que no se resuelva mediante negociaciones en un plazo de tres meses contado desde el comienzo de la controversia será sometida a la Asamblea de los Estados Partes. La Asamblea podrá tratar de resolver por sí misma la controversia o recomendar otros medios de solución, incluida su remisión a la Corte Internacional de Justicia de conformidad con el Estatuto de ésta.

Artículo 120
Reservas




No se admitirán reservas al presente Estatuto.

Artículo 121
Enmiendas




1. Transcurridos siete años desde la entrada en vigor del presente Estatuto, cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas a él. El texto de toda enmienda propuesta será presentado al Secretario General de las Naciones Unidas, que lo distribuirá sin dilación a los Estados Partes.





2. Transcurridos no menos de tres meses desde la fecha de la notificación, la Asamblea de los Estados Partes decidirá en su próxima reunión, por mayoría de los presentes y votantes, si ha de examinar la propuesta, lo cual podrá hacer directamente o previa convocación de una Conferencia de Revisión si la cuestión lo justifica.





3. La aprobación de una enmienda en una reunión de la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de Revisión en la que no sea posible llegar a un consenso requerirá una mayoría de dos tercios de los Estados Partes.





4. Salvo lo dispuesto en el párrafo 5, toda enmienda entrará en vigor respecto de los Estados Partes un año después de que los siete octavos de éstos hayan depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas sus instrumentos de ratificación o de adhesión.





5. Las enmiendas a los artículos 5, 6, 7 y 8 del presente Estatuto entrarán en vigor únicamente respecto de los Estados Partes que las hayan aceptado un año después del depósito de sus instrumentos de ratificación o aceptación. La Corte no ejercerá su competencia respecto de un crimen comprendido en la enmienda cuando haya sido cometido por nacionales o en el territorio de un Estado Parte que no haya aceptado la enmienda.





6. Si una enmienda ha sido aceptada por los siete octavos de los Estados Partes de conformidad con el párrafo 4, el Estado Parte que no la haya aceptado podrá denunciar el presente Estatuto con efecto inmediato, no obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 127 pero con sujeción al párrafo 2 de dicho artículo, mediante notificación hecha a más tardar un año después de la entrada en vigor de la enmienda.





7. El Secretario General de las Naciones Unidas distribuirá a los Estados Partes las enmiendas aprobadas en una reunión de la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de Revisión.

Artículo 122

Enmiendas a disposiciones de carácter institucional




1. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 121, cualquier Estado Parte podrá proponer en cualquier momento enmiendas a las disposiciones del presente Estatuto de carácter exclusivamente institucional, a saber, el artículo 35, los párrafos 8 y 9 del artículo 36, el artículo 37, el artículo 38, los párrafo 1 (dos primeras oraciones), 2 y 4 del artículo 39, los párrafos 4 a 9 del artículo 42, los párrafos 2 y 3 del artículo 43 y los artículos 44, 46, 47 y 49. El texto de la enmienda propuesta será presentado al Secretario General de las Naciones Unidas o a la persona designada por la Asamblea de los Estados Partes, que lo distribuirá sin demora a los Estados Partes y a otros participantes en la Asamblea.





2. Las enmiendas presentadas con arreglo al presente artículo respecto de las cuales no sea posible llegar a un consenso serán aprobadas por la Asamblea de los Estados Partes o por una Conferencia de Revisión por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. Esas enmiendas entrarán en vigor respecto de los Estados Partes seis meses después de su aprobación por la Asamblea o, en su caso, por la Conferencia.

Artículo 123
Revisión del Estatuto




1. Siete años después de que entre en vigor el presente Estatuto, el Secretario General de las Naciones Unidas convocará una Conferencia de Revisión de los Estados Partes para examinar las enmiendas al Estatuto. El examen podrá comprender la lista de los crímenes indicados en el artículo 5 pero no se limitará a ellos. La Conferencia estará abierta a los participantes en la Asamblea de los Estados Partes y en las mismas condiciones que ésta.





2. Posteriormente, en cualquier momento, a petición de un Estado Parte y a los efectos indicados en el párrafo 1, el Secretario General de las Naciones Unidas, previa la aprobación de una mayoría de los Estados Partes, convocará una Conferencia de Revisión de los Estados Partes.





3. Las disposiciones de los párrafos 3 a 7 del artículo 121 serán aplicables a la aprobación y entrada en vigor de toda enmienda del Estatuto examinada en una Conferencia de Revisión.

Artículo 124

Disposición de transición




No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del artículo 12, un Estado, al hacerse parte en el presente Estatuto, podrá declarar que, durante un período de siete años contados a partir de la fecha en que el Estatuto entre en vigor a su respecto, no aceptará la competencia de la Corte sobre la categoría de crímenes a que se hace referencia en el artículo 8 cuando se denuncie la comisión de uno de esos crímenes por sus nacionales o en su territorio. La declaración formulada de conformidad con el presente artículo podrá ser retirada en cualquier momento. Lo dispuesto en el presente artículo será reconsiderado en la Conferencia de Revisión que se convoque de conformidad con el párrafo 1 del artículo 123.

Artículo 125
Firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión




1. El presente Estatuto estará abierto a la firma de todos los Estados el 17 de julio de 1998 en Roma, en la sede de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación. Posteriormente, y hasta el 17 de octubre de 1998, seguirá abierto a la firma en Roma, en el Ministerio de Relaciones Exteriores de Italia. Después de esa fecha, el Estatuto estará abierto a la firma en Nueva York, en la Sede de las Naciones Unidas, hasta el 31 de diciembre del año 2000.





2. El presente Estatuto estará sujeto a la ratificación, aceptación o aprobación de los Estados signatarios. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





3. El presente Estatuto estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 126
Entrada en vigor




1. El presente Estatuto entrará en vigor el primer día del mes siguiente al sexagésimo día a partir de la fecha en que se deposite en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.





2. Respecto de cada Estado que ratifique, acepte o apruebe el presente Estatuto o se adhiera a él después de que sea depositado el sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Estatuto entrará en vigor el primer día del mes siguiente al sexagésimo día a partir de la fecha en que haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

Artículo 127
Denuncia




1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Estatuto mediante notificación por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que se reciba la notificación, a menos que en ella se indique una fecha ulterior.





2. La denuncia no exonerará al Estado de las obligaciones que le incumbieran de conformidad con el presente Estatuto mientras era parte en él, en particular las obligaciones financieras que hubiere contraído. La denuncia no obstará a la cooperación con la Corte en el contexto de las investigaciones y los enjuiciamientos penales en relación con los cuales el Estado denunciante esté obligado a cooperar y que se hayan iniciado antes de la fecha en que la denuncia surta efecto; la denuncia tampoco obstará en modo alguno a que se sigan examinando las cuestiones que la Corte tuviera ante sí antes de la fecha en que la denuncia surta efecto.

Artículo 128
Textos auténticos




El original del presente Estatuto, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que enviará copia certificada a todos los Estados.”.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros señaló, en su oportunidad, que el Tratado en comento ha sido ampliamente discutido en esta Comisión y en el Senado, habida consideración de la tramitación que ha tenido en el Congreso, en la cual ha mediado, incluso, una reforma constitucional.


Destacó que este Tratado, aprobado el 17 de julio de 1998, significa la concreción de un largo proceso iniciado después del término de la Segunda Guerra Mundial, luego que entraron en vigor las Convenciones de Ginebra. Añadió que en el año 1996 se arribó a una etapa decisiva de la discusión, en una Conferencia en la cual Chile estuvo presente y contribuyó con su voto.


Informó que actualmente ciento ocho países la han ratificado, de los cuales treinta son africanos, cuarenta y un europeos, y veintitrés de América Latina y el Caribe. Agregó que la Convención entró en vigor el año 2002, una vez que sesenta Estados la ratificaron.


Destacó que la especificidad que tendría la Corte es importante, ya que es la única en el mundo dedicada al derecho penal internacional. Precisó que otros tribunales han sido creados ad hoc, como el tribunal de Nuremberg, y los de la ex Yugoeslavia y Ruanda, basándose en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. No obstante, expresó que siempre se han levantado críticas acerca de la validez jurídica de dichos tribunales ad hoc, por cuanto tanto el tribunal como las figuras penales fueron establecidas con posterioridad a la comisión del delito.


Añadió que el perfeccionamiento de los principios penales de territorialidad, personalidad pasiva y nacionalidad, permitió que se desarrollaran otros, como el de universalidad, principio por el que algunos Estados se han asignado jurisdicción, lo que también ha generado problemas.


Destacó la importancia de darle permanencia al tribunal y que los principios que informan el derecho penal queden así consagrados.


Destacó, como otro aspecto relevante, el principio de complementariedad, considerando que por amplio acuerdo se incorporaron en nuestra legislación interna los tipos penales que son de competencia de la Corte Penal Internacional, tales como el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los de guerra. Este principio consagra que la responsabilidad primaria del juzgamiento corresponde a cada Estado y sólo supletoriamente entra a actuar la Corte, con una estructura jurídica muy parecida a la que tiene nuestro país.


Señaló que un aspecto importante es la forma como se pone en marcha la competencia de la Corte, la que puede ser por denuncia de un Estado parte, por denuncia del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas o de oficio por el Fiscal de la Corte.


Agregó que el rol del Consejo de Seguridad, además de tener acción para iniciar un proceso, consiste en pedir la suspensión del procedimiento de una causa ya iniciada, por la mayoría de sus miembros, entre ellos todos los miembros permanentes, por asuntos relacionados con el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. Esto desmiente la afirmación de que las superpotencias pueden paralizar el trabajo de la Corte, pero en realidad es sobre ciertos temas y por la unanimidad de los miembros permanentes. Consultado por el Honorable Senador señor Gazmuri, señaló que en aquellas causas iniciadas por denuncia del Consejo de Seguridad, deben serlo por la mayoría de sus miembros, en cuyo caso, los miembros permanentes tienen derecho a veto.


Hizo presente que los delitos de que conoce la Corte, principalmente genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, han sido tipificados en nuestra legislación interna
. Por lo demás, el Tratado consagra los principios generales del derecho penal, tales como, el de legalidad, irretroactividad, principios procesales generales, cosa juzgada, principio de inocencia y la imprescriptibilidad de los delitos.


Finalmente, destacó el trabajo y la buena disposición de los parlamentarios de la Comisión, quienes llegaron a un acuerdo que permitió acelerar la tramitación del proyecto. También resaltó el cumplimiento punto por punto del itinerario acordado: tipificación de figuras penales, aprobación de la reforma constitucional que autoriza al Estado de Chile para reconocer el Estatuto de Roma y, por último, el Estatuto de la Corte propiamente tal.


A continuación, el Honorable Senador señor Romero fundamentó su voto destacando que se ha cumplido cabalmente con el compromiso a que se llegó, poniendo en relieve que el Senado es un lugar de acuerdos, en especial, la Comisión de Relaciones Exteriores, en la que se plantearon los puntos a desarrollar en primer lugar la tipificación de los delitos, luego la reforma constitucional y finalmente el Tratado.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín dejó constancia que es importante para la presencia internacional de Chile la aprobación de este Tratado y por lo que implica para la dignidad de las personas que delitos de esta naturaleza no queden impunes.


El Honorable Senador señor Gazmuri destacó que la aprobación del proyecto representa un importante paso en la institucionalización de una protección internacional a los derechos humanos. Asimismo, valoró el acuerdo alcanzado en el seno de la Comisión que permitió avanzar en su consecución.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Barra indicó que la protección de los derechos humanos ha sido una permanente preocupación de los Gobiernos de la Concertación. En dicho sentido, respaldó la creación de la Corte Penal Internacional para que, en el futuro, se protejan de mejor forma los derechos fundamentales de las personas.


Finalmente, el Honorable Senador señor Pizarro valoró el consenso a que se ha arribado en este tema, en especial, porque han transcurrido más de diez años desde que se inició su discusión. Al respecto, resaltó la labor que desempeñó la Comisión para avanzar en la resolución de este proyecto.





Sometido a votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 9 de junio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), Jaime Gazmuri Mujica, Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2009.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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� Ley Nº 11.441 de 2007 que establece divorcio consensual por vía administrativa. 


� Ley de Divorcio Nº 29.227 de 2008.


� Ley N° 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, publicada el 3 de marzo de 1997. 


� Letra c) artículo 3° de la Ley 19.496: “Son derechos y deberes básicos del consumidor:


c)  El no ser discriminado arbitrariamente por parte de proveedores de bienes y servicios”. 


� Publicada el 15 de noviembre de 2005.


� Boletín N° 6.406-07, que se encuentra en el Tribunal Constitucional, habiendo concluido su tramitación en el Congreso.
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